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PRÓLOGO 
ROBERT F. ARNOVE 


Política educativa en América Latina: reformas, resistencia 
y persistencia es una colección de capítulos que reflexionan 
sobre los esfuerzos principales para reformar los sistemas 
educativos en América Latina. Esto es evidente en el capítulo 
introductorio del compilador, Carlos Ornelas, que proporciona 
un marco conceptual que se basa en una amplia gama de 
filósofos, sociólogos y analistas políticos desde Maquiavelo, 
Marx, Weber y Durkheim hasta Nussbaum y Giddens. Los 
cuatro elementos esenciales del marco (propósito, tradición, 
contexto y herramientas) pueden parecer idiosincrásicos, pero 
resultan ser útiles en la medida que los autores de los capítulos 
analizan esfuerzos de reforma en contextos históricos y 
describen las fuerzas motrices y las dinámicas de los intentos 
de superación. Y, en ciertos casos, cambiar radicalmente las 
políticas y prácticas injustas, 

Como ejemplo de ello, el libro comienza con intentos en 
Argentina (como lo ilustra Beech) y Chile de incluir sistemas 
educativos más incluyentes después de dictaduras militares. 
Chile es particularmente notable por la forma en que privatizó 
el sistema escolar como resultado de las políticas económicas y 
educativas neoliberales que se instauraron durante el régimen 
de Augusto Pinochet. Disminuir la posición privilegiada de los 
favorecidos por dicho régimen, sin embargo, no se lleva a cabo 
sin resistencia, como lo documentan Ávalos y Bellei. En 
contraste, el segundo capítulo sobre Chile, de Muñoz y 
Weinstein, documenta cómo se han implementado las mejores 
prácticas en la formación docente y el desarrollo profesional, 
para todos los propósitos, sin oposición significativa, 


Además de la calidad de la fuerza docente de un país, el 
multiculturalismo es un elemento importante de los esfuerzos 
de reforma para lograr un sistema educativo más incluyente y 
equitativo. Esto es cierto en muchos de los países de la región 
con poblaciones indígenas mayoritarias o pluralistas. Brasil, a 
pesar de su imagen multirracial, tiene una larga historia de 
discriminación contra los descendientes de la esclavitud 
africana en la empobrecida región noreste. El capítulo 4, de 
Ana Ivenicki, señala que el multiculturalismo es un término 
integral que abarca los principales espacios de identidad, 
además de la raza y el origen étnico. La reciente elección de un 
presidente racista, homofóbico y misógino plantea grandes 
problemas para el éxito continuo en el logro de un sistema 
educativo genuinamente multicultural en Brasil. 

Los problemas de transformación y oposición, los logros y 
los propósitos y promesas no cumplidos destacan aún más en el 
caso ecuatoriano (capítulo 6, de Baxter), en el que las reformas 
de gran alcance del gobierno populista de Rafael Correa 
ejercieron el poder estatal para tomar el control de un sistema 
difícil de manejar. A pesar de la resistencia a tal esfuerzo, se 
lograron avances significativos en equidad y calidad. El caso 
mexicano (capítulo 10, a cargo de Ornelas) es un ejemplo de los 
esfuerzos del Estado por tomar el control de un sistema 
dominado por el sindicato nacional de docentes afiliado al 
Partido Revolucionario Institucional (PRI). El capítulo plantea 
la cuestión de si una estructura hegemónica vertical está siendo 
remplazada por otra, mientras que la disputa continúa entre los 
favorecidos o no por el statu quo en la educación y la sociedad. 
Si el cambio fundamental para mejorar ha ocurrido o no sigue 
siendo problemático. El caso peruano (capítulo 5 que analizan 
Balarin y Rodríguez) ilustra cómo la rotación constante en el 
Ministerio de Educación y la inconsistencia en la formulación e 


implementación de políticas —común en la región y en otras 
partes del mundo-— han dado como resultado mejoras modestas 
en el funcionamiento general y los resultados de la 
escolarización. 

Las contradicciones y fuerzas opuestas se ubican en 
competencias históricas, socioculturales y económicas 
específicas, que van de lo nacional y lo regional a lo 
internacional. Ilustrativo de este punto es el caso cubano 
(capítulo 9, de Ginsburg y García Batista) que examina seis 
décadas de innovaciones educativas en el contexto de las 
relaciones cambiantes de la guerra fría de la isla con Estados 
Unidos y la Unión Soviética. El capítulo 8, sobre El Salvador, 
de Edwards, proporciona una descripción detallada de cómo los 
factores nacionales e internacionales son esenciales para 
comprender la trayectoria de las reformas educativas, tanto sus 
éxitos como sus fracasos. El papel de un actor internacional 
importante, en particular, la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económicos (OCDE), se ilustra con iniciativas 
de reforma que se emprendieron en Colombia, en el capítulo 7 
de Guevara y Téllez. 

El capítulo final del volumen es diferente, ya que implica un 
análisis transnacional de la respuesta de diferentes 
organizaciones de docentes a los esfuerzos de reforma en 
Argentina, Brasil y México que pueden o no ser favorables para 
ellos y para el sistema educativo. Aquí hay que señalar que me 
opongo a los intentos de fijar el fracaso de la reforma 
educativa en los sindicatos de docentes. Históricamente, en 
América Latina y en otros lugares, los sindicatos de docentes 
han sido la fuerza más importante para expandir y fortalecer la 
educación pública como un derecho fundamental de ciudadanía 
que sirve al bien común. 


Además de estudiar las reformas educativas dentro del 
marco general de “la dialéctica de lo global y lo local”, otra 
característica única del libro es el proceso empleado por el 
editor para lograr un conjunto complementario de capítulos. 
Como se describe en su introducción, Ornelas hizo los arreglos 
para que varios autores contribuyeran a hacer presentaciones 
en dos sesiones en la Conferencia de México 2018 de la 
Sociedad de Educación Comparada e Internacional (CIES). 
Luego, los autores se reunieron durante dos días en el Crefal 
(Centro de Cooperación Regional para la Educación de Adultos 
en América Latina y el Caribe) en Pátzcuaro, Michoacán, con el 
objetivo de brindar una oportunidad para que cada capítulo 
recibiera críticas y fuese mejorado de manera 
extraordinariamente colegial. 

El resultado de esta empresa cuidadosamente planificada es 
un volumen que ofrece nuevas perspectivas por distinguidos 
académicos latinoamericanos y estadunidenses, que han 
dedicado sus carreras a comprender cómo los sistemas 
educativos desempeñan un papel ¡importante en la 
configuración de sus sociedades y, a su vez, están conformados 
por las sociedades. Sus preocupaciones permanentes se orientan 
a imaginar que se necesita para crear sistemas de educación 
equitativos y de calidad que contribuyan al bienestar individual 
y colectivo. Pienso que Política educativa en América Latina: 
reformas, resistencia y persistencia es una representación digna 
de sus estudios y participación política que han beneficiado a 
muchos, no sólo en sus sociedades, sino también en otras partes 
de América y el mundo. 


(VERSIÓN EN ESPAÑOL DE CARLOS ORNELAS) 


INTRODUCCIÓN 
REFORMAS, RESISTENCIA Y PERSISTENCIA 


CARLOS ORNELAS 
NOTA BENE 


Este libro se publicó en inglés en 2019 por Brill-Sense 
Publishers. La presente versión no es una mera traducción, 
aunque me hice cargo de poner en español los ensayos de Ana 
Ivenicki, Brent Edwards y esta introducción. La mayoría de los 
autores reescribieron su trabajo en español; incluso, en algunos 
capítulos actualizaron hechos de comienzos de 2019, pero sin 
alargar el contenido. Decidí dejar la introducción con fecha de 
noviembre de 2018, cuando cerramos la preparación de los 
textos para la publicación en inglés. 

Agradezco a John Bennett de Brill-Sense por la cesión de 
derechos para publicar este libro en español. También a Jaime 
Labastida, director general de Siglo XXI Editores, por la 
respuesta favorable para su publicación en español; en breve 
tiempo, además, Respondí a su solicitud y agregué un epílogo al 
capítulo 10, donde discuto la reforma mexicana. 

Desde mediados de la década de 1980 se desató la fiebre por 
las reformas educativas en todo el mundo. En Europa, ciertos 
gobiernos plantaron la tendencia desde la posguerra con el fin 
de desterrar la ideología nacionalsocialista y las inclinaciones 
fascistas; la idea de la democracia empujó a los esfuerzos de 
cambio, en especial en lo que sería la República Federal de 
Alemania (Max Planck Institute for Human Development and 
Education, 1983). En Estados Unidos, las iniciativas de reforma 
en la educación aparecieron en los distritos escolares y los 
estados desde principios del siglo XX (Levin, 1976; Sack, 1981). 


Los asiáticos Corea, Taiwán, Hong Kong y, en cierta medida, 
Singapur, intentaron emular los éxitos de la educación de 
Japón (Goh y Gopinathan, 2008). Junto con los efectos de la 
democratización —que se manifestó más que nada en la 
expansión de la educación— en muchos países de Europa y Asia 
y en cierta medida en los países de América Latina. Muchos 
gobiernos patrocinaron la formación de los maestros con base 
en postulados meritocráticos (Takayama, 2013). 

Sin embargo, el embrión que quizá impulsó con más fuerza 
la epidemia de la reforma global comenzó cuando en Estados 
Unidos el famoso informe A Nation at Risk (Una nación en 
riesgo) culpó a la mala calidad escolar por los problemas que, 
desde una perspectiva catastrofista, afligieron a la economía, a 
la cohesión social y la pérdida de competitividad de ese país en 
el mundo. Estados Unidos ya no era el poder que dictaba las 
reglas en la política y la economía mundiales, incluso cuando 
mantenía la vanguardia en innovaciones científicas y 
tecnológicas (Goldberg y Harvey, 1983). La escasez de “capital 
humano” competente amenazaba su posición hegemónica en el 
planeta. Aunque la teoría del capital humano ya había 
avanzado en las esferas académicas, fue con los efectos de Una 
nación en riesgo que dicha doctrina se convirtió en la divisa 
política dominante. 

Al mismo tiempo, la economía de mercado se convirtió en 
el núcleo ideológico de las reformas en la educación. Instruir 
para el trabajo devino mandato para los sistemas escolares; 
educar para una vida plena era un estorbo, Martha Nussbaum 
lo expresa con claridad meridiana: 


La educación para el crecimiento económico requiere 
habilidades básicas, alfabetización y aritmética [...]. La libertad 
mental del estudiante es peligrosa si lo que se necesita es un 


grupo de trabajadores obedientes entrenados técnicamente para 
llevar a cabo los planes de las élites que son con el objetivo de 
la inversión extranjera y el desarrollo tecnológico (Nussbaum, 
2010: 18). 


Organismos intergubernamentales abrazaron el enfoque del 
capital humano. En primer lugar, el Banco Mundial, luego, 
organizaciones de fomento regionales, como el Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID), después la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y 
otros centros. La Unesco no abandonó sus fines humanistas, 
pero disminuyó su influencia para ¡impulsar políticas 
educativas. La teoría del capital humano encaja bien con la 
ideología neoliberal en sus esfuerzos por desterrar de los 
sistemas educativos al humanismo ya que considera que forma 
parte de tradiciones pedagógicas obsoletas, lejos de los 
objetivos del crecimiento económico. 

Los instrumentos utilizados por los agentes del 
neoliberalismo eran encoger los presupuestos estatales, 
fomentar investigación aplicada, evaluaciones internacionales, 
clasificaciones (rankings), empaquetadas en una propaganda 
sutil con frases pegadizas como “habilidades para la vida” 
“sociedad del conocimiento” o “aprendizaje para todos” (Klees, 
Samoff, y Stromquist, 2012; Stromquist y Monkham, 2014). 
Esas organizaciones enmarcaron un “modelo internacional para 
la era de la información”. Sus componentes principales fueron: 
descentralización/autonomía escolar; el aprendizaje 
permanente; un currículum centralizado basado en 
competencias; sistemas centrales de evaluación; y 
profesionalización de los docentes (Beech, 2008). Ese núcleo 
común se convirtió en el Movimiento de Reforma Educativa 
Global, o GERM (en inglés, un juego de siglas y palabras para 


insinuar que se trata de un germen), como lo llamó Pasi 
Sahlberg (Hargreaves, 2015). 

Hasta hace poco, parece que América Latina se mostraba 
renuente a promover reformas de este tipo; con excepción de 
Chile, que se convirtió en un ejemplo global, incluso como un 
laboratorio, donde la privatización de la educación tomó el 
mando y el gobierno del general Augusto Pinochet introdujo un 
sistema de vales para promover “justicia e imparcialidad” 
(Colegio de Profesores de Chile; Cox, 2005). Sin embargo, el 
eslogan de la reforma educativa lleva mucho tiempo en la 
región; el movimiento de Córdoba por la reforma universitaria 
en 1918 es el antecedente y cimiento de aventuras más 
recientes. 

En términos generales, después de las luchas entre liberales 
y conservadores a lo largo del siglo XIX, los sistemas 
educativos de América Latina fueron moldeados bajo la 
inspiración del modelo napoleónico: centralizado, elitista, 
uniforme, orientado hacia las profesiones. La tradición liberal 
anglosajona, aunque tuvo cierta influencia a lo largo del siglo 
XX en segmentos de la educación privada, no levantó ámpula 
en comparación con el modelo hegemónico (Levy, 1986). Los 
sistemas escolares latinoamericanos, además, se constituyeron 
bajo los auspicios del Estado, que favorecieron la formación de 
sindicatos que impregnaron con sus políticas la configuración 
de la educación; éstas fomentaron prácticas clientelares entre 
los maestros, alejándose así de los ideales de la meritocracia; 
en el otro polo, los sindicatos defendieron y protegieron los 
derechos de los trabajadores de la educación. 

Los proyectos de reforma educativa recopilados en este 
libro ofrecen una perspectiva amplia de las tendencias de 
transformación, pero también de la resistencia que generan esas 
reformas y la persistencia de ciertas tradiciones. Los casos 


estudian proyectos nacionales, pero no dejan de mencionar la 
influencia de las disposiciones y aprendizajes globales. Vale la 
pena comenzar con definiciones conceptuales, antes de abordar 
las relaciones entre las reformas en América Latina y las de 
otras latitudes. 


REFORMA 


La expresión “reforma educativa” quizá sea una de las más 
empleadas en la literatura internacional de educación 
comparada. Bastantes académicos dan por sentado que todos 
entienden el concepto y no lo definen ni trazan sus 
características, excepto para el análisis de sus casos. La 
consigna de la reforma educativa se utiliza para justificar 
políticas de gobiernos o para promover cambios en las escuelas 
para mejorar el aprendizaje de los estudiantes. La misma 
noción se usa para alinear proyectos liderados por 
organizaciones intergubernamentales o para explicar el impulso 
de comunidades que desean decidir el destino de sus escuelas. 
Los movimientos de cambio van desde aquellos que intentan 
transformar un sistema escolar completo hasta los que se 
enfocan en una práctica o institución en particular. Existen 
movimientos de reestructuración que promueven la enseñanza 
de valores religiosos, mientras que otros se oponen a tales 
intenciones. 

No existe una definición conceptual satisfactoria de lo que 
es, o debería ser, la reforma educativa. Sin embargo, hay 
muchas maneras de dar sentido a los cambios en la educación. 
Puede resultar de los propósitos de los reformadores. Estos 
pueden incluir, por ejemplo, satisfacer necesidades percibidas 
de su sistema educativo o se emprenden para resolver una 
crisis. También pueden emplearse para fines políticos o para 


legitimar una política gubernamental dada (Bacharach, 1990; 
Bajaj, 2012; Gorski, 2014; Iturralde Guerrero, Maya, y Silva, 
2017; Tyack y Cuban, 2001). Burton Clark argumentó: “Cambio 
es el concepto más utilizado en las ciencias sociales”, 
Intercambiar la palabra cambio por reforma puede ser útil. El 
estudio de reformas del sistema y microrreformas son vitales 
para el campo. Las reformas pueden diseñarse y ejecutarse por 
medio de un enfoque de arriba hacia abajo en el que una 
autoridad se aplica a transformar el entorno escolar o capacitar 
a los maestros en servicio o promover mudanzas en su 
formación inicial. Pero una reforma también puede provenir de 
organizaciones de base, ganar impulso y extenderse a otras 
ramas del sistema (Clark, 1984). 

El derrotero de las reformas educativas es importante. Una 
revisión selectiva de la literatura muestra que la mayoría de 
ellas, en especial aquellas que usan un modelo descendente, 
siguen un camino similar: un llamado a la acción, formulación 
legal de estrategias; diseño y ejecución de políticas; cambios en 
el currículo; nuevos libros de texto y la mejora de la formación 
docente. Otros intentan instituir un modelo pedagógico, como el 
enfoque basado en competencias o el paradigma constructivista, 
Otro tipo de reformas se esfuerzan por establecer sistemas de 
evaluación centralizados y, al mismo tiempo, por descentralizar 
la administración escolar; para ello promueve la rendición de 
cuentas, supervisión externa y procedimientos correctivos para 
los docentes (Anderson, 2005; Burns, Kóster y Fuster, 2016; 
World Bank Group, 2011). El ideal neoliberal aboga por la 
privatización y la desregulación de los sistemas educativos 
(Turner, 2014; Zajda, 2006). 

Sin embargo, existe la necesidad de un marco de referencia 
para examinar las principales características de cualquier 
reforma de la educación. Si se consideran cuatro elementos 


esenciales: propósito, tradición, contexto y herramientas, es 
factible utilizar dicha estructura. El andamio analítico parte de 
la premisa de que hay un precepto filosófico, un principio 
fundamental, que gobierna la acción de quienes proponen 
reformas: un propósito. Puede ser implícito, pero la mayoría de 
las veces su presentación es evidente: búsqueda de justicia 
social, equidad, libertad o mérito. Otras veces, la exposición de 
estos principios puede proporcionar cobertura retórica de 
objetivos utilitarios, aunque puedan tener cualidades de peso, 
como eficacia, transparencia o rendición de cuentas. En 
cualquier caso, no es la filosofía, sino la acción política lo que 
da sustancia a una reforma particular. 

El sustantivo propósito tiene varios significados. En las 
páginas de este texto, lo usamos para denotar el interés político 
de los proponentes de las reformas educativas. Incluye sus 
aspiraciones de trascender o anhelos para mantener o expandir 
su poder, la determinación para alcanzar metas, la pasión o 
pasividad en su trabajo y la ambición que la reforma 
aumentará su legitimidad. Por lo general, el propósito principal 
de una reforma sistémica es desmantelar o erradicar las 
tradiciones dominantes que el grupo reformista considera 
dañinas. Los defensores de los cambios asumen que aquellos 
que guardan tales prácticas tradicionales sólo justifican su 
legitimidad en el sentido en que Weber señaló en La política 
como vocación; legitimidad basada en “la autoridad del ayer 
eterno” (fieterno ayerfl), es decir, “de la costumbre consagrada 
por su inmemorial validez y por la consuetudinaria orientación 
de los hombres hacia su respeto [..] como la dominación 
ejercida por el príncipe patrimonial de antaño” (Weber, 1946: 
78-79). 

Por tradición, uno puede entender las costumbres políticas 
actuales, que podrían incluir concepciones sobre los usos del 


poder. También combina las prácticas dominantes, tanto en la 
administración del sistema como en la enseñanza. Las creencias 
en torno a esas prácticas, así como los métodos burocráticos — 
aún más arraigados y, por lo tanto, más difíciles de erradicar— 
tienen defensores con armaduras de hierro. De la misma 
manera, la tradición incluye mitos y leyendas construidos 
alrededor de un sistema escolar, que se transmutan en parte de 
la ideología dominante. El conjunto de tradiciones forma un 
vínculo con las relaciones sociales existentes y este vínculo 
define el contexto complejo que condiciona la acción política 
de los grupos reformistas. Un reformador inteligente identifica 
mitos rentables o aquellos que presumen virtuosos, como diría 
Maquiavelo, que pueden favorecer su esfuerzo e intenta 
rescatarlos y alinearlos con sus objetivos. 

La descripción de este tipo de contexto político se deriva de 
la famosa cita de Karl Marx en El dieciocho Brumaire de Luis 
Bonaparte: “Los hombres hacen su propia historia, pero no lo 
hacen como les plazca; no lo hacen bajo circunstancias elegidas 
por ellos mismos, sino bajo circunstancias directamente 
encontradas, dadas y transmitidas desde el pasado. La tradición 
de las generaciones muertas pesa como una pesadilla en los 
cerebros de los vivos” (Marx, 1972: 437). Anthony Giddens 
revisó la frase de Marx y en lugar de los hombres propone “Los 
seres humanos hacen su propia historia”. El contexto, afirma 
Giddens, “incluye el registro reflexivo, por el arte de los 
agentes interesados, de las condiciones en que hacen historia” 
(Giddens, 1995: 272). 

La reforma, en consecuencia, siempre incorpora el contexto 
político cambiante, las condiciones sociales, la recepción dada a 
alguna iniciativa, las relaciones sociales entre segmentos, 
grupos, organizaciones y ciudadanos, así como el tejido 
histórico, el remanente de las generaciones anteriores. Todos 


estos factores determinan el destino de las reformas. Los 
reformadores empaquetan sus propuestas en principios 
filosóficos o doctrinales, aunque también incorporan 
componentes de la vida práctica, como el aumento de la 
capacidad productiva, el fomento de la participación ciudadana 
u ofrecer un servicio de calidad. 

Los renovadores utilizan un tipo separado de aparatos, 
dispositivos o instrumentos, que incorporamos en el concepto 
de herramientas, para lograr los objetivos del proyecto de 
reforma educativa. Éstas pueden variar, pero se unifican por la 
decisión de poner en práctica los efectos de la reforma, o al 
menos parte de ella. Hay tres categorías de herramientas: 
institucionales, políticas y educativas. Todos los procesos de 
reforma implican una forma de batalla política. En un frente 
están los militantes reformistas, aquellos que quieren cambiar 
el orden de las cosas y creen que tienen la legitimidad para 
hacerlo. En el otro frente están los defensores del statu quo; 
aquellos que son sus beneficiarios directos, otros que viven en 
una especie de zona de confort y temen cualquier alteración 
que pueda poner en peligro su forma de vida. Estos últimos 
grupos de personas a menudo son etiquetados como 
conservadores. 

Maquiavelo aconsejó: 


[...] un príncipe se ve en la precisión de obrar 
competentemente conforme a la índole de los brutos, los que 
ha de imitar son el león y la zorra, según los casos en que se 
encuentre, El ejemplo del león no basta, porque este animal no 
se preserva de los lazos y la zorra sola no es suficiente, porque 
no puede liberarse de los lobos. Es necesario, por consiguiente, 
ser zorra para conocer los lazos, y león, para espantar a los 
lobos (Maquiavelo, 1957: 186-187), 


Maquiavelo se refería al uso de la fuerza como un tipo de 
guerra y que la política tiene en su base la lucha por el poder. 
Por lo tanto, el reformista, en particular si encabeza el Estado, 
debe conducir a sus partidarios a usar los instrumentos 
disponibles. 

Las herramientas institucionales son fundamentales en el 
Estado moderno y en la arena global. Aunque analistas 
apegados a la ciencia política han utilizado la teoría 
institucional al menos desde que Emile Durkheim estableció los 
principios de la sociología moderna, existen debates y escuelas 
de pensamiento en torno al significado de la institución 
(Durkheim, 1989). Para Sue Crawford y Elinor Ostrom -que 
basan sus análisis en el comportamiento de los individuos- hay 
tres tipos de concepciones sobre lo que es una institución: 1] 
instituciones como equilibrios; 2] instituciones como normas; y 
3] instituciones como reglas. Cada uno es parte de un conjunto 
diferente de supuestos teóricos que tratan de explicar el orden 
político y “se basan en la opinión de que las instituciones 
soportan las regularidades de la acción humana en situaciones 
estructuradas por reglas, normas y estrategias compartidas, así 
como por el mundo físico”. El cambio institucional implica que 
las “reglas, normas y estrategias compartidas están constituidas 
y reconstituidas por la interacción humana que ocurre con poca 
frecuencia o en situaciones repetitivas” (Crawford y Ostrom, 
1995: 582). El funcionamiento de cualquier gobierno depende 
de la eficiencia y la evolución de las instituciones políticas. 

Para transformar la educación, los cruzados de las reformas 
consideran dos herramientas principales para promover 
cambios institucionales en línea con sus propósitos: el uso de 
sus facultades legales (racionalidad burocrática) y el monopolio 
de la fuerza, como diría Max Weber (2014). Victor Baldridge 


(1978) y, desde otra perspectiva, Douglas North (1990), 
sugieren que el modelo analítico weberiano clásico es útil para 
la elaboración de tipologías, el examen de los mecanismos de 
poder y para evaluar el grado en que el gobierno aumenta o 
disminuye su legitimidad política. Sin embargo, el prototipo 
burocrático weberiano y el análisis institucional son 
insuficientes para explicar el proceso de toma de decisiones, ya 
que ignora los tipos informales de poder e influencia, que 
pueden incluir a grupos, tales como cámaras empresariales o 
sindicatos, que imponen restricciones ilegítimas a las políticas 
estatales. Tampoco es adecuado por sí solo para explicar las 
luchas por el poder o los cambios en las relaciones entre los 
actores políticos. 

Por esas razones, varios capítulos de este libro combinan el 
análisis institucional con los conceptos de la teoría política 
clásica, sin una frontera clara entre uno u otro tipo de 
herramienta. Sin embargo, la frase compacta de la reforma 
educativa constituye su núcleo. En términos abstractos: las 
autoridades políticas que se embarcan en procesos de cambio 
institucional tienen el propósito de reformar los patrones 
específicos de comportamiento dentro de las instituciones 
educativas o del aparato del Estado en su conjunto. El objetivo 
explícito para emprender una reforma puede ser vago 0 
ambiguo, pero el implícito no: mantener el poder. En este 
intento, las tradiciones de los actores políticos que coexisten 
dentro y dan vida a las instituciones se ven afectadas. Estos 
actores pueden ser capaces de aceptar, ya sea por creencia, 
conveniencia o conformidad —como dijo Weber- algunos de los 
cambios propuestos, pero también la reforma siempre generará 
controversias. 

Dado el potencial de conflicto, aunque su diseño puede ser 
racional, correcto y necesario, el destino de las reformas 


educativas nunca es inevitable, no es fatal. Su proyecto no es 
una obra de teatro donde el elenco obedece al director para 
lograr el fin deseado. El proyecto de cambio es una trama 
abierta al escrutinio público y los caprichos de la política, 
donde los protagonistas pueden ser inconstantes e incluso 
puede haber traidores entre los actores políticos. Además, 
querellantes sociales no invitados a menudo intervienen y se 
hacen oír. 

La iniciativa de reforma educativa tiene un origen que 
cumple un propósito de cambio. Aunque su puesta en marcha 
podría responder a demandas globales, siempre alude a 
necesidades nacionales y locales. En algunas ocasiones, las 
iniciativas de grupos pequeños o de carácter regional se 
expanden a todo un sistema. El manifiesto de reforma expresa 
una determinación por la transformación. Eso puede ser 
institucional, que incluye legislación, o estructura. Quienes lo 
proponen, por lo regular, aspiran a que los cambios que 
promueven alcancen profundidad y permanencia. Desearían que 
la mudanza tuviera un curso que no permitiera muchas 
desviaciones, pero la flexibilidad suficiente para trocar oO 
desmantelar ciertas tradiciones. En términos generales, esa 
operación comienza desde arriba y se propaga a través del 
sistema. La reforma contiene el impulso de una ideología, que 
puede ser explícita u oculta, pero presente en las herramientas 
de ejecución; exige acción política para convencer que sus 
propósitos son sustanciales y necesarios. Esta declaración 
siempre se refiere a la educación como un factor de desarrollo 
económico, cohesión social y virtudes ciudadanas, también 
sugiere que la reforma es guardiana y promotora de la cultura. 

El objetivo final de la reforma educativa es transformar, ya 
sea en la raíz o en el comportamiento cotidiano de los actores 
del acto educativo, las prácticas que sus animadores 


consideraron negligentes en el avance de la educación, en 
especial en escuelas y aulas. La búsqueda para aumentar la 
legitimidad política es un propósito velado, pero presente. Por 
este motivo, el discurso reformista siempre parte de 
diagnósticos que muestran realidades que es urgente modificar 
y apelar a la sociedad en su conjunto para apoyar proyectos de 
cambio. Exhiben la promesa de reforma bajo una cubierta 
discursiva seductora, 


RESISTENCIA 


Las propuestas de cambio enfrentan el desafío de quienes se 
benefician del statu quo, mientras que los beneficiarios 
potenciales no siempre son sus defensores fervientes. Las 
reformas que perduran se deben a que quienes las lideraron 
actuaron de manera efectiva en el contexto, de modo que 
incluso superaron un entorno político adverso. No es una 
cuestión de suerte: la fortuna favorece al príncipe que 
persevera —dijo Maquiavelo, es la consecuencia de la acción 
política (Maquiavelo, 1956). 

La oposición a la iniciativa de reforma de la educación 
puede provenir de múltiples actores políticos y sociales. Puede 
deberse a la defensa de ciertas tradiciones: algunas legítimas, 
otras deshonestas, o la estabilidad de los patrones culturales. 
Por muchas razones, los maestros son a menudo el blanco de 
las críticas y se persigue que sean los actores principales del 
cambio institucional, sobre todo en pedagogía y propuestas 
curriculares. En muchos casos, los docentes cargan la culpa por 
los fracasos de la educación, la pobre calidad de la enseñanza, 
el bajo desempeño de estudiantes en las evaluaciones 
internacionales, incluso por deficiencias de la burocracia. 
Organizaciones  intergubernamentales y los académicos 


alineados con la perspectiva neoliberal reprochan a los 
docentes por las deficiencias de los sistemas educativos (Bruns, 
Filmer y Patrinos, 2011; Banco Mundial, 1995; Grupo del 
Banco Mundial, 2011). Otras instituciones, como la OCDE, 
critican a los maestros de una manera algo más alentadora, 
argumentando que deben reclutar a los mejores prospectos para 
la profesión docente. Sin embargo, ello implica que los 
maestros en ejercicio carecen de los atributos profesionalismo, 
incluso de cualidades esenciales para una práctica docente 
eficaz (OCDE, 2005). 

Profesores e intelectuales afines a su causa tienden a ver a 
los maestros como víctimas de las fuerzas neoliberales y de un 
sistema social y político injusto. Por esas razones, los maestros 
y sus organizaciones sindicales son opositores naturales a los 
intentos de cambiar el orden establecido (Hernández Navarro, 
2011). Muchas veces, los líderes de los sindicatos de docentes 
defienden el statu quo para proteger sus privilegios y movilizan 
a sus miembros para embarcarse en luchas contra el gobierno 
reformista. Además, los reformadores enfrentan la rebeldía de 
los partidos políticos de oposición que persiguen agendas desde 
otra perspectiva ideológica. Los movimientos de reforma 
educativa, por lo tanto, caminan por un camino minado o los 
burócratas encargados de recorrer los senderos son 
incompetentes o reticentes. 


PERSISTENCIA 


Hay al menos tres formas de ver la estabilidad de los 
sistemas escolares en todo el mundo. Jacques Delors, en su 
reciente visita a los cuatro pilares de la educación, sostiene que: 
“Las escuelas ponen fundamentalmente la memoria en la 
continuidad —no hay ningún futuro si se carece de memoria- y, 


por ello, intentan oponerse al ritmo veloz de la vida moderna y 
al dominio ejercido por el presente que nos impide dar un paso 
atrás, ejercer nuestro juicio y pensar acerca del devenir” 
(Delors, 2017). Ése sería el mejor impulso para mantener las 
cosas que funcionan bien o saludables en los sistemas 
educativos. Eso significa que no siempre los movimientos de 
reforma son impulsados por motivos razonables. Algunos 
pueden surgir de líderes caprichosos. 

Otro camino puede ser el término de sociólogos 
neoinstitucionalistas como la persistencia cultural de maestros 
y otros actores del ámbito de la educación (Zucker, 1999), o lo 
que Torsten Husen identifica como ignorancia oportunista: “Las 
personas interesadas en el statu quo simplemente no quieren 
saber de hechos perturbadores”. Además, Husen sostiene que 
“el problema común en los sistemas escolares de las sociedades 
modernas es la 'cobertura de cemento burocrática que ahoga la 
iniciativa y el espíritu innovador” (Husen, 2007: 5). 

La tercera perspectiva que puede explicar la persistencia 
institucional, según Elinor Ostrom, es que “la creación y 
modificación de instituciones sociales efectivas están más cerca 
de un proceso evolutivo que de un diseño de ingeniería de 
arriba hacia abajo. Las instituciones sociales evolucionan 
cuando los seres humanos construyen a partir de las estructuras 
existentes, añadiendo reglas para alguna actividad, modificando 
otras y descartando otras” (Ostrom, 2009: 18). Véase también 
Mahoney y Thelen (2010). Por lo tanto, las reformas radicales o 
de vía rápida son más difíciles de llevar a buen puerto. 

Esos enfoques proporcionan razones tanto para la 
persistencia de los sistemas escolares existentes (o incluso para 
una defensa drástica de las condiciones actuales) como para 
frenar la reforma que alguien (por lo general líderes políticos y 
empresariales) sostienen que es necesaria porque las escuelas 


no funcionan con la corrección debida. Sin embargo, en la 
mayoría de los casos, el significado de reforma es a la vez 
incluyente —todo encaja en ella— o esquivo, sin contenido. Por 
lo tanto, los textos de este volumen esbozan diversas maneras 
de abordar la noción de reforma educativa. 


LO LOCAL Y LO GLOBAL 


La dialéctica entre lo local y lo global, como lo expresa 
Robert Arnove, es un tema complejo, no reducible a 
comparaciones que sólo consideran las similitudes entre las 
tendencias internacionales y la ingeniería de arreglos 
particulares en cada nación o región del planeta. “El sistema 
escolar de cada país refleja los sistemas socioculturales 
correspondientes en los que están integrados” (Arnove, 2013: 
7). Cada país tiene su historia, dinámica política y 
características sociales particulares. Sin embargo, ciertos 
principios del estudio de los sistemas escolares en otras 
sociedades pueden mostrar semejanzas con lo que sucede en 
otro país. Incluso si esos principios son generales, como la 
estructura de un sistema (primaria, secundaria, superior), el 
estatus de los maestros, las prácticas de enseñanza en el aula o 
la rigidez curricular, en contraste con la autonomía de los 
maestros para enseñar. Cada país tiene particularidades 
culturales o tradiciones y rituales de la organización social que 
pueden ser únicos, aunque con el crecimiento de la 
globalización, estas particularidades quizá tiendan a volverse 
más y más invisibles. 

En mi ensayo en este libro, expongo las perspectivas de 
interpretación que los académicos utilizan para explicar la 
convergencia —o isomorfismo- en la transferencia de políticas 
educativas. Estas perspectivas cubren cómo los gobiernos o 


ciertos segmentos sociales nacionales incorporan en sus 
proyectos de reforma estrategias proporcionadas por el orden 
global: la teoría de la cultura mundial, el enfoque del 
neoimperialismo cultural y la perspectiva del prestamista y el 
prestatario (la discusión de estas configuraciones teóricas es 
más ilustrativa que prescriptiva). El ensayo de Brent Edwards 
señala un marco para estudiar la economía política de la 
ejecución de políticas y rastrea la influencia de las instituciones 
de ayuda extranjera sobre El Salvador. No obstante, por 
convicción intelectual y diseño de la antología, cada autor de 
este libro ha contruido su andamiaje teórico de acuerdo con su 
objeto de estudio, 


SOBRE ESTE VOLUMEN 


La idea de componer el ejemplar que hoy ponemos a su 
disposición surgió en una conversación que tuve con amigos y 
colegas de la Comparative and International Education Society 
(CIES, Sociedad de Educación Comparada e Internacional), en 
la reunión anual que se llevó a cabo en Atlanta, en marzo de 
2017. Allí comencé a delinear un mapa que mostrase las 
reformas de la educación en América Latina de la década de 
1980 en adelante. Las estrellas se alinearon con corrección 
astronómica. Mi amiga, Regina Cortina, que fue presidenta de 
CIES y que trabajó con afán para organizar la Conferencia de 
2018 en la Ciudad de México, me invitó a convocar una sesión 
(que al final resultaron dos) sobre el tema candente de la 
reforma educativa en América Latina. Convoqué a diez colegas 
de siete países para participar en la aventura. En marzo de 
2018 tuvimos el panel “El florecimiento de las reformas 
educativas en América Latina”, con ocho ponencias. En la 
primera sesión estuvieron: Jason Beech, de la Universidad de 


San Andrés de Buenos Aires; Ana Ivenicki, profesora de 
Educación en la Universidad Federal de Río de Janeiro; 
Beatrice Ávalos y Cristián Bellei, del Centro de Estudios 
Avanzados en Educación de la Universidad de Chile; y José 
Weinstein y Gonzalo Muñoz, de la Universidad Diego Portales 
de Santiago de Chile. En la segunda sesión, presentamos 
ensayos de René Guevara Ramírez y Sandra Milena Téllez 
Rico, de la Universidad Pedagógica Nacional de Colombia; 
Brent Edwards, de la Universidad de Hawái; Carlos Ornelas, de 
la Universidad Autónoma Metropolitana de la Ciudad de 
México; y Aurora Loyo, de la Universidad Nacional Autónoma 
de México. Tuvimos dos distinguidos comentaristas, Martin 
Carnoy, de la Universidad de Stanford, y Robert Arnove, de la 
Universidad de Indiana. 

Con excepción de José Weinstein, Gonzalo Muñoz y Sandra 
Milena Téllez, quienes no pudieron viajar, el resto de los 
asistentes también participamos en una conferencia de día y 
medio en el Centro de Cooperación Regional para la Educación 
de Adultos en América Latina y el Caribe (Crefal), en 
Pátzcuaro, Michoacán. Bob Arnove nos acompañó. Además de 
presentar los artículos en español, en esta conferencia, 
discutimos las perspectivas generales de la reforma educativa, 
notamos ausencias significativas para una comprensión más 
amplia del fenómeno y acordamos mejorar cada uno de los 
trabajos. Luego convoqué a Jorge Baxter para ilustrar el caso 
de Ecuador, y a María Balarin, quien a su vez invitó a María 
Fernanda Rodríguez, para analizar el sistema educativo en 
Perú. En Pátzcuaro notamos la ausencia del análisis de la 
educación cubana, con su historial de logros en su sistema 
educativo. Invité a Mark Ginsburg, quien pasa mucho tiempo 
en la isla haciendo investigación e impartiendo cursos y, para 


nuestra fortuna, accedió a escribir un ensayo junto con Gilberto 
García Batista. 

El tema de la Conferencia CIES 2018 en la Ciudad de 
México fue Re-Mapping Global Education: South-North 
Dialogue (Re-mapeo de la educación global: diálogo Sur-Norte), 
con una clara intención de distanciarse de la idea Norte-Sur 
(todas las “buenas” ideas de reforma educativa se difunden 
desde el Norte global hacia el Sur), que todavía es el enfoque 
dominante en el mundo académico, la prensa y la literatura 
popular. Por esa razón, en lugar de organizar el contenido del 
libro por temas o regiones, decidí presentar los capítulos de 
acuerdo con la geografía de los países, de sur a norte. 

En el capítulo 1, Jason Beech, desde el punto de vista de 
que la noción de inclusión ha sido central en los discursos 
globales sobre educación en las últimas décadas, analiza las 
políticas y las controversias para la instrucción básica en 
Argentina de 2003 a 2015. Plantea el argumento de que tales 
políticas apuntan a la inclusión de los grupos más 
desfavorecidos del país, al menos en los territorios normativo y 
retórico. También razona que, al resaltar la inclusión, tales 
políticas han acarreado consecuencias contradictorias. A pesar 
de que esos intentos han logrado ciertos efectos positivos, la 
situación general de exclusión de una parte significativa de la 
sociedad no se ha resuelto y sigue siendo un desafío para el 
sistema educativo. 

En el capítulo 2, Beatrice Avalos y Cristián Bellei presentan 
cómo el gobierno de Chile respondió a las demandas de los 
movimientos estudiantiles de 2006 y 2011 al elaborar y poner 
en vigencia dos nuevas leyes, “Inclusión” (2015) y “Desarrollo 
profesional docente” (2016). Su análisis incluye los debates 
entre los diferentes sectores sociales sobre el aumento y el 
desmantelamiento gradual de la privatización y la segregación 


socioeconómica escolar. Consideran cómo la administración de 
Bachelet (2014-2018) lanzó reformas para disminuir la 
importancia de las dinámicas de mercado en la educación 
chilena, incluso con el finiquito de subsidios públicos para 
escuelas con fines de lucro y el apoyo a políticas incluyentes; 
además decretó el fanal de las prácticas de selección en 
escuelas financiadas con fondos públicos. La reforma promueve 
la calidad en las escuelas mediante la mejora de las condiciones 
de trabajo y el adiestramiento de docentes. 

Todavía en Chile, Gonzalo Muñoz Stuardo y José Weinstein 
Cayuela, en el capítulo 3, examinan la “Ley de Inclusión” de 
2014. Mlustran cómo, hasta en la historia de corto tiempo, dicha 
ley modificó la relación del Estado con la instrucción privada al 
establecer educación libre en todas las escuelas, poner fin a la 
discriminación en la selección de estudiantes y terminar las 
ganancias de escuelas que reciben recursos públicos. Desde 
perspectivas comparada y normativa, su análisis muestra que la 
Ley de Inclusión ayuda en tres áreas. Primero, tratar la 
educación de calidad como un derecho para todos. Segundo, 
elimina las diferencias que actuaron contra la escuela pública. 
Tercero, pone a la segregación socioeducativa con potencial 
decreciente. No obstante, su puesta en marcha enfrenta 
desafíos relacionados con un mejor aprendizaje en las escuelas 
chilenas. 

Luego, el texto salta un poco hacia el norte. En el capítulo 
4, Ana Ivenicki toma el multiculturalismo como una de las 
características sobresalientes de Brasil y, sin embargo, a 
menudo no se aborda en las políticas educativas. Aunque no 
profundiza en las pautas curriculares, analiza un documento 
reciente de la reforma educativa en Brasil que modifica los 
programas de la escuela primaria, con implicaciones para las 
instituciones de formación docente: las Directrices Curriculares 


Nacionales de Brasil para la Educación Primaria, aprobadas en 
2017. Estas directrices promueven un enfoque multicultural que 
—es el propósito- debe contribuir a vincular la búsqueda de la 
excelencia en la educación con la inclusión social y el desarrollo 
de ciudadanos que valoren la diversidad. Ana Ivenicki adopta 
una postura clara contra los prejuicios de raza, género, etnia y 
otros marcadores de identidad. 

Más al norte, María Balarin y María Fernanda Rodríguez, en 
el capítulo 5, desarrollan una historia de tiempos turbulentos en 
Perú. Esta turbulencia ocasionó un movimiento de reforma 
educativa que en tres décadas no pudo cambiar muchos 
problemas identificados en los años noventa. El objetivo de 
gobiernos posteriores de Perú se ha centrado en mejorar la 
eficiencia y la eficacia de las escuelas. Aunque ha habido 
cambios constantes en los equipos del Ministerio de Educación, 
las reformas sólo han logrado mejoras modestas en políticas de 
primer orden, como rendimiento de los estudiantes, crecimiento 
de matrícula e infraestructura. Las autoras argumentan que 
varios gobiernos han pospuesto reformas pedagógicas de 
segundo orden que buscan introducir cambios fundamentales en 
el núcleo de la práctica educativa. Sin éxito palpable al 
presente. 

El capítulo 6 va al centro de la región andina, donde Jorge 
Baxter ¡identifica y compara historias de políticas en 
competencia de los principales actores involucrados en la 
reforma educativa ecuatoriana bajo la presidencia del 
presidente Rafael Correa, de 2007 a 2015. Este ensayo es un 
estudio sobre los usos del poder político. Baxter sostiene que, 
desde las elecciones presidenciales de 2007, Correa centró su 
capital político en reconstituir la autoridad y la capacidad del 
Estado para formular e implantar políticas públicas. Antes de 
la época de Correa, la política neoliberal erosionó la capacidad 


del Estado para gobernar al sector educativo. La concentración 
de poder, combinada con una agenda de desarrollo de 
capacidades, permitió al gobierno de Correa avanzar en la 
reforma educativa con resultados significativos en equidad y 
calidad. La reforma en Ecuador coincide con la mexicana en 
que ambos gobiernos —-en México el de Enrique Peña Nieto-— 
querían recuperar la rectoría de la educación que el Estado 
había extraviado. 

René Guevara Ramírez y Sandra Milena Téllez Rico 
participan en un debate sobre políticas públicas en la educación 
colombiana en el capítulo 7. Comentan el convenio político que 
el presidente Juan Manuel Santos (2010-2018) estableció con la 
OCDE con el fin de que Colombia fuese aceptada como otro 
miembro del club. La evaluación de su sistema educativo 
resultó ser una cuestión de importancia fundamental. Los 
autores revisan la evaluación que el personal de la OCDE y los 
miembros del Ministerio de Educación de Colombia llevaron a 
cabo para alinear los objetivos de la educación nacional con las 
tendencias mundiales defendidas por la OCDE, Destacan cuatro 
temas que respaldarían la reforma y la evaluación educativa 
propicias para ingresar a la OCDE: calidad, relevancia, uso de 
la información y financiamiento. 

Los países centroamericanos han pasado décadas en una 
agitación casi constante. En el capítulo 8, D. Brent Edwards Jr. 
toma la economía política de la ejecución de la política 
educativa en El Salvador como un caso en el que la educación 
es un horizonte en disputa y, al mismo tiempo, los actores 
políticos la observan como una herramienta para hacer avanzar 
sus agendas. El análisis de Edwards va más allá de un enfoque 
en los procesos de reforma en el ámbito nacional para 
examinar el papel de las organizaciones internacionales y las 
propensiones globales en las dinámicas de reforma actuales en 


todo el mundo. Al tener en cuenta las condiciones en las cuales 
las políticas educativas tienen más o menos probabilidades de 
ejecutarse en otros lugares. El capítulo proyecta lecciones que 
pueden ser relevantes más allá de El Salvador. 

En el capítulo 9, Mark Ginsburg y Gilberto García Batista 
revisan gran parte de las corrientes subterráneas de la reforma 
educativa cubana desde principios de los años sesenta. 
Proporcionan una perspectiva de largo plazo sobre la lucha de 
los revolucionarios cubanos para mejorar la educación. Los 
autores explican cómo estas reformas prestan atención a las 
inclinaciones económicas y culturales tanto nacionales como 
mundiales, así como a las fuerzas políticas subyacentes. Se 
centran en las cuatro revoluciones 0 iniciativas de 
perfeccionamiento en educación que el gobierno cubano lleva a 
cabo desde 1961. Concluyen señalando que las reformas de la 
educación y la formación de docentes permitieron a Cuba 
continuar su camino socialista, ante importantes desafíos, Lo 
cual contribuyó a los excelentes logros de Cuba en materia de 
acceso, equidad y calidad de su sistema educativo. 

En el capítulo siguiente discuto los principales componentes 
políticos de la reforma educativa mexicana en el gobierno de 
Enrique Peña Nieto (2012-2018). Sintetizo cómo tanto la 
propuesta de reforma en sí como las reacciones de diversos 
actores contribuyeron a remapear el sistema de educación 
básica de México. Tomo en consideración perspectivas teóricas 
opuestas para discutir la reforma mexicana. Aunque el cambio 
logró un éxito notable en términos políticos al disminuir el 
poder del sindicato corporativo, por ejemplo, ahora está a 
punto de desaparecer porque el presidente electo en julio de 
2018 ¡inició un proceso para reformar a la reforma y 
desmanteló la oferta de profesionalización docente que 
implicaba el modelo anterior, pero mantiene ciertos pilares 


institucionales sólidos, como la recentralización del pago de la 
nómina. 

En el capítulo final, Aurora Loyo examina cómo y por qué 
los sindicatos de docentes latinoamericanos se oponen a la 
mayoría de las reformas educativas. Tales gremios representan 
una tradición de lucha y algunos de ellos constituyen un poder 
que los gobiernos deben tomar en cuenta. Loyo toma los casos 
de sindicatos poderosos, como la Confederación de 
Trabajadores de la República Argentina (CTERA), la 
Conferencia Nacional de Trabajadores en la Educación de 
Brasil (CNTE) y el Sindicato Nacional de Trabajadores de la 
Educación (SNTE), de México, sus cuadrillas dirigentes y 
grupos disidentes. Loyo revisa con atención las características 
principales del repertorio de respuestas de las organizaciones 
de maestros, que los líderes de esas organizaciones fomentan 
para mantener el statu quo y sus esfuerzos por preservar el 
poder que adquirieron. 


EXPRESIONES DE GRATITUD 


Este libro no hubiera sido posible sin las conferencias de la 
CIES. En ellas, la discusión intelectual, los debates sobre 
teorías y perspectivas prácticas, tanto como el énfasis en hacer 
comparaciones útiles para el mundo académico y la toma de 
decisiones, proporcionaron un marco excepcional para la 
cooperación entre pares. Me complace que los colegas que 
escribieron los capítulos de este libro aceptaron mi invitación. 
Trabajaron duro y respondieron a mis demandas que, espero, 
no fueron muchas o exageradas. 

Regina Cortina y Sergio Cárdenas son de alguna manera 
responsables de esta publicación. Regina no sólo me invitó a 
organizar las dos sesiones y me encomendó otras tareas para la 


Conferencia de la Ciudad de México, sino que también me 
motivó a asegurarme de que los documentos no permanecieran 
en los anales de CIES, Sergio, entonces director general del 
Centro de Cooperación Regional para la Educación de Adultos 
en América Latina y el Caribe, patrocinó la conferencia en 
Pátzcuaro y, con eso, contribuyó a que los autores se 
conocieran un poco más. Convivimos y hablamos sobre asuntos 
más allá de nuestro trabajo académico. El personal de Crefal 
siempre colaboró y nos brindó apoyo en asuntos de 
organización sustanciales y detalles menores. Son demasiadas 
personas para mencionarlas a cada una, pero hago patente mi 
agradecimiento y el de mis colegas. 

También tienen nuestro agradecimiento los estudiantes de la 
maestría en Aprendizaje y Políticas Educativas del Crefal. 
Proporcionaron comentarios agudos, algunos muy críticos, en 
respuesta a las presentaciones de nuestros ensayos. Bob Arnove 
fue más que un comentarista; actuó como asesor y nos aconsejó 
cómo mejorar el contenido y el producto final. Mis colegas y yo 
valoramos que haya aceptado escribir el prólogo de este libro. 

Mi amigo Bradley Levinson tradujo y editó (incluso en 
español) el trabajo de René Guevara, y Sandra Milena Téllez, 
de Colombia, mejoró la traducción que hice del capítulo de 
Aurora Loyo. También me ayudó a poner mi capítulo y esta 
introducción en mejor forma en inglés. Agradezco mucho su 
trabajo y dedicación. 

Mis colegas y yo agradecemos la labor editorial de Ana 
Ceballos, quien puso en mejor español nuestras ideas. Para 
todos nosotros es un honor publicar bajo el sello de Siglo XXI 
Editores. 


Ciudad de México, 
noviembre de 2018 
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1. EL LARGO CAMINO HACIA LA INCLUSIÓN: 
POLÍTICAS EDUCATIVAS EN ARGENTINA (2003-2015) 


JASON BEECH 


En este capítulo analizo las políticas para la educación 
básica en Argentina entre 2003 y 2015. Sugiero que a nivel 
normativo y retórico estas políticas estuvieron orientadas a la 
inclusión de los sectores más desfavorecidos de la sociedad. Sin 
embargo, este foco en la inclusión ha tenido efectos ambiguos, 
Aunque hubo algunos avances, la situación de exclusión 
educativa generalizada de grandes sectores sociales no ha sido 
resuelta y siegue siendo un desafío para el sistema educativo 
argentino. 

En las últimas décadas, el concepto de inclusión ha ocupado 
un papel central en los discursos globales acerca de la 
educación. La maleabilidad de este concepto explica en parte 
su preeminencia en los debates globales. La distinción binaria 
inclusión/excusión puede funcionar como un eslogan con cierta 
estabilidad y al mismo tiempo adaptarse a las realidades 
sociales de distintos contextos. Así, por ejemplo, en lugares 
como Suecia o Finlandia el foco en la inclusión refiere a 
estudiantes con fracasos en su trayectoria escolar, usualmente 
provenientes de familias cuyos progenitores tienen bajo nivel 
educativo o familias de inmigrantes (Lindblad y Popkewitz, 
2004). En Sudáfrica, la lógica inclusión/exclusión es leída desde 
la perspectiva de las categorías étnicas y se relaciona con 
superar los males del apartheid (Muller, 2004). 

En el caso de Argentina, tras el crecimiento sostenido de las 
desigualdades y la pobreza que comenzó en la década de 1970 y 
culminó en la crisis socioeconómica y política de 2001, la 
inclusión educativa ha estado asociada al objetivo de atender a 


las necesidades educativas de los sectores más afectados por la 
debacle de la estructura socioeconómica. Para dar una idea de 
la magnitud del desafío, cabe mencionar que en 1980, 10% de la 
población argentina era considerada pobre, mientras que esa 
cifra ascendió a 56% en 2002 (L. Gasparini y Cruces, 2008; L, 
Gasparini, Marchioni y Sosa Escudero, 2000). La situación se 
hace incluso más acuciante cuando se considera que la niñez 
está sobrerrepresentada entre los pobres. En el segundo 
semestre de 2003, 71% de los niños vivía en hogares afectados 
por la pobreza (Kessler, 2014). En este contexto de severo 
deterioro socioeconómico, las demandas globales y locales por 
dar acceso a la educación a las poblaciones más vulnerables 
generaron un enorme desafío, especialmente en los niveles de 
educación inicial, educación secundaria y postsecundaria. 

En este capítulo presento un análisis de las políticas 
educativas más relevantes durante las administraciones de 
Néstor y Cristina Kirchner (2003-2015). En el contexto de un 
“giro a la izquierda” en muchos países de América Latina, el 
gobierno de los Kirchner impulsó una fuerte retórica en contra 
de “la década de 1990”, “el neoliberalismo” y en cierta medida, 
la globalización. El gobierno articuló su discurso político y su 
accionar sobre la base de la inclusión. Por ejemplo, se dio 
acceso a pensiones y jubilaciones a grandes sectores de la 
población que estaban excluidos de estos beneficios, se legalizó 
el matrimonio igualitario y se creó la Asignación Universal por 
Hijo, un programa masivo de transferencias monetarias 
condicionadas para las familias en situación de pobreza. 
Asimismo, el programa Conectar Igualdad proveyó 
computadoras a más de cinco millones de estudiantes y 
docentes; el programa FinEs creó un circuito educativo 
alternativo para los jóvenes y adultos que habían abandonado 
la escuela secundaria, y una nueva ley de educación decretó la 


obligatoriedad del nivel secundario. Las inversiones en 
educación y el salario docente también crecieron 
significativamente en la primera mitad del periodo de gobierno 
de los Kirchner. 

En este trabajo muestro que en general los resultados de las 
iniciativas que promovieron la inclusión educativa fueron 
bastante ambiguos. Aunque ha crecido la cantidad de 
estudiantes que accede al nivel secundario, los índices de 
repitencia y abandono continúan siendo altos y están 
fuertemente correlacionados con el nivel socioeconómico de los 
estudiantes. Los resultados de las pruebas estandarizadas de 
aprendizaje muestran resultados mixtos, sin que se vea una 
tendencia hacia la mejora en términos de la calidad de los 
aprendizajes y con marcadas desigualdades. Finalmente, el 
creciente éxodo de estudiantes de distintos niveles 
socioeconómicos hacia las escuelas privadas en los grandes 
centros urbanos es otro indicador de las fallas de las políticas 
públicas orientadas a mejorar el sistema de educación estatal. 

Por lo tanto, la inclusión educativa en Argentina sigue 
siendo un sueño utópico. Sugiero que el abordaje de las 
políticas educativas durante este periodo estuvo basado en una 
serie de estrategias y programas que operaron en los márgenes 
del sistema educativo, pero que no tuvieron un impacto 
profundo en las estructuras y prácticas que generan la 
exclusión de los grupos más desaventajados. 

Para explorar este argumento, divido el capítulo en cinco 
secciones. La primera describe la debacle socioeconómica de 
Argentina durante las últimas décadas del siglo XX y 
brevemente analiza la reforma educativa de la década de 1990 
y los principales indicadores educativos del país para el final 
del siglo, con el objetivo de presentar un panorama de la 
situación a comienzos del siglo XXI. La segunda sección analiza 


las características generales y la orientación política de las 
administraciones de los Kirchner y la forma en que abordaron 
las políticas educativas. Sostendré que una de las principales 
características de las políticas educativas en el periodo, fue la 
fragmentación de la intervención estatal en una serie de 
programas aislados. Por lo tanto, la tercera sección presenta un 
análisis de algunos de los programas más relevantes diseñados 
para impactar en la educación durante el gobierno de los 
Kirchner: Conectar Igualdad, Fines y la Asignación Universal 
por Hijo. En la cuarta parte presento un recorrido por los 
principales indicadores de inclusión educativa en Argentina, en 
relación con el acceso, la permanencia, graduación y la calidad 
de los aprendizajes. También presento evidencia de que una de 
las tendencias más relevantes del periodo es el crecimiento de 
la matrícula en las escuelas privadas en los grandes centros 
urbanos. En la conclusión ofrezco algunas interpretaciones 
acerca de las dificultades con las que se enfrenta la Argentina 
para promover la inclusión educativa. 


LA SITUACIÓN POLÍTICA, ECONÓMICA Y 
EDUCATIVA DE ARGENTINA A COMIENZOS DEL SIGLO 
XXI 


La inestabilidad política ha sido una de las características 
salientes de la Argentina en la segunda mitad del siglo XX, 
Luego de la primera presidencia de Perón (1946-1951) ningún 
presidente electo constitucionalmente terminó su mandato 
hasta que lo hiciera Menem en 1996, Las fuerzas armadas 
tomaron el control del país entre 1955 y 1973, con la excepción 
de dos breves periodos democráticos. En 1976 un nuevo golpe 
de estado inició el periodo más oscuro de la historia argentina, 


cuando la violencia promovida por el propio Estado contra los 
ciudadanos concluyó en decenas de miles de “desaparecidos”. 

Los indicadores económicos entre la década de 1970 y la de 
2000 muestran un crecimiento persistente de la desigualdad y 
de la pobreza. El coeficiente de Gini pasó de 0.36 en 1974 a 
0.51 en 2000 (Altimir, Beccaria, y González Rozada, 2002). El 
crecimiento de la pobreza también fue dramático. En 1980 el 
índice de pobreza en Argentina era de alrededor de 10% y el de 
indigencia o pobreza extrema, 2% (L. Gasparini et al., 2000). 
Desde entonces estos índices han crecido hasta llegar en 2002 
al pico de 56% de la población debajo de la línea de la pobreza. 
Como dicen Gasparini y Cruces 


En cierta medida, el crecimiento dramático de la 
desigualdad en ingresos experimentada por Argentina entre 
medidos de la década de 1970 y mediados de la década de 2000 
es fácil de entender. En tres décadas el país experimentó la 
mayoría de los fenómenos que se asocian con el incremento de 
la desigualdad en la teoría económica: severas crisis 
macroeconómicas, hiperinflación, altos niveles de desempleo, 
dictaduras represivas, procesos de profunda liberalización del 
comercio, episodios rápidos y repentinos de acumulación de 
capital, modernización tecnológica, instituciones laborales 
débiles [...] (2008: 4, Traducción propia). 


En 1973 la deuda externa era de 4 890 millones de dólares; 
en 1991, durante los primeros años del gobierno de Menem, 
llegó a 62 000 millones y para fin de 1999 era de 146 000 
millones. En diciembre de 2001, enfrentado a una gravísima 
crisis económica, el presidente De la Rúa restringió el acceso 
de la ciudadanía a sus cuentas bancarias. La situación resultó 
en masivas manifestaciones y saqueos que fueron reprimidos 


por las fuerzas de seguridad que llegaron a matar a cerca de 40 
personas en los incidentes. El presidente renunció. Luego de un 
periodo de incertidumbre política en el cual se nombró a tres 
presidentes interinos en una semana, una Asamblea Legislativa 
designó al senador Eduardo Duhalde para que completara el 
mandato de De la Rúa. 

Así es que para 2002 la Argentina experimentaba su más 
severa crisis económica, política y social. Fue la culminación de 
un proceso de debacle socioeconómica y política que se había 
iniciado cuatro décadas antes. Las autoridades contaban con 
muy poca legitimidad, la economía estaba desbastada y la 
pobreza y las desigualdades impactaban fuertemente en la 
población. Uno de los presidentes interinos había declarado que 
Argentina no pagaría su deuda externa, por lo que el país 
quedó política y económicamente aislado del sistema mundial y 
en una situación de mucha fragilidad. 

A grandes rasgos, las políticas educativas en la segunda 
mitad del siglo XX siguieron la misma lógica inestable del 
contexto político. La iniciativa más importante a considerar en 
términos de su influencia sobre la situación posterior a la crisis 
de 2001, es la reforma de la década de 1990 que propuso un 
cambio profundo y abarcador del sistema educativo argentino. 
A través de la Ley Federal de Educación, por primera vez en la 
historia, se reguló en una sola norma la mayoría de los aspectos 
relacionados con la educación básica. Tiramonti (2001) destaca 
que mientras las políticas de ajuste estructural que se 
impulsaban a nivel nacional reducían las funciones del Estado, 
el Ministerio de Educación de la Nación adquirió con la 
reforma un protagonismo que sólo es comparable con la etapa 
fundacional del sistema educativo en el siglo XIX. La misma 
autora se refiere a la “hiperactividad” del Estado Nacional en la 
producción de propuestas de acción, planes y programas. 


La Ley de Transferencia de los Servicios Educativos 
transfirió la responsabilidad por la educación básica a las 
provincias (incluyendo las instituciones terciarias de formación 
docente). Se aprobó una Ley de Educación Superior, se 
revitalizó el Consejo Federal de Educación, se firmó un Pacto 
Federal Educativo y se cambió la estructura del sistema 
educativo tradicionalmente dividido en siete años de 
educación primaria y cinco de secundaria—. Asimismo, se 
estableció el Sistema Nacional de Evaluación de la Calidad 
(SINEC), la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación 
Universitaria (CONEAU), un Plan Social Educativo, una Red 
Federal de Formación Docente Continua y se implementaron 
reformas curriculares para los niveles inicial, primario, medio y 
para la formación docente. Las reformas curriculares se 
propusieron descentralizar la definición curricular, pasando de 
un modelo altamente centralizado en el nivel nacional, a uno en 
el cual el Consejo Federal de Educación define Contenidos 
Básicos Comunes, que son usados por cada provincia para crear 
su propio currículo que a la vez debiera dar posibilidades para 
el aporte de escuelas y docentes. En paralelo, la reforma 
definió un cambio sustantivo en la propia lógica de los 
contenidos escolares, a través de una fuerte crítica a la cultura 
enciclopédica existente que se basaba en contenidos fácticos. 
Esta lógica debía ser remplazada por un currículo basado en el 
desarrollo de competencias (Beech, 2011). 

Aunque la descripción de la reforma en los párrafos 
precedentes no es exhaustiva, es suficiente para ilustrar que las 
políticas educativas del momento constituyeron un ambicioso 
intento por reformar casi todos los aspectos del sistema 
educativo al mismo tiempo. Por lo tanto, cuando la crisis 
estalló en 2001, el sistema educativo estaba pasando por un 
complejo procesos de reforma que había sido apropiado de 


manera muy diferente en cada una de las 23 provincias y en la 
Ciudad de Buenos Aires, generando lo que algunos autores 
conceptualizan como una reforma educativa inconclusa y un 
sistema escolar desarticulado (Terigi, 2016). En un contexto en 
el cual los salarios docentes, las escuelas y las familias estaban 
fuertemente afectados por el crecimiento de la pobreza, la 
desigualdad y el desempleo, el desafío de reconstruir el sistema 
educativo era enorme. 


LAS POLÍTICAS EDUCATIVAS 
DURANTE EL GOBIERNO DE LOS KIRCHNER 


En 2003 hubo elecciones para remplazar al presidente 
Duhalde. En un contexto de intensa desconfianza hacia los 
partidos políticos y la clase política en general, Menem ganó la 
primera vuelta con 24% de los votos. Tenía que competir en 
una segunda vuelta con Néstor Kirchner que había salido 
segundo en la contienda. Consciente de que la gran mayoría de 
la población tenía una visión muy negativa de su figura y de 
que no tenía posibilidades de ganar, Menem renunció al 
ballotage y Kirchner obtuvo la presidencia, 

El gobierno de los Kirchner se definió discursivamente en 
oposición a Menem, “los 90” y el “neoliberalismo”. Su 
administración que duró tres mandatos consecutivos (Néstor 
Kirchner 2003-2007, Cristina Fernández de Kirchner 2007- 
2015), fue parte de lo que se conoce como el giro a la izquierda 
en América Latina. El gobierno revirtió algunas de las 
privatizaciones de la década de 1990 a través de la estatización 
de Aerolíneas Argentinas, el correo, el sistema de jubilaciones 
y pensiones, la provisión de agua potable y saneamiento, entre 
otras. Kirchner también tomó medidas para minimizar la 
relación del país con los organismos de crédito internacional, 


especialmente con el Fondo Monetario Internacional. El 
gobierno articuló su discurso político y su accionar con base en 
el concepto de inclusión. Dio acceso a pensiones a grupos 
previamente excluidos, legalizó el matrimonio igualitario e 
implementó la Asignación Universal por Hijo, “un extenso un 
programa” de transferencias monetarias condicionadas para las 
familias en situación de pobreza. 

En 2003 comenzó un periodo de recuperación económica 
significativa, con porcentajes de crecimiento anual del PIB 
cercanos a 9%, hasta 2007. Entre 2008 y 2011 el crecimiento 
continuó, aunque con porcentajes menores y una recesión en 
2009, A partir de 2012 la economía se estancó, con años de 
mejoras moderadas seguidos de años de leve contracción (Rivas 
y Dborkin, 2018). Siguiendo una trayectoria similar, la pobreza 
se redujo significativamente entre 2003 y 2007; la tendencia 
continuó a un ritmo más lento entre 2007 y 2011, y se estancó 
en un porcentaje cercano a 30% desde entonces (gráfica 1.1). 
Por lo tanto, el nivel de pobreza que hay en Argentina desde 
2011 no ha sufrido variaciones significativas y es muy similar 
al que había en los primeros años de la década de 1990. De 
todos modos, el crecimiento económico y la reducción de la 
pobreza fueron importantes en los primeros dos mandatos de 
los Kirchner, así como la reducción de las desigualdades y el 
desempleo. 

En este contexto, los gobiernos de los Kirchner fueron muy 
activos en relación con políticas educativas durante sus tres 
mandatos consecutivos. En un sistema federal con 24 sistemas 
educativos diferentes, no todas las iniciativas, logros y fracasos 
son atribuibles a los gobiernos nacionales. De todos modos, el 
análisis de las políticas educativas de cada jurisdicción excede 
las posibilidades de este capítulo que se enfoca en las 
características generales de las políticas educativas a nivel 


nacional. Durante el periodo bajo análisis, el estado nacional 
también fue muy activo en sus políticas para el nivel 
universitario, especialmente a través de la creación de nuevas 
instituciones. Sin embargo, dadas las restricciones de espacio, 
en este texto me centro exclusivamente en las políticas para la 


educación básica. 

Gráfica 1.1 Pobreza en Argentina, 1992-2016 
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Fuente: Gasparini y Tornarolli, 2017, p. 572. 


Durante los primeros años, entre 2003 y 2006, las iniciativas 
de la administración nacional se enfocaron principalmente en la 
necesidad de superar la crisis del sistema educativo. En general, 
el énfasis estuvo puesto en mejorar la inversión en educación y 
en la recuperación del salario docente que luego de un 
deterioro sostenido desde la década de 1970 sufrió el impacto 


de la crisis de 2001 (gráfica 1.2). Estos esfuerzos se hicieron 
visibles en la legislación aprobada durante este periodo inicial. 
En 2003, la Ley de Garantía del Salario Docente y 180 Días de 
Clase procuraba garantizar un salario mínimo para los docentes 
en todas las provincias. También definía un número mínimo de 
días de clase que toda provincia debía cumplir. La cantidad de 
días de clase se ve afectada en muchas ocasiones por huelgas 
docentes en reclamo de mejoras salariales. En 2004 la Ley del 
Fondo Nacional de Incentivo Docente renovó un mecanismo 
creado en 1998 a través del cual el Estado nacional transfiere a 
las provincias fondos para que puedan dar una compensación 
extra a los docentes. En 2005 la Ley de Financiamiento 
Educativo estableció un mínimo de inversión en educación, 
ciencia y tecnología para las administraciones nacional y 
provinciales. Se definió el objetivo de llegar progresivamente a 
una inversión total de 6% del PIB para 2010. Finalmente, la 
Ley Nacional de Educación en 2006 estableció que una vez que 
se llegara a 6% del PIB, el próximo objetivo era llegar a 6% de 
inversión solamente en educación, excluyendo las áreas de 
ciencia y tecnología (Rivas y Dborkin, 2018). 

Los objetivos de financiamiento definidos por la Ley de 
2005 fueron alcanzados, pasando de una inversión de 4.6% del 
PIB en 2005 a 6% en 2010 (Bezem, Mezzadra y Rivas, 2012, 
2014). Entre 2003 y 2016 la inversión por estudiante aumentó 
158%. Sin embargo, el incremento no fue estable durante el 
periodo completo. Dada la crisis de 2001, la inversión por 
estudiante era muy baja en 2003. Con la recuperación 
económica y la decisión de aumentar la inversión en educación, 
entre 2003 y 2007 la inversión por estudiante se duplicó con un 
aumento de 99%. Entre 2007 y 2011 el incremento fue de 24% y 
entre 2011 y 2015 sólo de 4% (Rivas y Dborkin, 2018). 


En la misma línea, el salario docente aumentó 
considerablemente durante el periodo completo, pero con tres 
etapas diferentes (gráfica 1.2). Luego de una reducción de 20% 
en 2002 y de 7% en 2003, los salarios docentes estaban en 
niveles muy bajos. De 2003 a 2015 el incremento fue de 80%. 
De 2003 a 2007 fue de 69%; de 2007 a 2011, 7% y de 2011 a 
2015, 4% (Rivas y Dborkin, 2018). 


Gráfica 1.2. Evolución del salario docente en Argentina, 
1996-2016). En pesos argentinos de 2016, 


Fuente: Elaboración propia con base en Rivas y Dborkin, 
2018, 


La segunda fase de las políticas educativas durante el 
gobierno de los Kirchner comenzó con la aprobación y la puesta 
en marcha de la Ley Nacional de Educación (LEN) en 2006 
(Terigi, 2016). El Ministerio de Educación Nacional inició el 
proceso legislativo con una amplia consulta, invitando a los 
docentes y a otros grupos sociales a dar su opinión sobre los 


cambios futuros. Alineado con el posicionamiento político 
general del gobierno, el documento que convocaba a la consulta 
tomaba como punto de partida la crítica a las reformas 
económicas y educativas de la década de 1990. La LEN fue 
aprobada en 2006 en remplazo de la Ley Federal de Educación 
(LFE) de 1993. 

La LEN decretó la ampliación de la obligatoriedad escolar 
de 10 a 13 años al incluir a los últimos tres años del nivel 
secundario. Éste fue el cambio más relevante en términos del 
impacto que tuvo en las políticas educativas posteriores que 
tendieron a enfocarse en el nivel secundario, buscando influir 
en el comportamiento de las familias y ampliar el acceso a este 
nivel (se presentan indicadores precisos del crecimiento de la 
matrícula en las próximas secciones). 

Otro objetivo fundamental de la LEN fue el de superar la 
desarticulación del sistema educativo. Por un lado, como 
consecuencia de la libertad que la LFE les había dado a las 
provincias para adoptar la estructura 6-3-3 que había decretado, 
la educación básica estaba organizada en formatos diferentes 
en las provincias. La LEN retornó a la tradicional división 
entre primaria y secundaria, dándole a los gobiernos 
provinciales la posibilidad de optar por un modelo de 
estructura 7-5 o 6-6 (Miguez, 2014). 

Por otro lado, la reforma de la década de 1990 había 
transferido el poder formal sobre la educación básica del nivel 
nacional a las provincias. Sin embargo, en la práctica no se 
había logrado una buena articulación entre los niveles federal y 
provincial. Para abordar este desafío, la LEN revisó el papel 
del Estado, dándole más participación al Estado nacional en la 
política educativa y definiéndolo como el principal responsable 
de garantizar el acceso de todos al sistema educativo (Filmus y 
Kaplan, 2012; Miguez, 2014; Terigi, 2016). Esto tuvo dos 


consecuencias relacionadas entre sí. Una es que hubo un 
proceso de “recentralización” expresado en la LEN y en general 
en las políticas educativas durante los gobiernos de los 
Kirchner. La LEN estableció que las resoluciones del Consejo 
Federal de Educación podrían ser obligatorias para las 
provincias si el Consejo así lo definía (Miguez, 2014; Terigi, 
2016). El Consejo Federal de Educación está formado por 
todos los ministros de educación de las provincias y liderado 
por el Ministro de Educación de la Nación. Tiene el papel de 
coordinar las políticas educativas a nivel federal. Asimismo, 
durante las administraciones de los Kirchner, el Estado 
nacional desarrolló una serie de programas nacionales que 
tendieron a recentralizar la política educativa en el nivel 
nacional, 

La otra forma en que la LEN se propuso fortalecer el papel 
del Estado nacional fue más simbólica, al enfatizar la 
responsabilidad del Estado en la promoción de la “justicia 
educativa” y en la reducción de las desigualdades educativas. 
Probablemente una de las expresiones más elocuentes en 
contra de la participación de actores privados en el sistema 
educativo es el artículo 10 de la LEN que establece que “El 
Estado nacional no suscribirá tratados bilaterales oO 
multilaterales de libre comercio que impliquen concebir la 
educación como un servicio lucrativo o alienten cualquier 
forma de mercantilización de la educación pública.” 

Para algunos, el modo en el cual la LEN define la 
responsabilidad del Estado en garantizar la equidad educativa 
es un rasgo distintivo de la ley que la distingue 
significativamente del “programa neoliberal” de la LFE (Filmus 
y Kaplan, 2012). Otros (Miguez, 2014; Terigi, 2016), reconocen 
el énfasis de la LEN en la responsabilidad del Estado, pero no 
lo ven como un cambio significativo cuando se la compara con 


la LFE. Como sugiere Miguez (2014) “En rigor, estas 
diferencias no se expresan en enunciaciones demasiado 
diferenciadas de las contenidas en la Ley Federal; surgen, más 
vale, en la reiteración en sucesivos artículos de la 
responsabilidad del Estado de garantizar un acceso equitativo a 
la educación”. Más adelante el autor sugiere que “el cambio de 
paradigma que se proponía promover la LEN no pudo ser 
postulado sobre un lenguaje vacante”. De todos modos, las 
posiciones en este debate no parten tanto de diferentes 
interpretaciones de los postulados de la LEN, sino más bien de 
diferentes lecturas de la LFE y de la medida en que ésta 
expresaba un paradigma neoliberal de la política educativa 
(Beech y Barrenechea, 2011). 

La LEN también estableció la creación del Instituto 
Nacional de Formación Docente (INFD). La formación docente 
era (y sigue siendo) uno de los aspectos más débiles del sistema 
educativo argentino, en parte como consecuencia de un sistema 
de formación docente desarticulado, compuesto por casi 2 000 
instituciones terciarias y algunas universidades que también 
forman docentes. La LEN le dio al INFD la responsabilidad de 
generar políticas para articular el sistema de formación docente 
inicial y continua. El INFD diseñó nuevos marcos para los 
planes de estudio de las instituciones y fue muy activo en la 
oferta de formación continua para docentes a lo largo del 
territorio nacional (Terigi, 2016). Sin embargo, no logró cumplir 
del todo su papel como agencia evaluadora y acreditadora de 
las instituciones que ofrecen formación docente. 

Por lo tanto, la LEN fue una legislación ambiciosa. Algunos 
autores consideran que los cambios propuestos por ésta 
constituyeron una reforma educativa (Miguez, 2014; Ruiz, 
2009). Los dos cambios más significativos fueron la 
obligatoriedad del secundario y el retorno a la tradicional 


estructura compuesta por la primaria y la secundaria. También 
hubo muchas continuidades estructurales con la legislación 
preexistente. La LEN no promovió cambios significativos en el 
formato de gobierno del sistema ni cambió el currículo. Por lo 
tanto, es debatible hasta qué punto la sanción de esta ley puede 
ser considerada una reforma o no. 

Otra cuestión central es que la legislación por sí misma no 
necesariamente genera cambios. Terigi (2016) sugiere que uno 
de los problemas con la LEN fue que no hubo un proceso de 
planeamiento para evaluar la factibilidad de los cambios 
planteados y para definir prioridades y planes de acción 
progresivos que hubieran podido organizar mejor los esfuerzos 
humanos y materiales que se necesitaban para cumplir con los 
objetivos definidos por la legislación. Feldfeber y Gluz (2011) 
también destacan ciertas dificultades para llevar a cabo algunos 
de los objetivos propuestos por la LEN, pero los explican por 
la falta de políticas efectivas orientadas a cumplir con los 
mandatos de la Ley y a las dinámicas del sistema federal que 
genera dificultades para articular políticas en las diferentes 
provincias. 

De todos modos, la LEN fue una guía fundamental para las 
políticas educativas posteriores a su sanción (Feldfeber y Gluz, 
2011; Terigi, 2016). La mayoría de los esfuerzos estuvieron 
orientados a la inclusión en la educación secundaria. Otra 
iniciativa importante fue la aprobación de una nueva ley en 
2014 que amplió la obligatoriedad en el nivel inicial desde los 
cuatro años (antes, desde la LFE, era obligatorio para los niños 
de cinco años). 


POLÍTICAS EDUCATIVAS FRAGMENTADAS: EL 
ÉNFASIS EN LOS PROGRAMAS 


Una característica de las políticas educativas en Argentina 
durante los gobiernos de los Kirchner fue la fragmentación de 
las iniciativas estatales en una serie de programas individuales 
aislados. Esto no fue muy diferente de lo ocurrido en 
administraciones anteriores. Algunos de los programas, como el 
Programa Nacional de Becas Estudiantiles, habían comenzado 
en gobiernos anteriores y fueron continuados. En el caso del 
Programa de Mejoramiento del Sistema Educativo, financiado 
por el Banco Interamericano de Desarrollo, las negociaciones 
con el Banco se iniciaron en 2001, pero fue el gobierno de 
Kirchner el que lo aprobó en 2003. De todos modos, los 
gobiernos de los Kirchner fueron muy activos en desarrollar 
nuevos programas, como el Programa Integral para la Igualdad 
Educativa, el Plan Nacional de Inclusión Educativa, el 
Programa de Apoyo a la Política de Mejoramiento de la 
Equidad Educativa y el Programa Nacional de Educación 
Sexual Integral? A partir de la aprobación de la LEN y la 
obligatoriedad del nivel secundario, muchos de estos programas 
se orientaron a ese nivel. 

De la gran cantidad de programas creados, hay tres que 
analizo en más detalle a continuación, teniendo en cuenta su 
importancia en términos de los recursos invertidos, su 
extensión y su repercusión social y educativa. Se trata de la 
Asignación Universal por Hijo, Conectar Igualdad y el Plan de 
Finalización de Estudios Primarios y Secundarios (FINES). 


Asignación Universal por Hijo (AUH) 


La AUH es un programa de transferencias monetarias 
condicionadas (IMC). Este tipo de programas representan los 
esfuerzos realizados por diferentes gobiernos de América 
Latina para reposicionar al Estado como promotor del 


bienestar. Por ejemplo, México creó el programa Progresa (que 
luego se convirtió en Oportunidades) y Brasil, el programa 
Bolsa Familia. Perú, Chile y Uruguay también implementaron 
TMC (Bertranou y Maurizio, 2012), 

En 2008, el gobierno de Cristina Fernández de Kirchner 
reestatizó el sistema de pensiones que había sido privatizado 
durante el gobierno de Menem en la década de 1990, Así, las 
reservas del sistema de pensiones administrado por entidades 
privadas que representaba una cifra cercana a 10% del PIB 
argentino se transformó en el Fondo de Garantía de 
Sustentabilidad. Una parte de este fondo se destinó al 
financiamiento de alternativas de solución a la pobreza, entre 
ellas la AUH. Desde sus orígenes, el programa se orientó a 
hogares en los cuales los progenitores estuvieran desempleados 
o trabajando en el sector informal con ingresos inferiores al 
salario mínimo. La AUH cubre a todos los niños del hogar 
hasta los 18 años con un límite de hasta cinco niños por hogar. 
El límite etario no aplica a niños con discapacidades. Sólo 
pueden ser beneficiarios de la AUH los argentinos o quienes 
hayan tenido residencia legal en el país por más de tres años. 

De acuerdo con Cecchini (2014), hay dos tipos de TMC en 
América Latina. Están aquellos que tienen condiciones más 
duras y otros con condiciones más blandas. La AUH es un 
ejemplo del segundo tipo, ya que los beneficiarios reciben 80% 
de la transferencia mensualmente, independientemente de que 
cumplan o no con las condiciones estipuladas. El 20% restante 
se transfiere a comienzos del año escolar siguiente sólo a 
aquellos beneficiarios que cumplieron con las condiciones 
sanitarias y educativas. Los beneficiarios deben mostrar 
evidencia de que cumplieron con las vacunas obligatorias y con 
los chequeos médicos estipulados para los niños de hasta cinco 


años. Asimismo, a partir de los cinco años los niños deben 
completar el año escolar correspondiente. 

En 2015 había más de 3.6 millones de beneficiarios de la 
AUH y el total de transferencias representaba el 0,8% del PIB 
nacional (Edo, Marchionni, y Garganta, 2015). Según lo señala 
un informe oficial, para fines de 2015, 12.5% de los hogares 
beneficiados por el programa habían superado la línea de la 
pobreza (ANSES, 2017). Kliksberg y Novacovsky (2015) 
sostienen que los niños beneficiados por la AUH mejoraron en 
8.4% el consumo de nutrientes básicos y su asistencia a 
chequeos médicos aumentó 7.1%. 

Aunque no es posible establecer una causalidad lineal entre 
la AUH y los cambios en la matrícula escolar, los datos 
disponibles sugieren que el programa tuvo un impacto mayor 
en los estudiantes de los últimos años de la escuela secundaria 
que en los de primaria y los primeros años de la secundaria. Un 
informe de Unicef (2017) dice que en 2014 la matrícula en 
primaria y la secundaria inferior era mayor a 97%, mientras que 
en el caso de los jóvenes entre 15 y 17 años era cercana a 82%. 
Para este grupo etario, la AUH parece haber tenido un impacto 
importante porque aunque la matrícula se mantuvo estable 
hasta 2009, a partir de 2010 (cuando se lanza la AUH) creció 
sostenidamente hasta llegar a 87% en 2014. Este crecimiento se 
explica en gran parte por los beneficiarios de la AUH, El 
informe explica que mientras que el incremento de la matrícula 
para quienes no se benefician de la AUH fue del 1.9%, para los 
beneficiarios fue del 5,1%, 

Según un estudio de Edo, Marchionni y Garganta (2015) el 
impacto fue mayor en los varones que en las mujeres y en 
hogares monoparentales. De todos modos, aunque el impacto 
fue menor en las mujeres en términos de asistencia, hubo 
mejoras en las tasas de abandono interanual para este grupo. 


Por lo tanto, la influencia de la AUH ha sido positiva tanto 
en términos de la reducción de la pobreza extrema como en la 
contribución que hizo el programa a mejorar el acceso a la 
salud y a la educación por parte de los sectores más 
desfavorecidos. La AUH ha tenido bastante apoyo en la 
sociedad y el programa fue continuado por el sucesor de 
Cristina Fernández de Kirchner. 


Conectar Igualdad 


En 2009, la presidenta Cristina Fernández de Kirchner tuvo 
un apoyo masivo al obtener casi 55% de los votos para su 
reelección. En 2010 se creó el programa Conectar Igualdad, que 
se financió con los fondos de la reciente reestatización del 
sistema de pensiones. 

Conectar Igualdad se propuso distribuir una computadora a 
todos los estudiantes y docentes de escuelas secundarias 
públicas y de institutos de formación docente, proveer de 
conectividad a los establecimientos y ofrecer formación a los 
docentes participantes. El programa se inspiró en la iniciativa 
One Laptop Per Child (OLPC), pero en vez de utilizar los 
dispositivos desarrollados por OLPC, optó por comprar las 
computadoras Classmate desarrolladas por Intel, una 
corporación privada. En esos tiempos, hubo una gran cantidad 
de programas uno a uno en América Latina. Para 2015, 86% de 
los dispositivos diseñados por OLPC y 89% de las Classmate 
habían sido vendidas en la región a gobiernos nacionales o 
locales en países como Brasil, Colombia, Paraguay, Venezuela, 
Perú, Honduras, Uruguay y Argentina (Beech y Artopoulos, 
2017). En el caso de Conectar Igualdad, la influencia del Plan 
Ceibal, que distribuye computadoras OLPC a todos los 
estudiantes de la escuela primaria en Uruguay, fue muy 


importante. En 2010, Conectar Igualdad se convirtió en el 
programa de distribución de computadoras a estudiantes más 
grande del mundo. Para finales de 2015 ya había distribuido 
más de 5.3 millones de computadoras en el país (Gvirtz, 2016). 

Conectar Igualdad fue una de las iniciativas que 
contribuyeron a la construcción de la imagen de un gobierno 
incluyente y efectivo que se propuso recuperar el papel central 
del Estado en la promoción de la inclusión social. El diseño, la 
implementación y la evaluación del programa estuvieron a 
cargo de diferentes unidades gubernamentales que respondían a 
la presidencia. El organismo central fue la Administración 
Nacional de la Seguridad Social (ANSES) que contaba con los 
fondos del sistema de pensiones y estuvo a cargo de la compra 
y la distribución de las computadoras. El Ministerio de 
Educación de la Nación fue el responsable de la formación 
docente y los aspectos pedagógicos de programa. El Ministerio 
de Planificación, Inversión Pública y Servicios administró la 
provisión de conectividad a las escuelas. Se trató de una 
estructura organizacional compleja, lo cual generó dos tipos de 
efectos. Por un lado, el programa se convirtió en la política 
educativa más visible y disruptiva del momento y de este modo 
contribuyó a recentralizar la influencia sobre la educación en el 
nivel nacional. Por otro lado, la importancia de Conectar 
Igualdad generó un desplazamiento del poder sobre lo 
educativo del Ministerio de Educación a otras agencias 
estatales. 

Conectar Igualdad se propuso como objetivos fundamentales 
recuperar y revitalizar a la escuela pública, reducir la brecha 
digital y construir una política universal de inclusión digital de 
alcance federal. La promoción del uso de tecnología por parte 
de los estudiantes y de sus familias parecía muy relevante si se 
considera que el censo de 2010 indicaba que 41% de los 


argentinos entre 25 y 50 años declaraban no usar 
computadoras. 

En los inicios del programa, varias voces oficiales afirmaban 
que Conectar Igualdad revolucionaría el sistema educativo. El 
programa era presentado como una iniciativa que, casi por sí 
misma, reduciría el abandono y la repitencia en la escuela 
secundaria, al promover un mayor compromiso de los 
estudiantes con las nuevas actividades mediadas 
tecnológicamente que les proponía (Lago Martínez, 2015). Al 
fin y al cabo, en Argentina, muchos de los estudiantes que 
abandonan la escuela secundaria en los últimos años lo hacen 
motivados por la falta de interés en el tipo de actividades que 
la escuela les ofrece (Sibila, 2012). Por lo tanto, se creía que a 
través del uso de la tecnología se lograría una mayor conexión 
de los estudiantes con las prácticas escolares, Un aspecto clave 
del diseño del programa fue que los estudiantes que se 
eraduaban conservaban los dispositivos para su propio uso. La 
expectativa era que esto funcionaría como un incentivo para 
mejorar las tasas de graduación. Las autoridades también 
creían que la provisión de computadoras en las escuelas 
estatales revitalizaría la escuela pública, haciéndola más 
atractivas para las familias y generando desincentivos para el 
desplazamiento hacia el sector privado. 

En el lanzamiento oficial del programa Conectar Igualdad, el 
6 de abril de 2010, Cristina Fernández de Kirchner decía: 

La verdad que en este Bicentenario me siento realmente, 
creo que nos sentimos porque quiero hablar en plural, en 
definitiva yo soy un instrumento de todos y me siento un poco 
como la Sarmiento del Bicentenario, porque si se revolucionó la 
Argentina con la educación pública, con la obligatoriedad de la 
primaria, con la educación que caracterizó siempre a nuestro 
país como un país distintivo en la capacitación de sus recursos 


humanos, en su grado de alfabetización, en su grado de 
instrucción, siento que lo mismo sucede con este programa que 
estamos lanzando hoy, Conectar Igualdad, que les aclaro no fue 
casual la elección del nombre del programa; yo quise que 
figurara igualdad, porque creo que es la palabra distintiva que 
siempre han perseguido aquellos argentinos que han estado 
comprometidos con el desarrollo del país desde 1810 para 
adelante.? 


Según Dussel (2014), el discurso que sostenía el programa 
Conectar Igualdad era que los ciudadanos tenían derechos y 
hacer que esos derechos se conviertan en realidad era una tarea 
del Estado. Por lo tanto, dadas las innovaciones tecnológicas en 
la sociedad en general, era la responsabilidad del Estado darles 
acceso a las poblaciones más marginales a la tecnología y a la 
alfabetización digital. 

En líneas generales el programa fue muy eficiente en la 
distribución de los dispositivos, pero no tanto en la formación 
docente. Además, uno de los desafíos técnicos más complejos 
con los que se enfrentó Conectar Igualdad fue la provisión de 
conectividad a Internet y la instalación de redes internas en las 
instituciones. Éste fue uno de los mayores problemas con los 
que se enfrentó la administración central y uno de los mayores 
obstáculos para el uso de las computadoras en la enseñanza y el 
aprendizaje. 

Al evaluar los resultados del programa, es importante 
distinguir entre sus efectos sociales y su impacto en los 
aspectos pedagógicos, Conectar Igualdad proveyó de tecnología 
a muchos estudiantes y familias que nunca habían tenido 
acceso a una computadora propia. Por lo tanto, tuvo un 
impacto notable en términos de contribuir a reducir la brecha 


digital en un contexto de grandes desigualdades (Kliksberg, 
2016). 

Sin embargo, en sus cinco años de funcionamiento Conectar 
Igualdad no logró un impacto significativo sobre las prácticas 
pedagógicas. Algunas voces críticas sostienen que el programa 
fracasó en relación con la transformación de las prácticas 
educativas que se proponía, ya que docentes y estudiantes 
hicieron poco uso de los dispositivos en las aulas. Al mismo 
tiempo, cuando se utilizaban, en general el uso que se hizo no 
fue realmente transformador; habitualmente los estudiantes 
utilizaban las computadoras como procesadores de textos, para 
hacer presentaciones o búsquedas en Internet (Lago Martínez, 
2015). En un análisis del uso que hacen los estudiantes de las 
computadoras, a través de una encuesta, Benítez Larghi y 
Zukerfeld (2015) sostienen que en cuanto al uso para 
actividades escolares, sólo 7.3% dice usarla todos los días en la 
escuela; 33% dice que la usa más de una vez por semana en la 
escuela; 23.7% menos de una vez por semana y 31.1% dice que 
nunca la usa para actividades de aprendizaje en la escuela, El 
uso para actividades escolares en las casas es un poco más alto: 
9.5% dice usarla todos los días, 41.8% una vez por semana; 
27.3% menos de una vez por semana y 21.4%, nunca. El uso 
para actividades no escolares es mayor tanto en la escuela 
como en la casa, lo cual confirma la visión generalizada de que 
el programa tuvo un impacto en términos de inclusión digital, 
que no fue tan importante en términos de su uso para la 
enseñanza y el aprendizaje. 

Por lo tanto, a pesar de que el gobierno concibió a Conectar 
Igualdad como un programa que revolucionaría la educación 
pública en Argentina, el impacto pedagógico limitado que tuvo 
fue uno de los puntos débiles del programa. El programa 
recibió además dos tipos de críticas más. Por un lado, sobre la 


base de estadísticas que muestran que 34% de los estudiantes 
beneficiados no tenían una computadora en su casa antes del 
programa, Tedesco, Steinberg y Tófalo (2015: 82) destacan lo 
importante que fue el programa para estos jóvenes. Sin 
embargo, también señalan que en el futuro sería necesario 
revisar “la necesidad y la viabilidad de sostener estas iniciativas 
de distribución masiva de computadoras personales, y tal vez 
concentrar los esfuerzos en algunos contextos particulares en 
los cuales aún se registran brechas significativas en este 
sentido”. Asimismo, Terigi (2016: 28) plantea algunos reparos 
en relación con el modelo de financiamiento del proyecto: “la 
provisión de notebooks es un gasto recurrente [...] y en la 
operatoria eso se financia con fondos de la ANSES, destinados 
fundamentalmente a jubilaciones y pensiones. Tal vez a futuro 
deba revisarse este modo de financiamiento”. 

En 2018, Conectar Igualdad fue remplazado por una nueva 
iniciativa llamada Plan Aprender Conectados? Aunque no lo 
hace explícito, el nuevo plan implica un virtual cierre de 
Conectar Igualdad ya que el nuevo proyecto no prevé la 
distribución de computadoras a estudiantes y está a cargo del 
Ministerio de Educación, desplazando a la ANSES, Dentro de 
la estructura del nuevo plan hay una sección dedicada a 
Conectar Igualdad que parece estar orientada exclusivamente a 
dar soporte a los estudiantes que ya han recibido sus 
computadoras y todavía permanecen en la escuela.* 


FinEs 


En 2008, el Consejo Federal de Educación creó el Plan de 
Finalización de Estudios Primarios y Secundarios (FinEs). El 
Plan se propuso ofrecer a los jóvenes y adultos que habían sido 
excluidos del sistema educativo la posibilidad de que 


terminaran la educación primaria y secundaria. FinEs 
respondió al mandato de la LEN que había decretado la 
obligatoriedad del secundario. En 2008, cerca de 42% de la 
población de entre 18 y 60 años (5.5 millones de personas) no 
había completado ese nivel educativo. Entre ellos 1.6 millones 
tenían entre 18 y 30 años (Viego, 2015). La LEN estableció que 
debían tomarse medidas para apoyar a las poblaciones en 
situación de vulnerabilidad social para que puedan cumplir con 
el mandato de la ley. 

Sin embargo, el sistema educativo argentino ya contaba con 
opciones para que las personas excluidas del sistema educativo 
pudieran terminar la escuela secundaria a través de un sistema 
compensatorio. Viego (2015) sostiene que en 2018 había 6 546 
instituciones que ofrecían esta posibilidad. Por lo tanto, FinEs 
funcionó como una alternativa paralela a la oferta existente 
para adultos que no habían completado la secundaria. 

Entre abril y noviembre de 2008 el programa FinEs llegó a 
todas las provincias de la Argentina y a la Ciudad de Buenos 
Aires. Aunque el Plan fue promovido por el Estado nacional, 
fueron las provincias las que lo administraron en cada uno de 
sus territorios, con arreglos específicos en cada contexto. Desde 
su concepción el Plan tuvo dos fases. La primera (FinEs Il) 
apuntaba a aquellos estudiantes que habían terminado de cursar 
el último año de la escuela secundaria pero no habían aprobado 
todas las asignaturas. La segunda fase (FinEs II incorporó 
como potenciales beneficiarios a todos aquellos que no habían 
terminado la educación primaria o secundaria. 

Una característica particular de FinEs es que promovía la 
articulación de las provincias o locales con organizaciones de la 
sociedad civil para su implementación. Por lo tanto, a 
diferencia de la mayoría de los programas orientados a adultos, 
FinEs en gran medida operaba en lugares que no eran escuelas 


regulares: clubes locales, sedes de ONG, de partidos políticos, 
de sindicatos o iglesias, entre otros lugares (Facioni, Ostrower y 
Rubinsztain, 2013). La participación de las organizaciones de 
sociedad civil contribuyó a darle a FinEs una identidad 
comunitaria. Crego y González (2015) destacan que FinEs 
permitió que muchos estudiantes que no tenían acceso a la 
educación pudieran tener una oferta educativa cercana a sus 
lugares de residencia. El papel de las organizaciones sociales de 
base con fuerte presencia en los barrios fue un aspecto muy 
relevante del plan. Estas organizaciones no sólo brindaban las 
sedes en las que se impartían las clases, sino que también 
jugaron un papel fundamental en el reclutamiento de los 
beneficiarios. 

Hay poca información sobre la inversión que requirió FinEs 
y pocas estadísticas oficiales referidas a las tasas de graduación. 
De todos modos, con base en los datos disponibles, Viego 
(2016) provee algunas evidencias sobre los efectos del plan. 
Entre 2008 y 2013 el porcentaje de individuos de entre 18 y 60 
años que no completaron la secundaria ni asistían a una 
institución educativa bajó de 46.3% a 42.8%. Sin embargo, Viego 
(2016) argumenta que esta tendencia decreciente había 
comenzado antes del lanzamiento del FinEs y que no aceleró 
desde su creación. 

Tomado en su conjunto, el plan triplicó la tasa global de 
graduación de las escuelas para adultos preexistentes. Sin 
embargo, al distinguir entre FinEs 1 y FinEs II nos 
encontramos con notables diferencias. En el caso de FinEs II, 
la tasa de graduación no es muy diferente de la que tienen las 
escuelas de adultos preexistentes. Viego (2016) también 
muestra que las tasas de matriculación en las escuelas para 
adultos crecen sostenidamente entre 2001 y 2010, Desde 2010, 
cuando FinEs II ya estaba operando en todas las provincias, la 


matrícula en escuelas para adultos decrece a un ritmo muy 
similar al crecimiento de la matrícula de FinEs II. Esto sugiere 
que, en la práctica, FinEs II casi remplazó a las escuelas 
existentes en términos de los estudiantes que atrajo (Viego, 
2016). 

Por otro lado, las tasas de graduación de FinEs I, que 
estaba orientado a los estudiantes de secundaria que tenían 
algunos exámenes pendientes para graduarse, es mucho más 
baja que la tasa de graduación de las escuelas secundarias 
regulares. Mientras que en las escuelas regulares uno de cada 
dos estudiantes se gradúa, en FinEs I la proporción es uno a 
cuatro (Viego, 2016). 

Es muy difícil llegar a conclusiones firmes sobre los 
resultados de FinEs con los pocos datos disponibles. Por un 
lado, está claro que contribuyó a la inclusión al graduar a 
muchas personas que estaban fuera del sistema. Hoy en día 
tener la educación secundaria completa es casi indispensable 
para acceder al mercado laboral formal y FinEs ayudó a 
muchos individuos pertenecientes a los grupos más vulnerables 
a acceder a ese capital. Sin embargo, no está claro cuál fue el 
costo fiscal y, para el caso de FinEs IT, si la coexistencia de 
este plan con las escuelas de adultos tradicionales era 
realmente necesaria. 

En la bibliografía hay varias críticas a FinEs. Una de las 
cuestiones que más se critica es la calidad de la educación que 
ofrece. Aparentemente, los contenidos de las asignaturas de 
FinEs (en sus dos versiones) eran notablemente menos 
demandantes que los de las escuelas regulares. Además, la 
mayoría de las provincias determinaron que fueran los tutores 
los que definían si un alumno había aprobado o no su curso. 
Algunos como Viego (2016) sostienen que muchos tutores se 
sentían compelidos a aprobar a los estudiantes que necesitaban 


el diploma de la secundaria para acceder a un trabajo. La gran 
mayoría de los beneficiarios del programa pertenecían a 
sectores marginalizados. Por lo tanto, es entendible que los 
tutores se sintieran comprometidos a ayudarlos para que 
accedieran a un diploma que podría mejorar su situación. 

Otras críticas se basaron en las condiciones de trabajo de los 
tutores, quienes accedían a contratos cortos e inestables 
(Huenchunao y Muñoz, 2016) y ganaban bastante menos que los 
docentes del sistema regular (Viego, 2016). Díaz (2016) también 
señala la falta de formación específica de muchos de los 
tutores. Aunque muchos de ellos también enseñaban en el 
sistema regular, muchas provincias permitieron que estudiantes 
universitarios -incluso de disciplinas distintas de las que 
enseñaban y sin formación pedagógica—- fueran tutores, 
Finalmente, Facioni, Ostrower y Rubinztain (2013) notan que 
muchos de los edificios pertenecientes a organizaciones de la 
sociedad civil en los cuales se cursaba FinEs eran inadecuados 
para la enseñanza y el aprendizaje. 

Por lo tanto, FinEs ha contribuido al acceso a certificados 
educativos a muchas personas pertenecientes a los grupos más 
vulnerables, pero al mismo tiempo pareciera que el Plan ha 
sido bastante pobre en términos de la calidad de la educación 
que ofreció y de las condiciones laborales de sus tutores. 
Además, no hay muchos datos disponibles para evaluar la 
relación entre la inversión que se hizo en el Plan y sus 
contribuciones educativas. 

En general, tomando a los tres programas analizados en esta 
sección en su conjunto, podemos decir que sus resultados han 
sido mixtos en términos de sus objetivos educativos. Todos 
están orientados a la inclusión y, en general, los tres han sido 
exitosos en lo que concierne a dar acceso a la educación o a las 
tecnologías digitales. Sin embargo, ninguno de estos programas 


tuvo un impacto significativo en la transformación del sistema 
educativo regular: no han mejorado los procesos de enseñanza 
y aprendizaje en las escuelas regulares, no las han hecho más 
incluyentes, ni han afectado las condiciones estructurales que 
generan la exclusión y las inequidades en el sistema educativo. 


EVALUACIÓN DE LA INCLUSIÓN EN EL SISTEMA 
EDUCATIVO ARGENTINO 


Desde 2003, la Argentina ha experimentado un proceso de 
crecimiento económico sostenido al menos hasta 2009, Se 
crearon programas para atender las necesidades de los grupos 
más desfavorecidos, crecieron las inversiones en educación y se 
mejoraron los salarios docentes. Al mismo tiempo, el Estado 
implementó una serie de políticas educativas y programas 
orientados a la inclusión educativa. Por lo tanto, en principio, 
sería esperable encontrar una mejora en los indicadores de 
inclusión educativa. En general las medidas de inclusión 
consideran tanto el acceso y la permanencia en el sistema 
educativo, como la calidad de los aprendizajes en las escuelas. 

En relación con el acceso, la matrícula creció 
significativamente en la educación inicial (38%) y en secundaria 
(16.6%) entre 2003 y 2015.* La extensión de la obligatoriedad de 
la sala de cuatro años en el nivel inicial y del nivel secundario 
probablemente expliquen en gran parte esta expansión, junto 
con la creación de nuevos establecimientos, especialmente para 
la educación inicial. Mientras tanto en el nivel primario, la 
matrícula se contrajo 3.6%. Considerando que el acceso a este 
nivel en Argentina se encuentra universalizado desde hace 
varias décadas, esta reducción probablemente se deba a tres 
factores. Primero, a una leve reducción demográfica del grupo 
etario que corresponde a la educación primaria entre 2001 y 


2010. Segundo, la marcada reducción en los índices de 
repitencia en la primaria (sobre la cual presento datos 
detallados en los próximos párrafos) contribuyó a una menor 
presencia de estudiantes con sobre edad. Finalmente, antes de 
la LEN las provincias tenían formas diferentes de dividir entre 
educación primaria y secundaria. Los arreglos que se hicieron 
en las provincias para adaptar la estructura de sus sistemas a 
los mandatos de la nueva ley tendieron a reducir la cantidad de 
años que se incluyen dentro de la educación primaria, ya que 
pasaron al nivel secundario. 

Un aspecto importante por considerar al analizar el acceso a 
la educación es la distinción entre escuelas estatales y escuelas 
privadas, dado que los cambios no han sido homogéneos en 
ambos subsistemas. Durante el periodo en cuestión, en todos 
los niveles de la educación básica la matrícula en el sector 
privado creció más que en el público. La diferencia más 
significativa se dio en el nivel primario donde el sector privado 
creció 27.3%, mientras que el sector público se redujo 11.6%. En 
el nivel inicial, el sector privado creció 64.7% contra un 
crecimiento del 27.6% en el sector estatal. En la educación 
secundaria la diferencia es menor, con un crecimiento de 23.3% 
en las escuelas privadas y 14.1% en el sistema público. 

Por lo tanto, hay una clara tendencia hacia un mayor 
crecimiento de la matrícula en el sector privado. Esta tendencia 
general a nivel nacional se manifiesta de modos muy diferentes 
en cada provincia. Mientras que la matrícula en el subsistema 
privado es de 29% a nivel nacional, en la Ciudad de Buenos 
Aires es de 51% y en el conurbano de Buenos Ajres 
(formalmente parte de la Provincia de Buenos Aires) es de 
40%. Córdoba (33%) y Santa F (29.5%) están cerca del promedio 
nacional. En los casos de Chaco, Formosa y La Rioja la 
matrícula en escuelas privadas es cercana al 10% del total.* 


Otro indicador clave para medir la inclusión es la 
permanencia de los estudiantes en el sistema educativo y sus 
trayectorias. En este aspecto hubo mejoras notables en el nivel 
primario, en el cual el porcentaje de estudiantes con sobreedad 
se redujo de 22.8% en 2003 a 11.44% en 2015. En la misma 
dirección, la repitencia en primaria se redujo 69% en el periodo. 
Mientras tanto, en la secundaria los resultados son mixtos, sin 
mejoras significativas y con algunos retrocesos. En la educación 
secundaria básica (primeros tres años) la proporción de 
estudiantes con sobreedad pasó de 32.2% en 2003 a 33.3% en 
2015, mientras que los índices de repitencia aumentaron 18% en 
el mismo periodo. En el caso de la secundaria superior, la 
proporción de estudiantes con sobreedad se redujo 6% y la 
repitencia, 13% entre 2003 y 2015, Por lo tanto, en términos de 
la permanencia y las trayectorias, hubo una mejora importante 
en el nivel primario. En el caso de la secundaria, que incorporó 
a muchos estudiantes que son la primera generación en su 
familia que accede al nivel, el desafío de mejorar las 
trayectorias persiste. 

Las tasas de graduación en el nivel secundario mejoraron de 
39.5% en 2003 a 45.6% en 2013. Si tomamos sólo el subsistema 
público, las tasas son menores, pero la mejora más 
significativa, ya que pasa de 30.6% en 2003 a 38.5% en 2013 
(Terigi, 2016). Por lo tanto, en el periodo bajo análisis hubo 
una mejora en la graduación de la secundaria, pero los números 
siguen siendo insuficientes. 

El último aspecto por considerar es la calidad de los 
aprendizajes de los estudiantes que accedieron y permanecieron 
en el sistema. El sistema de evaluación estandarizada de los 
aprendizajes a nivel nacional informa los resultados agrupando 
a los estudiantes en tres categorías de rendimiento: alto, medio 
y bajo. En el nivel primario, tanto en tercer grado como en 


sexto, el porcentaje de estudiantes en el nivel bajo se redujo 
tanto en matemáticas como en lengua entre 2005 y 2013. En el 
mismo periodo, la proporción de estudiantes en el nivel alto 
aumentó en todos los casos. Sin embargo, más allá de esta 
mejora relativa, en matemáticas la gran mayoría de los 
estudiantes están en los niveles medio y bajo (el porcentaje 
varía entre 70% y 86%), mientras que muy pocos estudiantes 
están en el nivel de rendimiento alto. El porcentaje más alto 
fue de 28% en tercer grado y 26% en sexto, en 2010, El 
rendimiento en otras asignaturas es similar. 

En la educación secundaria, en todas las asignaturas -— 
matemáticas, lengua, ciencias sociales y ciencias naturales la 
proporción de estudiantes en el nivel bajo se redujo entre 2005 
y 2013, Esta reducción fue más marcada en matemáticas. Por 
otro lado, el porcentaje de estudiantes en el nivel de 
rendimiento alto en 2013 en la mayoría de las disciplinas fue 
igual o más bajo que en 2005. En matemáticas la mayor 
proporción de estudiantes en el nivel más alto se registró en 
2007, mientras que en todas las otras disciplinas fue en 2005. 
Por lo tanto, en general, en la mayoría de las disciplinas, la 
reducción en la cantidad de estudiantes en el nivel de 
rendimiento bajo implicó un aumento en el nivel medio, sin 
crecimiento en el nivel alto. La otra cuestión importante es que 
los cambios en el rendimiento a lo largo del periodo no se 
mueven en una dirección sostenida hacia la mejora. Por el 
contrario, los resultados de las evaluaciones de los aprendizajes 
cambian de una evaluación a la otra en forma irregular, con 
mejoras alternando con retrocesos. Incluso, en todas las áreas 
curriculares y en todas las evaluaciones la gran mayoría de los 
estudiantes están en los niveles de rendimiento bajo y medio. 
Por lo tanto, puede decirse que para el periodo analizado no se 


visualizan mejoras significativas en la calidad de los 
aprendizajes de los estudiantes. 

En cuanto a la relación entre el rendimiento de los 
estudiantes y su origen socioeconómico, hay una clara 
tendencia. En la medida que el estatus socioeconómico de los 
estudiantes aumenta, también lo hace la proporción de 
estudiantes en el nivel de rendimiento alto, mientras que se 
reduce el porcentaje de estudiantes en el nivel de rendimiento 
bajo. En general, tanto para primaria como para secundaria y 
en todas las disciplinas que fueron evaluadas, en el nivel 
socioeconómico más bajo la proporción de estudiantes con 
desempeño bajo triplica la del grupo de nivel socioeconómico 
alto (Aprender, 2016). 

Desde el colapso de la estructura socioeconómica de 
Argentina que culminó en la crisis del 2001, el objetivo de 
incluir a los grupos más desfavorecidos en el sistema educativo 
ha sido enfatizado en el discurso oficial y en algunas políticas y 
programas. Sin embargo, este énfasis en la inclusión ha tenido 
efectos mixtos. Hubo algunos resultados positivos, como la 
expansión del acceso en los niveles inicial y secundario y una 
mejora en las trayectorias escolares en la primaria. El aumento 
en la tasa de graduación de la secundaria es otra señal positiva, 
Sin embargo, no se constatan mejoras significativas en la 
calidad de los aprendizajes ni en las trayectorias de los 
estudiantes en la escuela secundaria, especialmente para 
aquellos que vienen de los sectores más vulnerables. Además, 
aunque las tasas de graduación en la secundaria mejoraron, 
siguen siendo muy bajas. Este nivel educativo sigue siendo uno 
de los desafíos más grandes en términos de inclusión educativa. 


CONCLUSIONES 


A lo largo de este capítulo he analizado las políticas 
educativas en el nivel nacional entre 2003 y 2015, He 
demostrado que el Estado nacional promovió activamente la 
inclusión educativa en el contexto de un gobierno que tendió a 
enfatizar la responsabilidad del Estado en la mejora de las 
oportunidades de los grupos más vulnerables. El gobierno se 
vio enfrentado a la necesidad de reconstruir el país luego de 
tres décadas de inestabilidad política y colapso socioeconómico 
que derivó en la peor crisis de la historia de Argentina. Desde 
este punto de partida extremadamente complejo, la economía 
creció sostenidamente en la primera mitad del periodo con una 
reducción significativa de la pobreza, el desempleo y las 
desigualdades. Sin embargo, desde 2011 la economía se estancó 
y la pobreza se mantuvo en cifras cercanas a 30%, Argentina 
parece enfrentarse a dificultades estructurales para mejorar la 
situación de su población más vulnerable más allá de este 
umbral. El nivel de pobreza que se ha estabilizado desde 2011 
es muy similar al que había en los comienzos de la década de 
1990. 

En educación, la reforma inconclusa de los años noventa 
dejó un sistema desarticulado que también se vio afectado por 
la crisis, tanto en términos de las condiciones de vida de las 
familias, como de los salarios de los docentes y el nivel de 
inversión que estaban muy bajos. El gobierno de los Kirchner 
aumentó significativamente las inversiones y el salario de los 
docentes. Además, fue muy activo en la creación de políticas y 
programas orientados a la inclusión. Si se tiene en cuenta el 
punto de partida, los resultados fueron en gran medida 
positivos. Sin embargo, también hubo límites en cuanto a la 
inclusión. Las tasas de graduación en la secundaria que 
continúan siendo bajas, la necesidad de mejorar las trayectorias 
en este nivel y las dificultades para mejorar la calidad de los 


aprendizajes, son algunos indicadores de los límites que hubo (y 
sigue habiendo) a la inclusión educativa. 

Las dificultades para lograr una inclusión educativa 
generalizada no tienen una explicación simple ni lineal. De 
todos modos, pareciera que una posible razón es que la mayoría 
de las políticas que se promovieron se orientaron a compensar 
algunos de los problemas que genera el sistema educativo, pero 
no tuvieron un impacto significativo en las condiciones 
estructurales del sistema, que son las que están generando la 
exclusión. Por ejemplo, FinEs se constituyó como una 
alternativa valiosa para compensar las exclusiones que genera 
el sistema educativo regular, pero opera por fuera del sistema 
formal y no tiene ninguna influencia sobre los mecanismos que 
generan las injusticias que intenta corregir. Mientras tanto, no 
ha habido intervenciones sobre los aspectos estructurales del 
sistema, tales como los mecanismos de gobierno, la asignación 
de recursos (incluyendo, por ejemplo, los modos a través de los 
cuales los docentes son asignados a las escuelas), la carrera 
docente y un currículo enciclopedista que en la secundaria se 
divide en 12 o 14 materias. De este modo, el sistema educativo 
argentino sigue operando como un mecanismo que tiende a la 
reproducción y a la ampliación de las desigualdades. 

Otra tendencia relevante es la creciente migración de las 
familias a las escuelas privadas que se ha dado en los últimos 
15 años, especialmente en el conurbano de Buenos Ajres. Ya no 
son sólo las familias más acomodadas las que optan por el 
sistema privado, sino también aquellos en el segundo y tercer 
quintil de ingresos. Los procesos de privatización contribuyen a 
ampliar las desigualdades, la fragmentación y la segregación. Es 
más, dado que la mayoría de las escuelas privadas que atienden 
a los grupos de menor estatus socioeconómico pertenecen a la 
Iglesia católica y tienen subsidios estatales importantes, el 


crecimiento de la matrícula privada contribuye a erosionar el 
carácter laico de la educación en algunos sistemas provinciales, 
Se trata de un proceso incremental que es casi imperceptible y 
está sucediendo sin un debate adecuado en la sociedad y en las 
instituciones de deliberación democrática, 

Por lo tanto, la inclusión educativa en Argentina es todavía 
un desafío enorme que requiere políticas que aborden los 
problemas estructurales del sistema educativo para poder pasar 
de la retórica a la realidad y que de ese modo la educación 
formal pueda convertirse en un instrumento de inclusión, 
desarrollo social e igualdad. 
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1_No se trata de una lista completa, Para ver la lista de 
todos los programas desarrollados en el periodo véase el 
balance elaborado por el Ministerio de Educación (2015) 

2 Domingo Faustino Sarmiento es considerado el padre 
fundador del sistema educativo argentino, 

3 Decreto 386/2018, 

A <www,.argentina.gob.ar/educacion/aprender- 
conectados/conectar-igualdad>, 

5 Los datos que se presentan a continuación surgen del 
Informe Anual del Ministerio de Educación (2015), 

e Por el modo en el cual el Estado presenta los datos,_las 
cifras sobre matrícula en el sector privado que se presentan en 
este párrafo incluyen el nivel terciario no universitario. 


2. REFORMAS EDUCATIVAS RECIENTES EN CHILE: 
¿QUÉ TANTO SE ALEJAN DEL MERCADO Y DE LOS 
NUEVOS SISTEMAS DE GESTIÓN PÚBLICA? 


BEATRICE AVALOS Y CRISTIÁN BELLEI 


La reforma de la educación en Chile fue una de las áreas 
más críticas de cambio durante los cuatro años del gobierno de 
centro-izquierda de la presidenta Michelle Bachelet (2014-2018), 
y se desarrolló en el contexto de una fuerte discusión política y 
educativa. Como argumentaremos en este capítulo, esta 
reforma intentó corregir los efectos adversos sobre el sistema 
educativo de la ideología neoliberal de mercado heredada del 
periodo dictatorial (1973-1990) y aminorar aquellos de la 
“nueva gestión pública” sobre la operación de las escuelas y las 
políticas referidas a docentes. En el artículo abordamos tres 
componentes de estas reformas incorporadas en leyes conocidas 
como “Inclusión”, “Nueva Educación Pública” y “Desarrollo 
Profesional Docente”. En relación a las dos primeras, 
analizamos el grado en que ellas empujan hacia un sistema 
educativo financiado por el Estado, pero menos regido por 
dinámicas de mercado, y crean condiciones para un acceso 
menos discriminatorio de estudiantes. También consideramos la 
naturaleza de la oposición a estos cambios y cómo ésta afectó 
ambas leyes. Respecto de la política hacia los profesores, nos 
enfocamos en el establecimiento de una nueva carrera docente 
orientada a mejorar las condiciones laborales docentes y en 
medidas para favorecer la calidad de la formación inicial 
docente. Al respecto, reflexionamos sobre el grado en que esta 
política define mecanismos de aseguramiento de la calidad 
menos marcados por la definición estrecha de rendición de 
cuentas o accountability. 


Más en general, en este artículo reflexionamos sobre si y 
cómo estas tres políticas son exitosas en producir mejores 
condiciones para una educación inclusiva y un mejor 
desempeño docente. Nuestra principal conclusión sugiere que 
efectivamente los cambios legislados se mueven en esta 
dirección, aunque con limitaciones que si no se enfrentan en el 
futuro podrían afectar el progreso general de la reforma. 


BASE IDEOLÓGICA DE LAS POLÍTICAS EDUCATIVAS 
DE LA DICTADURA MILITAR Y DÉCADAS SIGUIENTES 


Los rasgos económicos del neoliberalismo marcaron la 
ideología dominante que afectó el desarrollo de la educación 
chilena durante la dictadura militar (Bellei, 2015). Estos rasgos 
impactaron sobre la configuración de un sistema escolar 
orientado por el mercado que vincula la calidad del sistema y 
los logros de los estudiantes con la libertad de abrir y gestionar 
escuelas privadas, la elección de la escuela por las familias, y 
un sistema competitivo de financiamiento público vía vouchers 
basado en el número de estudiantes que asisten a las escuelas 
(Friedman, M. y R., 1980). Según esta ideología, el papel de las 
autoridades de gobierno en educación se limita al 
establecimiento de las reglas de operación del sistema escolar, 
la definición de un marco curricular y el monitoreo de los 
resultados de aprendizaje a través de pruebas de logro 
académico. La reforma neoliberal chilena en educación 
reconoció dos tipos de escuelas financiadas por el Estado: 
escuelas públicas gestionadas por las municipalidades y 
escuelas privadas con y sin fines de lucro. El sistema, además, 
reconoció una pequeña proporción de escuelas privadas sin 
subvención estatal (es decir,completamente financiadas con 
aranceles cobrados a familias de altos ingresos). A las escuelas 


privadas con y sin subvención estatal se les concedió el derecho 
de seleccionar a sus estudiantes con base en variadas 
características familiares y de los alumnos postulantes. Las 
escuelas públicas, en cambio, no seleccionaban a sus alumnos o 
familias, salvo un pequeño número de ellas (generalmente 
secundarias) que tenían una tradición de ser académicamente 
selectivas. 

El gobierno de dictadura además alteró severamente las 
condiciones laborales docentes, dejando sin efecto el Estatuto 
Docente establecido en 1969 que establecía para los docentes el 
carácter de funcionarios públicos y les ofrecía condiciones 
laborales satisfactorias, tales como contratos con una 
proporción de horas lectivas /no lectivas de 65%/35% y un 
sistema salarial que permitía un aumento de 140% sobre las 
remuneraciones iniciales al cumplir los 27 años de servicio. En 
lugar del Estatuto Docente, y en línea con las reformas 
económicas neoliberales, se sometió a los docentes al código 
laboral privado que era severamente desregulado. Con la 
transferencia de las escuelas públicas a la administración 
municipal en 1981, los beneficios del Estatuto Docente de 1969 
fueron eliminados (Guzmán, 2014), los salarios fueron 
reducidos drásticamente y se realizaron injustificados despidos 
de profesores (Lomnitz y Melnick, 1998). Junto con afectar las 
condiciones laborales docentes, la dictadura se despreocupó de 
las condiciones institucionales requeridas para una buena 
formación ¡inicial docente, degradando muchos de los 
programas de formación de nivel universitario a nivel de 
institutos postsecundarios nouniversitarios (Ormeño et al., 1996 
en Ávalos, 2002). 

Con la llegada de la democracia en 1990 y en las siguientes 
dos décadas, se observó en Chile una evidente tensión política 
en el campo educativo entre la necesidad de corregir los efectos 


de la reforma neoliberal en los aspectos de inequidad y de baja 
efectividad de la educación y la decisión de no alterar los 
rasgos definitorios del sistema escolar orientado por el 
mercado, situación obervada también con diferente intensidad 
en otros sistemas escolares (Rizvi y Lingard, 2010; Ávalos y 
Razquin, 2017). Así, durante la década de los noventa se 
implementaron ¡interesantes programas centrados en las 
escuelas y diseñados para mejorar la equidad y la calidad en el 
proceso educativa (Bellei y Vanni, 2015; García-Huidobro y 
Sotomayor, 2003). 

Se realizaron también cambios estructurales que aumentaron 
significativamente la duración de la jornada escolar con el fin 
de dar más tiempo de aprendizaje y fortalecer el trabajo 
docente, y se realizó una extensa reforma curricular (Cox, 
2003). Sin embargo, los sucesivos gobiernos mantuvieron el 
sistema de financiamiento basado en vouchers y la selección 
discriminatoria de estudiantes en las escuelas privadas 
financiadas por el Estado. Además, se permitió y promovió que 
las escuelas privadas subvencionadas cobraran aranceles 
adicionales a las familias, manteniendo el financiamiento 
estatal. Tomadas en conjunto, estas políticas contribuyeron a 
que las escuelas privadas subvencionadas operaran bajo 
condiciones más favorables, obtuvieran mejores resultados 
académicos según las mediciones oficiales basadas en pruebas 
de logro, y aumentaran su matrícula a costa de un 
decrecimiento sistemático de las escuelas públicas, 
Efectivamente, la proporción de escuelas públicas descendió 
hasta una proporción de alrededor de 35% del sistema total 
hacia 2015, la más baja en la historia chilena. 

En lo referido al cambio de las condiciones laborales 
docentes y para compensar en algo su deteriorada situación, los 
gobiernos democráticos dictaron un nuevo estatuto laboral 


docente en 1991, el cual mejoró sus condiciones existentes, 
pero no al nivel que habían llegado a disfrutar, en su calidad de 
servidores públicos, bajo el estatuto anterior. El gobierno 
también implementó entre 1997 y 2002 un importante 
programa de mejoramiento de la gestión y calidad de los 
programas de formación inicial docente (Ávalos, 2002, 2005). 
Sin embargo, los gobiernos posteriores no lograron abordar la 
baja calidad de muchos de los programas privados de 
formación inicial docente, especialmente después de 2004, 
dejando que operaran y se desarrollaran bajo condiciones de 
mercado, lo que condujo a situaciones inaceptables de 
precariedad hacia fines de la década (Cox, Meckes y Bascopé, 
2010). Para corregir esto y empujando la instalación de 
principios de la “nueva gestión pública”, el gobierno optó por 
mecanismos externos de control de calidad a través de 
exámenes voluntarios aplicados a los profesores novatos, 
programas de acreditación por empresas privadas que operaban 
bajo ciertos parámetros legales, y apoyo al mejoramiento de la 
formación docente basado en la entrega de fondos competitivos 
e indicadores medibles de resultados (Ávalos, 2015). 


Las políticas educativas a comienzos del nuevo milenio y la 
“nueva gestión pública” 


A lo largo de la primera década de este siglo, las 
autoridades educativas chilenas se manifestaron crecientemente 
preocupadas por la baja calidad de la educación, reflejada en 
logros insuficientes en evaluaciones internacionales, a pesar de 
los esfuerzos de mejoramiento realizados desde la década de 
los noventa (Cox, 2003). Esto llevó a los sucesivos gobiernos de 
los 2000 a aumentar su papel “gerencial” (Charlton y Biesta, 
2014) según principios de la “nueva gestión pública” o new 


public management como se conoce internacionalmente 
(Morales Casetti, 2014; Solbrekke y Sugrue, 2014; Sisto y 
Fardella, 2014; Falabella, 2015; Rizvi y Lingard, 2010; Ball, 
2003). En su afán de monitorear y mejorar los resultados 
escolares, las autoridades educativaes chilenas aumentaron el 
número de pruebas estandarizadas nacionales (llegando a 15) y 
también su participación en pruebas internacionales de la 
OCDE, la Asociación Internacional de Evaluación de Logros 
Educativos (IEA) y de la Unesco. Se estableció un sistema de 
clasificación de escuelas basado en logros promedio en pruebas 
estandarizadas y se comunicó el resultado de estas pruebas a 
las familias con el fin de facilitar su elección de escuelas. Más 
recientemente, se ha sancionado a las escuelas que en forma 
consistente tienen resultados insatisfactorios, amenazando 
incluso con cerrarlas (Bellei y Vanni, 2015). 

El cúmulo de pruebas estandarizadas y sus consecuencias 
explica la presión producida sobre las escuelas, sus docentes y 
autoridades por exhibir mejores resultados escolares. Por 
ejemplo, en una encuesta aplicada a directivos escolares en la 
ciudad de Santiago (Manzi et al., 2014) se constató que 27% de 
ellos había sometido a sus alumnos/as a ensayos para las 
pruebas más demandantes que forman parte del sistema 
SIMCE (Sistema de Medición de la Calidad de la Educación). 
Además, 80% de los directores encuestados indicó que en sus 
escuelas se modificaba el formato de las evaluaciones de modo 
que se pareciesen a las pruebas SIMCE y se aumentaba el 
tiempo dedicado a enseñar los contenidos evaluados, en 
desmedro de otros contenidos de la currículo escolar, Como lo 
indican las investigaciones sobre efectividad escolar, estas 
prácticas tienen entre sus efectos el impulsar la competencia 
entre escuelas (Bellei et al., 2016). Dicho de otro modo, las 
escuelas chilenas se han visto sometidas doblemente a un 


sistema de rendición de cuentas basado en pruebas y a la 
necesidad de encontrar su lugar en un sistema competitivo de 
mercado. Los resultados más evidentes de este sistema 
educativo inspirado en los principios del neoliberalismo y de la 
“nueva gestión pública” se manifiestan en su alto nivel de 
desigualdad y segregación socioeconómica (Valenzuela, Bellei y 
de los Ríos, 2014) y la falta de evidencia que esto haya 
impactado positivamente en los resultados de las mediciones 
internacionales. Incluso, la proporción de estudiantes 
“resilientes” de los estratos socioeconómicos más bajos que 
logra ubicarse en el cuartil superior de la prueba PISA, está 
muy por debajo del promedio OCDE (OCDE, 2016). 


Frustración y rebeldía. 
La necesidad de modificar el sistema educativo 


Los inesperados movimientos de estudiantes ocurridos en 
2006 y 2011 (Bellei y Vanni, 2015) mostraron el grado de 
frustración de estos usuarios respecto del sistema educativo al 
que lograban acceder. Los estudiantes secundarios protestaron 
por las diferencias de oportunidad y de logros entre los dos 
tipos de establecimientos educativos financiados por el Estado: 
públicos municipales y privados con financiamiento público. A 
su vez, los estudiantes de la educación superior protestaron por 
tener que acceder a préstamos bancarios con aval del Estado 
para financiar sus estudios, y el impacto de largo alcance de 
estos préstamos sobre su capacidad de pagarlos. Los docentes 
del sistema escolar también manifestaron su descontento 
exigiendo mejoras en sus condiciones de trabajo y bienestar, en 
línea con declaraciones de organizaciones internacionales y 
estudios sobre docentes (MacBeath, 2012). 


La conciencia y preocupación públicas unidas a la fuerte 
evidencia de inequidad e injusticia social en el sistema 
educativo, marcaron la decisión del gobierno de la presidenta 
Michelle Bachelet (2014-2018) de realizar reformas 
estructurales profundas en el sistema educativo. Estas reformas 
formaron parte de una política más amplia y ambiciosa de 
cambios en el sistema tributario y de planes para una nueva 
Constitución en remplazo a la de 1980, impuesta por la 
dictadura militar de la época. Las reformas educativas 
cubrieron tanto al sistema escolar como al de educación 
superior. Sobre la base de respetar y garantizar el derecho 
universal a la educación, los objetivos explícitos de estas 
reformas se centraron en modificar el papel subsidiario del 
Estado en el contexto de un regimen económico de mercado. 
Así, dos de estas reformas tuvieron como fin cambiar el 
sistema educativo según principios de equidad y justicia social, 
y la tercera se ocupó del estatus profesional de los docentes y 
sus condiciones laborales. En lo que sigue nos referimos a estas 
reformas, los debates y dificultades ocurridos durante el 
proceso de su formulación y aprobación, y evaluamos el grado 
en que se alejan de la ideología neoliberal y de mercado; 
también de aquella inspirada en la nueva gestión pública. 


DOS POLÍTICAS DIRIGIDAS A REDUCIR EL SISTEMA 
DE MERCADO EN LA EDUCACIÓN 


Ley de inclusión: control sobre el sector privado 


El primer pilar de la actual reforma educativa chilena se 
asienta en la llamada Ley de Inclusión (Ley 20.845, 2015), que 
comprende un conjunto complejo de regulaciones diseñadas 
para disminuir las prácticas de mercado en el sistema 


educativo. La Ley de Inclusión afecta principalmente a las 
escuelas privadas subvencionadas y en particular a las que 
operan con fines de lucro, que cobran un pago extra (o copago) 
a las familias y que seleccionan a sus estudiantes basándose en 
antecedentes familiares y en su desempeño escolar previo. 
Durante el proceso de discusión parlamentaria en 2014, la ley 
suscitó un debate político fuerte y polarizado, pero fue 
finalmente aprobada en 2015 luego de una revisión por el 
Tribunal Constitucional (la máxima instancia chilena en esta 
materia) solicitada por parlamentarios de derecha. A 
continuación, abordamos los principales componentes de la Ley 
de Inclusión. 


Término del financiamiento público a escuelas con fines de 
lucro 


Las escuelas con fines de lucro se expandieron fuertemente 
en Chile llegando a constituir 86% de todas las escuelas 
privadas subvencionadas por el Estado. Contrario a lo que en 
teoría parecía ser una ventaja, la evidencia mostró que las 
escuelas con fines de lucro no logran en promedio un 
desempeño académico superior a las escuelas privadas sin fines 
de lucro o a las escuelas públicas (Elacqua et al., 2011; 
Zubizarreta, Paredes y Rosenbaum, 2014; Contreras et al., 
2011), y no ofrecen currículos más diversos. En el hecho, estas 
escuelas destinan menos recursos financieros a insumos 
educativos críticos, como los salarios docentes. Por otra parte, 
de acuerdo a estimaciones oficiales, los proveedores 
educacionales con fines de lucro han declarado ganancias 
anuales de al menos 400 millones de dólares. 

Dada esta situación y para garantizar que todos los recursos 
públicos destinados al sector educación fuesen usados para 


expandir y mejorar los servicios educativos, la Ley de Inclusión 
mandata que todos los proveedores privados que reciban 
recursos públicos deben ser entidades sin fines de lucro. Para 
evitar las prácticas de “autoarriendo” de la infraestructura 
escolar (un conocido subterfugio usado por proveedores para 
aumentar sus ganancias), la reforma obliga a los proveedores 
de educación a ser propietarios de los edificios escolares, 
permitiéndose algunas excepciones bien reguladas. Igualmente, 
la reforma prohíbe la compra de servicios, insumos y asistencia 
técnica a empresas relacionadas con el propietario de la escuela 
(otro mecanismo usado para incrementar ingresos). La Ley de 
Inclusión define y lista el tipo de gastos en que las escuelas 
pueden incurrir, restringiéndolos sólo a gastos 
“educacionalmente orientados”, tales como salarios para la 
administración escolar. A su vez, prohíbe el desvío de recursos 
para fines no educativos. Finalmente, dado que en Chile no 
había ninguna regulación referida a la ubicación o al número de 
escuelas financiadas con recursos públicos, lo que hacía muy 
difícil que la autoridad pública pudiese gestionar situaciones de 
infra o sobreoferta de escuelas en áreas específicas, la Ley 
entrega al Ministerio de Educación cierto nivel de autoridad 
para impedir la apertura de nuevas escuelas privadas 
subvencionadas en áreas donde ellas no sean necesarias (Ley 
20.845, 2015). 

El efecto más marcado de terminar con el financiamiento 
público a escuelas con fines de lucro sería el de alterar 
notablemente la composición de proveedores privados en la 
educación chilena y eventualmente el de reducir su proporción 
en la oferta de establecimientos educativos. Por esto, la política 
fue fuertemente resistida por los dueños de escuelas privadas 
durante la discusión parlamentaria. Su principal argumento fue 
pragmático, indicando que los proveedores de escuelas con 


fines de lucro controlaban una proporción tan grande del 
sistema escolar que sería dañino si tales escuelas 
desaparecieran. Más aun, algunos propietarios amenazaron al 
gobierno con que, de aprobarse la reforma, ellos las cerrarían o 
las convertirían en escuelas privadas financiadas 
exclusivamente por las familias. Esto aumentaría 
dramáticamente sus aranceles, poniendo en riesgo la capacidad 
del Estado de garantizar el derecho a la educación en 
determinadas ciudades. En otras palabras, el enorme poder y 
autonomía de los proveedores educacionales privados -un 
grupo que irónicamente pudo crecer gracias a las propias 
políticas estatales- podría terminar debilitando el arreglo 
institucional que les proporcionó ese apoyo. 

Los proveedores privados resistieron particularmente la 
prohibición de arrendar los edificios escolares, forzando al 
gobierno a negociar esta medida y a destinar recursos 
financieros públicos adicionales para la compra de edificios, 
Esta medida no era nueva, dado que en el pasado los 
proveedores privados, incluyendo organizaciones con fines de 
lucro, habían podido comprar, construir y ampliar sus edificios 
escolares con dinero público. Los proveedores privados también 
resistieron el que se limitara el uso de recursos públicos sólo a 
gastos “educativamente orientados”, argumentando que esto 
constreñía su creatividad, y podría reducir la eficiencia y 
limitar la autonomía de las escuelas privadas. Esto, a su vez, 
derivó en un complejo debate acerca de la naturaleza 
público/privada del voucher que el Estado entrega para la 
educación. Por último, los partidos políticos de derecha 
rechazaron la idea de regular la apertura de nuevas escuelas en 
zonas específicas sobre la base de que los principios de 
mercado exigen máxima libertad y flexibilidad para la apertura 
y cierre de escuelas. Debido a estas formas de oposición 


levantadas durante la tramitación legislativa en el parlamento, 
la ley que finalmente se aprobó fue significativamente menos 
estricta en estas materias que la propuesta original del 
gobierno. 


Garantizar el derecho universal a la educación obligatoria 
gratuita 


Al momento de discutirse la Ley de Inclusión, más de 70% 
de los estudiantes matriculados en escuelas privadas 
financiadas por el Estado asistían a escuelas que cobraban 
aranceles adicionales a las familias, por un total acumulado de 
alrededor de 500 millones de dólares anuales. Este sistema de 
“financiamiento compartido entre Estado y familia” contribuyó 
a discriminar estudiantes sobre la base de su capacidad de pago 
y a una alta segregación socioeconómica escolar en la educación 
chilena (Valenzuela, Bellei y De Los Ríos, 2014; Valenzuela, 
Villalobos y Gómez, 2013; Roje, 2014). Por otra parte, a pesar 
de disponer de estos recursos adicionales no había evidencia 
consistente de que estas escuelas privadas subvencionadas 
fuesen más efectivas que las escuelas públicas gratuitas en 
términos de los resultados de aprendizajes (Valín 2011; Mizala 
y Torche 2012; Paredes et al., 2013; Kutscher 2013; Saavedra 
2013). Todo esto llevó al gobierno de la presidenta Bachelet a 
concluir que la existencia de escuelas privadas subsidiadas y 
con cobro adicional a las familias es inconsistente con la 
obligación del Estado de garantizar el derecho a la educación 
primaria y secundaria gratuita. 

Para terminar con el sistema de cobro a las familias, el 
gobierno utilizó, paradójicamente, el mismo mecanismo del 
voucher, aunque con algunos cambios importantes. Así, 
aumentó su valor para las escuelas gratuitas creando una 


especie de voucher de gratuidad y diseñó uno nuevo para 
estudiantes de familias de “ingresos medios” matriculados en 
escuelas con copago que estuviesen dispuestas a transformarse 
en gratuitas (Ley 20,845, 2015). Se esperaba que esta medida 
constituiría un incentivo lo suficientemente atractivo como 
para persuadir a los proveedores privados a que dejasen de 
cobrar a las familias, lo que efectivamente empezó a ocurrir. 
Así, se estima que hacia finales del segundo año de aplicación 
de la ley, cerca de 90% de los estudiantes matriculados en 
escuelas financiadas por el Estado estudiaban en 
establecimientos gratuitos. 

A pesar del avance en gratuidad que ha significado la 
aplicación de la Ley de Inclusión, no es claro que se pueda 
cubrir la totalidad de los establecimientos privados que tienen 
cobros adicionales altos, ya que esto depende de la 
disponibilidad de recursos públicos para aumentar el valor del 
voucher. Aunque inicialmente el gobierno propuso un plazo fijo 
de cinco años para que todas las escuelas se transformaran en 
gratuitas, el parlamento rechazó esta propuesta argumentando 
que se perjudicaría a este tipo de escuelas. De este modo, según 
estimaciones iniciales, tomará más de una década para que el 
Estado logre “compensar” a estas escuelas por su potencial 
pérdida de recursos y convertirlas en escuelas gratuitas. 

Los defensores del statu quo usaron también otros 
argumentos para oponerse al fin del copago en escuelas 
privadas subvencionadas, más allá de indicar que serían más 
efectivas, lo que en el hecho no ha sido así, como se indicó con 
anterioridad. Los nuevos argumentos utilizados se basaron en 
razones éticas y políticas, y particularmente en principios de 
justicia educativa. Ellos argumentaron que la reforma no 
debería discutirse usando a las escuelas públicas (gratuitas, no 
selectivas y sin fines de lucro) como marco de referencia, sino 


que el estándar debiesen ser las escuelas privadas de élite. Lo 
equitativo, desde esta perspectiva, sería que las familias de 
clase media tuviesen oportunidad de elegir escuelas con una 
propuesta educativa como la que ofrecen las escuelas privadas 
de élite y no como aquella de las escuelas públicas municipales, 
Según este razonamiento, el arancel adicional que pagan las 
familias en escuelas privadas subvencionadas sería un 
instrumento de justicia social porque reduciría la brecha entre 
estudiantes de clase media y los de clase alta. Desde esta lógica, 
la inequidad entre los dos tipos de escuelas producida por el 
copago, sería sólo un efecto menor no deseado. Por otra parte, 
según los opositores a la reforma, existirían otras posibles 
herramientas de política para reducir la segregación 
socioeconómica escolar, como becar a los estudiantes de bajos 
recursos para que asistan a escuelas que cobran aranceles o 
aumentar el valor del voucher para estudiantes de bajos 
recursos, de modo de hacerlo más atractivo para los 
proveedores privados. De hecho, esta última práctica opera en 
Chile desde 2008 a través de la así llamada “Subvención 
Escolar Preferencial”, que entrega un voucher de mayor valor a 
las escuelas subvencionadas que atienden a estudiantes de 
menores ingresos familiares (Raczynski, Muñoz, Weinstein y 
Pascual, 2013). 

La idea de terminar con el pago de aranceles en escuelas 
privadas subvencionadas también enfrentó la firme oposición 
de un sector de padres y líderes de opinión quienes 
argumentaron que la autosegregación por vía de la elección 
escolar debiera ser no sólo un privilegio reservado para las 
familias de clase alta, sino un derecho para las familias de 
“clase media”. Desde este punto de vista, el financiamiento 
público de las escuelas o el voucher estatal representaría una 
especie de apoyo público a las familias que no pertenecen a la 


élite, que haría efectivo su derecho a la elección. Desde esta 
lógica, una de las organizaciones de padres criticó lo que 
consideraba una contradicción: promover la integración social 
en las escuelas a las que asisten familias de clase media y 
tolerar al mismo tiempo la autosegregación de la clase alta en 
escuelas de élite. Otra organización de dueños de escuelas 
católicas sostuvo que las familias favorecen estas escuelas 
debido a su aparente seguridad, control disciplinario, ausencia 
de consumo de drogas y de paros docentes, todas características 
que supuestamente las escuelas públicas no tienen. Una 
implicancia de este tipo de argumentos es que el pago de 
aranceles inserto en la noción de “financiamiento compartido” 
validaría el derecho de las familias de ingresos medios de 
seleccionar un “mejor ambiente” para sus hijos. 


Prohibición de prácticas discriminatorias durante la 
admisión y la escolarización 


Las escuelas chilenas, incluyendo aquéllas financiadas por el 
Estado, han aplicado extensivamente procedimientos de 
selección y expulsión de estudiantes, prácticas que Unesco y 
Unicef han considerado discriminatorias y potencialmente 
atentatorias contra el derecho a la educación. Por ejemplo, en 
los procesos de admisión se han usado diferentes pruebas para 
evaluar el desempeño potencial de posibles alumnos/as 
incluyendo a niños en edad preescolar y se ha hecho uso de 
entrevistas a las familias postulantes para excluir a algunas por 
razones económicas, sociales o culturales, incluyendo su 
religión. A su vez, estas evaluaciones han servido para rankear 
las escuelas, hacer publicidad, y para que las autoridades 
públicas asignen incentivos o sanciones (Bellei, 2009; Contreras, 
Sepúlveda y Bustos, 2010). Si bien desde inicios de los años 


2000 diferentes gobiernos intentaron regular estas prácticas y la 
Ley General de Educación de 2008 prohibió la selección 
discriminatoria de estudiantes hasta sexto grado, la evidencia 
disponible muestra que las prácticas selectivas continúan en las 
escuelas chilenas (Carrasco et al., 2014; Godoy, Salazar y 
Treviño, 2014). En rigor, estas prácticas selectivas son 
inconsistentes incluso con los propios principios de mercado 
competitivo, en la medida en que limitan el derecho de las 
familias a elegir la escuela para sus hijos. 

Frente a las prácticas de selección indicadas, la Ley de 
Inclusión termina con la discriminación en los procesos de 
admisión en todas las escuelas primarias y secundarias 
financiadas por el Estado. La Ley establece que ni los 
resultados escolares anteriores ni las características familiares 
pueden ser usados como base para la admisión escolar, 
prohibiendo el uso de cualquier forma de evaluación y 
entrevistas a padres con propósitos de selección. La Ley 
reconoce dos excepciones a partir de séptimo grado para cierto 
tipo de establecimientos: escuelas secundarias artísticas que 
evalúan las competencias artísticas de sus postulantes y 
establecimientos secundarios públicos que han sido reconocidos 
por el Ministerio de Educación como académicamente 
selectivos. Este tipo de establecimiento escolar puede 
seleccionar hasta 30% de su matrícula entre postulantes que 
provengan del 20% de superior desempeño en sus respectivas 
escuelas primarias. 

Para facilitar procesos de selección no discriminatorios, la 
ley creó un Sistema de Admisión Escolar (SAE) regulado y 
administrado públicamente. El SAE requiere que las familias 
postulen a las escuelas de su elección según un ranking de 
preferencias, usando para ello una plataforma oficial online y 
exige que las escuelas admitan a todos los postulantes en tanto 


tengan espacios disponibles. En los casos de sobredemanda las 
escuelas deben implementar un sistema de asignación aleatoria 
(que el mismo SAE administra), dando prioridad a los 
hermanos de alumnos, a postulantes de familias de bajo nivel 
socioeconómico, y a hijos de funcionarios y docentes de la 
escuela. En otras palabras, las escuelas dejan de tener el 
control sobre sus procesos de admisión. Adicionalmente, con 
algunas excepciones fuertemente reguladas, la ley prohíbe las 
expulsiones de estudiantes por bajo desempeño académico o 
problemas de disciplina (Ley 20.845, 2015). En términos 
generales, la reforma eleva significativamente el estándar 
normativo e institucional de protección del derecho a la 
educación, especialmente en lo que se refiere a la no 
discriminación. 

Los opositores a la reforma discrepan respecto a estos 
principios de no discriminación. En lo fundamental, defienden 
una filosofía educativa que valora la homogeneidad interna de 
las comunidades escolares, justificando la existencia de 
escuelas que se diferencian según religión, etnicidad, tradición 
cultural, desempeño académico, orientación curricular o estatus 
socioeconómico. La diversidad y el pluralismo son considerados 
valores a defender entre escuelas, pero no al interior de cada 
una de ellas. De acuerdo a las organizaciones chilenas de 
escuelas privadas, quitarles el poder de excluir pone en riesgo 
la identidad y objetivos educativos de la escuela, desvirtuando 
aquello por lo que las familias las eligen y contratan 
previamente en el mercado escolar. El voucher, por lo tanto, 
debería facilitar el encuentro libre entre oferta y demanda 
escolar, sin intervención del Estado. Al seleccionarse 
mutuamente, las escuelas y familias aumentan su 
complementariedad y efecto positivo sobre el proceso 
educativo de los niños y niñas. Por lo tanto, cualquier valor que 


pueda tener la diversidad se daría entre y no al interior de las 
escuelas. 

Según el contexto ideológico descrito arriba, las escuelas 
públicas se convertirían en la alternativa última para 
estudiantes y familias que no encuentran lugar en el mercado 
escolar, Su definición paradigmática de ser “abierta a todos” 
pasaría a ser una especie de anomalía, que describe a una 
escuela sin identidad y forzada a competir con enorme 
desventaja en el mercado escolar. Desde esta perspectiva, el 
Estado no subsidia a las escuelas sino a las familias, dándoles 
recursos públicos para que ejerzan su derecho a elegir la 
escuela que prefieren. El nuevo sistema de educación pública 
que describimos a continuación se orienta a cambiar esa 
definición y a proporcionar una base institucional para ello. 


La Ley de Nueva Educación Pública: prioridad para las 
escuelas públicas 


El marco institucional de mercado que prevalece en la 
educación chilena desde inicios de los años ochenta no sólo ha 
servido para apoyar a las escuelas privadas, sino que también 
ha forzado a las escuelas públicas a operar bajo formas de 
“privatización endógena” (Ball y Youdell, 2008). Esto se logró 
mediante la transferencia administrativa de la educación 
pública a las municipalidades, estimulando así a las escuelas a 
competir abiertamente en los mercados locales (incluso entre 
escuelas públicas administradas por un mismo municipio), y el 
papel del Ministerio de Educación a la implementación de una 
política de “igualdad de trato” para escuelas públicas y privadas 
subvencionadas (Bellei y Vanni 2015). El hecho de que la 
educación pública redujera drásticamente su “participación en 
el mercado” desde casi 90% del total del sistema escolar a 


inicios de los años ochenta hasta menos de 40% en la 
actualidad, no fue considerado como una preocupación para la 
política educativa. Las autoridades nacionales y del sector no 
vieron esto como un problema, sino simplemente como el 
resultado de las preferencias del mercado. Sin embargo, a 
finales de la década de los 2000, las protestas estudiantiles y la 
opinión de analistas de política, contribuyeron a cambiar este 
escenario de despreocupación por la educación pública. Así, 
durante el segundo gobierno de la presidenta Bachelet (2014- 
2018) se legisló en torno a la creación de un nuevo sistema de 
educación pública (Ley 21.040, 2017). 

El cambio más relevante de la Ley de Educación Pública es 
el remplazo de la administración municipal de los 
establecimientos públicos (350 municipios) por un sistema local 
de gobierno conformado por una red nacional de 70 Servicios 
Locales de Educación (SLE). Según esta legislación, cada SLE 
tendrá a su cargo la administración de todas las escuelas 
preescolares, primarias y secundarias ubicadas en su área de 
competencia, permitiéndole usar las ventajas comparativas de 
una organización de mayor escala para asegurar recursos 
financieros y profesionales suficientes y realizar así una mejor 
gestión educativa. En tanto entidades autónomas, los SLE 
gestionarán las escuelas públicas de un modo descentralizado. 
Tendrán como órgano consultivo y de asesoría un Consejo 
Local de actores del campo educativo compuesto por docentes, 
asistentes de la educación, padres, estudiantes y académicos, 
Además, habrá un Comité Directivo Local que ejercerá labores 
de conducción estratégica del SLE y estará compuesto por 
representantes del gobierno regional, los gobiernos municipales 
y los padres. Cada Servicio Local de Educación proveerá apoyo 
profesional a las escuelas públicas que administra en todas las 
materias relevantes (pedagogía, currículo y gestión), promoverá 


el desarrollo de sus planes de mejoramiento escolar y 
supervisará el funcionamiento de dichas escuelas. Su 
administración estará a cargo de un director ejecutivo y un 
equipo altamente profesional, y operará por medio de un 
complejo set de instrumentos de gestión especialmente creados 
para esta función, coordinando los planes de mejoramiento 
escolar, los proyectos de desarrollo educativo local y las 
políticas nacionales de educación. Establecerán además 
objetivos y metas de desempeño para cada escuela y nivel 
educativo (Ley 21.040, 2017). 

A escala nacional, la ley también establece una Dirección de 
Educación Pública que debe diseñar cada ocho años una 
estrategia nacional para la educación pública. Para orientar 
tanto la formulación de la estrategia nacional y de los planes 
locales de cada SLE, la ley explícitamente establece un set de 
principios que incluyen una definición amplia de calidad 
educativa, de mejoramiento continuo, cobertura nacional, no 
discriminación, equidad, igualdad de oportunidades, 
colaboración, trabajo en red, educación ciudadana, inclusión, 
participación local y comunitaria, entre otros. La ley 
explícitamente obliga a las autoridades locales y nacionales de 
educación a garantizar una cobertura adecuada de la educación 
pública en cada territorio y a establecer metas para aumentarla 
de ser necesario, abandonando así la noción de que no importa 
si la educación pública se jibariza o francamente desaparece de 
un territorio. Los nuevos SLE serán financiados directamente 
por el Estado a través de una partida específica dentro del 
presupuesto educativo, que es adicional a los recursos regulares 
provistos por el voucher asociado a cada estudiante (Ley 
21.040, 2017). Para financiar el proceso de transición hacia la 
implementación completa del sistema de educación pública, se 
creó además un nuevo fondo de recursos. 


La ley también refuerza los papeles de los directores de 
escuela y de los consejos de profesores, dándoles mayor 
autoridad sobre los proyectos de mejoramiento escolar y sobre 
materias curriculares y pedagógicas. Se crean instrumentos de 
gestión específicos para promover la colaboración en redes 
escolares locales y se establecen condiciones de calidad 
requeridas para la educación pública como un tamaño máximo 
de 35 estudiantes por curso (Ley 21.040, 2017). 

En términos generales, la Nueva Educación Pública 
establece para el sector público escolar un marco institucional, 
nuevas organizaciones de nivel intermedio y nacional 
especializadas en gestión y política educativa, y un set de 
principios, metas, e instrumentos de gestión y financiamiento. 
Todo esto representa un marcado contraste con la situación 
previa descrita en párrafos anteriores. Los detractores de la ley 
durante su discusión rechazaron firmemente la idea de dar 
prioridad a las escuelas públicas (por ejemplo, entregar fondos 
adicionales al voucher) y discreparon en cuanto a reconocer 
cualquier diferencia relevante entre la educación privada 
subvencionada y pública, por ejemplo, en la definición de 
principios y objetivos. Algunos opositores también rechazaron 
la idea de constituir un nivel intermedio de administración 
educativa y propusieron en cambio una radical 
descentralización del sistema público, inspirados en el concepto 
de “gestión basada en la escuela”. 


LOS DOCENTES Y LA FORMACIÓN DOCENTE: LA 
RESPUESTA LEGISLATIVA Y DE POLÍTICA A LA 
PREOCUPACIÓN NACIONAL SOBRE SUS PROBLEMAS 


Las mejoras establecidas para los docentes con la 
promulgación del Estatuto Docente en 1990 y los aumentos 


paulatinos de salarios a partir de los años noventa no se 
estimaron suficientes al entrar a los años 2000. Además, habían 
aparecido nuevas preocupaciones que afectaban al ejercicio 
docente producto del énfasis en pruebas estandarizadas y de 
políticas docentes centradas en mecanismos de control de 
calidad de este ejercicio. Inicialmente, estas preocupaciones se 
expresaron en discusiones extensas y complejas entre el 
Ministerio de Educación y el sindicato docente, que culminaron 
en el 2002 en acuerdos sobre un sistema obligatorio de 
evaluación docente para el sector público municipal, basado 
principalmente en un portafolio con evidencia del trabajo 
docente realizado (Ávalos y Assael, 2007) y más tarde, en un 
bono salarial para aquellos docentes dispuestos a someterse 
voluntariamente a un examen adicional de conocimientos 
referidos a la currículo escolar. 

A pesar de los anterior, los docentes se manifestaban 
fuertemente descontentos con sus condiciones de trabajo, 
especialmente respecto a la proporción de tiempo lectivo/no 
lectivo que era mucho más alta en lo que respecta a tiempo en 
clases que el promedio OCDE (OCDE, 2014). Se quejaban 
además de que se los culpara constantemente por lo 
insatisfactorio de los resultados escolares según las muchas 
pruebas estandarizadas aplicadas durante el año escolar. Y se 
advertía un fuerte descontento respecto al sistema de 
evaluación docente y las exigencias del portafolio, debido a la 
falta de tiempo para dedicarse a su producción (Ávalos, 2012; 
Centro UC Políticas Públicas/Elige Educar, 2015, 2016). Por 
otra parte, desde el mundo social, diversos actores 
manifestaban su descontento respecto a la calidad del 
desempeño docente, si bien reconocían el papel importante de 
los y las profesoras en el mejoramiento de resultados escolares 
y de aprendizaje. En ese sentido, los documentos de política y 


la prensa repetían insistentemente el mantra de “los docentes 
importan” (OCDE, 2005; Mourshed, Chijioke y Barber, 2010). 
Claramente, se requería de una política pública que 
trascendiese el enfoque de accountability y de incentivos que 
había dominado durante la década de los 2000 para centrarse 
en una política docente comprensiva. La formulación de una 
nueva política dirigida a docentes formó parte del programa de 
Michelle Bachelet al asumir como presidenta de Chile en 2014, 


La situación del ejercicio docente 


Durante cuatro meses en el año 2014 diversos grupos de la 
sociedad civil (académicos, docentes, estudiantes, dirigentes 
sindicales, organizaciones no-gubernamentales, autoridades 
escolares, iglesias) se reunieron para analizar temas referidos a 
docentes y formular recomendaciones al gobierno (El Plan 
Maestro, 2015). Como fundamento de sus propuestas se 
reconoció a la docencia como una profesión caracterizada por 
tener una base sólida de conocimientos, capacidades y 
compromiso, y desarrollada a partir de una formación inicial de 
calidad y de oportunidades relevantes de desarrollo profesional. 
Se enfatizó el que un buen desempeño docente depende de 
condiciones laborales satisfactorias insertas en una carrera 
docente bien estructurada y con financiamiento adecuado, y que 
requiere de buena relación entre horas lectivas y no lectivas y 
de oportunidades de desarrollo profesional libres de costo. 
Hacia 2015, nada de esto operaba bien, como se indica más 
abajo. 

A] Formación inicial docente y oportunidad para desarrollo 
profesional continuo . A pesar de que en Chile la formación 
docente es de carácter universitario, los requerimientos para 
ingresar a estos programas eran muy diversos según institución 


y menores que lo exigido para otras carreras universitarias 
similares. Se observaba, por ejemplo, una menor calidad en la 
preparación de educadores/as de párvulos comparado con otras 
especializaciones docentes (Falabella y Rojas, 2009) y en la 
formación práctica de casi todas las carreras de formación 
docente (Cisternas, 2016), lo que producía problemas al 
comenzar la enseñanza escolar. Si bien muchos profesores 
indicaban en distintas encuestas que habían participado en 
actividades de formación continua, también decían que eran 
ellos mismos quienes habían solventado los costos de esta 
participación (Ávalos, 2013; EduGlobal, 2016). A los docentes 
principiantes no se los apoyaba mediante inducción ni mentoría 
y tampoco se les encargaba un proporción más baja de clases 
lectivas. 

B] Carga laboral . El tiempo de trabajo anual en 
instituciones públicas, la proporción de horas lectivas contra no 
lectivas, y la proporción alumno/profesor era bastante más 
elevada que en los países de la OCDE ( OCDE , 2017). El 
promedio de 30 alumnos/as por curso era el doble del 
promedio OCDE , de 15-16, 

C] Salarios y condiciones contractuales . El contrato de 
tiempo completo exigía una dedicación de 44 horas 
cronológicas a la semana, si bien el promedio de los contratos 
era de 30 horas (Valenzuela, 2013). El salario base de los 
docentes aumentaba según años de experiencia, la asistencia a 
cursos de formación continua, trabajo en contextos difíciles y el 
asumir responsabilidades directivas. Sin embargo, después de 
15 años de servicio el porcentaje de aumento salarial era más 
bajo que el promedio de aumento de la OCDE ( OCDE , 2017). 
Al compararse el ingreso salarial anual de tiempo completo de 
los docentes con el de profesionales de similar preparación, se 
observaba también un déficit respecto del promedio en países 


OCDE (OCDE , 2017). Más allá de las alzas legales de salario 
docente, otras mejoras estaban vinculadas a incentivos por 
participación voluntaria en la evaluación de conocimiento 
curricular o a resultados de sus escuelas en las pruebas 
estandarizadas. 

D] Abandono y movilidad . La evidencia existente indicaba 
que 40% de los docentes con cinco o menos años de servicio a 
lo largo de una década habían dejado de ejercer (Ávalos y 
Valenzuela, 2016). Era igualmente alta la proporción de 
profesores principiantes que se movía de una escuela a otra 
después del primer año de ejercicio con un aumento de 33% a 
74% en un periodo de seis años, y aún más alta entre quienes 
habían comenzado a ejercer en escuelas con población 
desaventajada (Carrasco, Godoy y Rivera, 2017). 

E] Presiones derivadas de la evaluación y políticas de 
accountability . El sistema educativo chileno estaba 
administrando unas 15 pruebas estandarizadas de tipo censal 
(reducidas a entre ocho y diez en 2016), y otras de tipo 
muestral (Agencia de la Calida de la Educación, 2016). A esto 
se agregaba la participación en estudios internacionales como 
TIMSS, PISA y el sistema Unesco de evaluación educativa. 
Este clima evaluativo y la presión por mejora del desempeño 
escolar se habían expresado en estrés y malestar de docentes y 
directivos escolares, aunque en distinta forma según tipo de 
escuela y liderazgo (Falabella, 2016). Esto había resultado en 
una crítica fuerte del sindicato docente tanto a causa de la 
multiplicación de las pruebas como por su uso para la rendición 
de cuentas de escuelas y docentes. 

F] Evaluación docente . El análisis sobre el sistema chileno 
de evaluación docente que realizó la OCDE ( OCDE , 2013) 
hizo notar las quejas de los docentes sobre lo largo del tiempo 
que debían emplear para producir los documentos requeridos 


en el portafolio. Por otra parte, sí valoraban el que no se 
utilizase como parte del proceso los resultados de evaluaciones 
de sus alumnos/as, y que sólo se asignase un porcentaje menor 
a la evaluación de sus autoridades directivas, aunque esto 
último parece estar variando. Efectivamente, según una 
encuesta más reciente (Centro de Políticas Públicas/Elige 
Educar, 2015) los docentes indicaron preferir ser evaluados por 
sus directivos o autoridades locales frente a la opción de que lo 
hiciesen autoridades nacionales. También indicaron su 
preferencia por una evaluación basada en observación de sus 
clases, evidencia de trabajo colaborativo y actividades de 
desarrollo profesional. 


Todos estos problemas y lo válido de ellos para la 
ciudadanía en general (El Plan Maestro, 2015) contribuyó a la 
discusión y promulgación de una ley específicamente referida a 
los docentes. 


LEY Y POLÍTICAS DE DESARROLLO PROFESIONAL 
DOCENTE 


Luego de casi dos años de discusión parlamentaria, fue 
aprobada la nueva ley para docentes el 1 de abril del 2016 (Ley 
20.903), la cual cubre tanto la formación inicial y continua 
como las condiciones laborales de los docentes. Para su 
formulación se consideraron los insumos del Ministerio de 
Educación, de una consulta nacional y de otras fuentes. Lo más 
importante de esta ley lo constituye el establecimiento de una 
Carrera Magisterial, la escala salarial asociada y criterios para 
la evaluación y avance en sus distintos tramos. La ley establece 
además requisitos para la formación inicial docente, crea un 
sistema de inducción y mentorías para profesores principiantes 


y reconoce el derecho de los docentes a tener formación 
docente continua sin costo para ellos. Avanzando más allá de la 
anterior legislación (Estatuto Docente de 1991), la ley cubre no 
sólo a docentes del sistema público sino que a todos quienes 
trabajan en establecimientos de administración privada 
financiada por el Estado, a todas las especializaciones docentes 
como también a quienes trabajan en salas cunas. Su 
implementación hasta lograr completamente esta cobertura se 
extiende entre 2017 y 2025. Describimos en lo que sigue las 
características principales de la Ley. 

A] Aseguramiento de la calidad y control de la formación 
inicial docente . La ley aumenta en forma gradual entre el 2017 
y 2023, los requisitos de ingreso a las carreras de formación 
docente. Todas estas carreras, a su vez, deben someterse a 
acreditación externa con el fin de resguardar su calidad y sus 
estudiantes deben ser evaluados externamente mediante una 
evaluación diagnóstica un año antes de egresar de la formación. 
La prueba diagnóstica se confeccionará sobre la base de 
estándares de desempeño elaborados por el Ministerio de 
Educación. Las instituciones formadoras podrán usar los 
resultados de la evaluación diagnóstica para monitorear y 
mejorar la calidad de sus programas como también el 
desempeño de los futuros profesores evaluados. Sin embargo, 
debido a que una Ley de Transparencia existente en Chile exige 
que los resultados de la evaluación diagnóstica sean públicos, es 
posible que esta exigencia produzca comparaciones y 
competencia no deseable entre las instituciones formadoras. 

B] Apoyo para los profesores principiantes . La ley establece 
la implementación gradual de un sistema de inducción y 
mentoría dentro de un plazo de cinco años. Los nuevos 
profesores que cuenten con contratos de tiempo completo en 
un establecimiento escolar dispondrán de entre seis y ocho 


horas no lectivas extras durante el primero o segundo año de 
enseñanza, y durante este tiempo serán apoyados por un 
mentor/a preparado por el Ministerio de Educación. Los 
establecimientos escolares de alto rendimiento podrán 
establecer sus propios sistemas de mentoría, 

C] Etapas de la carrera docente . La carrera docente 
establecida por la ley contempla cinco tramos que cubren 12 o 
más años de servicio. A los primeros tres tramos, que son 
obligatorios, se los denominó como de “principiante”, 
“temprano” y “avanzado” y se accede a ellos a partir de 
evaluaciones externas de desempeño. La permanencia en el 
sistema escolar subsidiado está supeditada a cumplir 
exitosamente con lo requerido para el tercer tramo. Los dos 
tramos siguientes son de acceso voluntario y se los denomina 
como de “experto 1” y “experto 2”, La primera evaluación que 
ocurre a los cuatro años de ejercicio, se centra en un examen 
de conocimiento del currículo escolar y de contenido 
pedagógico y no vuelve a repetirse en esta forma si sus 
resultados son aceptables. Adicionalmente, en ésta y en 
siguientes evaluaciones, el instrumento principal es el 
portafolio con evidencias seleccionadas de clases lectivas, 
trabajo colaborativo con colegas y padres de familia y de 
liderazgo, y con ejemplos de materiales elaborados para las 
clases, innovaciones e investigación. Los criterios de evaluación 
son parte del documento conocido como “Marco para la Buena 
Enseñanza”. Los docentes tienen derecho a conocer los criterios 
con los que se los evalúa y categoriza. Aquellos que son 
evaluados con desempeño  “insatisfactorio” tienen dos 
oportunidades adicionales para mejorar y para ello se les 
proporcionará apoyo. Si no logran mejorar, no pueden 
permanecer en el sistema educativo con subsidio público. 


D] Condiciones laborales . El factor principal de mejora de 
estas condiciones establecido por la Ley es el aumento 
contractual de horas no lectivas. Esto se efectúa en dos etapas: 
de 25% a 30% en 2017 y luego a 35% en 2019. La ley también 
establece que las autoridades escolares deben respetar este 
tiempo no lectivo y no requerir que se use para cubrir por 
profesores ausentes o cuidar los recreos. El sueldo base a su 
vez se incrementa desde los 856 dólares mensuales en 2016 a 1 
201 , y aumentos progresivos a lo largo de la carrera hasta un 
máximo de 2 944 al llegar a la cúspide (tramo 5). La ley 
valoriza el trabajo en establecimientos educativos con 
población desaventajada aumentando la proporción de horas no 
lectivas, y proporciona un aumento salarial de 10% para 
aquellos que trabajan con 80% o más estudiantes pobres. 

E] Desarrollo profesional focalizado en la escuela . La ley 
reconoce y apoya el derecho de los docentes a la formación 
docente continua sin costo mediante cursos y actividades 
organizados por el Ministerio de Educación y los nuevos 
Servicios Locales de Educación, como también a través de 
actividades desarrolladas en los establecimientos educativos. 
Las escuelas deben preparar planes de desarrollo profesional 
para sus docentes sobre la base de consultar a ellos acerca de 
necesidades al respecto. También se estimula la formación de 
alianzas y redes con otros establecimientos educativos. Más allá 
de la demanda lógica que las actividades de desarrollo 
profesional se focalicen en general en el mejoramiento del 
desempeño docente, la ley acentúa que sirvan a las necesidades 
de aulas incluyentes y al desarrollo de capacidades reflexivas y 
de colaboración. 


¿CUÁNTO DE REFORMA TIENE LA LEY DE 
DESARROLLO PROFESIONAL DOCENTE? 


Contrariamente a lo ocurrido con las leyes de Inclusión y 
Nueva Educación Pública analizadas en la primera parte de 
este capítulo, hubo un alto nivel de consenso cívico respecto a 
la necesidad de mejorar la situación de formación y laboral de 
los docentes. Se contó con muchas sugerencias de mejora de la 
ley durante su discusión entregadas por el sindicato, 
educadores, académicos y otros. El núcleo de las discusiones se 
centró en el grado de su dependencia de los principios de nueva 
“gestión pública” y de accountability reflejados en fuerte 
control ministerial sobre docentes y su formación, y el grado en 
que se fortalecía a la enseñanza como profesión y al 
profesionalismo de los docentes como custodios de la calidad 
de su trabajo. También fue importante en las discusiones 
parlamentarias asegurar el carácter “universal” de la carrera de 
manera de cubrir a los profesores de todos los niveles del 
sistema escolar subsidiado (público y privado). Igualmente 
importante, fue la intención de asegurar un mejoramiento 
efectivo de las condiciones laborales docentes. 

La primera versión de la ley enviada a la discusión 
parlamentaria tendía a afirmar el papel del Estado como agente 
controlador de calidad más que de facilitador del desarrollo 
profesional y del profesionalismo docente. Este enfoque se 
expresó simbólicamente en la palabra “certificación”, usada 
para indicar el proceso de avance por tramos de la carrera 
docente. Este concepto fue objetado con fuerza por el sindicato 
docente y por otros, al considerar que validaba la noción de 
“control de calidad” y que era indicativo de una forma estrecha 
de entender el papel de la evaluación docente y de su impacto 
sobre el proceso de avance en la carrera. La palabra 
“certificación” terminó siendo removida de la versión final de 
la ley y remplazada por el concepto de “sistema de 


reconocimiento del desarrollo profesional docente”, Esta 
remoción del término “certificación” como descriptor del 
proceso de avance en la carrera docente permitió que se 
aminorara el carácter performativo de sus etapas (Ball, 2003; 
Rufinelli, 2016) y su foco en la rendición de cuentas, al tiempo 
que se fortalecía su lógica como instrumento formativo al 
servicio de la motivación y mejora docente. 

La segunda área de tensión durante y después de la 
discusión parlamentaria se refirió a la cobertura y gradualidad 
con que se implementaría la carrera docente, de modo que 
todos los docentes del sistema subsidiado con fondos públicos 
formasen parte de ella. Hasta este momento, la legislación 
referida a docentes sólo cubría a aquellos del sector público o 
municipal y no al privado. Al momento de las discusiones en 
torno a la nueva ley, el sindicato docente exigió que se hiciese 
extensiva a todos los docentes del sistema subsidiado, como 
también a aquellos en el nivel preescolar y de salas cunas. 
Luego de discusiones y evaluación acerca de los recursos 
disponibles se acordaron tres etapas de avance en la 
universalización de la carrera. Todos los profesores 
principiantes y en servicio en establecimientos públicos 
entrarían a la carrera en 2017, con excepción de aquellos a 
punto de jubilar. Los profesores/as en establecimientos 
privados con subsidio estatal, entrarían gradualmente a la 
carrera a partir del 2018 hasta que se hiciese obligatorio 
hacerlo en 2026. Por último, se retrasó el ingreso de los 
educadores de párvulos y de salas cunas hasta 2020 y con 
obligatoriedad en 2025, El que se mantuviesen estas diferencias 
ha sido motivo de insatisfacción como lo ha sido también el 
que los denominados “asistentes de la educación” no tuviesen 
lugar en la nueva carrera docente. 


No menos importantes para los docentes era la necesidad de 
mejorar sus condiciones laborales, especialmente salarios, 
relación horas lectivas/no lectivas y tamaño máximo de 
alumnos/as por grupo. En lo que se refiere a salarios, la ley 
mejora bastante el salario inicial a manera de atraer buenos 
candidatos a la formación docente, pero los incrementos a lo 
largo de la carrera son menos acentuados si bien mejores para 
quienes trabajan con población escolar desaventajada. Sin 
embargo, los montos salariales no han sido el principal 
problema de los docentes sino más bien el excesivo tiempo que 
deben dedicar a la enseñanza presencial comparado con el 
promedio OCDE (OCDE, 2014). Luego de dos tandas de 
discusiones parlamentarias, la ley estableció un aumento 
progresivo de horas no lectivas hasta llegar a una proporción 
de 35/65 en 2019 y de 40/60 para quienes trabajan en escuelas 
con población muy desaventajada. Como se indicó antes, se 
estableció la obligación de las autoridades escolares de hacer 
respetar estas horas no lectivas de los docentes. 

Finalmente, hubo dos temas que no se resolvieron con la 
ley, El primero se refiere al número máximo de alumno/as por 
curso (actualmente de 45). Si bien la Ley de Educación Pública, 
presentada antes en el capítulo, establece un máximo de 35 
alumnos por curso, lo hace sólo para las escuelas públicas, lo 
que deja a los docentes en el sistema privado con subsidio 
público sin regulación al respecto. El otro tema que no se 
aborda en la ley se refiere a las condiciones de jubilación para 
los docentes. Debido a la falta de regulación para la jubilación 
docente con anterioridad a la ley y a los bajos salarios de 
aquellos en edad de jubilar, muchos docentes seguían 
trabajando bastante más allá de la edad establecida por ley 
para los ciudadanos en general (60 años para las mujeres y 65 
para los hombres). Esta situación no se resolvió en la ley 


debido a su costo y la aparente imposibilidad del Estado para 
asumirlo, algo que fue evaluado negativamente por el sindicato 
docente (Docencia, 2014). 

En resumen, ¿cómo se compara el nuevo sistema de carrera 
docente chileno con el de otros lugares y con América Latina? 
Un estudio exploratorio reciente en 15 países sobre distintos 
tipos de carrera docente (Creehan, 2016) se refiere a la gama 
existente entre sistemas de mínimos salariales hasta aquellos de 
carrera y etapas de progresión. Las carreras escalares pueden 
fundarse en evidencia de progreso mediante evaluación del 
desempeño y recompensas o incentivos expresados en mejoras 
salariales. Las carreras también pueden recompensar a quienes 
asumen tareas no lectivas como mentor de profesores 
principiantes, de desarrollo curricular o facilitadores del 
desarrollo profesional continuo. En Chile, la nueva carrera 
docente se asienta tanto en desempeño docente evaluado 
(pruebas, portafolios) como también en evidencia de mejora a 
través del desarrollo profesional en contexto escolar. Sin 
embargo, tiende a estar más fundada en la evaluación externa 
del desempeño que en evidencia proveniente de la escuela 
misma respecto de sus conocimientos y capacidades, aunque 
esto podría cambiar en la medida en que avanza en su 
implementación y se adquiere más experiencia acerca de ella, 
En cuanto a experiencias en América Latina, los modelos que 
más se acercarían al chileno son los que se implementan en 
Perú, Ecuador y México (Cuenca, 2015). 


CONCLUSIONES 


Comenzamos este capítulo preguntándonos si dadas las 
reformas en curso, la educación chilena se aparta o no de ser 
un sistema escolar regido por el mercado y de estar sujeto a 


formas propias de la nueva gestión pública para el control de 
calidad. La respuesta no es simple. Si se toman en cuenta las 
descripciones oficiales de la reforma y la visión de sus 
defensores, y se considera la persistente oposición defensiva de 
los adherentes a los principios del mercado en educación, sería 
fácil concluir que efectivamente Chile ha comenzado un 
proceso de desmantelamiento del sistema de mercado existente. 
Sin embargo, un análisis más cuidadoso de los cambios y su 
perspectiva futura provee una imagen más equilibrada de la 
situación. 

Una primera afirmación es que los componentes clave de un 
sistema educativo orientado por el mercado continuarán 
vigentes y jugando un fuerte papel en Chile (Bellei, 2015). Dado 
que el sistema de financiamiento estatal vía voucher continuará 
como mecanismo principal para escuelas privadas y públicas, la 
importancia de captar estudiantes y la relevancia de la elección 
de escuela por las familias persistirán. Así, las escuelas 
continuarán compitiendo por las preferencias familiares. Mas 
aún, dado el significativo aumento del valor del voucher, tal 
competencia podría incluso incrementarse. El Estado 
continuará financiando escuelas privadas e incluso aumentará 
su apoyo al facilitar recursos para la compra de edificios 
escolares. 

En el caso de las escuelas públicas, dado que el voucher 
ahora representa una menor proporción del total del 
financiamiento público, el incentivo para competir por 
estudiantes podría decrecer y es incluso posible que una red de 
colaboración horizontal entre escuelas sirva para atenuar aún 
más la presión competitiva al interior del sector público. 
Igualmente, terminar con algunas de las ventajas inequitativas 
de las escuelas privadas sobre las públicas, tales como la 
selección de estudiantes y el cobro adicional de aranceles a las 


familias, podría disminuir el empuje hacia una mayor 
privatización y eventualmente fortalecer la educación pública. 
Por otra parte, las escuelas privadas al igual que las públicas 
deberán someterse a los requerimientos de la reforma y seguir 
regulaciones comunes en lo relativo a las condiciones laborales 
docentes y al uso del dinero público. En otras palabras, de ser 
exitosa la actual reforma educativa no pondría fin al sistema 
educativo orientado por reglas de mercado en Chile, pero 
habría removido algunos de sus rasgos más radicales y 
disminuido la relevancia de algunas de sus dinámicas al interior 
de la educación chilena. 

Una segunda afirmación indica que el mejoramiento de las 
condiciones laborales docentes y los incentivos provistos por la 
nueva carrera docente deberían ser importantes factores para 
favorecer la calidad educativa y el aprendizaje de niños, niñas y 
jóvenes en escuelas públicas y privadas subvencionadas. Sin 
embargo, los docentes y las escuelas continuarán bajo la 
presión de competir por resultados, dada la persistencia de 
elementos críticos del estado evaluador y de la nueva gestión 
pública que permanecen grosso modo inalterados. La amplia 
difusión de resultados de las pruebas estandarizadas y los 
rankings de escuelas y de instituciones formadoras de docentes 
continuarán, a pesar del discurso de los titulares de la reforma 
en torno a disminuir sus efectos o reducir drásticamente el 
impacto de las evaluaciones estandarizadas externas. 


La reforma enfrentará además varios desafíos críticos para 
tener éxito 


Primero, la implementación de estos cambios institucionales 
de enorme complejidad demandará una alta prioridad política, 
recursos y esfuerzos sostenidos por el Ministerio de Educación 


y el gobierno en general. Dado que el actual gobierno que 
asumió el poder en marzo de 2018 es liderado por la coalición 
política de derecha que se opuso a componentes clave de las 
leyes de Inclusión y Nueva Educación Pública, dicho proceso 
de implementación estará sujeto a incertidumbres y posibles 
modificaciones. Habrá presiones de los sectores cercanos a las 
escuelas privadas subvencionadas para que el gobierno altere 
elementos importantes de la reforma educativa como la 
prohibición de las prácticas de selección y la aplicación del 
nuevo sistema de admisión escolar. 

Segundo, una implementación exitosa de la reforma 
requerirá de sólidas capacidades profesionales e institucionales 
en los niveles escuela, local y nacional. A nivel de las escuelas, 
los profesores necesitarán aumentar sus habilidades para 
trabajar con poblaciones escolares más heterogéneas, 
implementando pedagogías y creando culturas escolares que no 
sólo respeten sino que valoren y aprovechen esta diversidad. El 
apoyo previsto por la Ley de Desarrollo Profesional Docente a 
la colaboración entre profesores a nivel escolar debería 
estimular el desarrollo de nuevos modos de trabajo con 
estudiantes de capacidades y capital cultural diverso. La 
herramienta de inducción para nuevos docentes que la ley 
mandata debería también enfocarse en el desarrollo de 
capacidades para poner en práctica una pedagogía incluyente. 
Las instituciones formadoras de docentes, a su vez, deberían 
mejorar la preparación de los profesores para educar en salas 
de clases incluyentes. A nivel local, los planificadores tendrán 
que diseñar proyectos efectivos para expandir y renovar las 
escuelas públicas, y las actividades de desarrollo profesional 
local deberán enfocarse en los requerimientos administrativos y 
docentes relevantes para las escuelas y las salas de clase, 
además de las mencionadas prácticas pedagógicas incluyentes. 


Las redes locales de escuelas deberán también ser parte de este 
esfuerzo. A nivel nacional, deberá completarse el diseño de las 
nuevas instituciones a cargo de la educación pública (dado que 
la ley sólo las define en términos generales, pero no en su 
operación), equipándolas con sólidas herramientas de 
planificación y monitoreo, de asistencia técnica para identificar 
y enfrentar los nuevos desafíos, y de apoyo para experimentar 
soluciones ajustadas a las diversas realidades locales. Ninguna 
de estas tareas (y éstas son sólo algunos ejemplos) han sido 
parte del sistema existente, por lo que habrá una enorme 
necesidad de aprendizaje y corrección de prácticas que resulten 
inadecuadas. 

Finalmente, el éxito de la reforma dependerá de su 
capacidad para desarrollar una nueva comprensión social sobre 
el sistema educativo y el papel de los profesores y las escuelas, 
Dado que los principios del mercado y de nueva gestión pública 
han dominado el campo educativo por tanto tiempo, es 
razonable esperar que ellos hayan permeado fuertemente la 
visión convencional dominante acerca de la educación, 
incluyendo a docentes, padres y el público en general. Será 
necesario proporcionar evidencia para disminuir el estigma 
social asociado a las escuelas gratuitas, no selectivas y públicas 
que se asienta en los diversos grupos sociales, especialmente en 
grandes ciudades. Los sistemas públicos de rendición de 
cuentas basados en tests estandarizados de logro alimentan ese 
estigma, lo cual a su vez aumenta el impacto de las 
desigualdades socioeconómicas en el aprendizaje escolar. 

Junto al proceso de reforma educativa chileno que aspira a 
transformar el sistema educativo público y privado subsidiado, 
los formadores de docentes, las escuelas y sus comunidades, los 
administradores educativoes locales y las autoridades 
nacionales necesitarán desarrollar una comprensión cada vez 


más profunda de los principios inspiradores de no 
discriminación, equidad y respeto, y la confianza en que éstos 
son también capaces de proveer seguridad, construir una 
disciplina escolar sana y promover el aprendizaje de manera 
satisfactoria. La nueva legislación y sus políticas asociadas, así 
como el mejoramiento de las condiciones para la enseñanza y 
la carrera docente que sostienen a la reforma analizada, 
proveen el contexto para la nueva y necesaria visión social que 
un sistema educativo más incluyente y de calidad podría 
proporcionar a Chile. 
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3. LEY DE INCLUSIÓN: EL DIFÍCIL PROCESO PARA REDEFINIR LAS REGLAS DEL 
JUEGO DE LA EDUCACIÓN PARTICULAR SUBVENCIONADA EN CHILE 


GONZALO MUÑOZ STUARDO Y 
JOSÉ WEINSTEIN CAYUELA 


Hacia comienzos del decenio de 2010, la educación chilena ingresó en una fase de 
estancamiento en sus resultados de aprendizaje (con base en lo informado por las pruebas 
estandarizadas comparables internacionalmente), lo que ha estado acompañado por una 
consolidación de sus niveles de inequidad. A pesar de los esfuerzos y avances fundamentales 
que el país había logrado desde el retorno a la democracia, entre los que destaca la ampliación 
de las oportunidades educativas abiertas a la población (Weinstein y Muñoz, 2009; OCDE, 2017), 
perdura en Chile una percepción mayoritariamente disconforme con la situación educativa del 
país (CEP, 2015). Esto se ha traducido en movimientos sociales.! Éstos han demandado 
reformas estructurales a la educación general y que han afectado directamente la agenda pública 
en este tema.? Estas demandas ciudadanas son consistentes con la evidencia objetiva sobre la 
situación educativa del país: si bien es posible constatar un avance indiscutible en las 
condiciones en las que se desarrolla el proceso (cobertura de la educación obligatoria, recursos 
educativos y financieros para las escuelas, condiciones laborales de los profesores), tanto los 
resultados de aprendizaje como los niveles de inequidad son deudas claras del sistema educativo 
chileno en los albores del siglo XXI. Esta visión crítica del sistema educativo es también 
expresión de una fuerte ampliación de las expectativas de la ciudadanía, que espera más de un 
sistema que expandió dramáticamente sus oportunidades de acceso y condiciones de 
funcionamiento desde la década de los noventa en adelante. El descontento y la movilización 
ciudadana son también reflejo de los logros relativos que el sistema educativo ha alcanzado 
(Weinstein y Muñoz, 2009). 

El debate en Chile respecto a los principales factores que están tras el desempeño del 
sistema educativo —que entró a una fase de mejoramiento mucho más desafiante, expresada en 
la estabilización que alcanzan sus resultados de aprendizaje en las últimas mediciones en 
evaluaciones nacionales y comparadas, luego de un alza en la década pasada (OCDE, 2017)- ha 
conducido a explicaciones de diversa índole. Algunos estudios han revelado con fuerza el papel 
de las variables relacionadas con las capacidades de los actores, fundamentalmente docentes y 
directivos, mientras que otros han puesto el foco en factores institucionales, que también 
influyen en los procesos y resultados educativos (Cox, 2003; Bellei et al. 2008; Weinstein y 
Muñoz, 2009; Martinic y Elacqua, 2010; Verdejo, 2013). En este escenario, una constatación 
para la cual existe evidencia contundente es que la configuración de un sistema escolar que 
funciona como cuasimercado y que ha generado condiciones para uno de los procesos de 
privatización educativa más extendidos en el mundo, no ha afectado positivamente ni la calidad 
y menos la equidad del sistema escolar chileno. De ahí la relevancia internacional del caso 
chileno: se trata de un caso paradigmático de privatización y mercado.?* Se ha aplicado por más 
de tres décadas y a nivel sistémico prácticamente todas las herramientas de política de esta 
propuesta.* Es uno de los pocos sistemas en el mundo en el que el sector privado es mayoritario 
en su cobertura (OCDE, 2004; Bellei, 2015; Verger, Bonal y Zancajo, 2016). Pero Chile es 
también un ejemplo prístino de las limitaciones de este enfoque de política, que ha obligado a 
los actores clave del sistema escolar a debatir sobre la conveniencia de modificar estas reglas de 
funcionamiento. 

En este escenario, Chile inició un proceso de reforma a su sistema escolar en 2014, que fue 
posible gracias a una combinación de factores. Primero, la presión del movimiento social por la 


educación, que venía planteando la necesidad de cambios estructurales al sistema educativo en 
la dirección de garantizar el derecho a una educación de calidad. Segundo, la conformación de 
una sólida mayoría política que respaldó el programa de gobierno de Bachelet en la elección 
presidencial de finales de 2013, que fue acompañado por una preponderancia de la Nueva 
Mayoría (inédita coalición de centroizquierda, que abarcó desde la Democracia Cristiana hasta el 
Partido Comunista, y que gobernó en el periodo 2014-2018) en el Congreso Nacional. Y, tercero, 
la acumulación de evidencias y propuestas desde el mundo académico y social que facilitaron la 
discusión respecto a reformas que requerían celeridad para su diseño y tramitación legislativa. 

La reforma educativa del periodo 2014-2018 consistió en tres cambios fundamentales para la 
educación general o escolar: la Ley de Inclusión, la creación de una nueva institucionalidad que 
fortaleciera la educación pública (proceso denominado desmunicipalización)* Junto con la 
conformación de una novel política docente (que estableció un nuevo piso de condiciones 
laborales y una “carrera” para los profesoras y profesores del sistema financiado por el Estado).* 
Todas estas reformas se llevaron a cabo bajo la promesa y discurso de hacer de la educación un 
“derecho social” —donde todos los ciudadanos tienen la oportunidad de acceder y permanecer en 
ella gratuitamente y sin discriminaciones- y de eliminar gradualmente del sistema educativo las 
reglas propias del mercado (Programa de Gobierno Bachelet, 2014), lo que inevitablemente traía 
aparejado una redefinición del papel del sector privado en la educación. 

Este trabajo analiza en profundidad el primer paso de la reforma al sistema escolar 
desarrollado en el periodo 2014-2018 en Chile: la Ley de Inclusión. Para ello, en primer lugar, 
describe el contexto educativo en el cual se origina esta ley y que justificó su creación. En 
segundo lugar, el capítulo describe el complejo proceso de discusión que generó esta ley, así 
como las múltiples resistencias que debieron sortearse, detallando además el contenido 
definitivo de esta reforma. La tercera sección describe los primeros pasos de la implementación 
de este cambio y sus resultados preliminares. Finalmente, el capítulo cierra con una reflexión 
sobre los desafíos que esta ley de inclusión abre para la educación chilena en el mediano y corto 
plazos, así como sobre cuáles son los aprendizajes que esta reforma deja para otros procesos 
similares en América Latina. 


LEY DE INCLUSIÓN: FIN DE TRES ANOMALÍAS DEL SISTEMA ESCOLAR CHILENO 


La Ley de Inclusión, aprobada en enero de 2015, tiene por objeto modificar tres aspectos 
centrales del funcionamiento del sistema escolar chileno. Primero, terminar con el lucro con 
recursos públicos en la educación general (primaria y secundaria). Segundo, asegurar la 
existencia de un sistema escolar gratuito (eliminando gradualmente el copago de las familias, 
ampliamente extendido hasta ese momento en Chile). Y, tercero, terminar con las prácticas de 
selección y discriminación (académica y de otros tipos) que una parte del sistema escolar chileno 
aplicaba. Por las implicaciones que medidas estructurales como éstas tendrían en la diversidad 
social y académica de los establecimientos escolares, este proyecto de ley fue denominado “Ley 
de Inclusión”; se transformó, simbólica y educativamente, en el primer paso de la reforma del 
periodo 2014-2018 implementada en Chile. 

En el cuadro 3.1 se explica brevemente en qué consistían cada uno de estos tres elementos 
del funcionamiento del sistema escolar chileno, que inauguraron la discusión de la reforma 
educativa.” 


Cuadro 3.1. Características del lucro, copago y selección en Chile hasta 2014 


Lucro 


Origen y justificación 


La legislación educativa chilena 
desde comienzos del siglo xx ha 
permitido la entrega de subsi- 
dios a la educación privada. Sin 
embargo, la dictadura militar 
(1973-1990) instaló un sistema de 
financiamiento equivalente para 
escuelas públicas y privadas 
(voucher por alumno), sin restric- 
ciones respecto al uso de esos 
recursos públicos. Esta política 
de financiamiento, junto a las 
bajas exigencias para integrar- 
se a la provisión educacional, 
incentivaron la incorporación del 
sector privado al sistema educa- 
tivo desde los años ochenta. En 
las dos primeras décadas desde 
el regreso a la democracia (1990 
a 2010) se crearon en Chile cerca 
de 2000 colegios privados sub- 
vencionados, de los cuales más 
de 80% perseguía fines de lucro. 


Funcionamiento 


Los sostenedores (dueños de los 
establecimientos privados) no 
tenían la obligación de destinar 
íntegramente los recursos de la 
subvención en el proceso educativo 
y por tanto se les permitía obtener 
una ganancia con dichos recursos. 
Esta ganancia además podía com- 
plementarse con los recursos del 
copago de las familias, que tampo- 
co estaba sujeto a un marco jurídico 
que garantizara su uso exclusivo 
para fines educativos. Antes de la 
Ley de Inclusión, entonces, se podía 
lucrar tanto con los recursos de las 
familias como con los provistos por 
el Estado. En Chile existen cerca de 
4800 administradores privados de la 
educación financiada por el estado 
(mmebuc, 2016). La gran mayoría de 
ellos administra sólo un estable- 
cimiento escolar (el promedio de 
establecimientos por sostenedor es 


Copago 


En 1994 se introdujo la posibili- 
dad de que los establecimientos 
privados de educación primaria 
y secundaria (y públicos de 
secundaria) pudieran cobrar 
obligatoriamente a los padres 
por el servicio educativo. La 
necesidad de incorporar más 
recursos al funcionamiento del 
sistema educativo y fomentar 

un mayor compromiso de los 
padres de familia fueron los 
principales argumentos que se 
utilizaron a su favor al momento 
de legislar. 


dichos estudiantes. 


El copago consiste en un monto 
mensual que las familias debían pa- 
gar a los sostenedores de los esta- 
blecimientos, como condición para 
permanecer en él. La norma con- 
templaba un tope máximo para ese 
cobro (que en la actualidad llega a 
cerca de 120 dólares mensuales por 
alumno) y un descuento progresivo 
de la subvención dependiendo del 
tramo de cobro a las familias. Desde 
el año 2005, todos los estableci- 
mientos con financiamiento público 
debían incorporar al menos un 15% 
de estudiantes vulnerables libres de 
pago. Desde el 2008, se estableció 
una subvención escolar preferencial 
(ser) para 40% de estudiantes más 
vulnerables del país, que también 
traía aparejada la gratuidad para 


Selección 


Al igual que en el caso del lucro, 
la legislación educativa chilena 
no contempló, hasta el 2009, 
una regulación explícita sobre 
los procesos de admisión a los 
establecimientos de educación 
primaria y secundaria. Esto, 
junto al copago, incentivó la 
implementación, por parte de 
los sostenedores, de diversos 
procesos de selección para 
conformar su matrícula año a 
año. La Ley General de Educa- 
ción (2009) estableció un marco 
normativo que buscó evitar 
algunas discriminaciones en el 
acceso (como la solicitud de 
antecedentes socioeconómicos 
de los estudiantes), pero lo hizo 
sólo para la educación prima- 
ria, dejando además la puerta 
abierta para la selección de las 
familias de acuerdo con su ad- 
hesión al “Proyecto Educativo” 
del establecimiento. 


Los establecimientos escolares 
financiados por el Estado tenían 
que desarrollar un proceso de ad- 
misión transparente y que respetara 
la dignidad de las familias. En ese 
marco, los centros educativos ejecu- 
taban procesos de admisión donde 
finalmente la decisión radicaba en 
el sostenedor, que “aceptaba” a un 
listado determinado de estudiantes. 
La mayoría de los colegios privados 
subvencionados aplicaba pruebas 
de selección, realizaba entrevistas a 
las familias, solicitaba antecedentes 
religiosos (en el caso de los pro- 
yectos confesionales), entre otros 
procedimientos. En el caso de la 
educación secundaria, además, los 
establecimientos escolares podían 
considerar el rendimiento previo de 
los estudiantes (exigiendo califica- 
ciones y aplicando exámenes de 
ingreso), opción utilizada principal- 
mente por ciertos liceos públicos 
denominados “emblemáticos”. La 


selección funcionaba muy sinérgica- 
mente con el copago, que operaba 
como el primer “filtro” a la hora 

de postular a un establecimiento 
educacional. 


En el plano de la evidencia disponible sobre la relevancia y los efectos que cada uno de estos 
tres aspectos había tenido en el sistema escolar chileno, las estimaciones respecto al lucro, 
realizadas por el Ministerio de Educación, cifraron en 500 millones de dólares al año el monto 
de recursos públicos que no fueron invertidos directamente en el proceso educativo y que por lo 
tanto se tradujeron en una “ganancia” económica para los sostenedores o administradores de los 
colegios (MINEDUC, 2014). Este monto representaba cerca de 8% del total de los recursos 
transferidos por concepto de subvenciones escolares al año 2013. 


Como se muestra en el cuadro 3.2, antes de la ley de inclusión, cerca de 4 500 
establecimientos escolares estaban organizados bajo una figura legal que permitía el lucro, lo 
que equivale a más de 70% de los centros privados con financiamiento público y a 40% del total 
de centros educativos existentes. En términos de matrícula, los establecimientos con fines de 
lucro albergaban al 38% del total de la población escolar chilena, 1.3 millones de estudiantes. La 
penetración del sistema con fines de lucro no tenía, a la luz de estos datos, parangón alguno en 
la experiencia internacional (Elacqua et al. 2011; Bellei, 2015). 

Respecto a los efectos mismos de contar con un sistema con fines de lucro, la evidencia 
demostró que el “ánimo de ganancia” no se tradujo en resultados favorables para los estudiantes 
y sus familias. A pesar del crecimiento explosivo del número de establecimientos que funcionó 
bajo esa modalidad, los datos muestran que estos colegios no alcanzaron mejores niveles 
eficiencia —considerando por ejemplo los resultados de la prueba SIMCE.? Ello, en comparación 
con aquellas escuelas que no perseguían fines de lucro (Elacqua, 2011; Contreras et al. 2011; 
Chumacero y Paredes, 2008; Elacqua et al. 2014; Zubizarreta et al. 2014). El fin de lucro 
tampoco se tradujo en una mayor diversidad de proyectos educativos (Elacqua y Montt, 2012), 
otro de los argumentos que se había utilizado para defender su existencia. Además, los colegios 
con fines de lucro contrataban, en promedio, docentes más jóvenes, de menor experiencia 
laboral y especialización, y por jornadas más cortas, a lo que se añade que sólo 60% se había 
incorporado a la Jornada Escolar Completa contra casi 85% de los colegios sin fines de lucro 
que lo había hecho hasta 2010 (Elacqua et al. 2011)." 


Cuadro 3.2. Establecimientos y matrícula con fines de lucro, previo a Ley de Inclusión 


Núm. de establecimientos según tipo de sostenedor 


Tipo de EL (Colegios) cel (Colegios) eL (Matrícula) CAL (Matrícula) Tota 
administración 


N % N % N % N % Colegios Matrícula 


Particulares 
dar 1.209.602 630% 6065 1919392 
subvencionado 


133531 49,4% 


Administración 


10 100.0% 0 0.0% 46.802  100.0% 0.0% 10 46.802 


delegada 


Fuente: Elaboración propia a partir de directorio de so lores y de establecimientos. Mineduc 2014 


cru: Con Fines de Lucro / srt: Sin Fines de Lucro 


En el caso del copago (o financiamiento compartido), las cifras oficiales de 2014 mostraban 
que cerca de 70% de los estudiantes que se encontraban en establecimientos privados 
subvencionados eran sujetos de algún cobro obligatorio.' Esto que equivale a cerca de 40% del 
total de la matrícula en todo el país. Estos cobros eran variados por establecimiento y también 
por estudiante al interior de un mismo colegio y, para ese mismo año, el monto promedio de 
cobro mensual alcanzaba los 35 dólares por estudiante (a marzo del 2014), Este recurso 
aportado por las familias ampliaba las opciones de lucro existente en el sistema, ya que 
prácticamente dos tercios de los establecimientos que cobraban a las familias estaba constituido 
por una figura jurídica con fines de lucro. Como puede apreciarse en la gráfica siguiente, la 
realidad del copago, incluso en convivencia con la Subvención Escolar Preferencial, se tradujo 
en un sistema de financiamiento regresivo e injusto, sobre todo para los estudiantes de los 
niveles socioeconómicos medios.”? 


Gráfica 3,1. Promedio de gasto estudiantil por quintil de ingresos, considerando subsidios 
estatales y copagos familiares: 2013, en pesos chilenos. 
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Fuente: Ministerio de educación, 2014. 


La evidencia disponible sobre el efecto del copago en la segregación socioeconómica del 
sistema escolar chileno es contundente (Gallegos y Hernando, 2009; Flores y Carrasco, 2013; 
Valenzuela, Bellei, De Los Ríos, 2014; Valenzuela, Villalobos y Gómez, 2013; Roje 2014). Dicho 
efecto se expresa en la segmentación al interior de la educación privada, pero también en la 
brecha entre ésta y la educación pública, en la que crecientemente se fueron concentrando los 
grupos más desaventajados socioeconómicamente. Para 2014, 50% de los estudiantes 
identificados como socioeconómicamente “prioritarios” estudiaba en la educación pública, a 
pesar de que esta modalidad concentraba menos de 40% del total de estudiantes. Al igual que en 
el caso del lucro, tampoco existe evidencia que indique que las escuelas con copago lo hicieran 
mejor en cuanto a su desempeño académico (Mizala y Torche 2012; Paredes et al. 2013; 
Kutscher 2013). Luego de 20 años de funcionamiento, el financiamiento compartido no había 
aportado entonces a la calidad educativa y sí afectado (de manera negativa) la segregación de la 
educación chilena. 

Respecto a la admisión, si bien la legislación desde 2009 prohibía cualquier tipo de 
discriminación en el acceso de los estudiantes hasta sexto básico, la evidencia disponible para el 
2014 indicaba que la selección seguía siendo una práctica masiva por parte de los colegios, 
principalmente a través de entrevistas a las familias (para tomar la decisión de acuerdo con su 
“cercanía” con el proyecto educativo del establecimiento) y pruebas de entrada (vía pruebas 
estandarizadas u otras modalidades, sobre todo para niños de la primera infancia). Si bien 
algunos estudios nacionales confirmaban hasta ese entonces que existía una valoración positiva 
de los procesos de selección por parte de las familias y apoderados (CEP, 2014; Canales, Bellei y 
Orellana, 2016), es claro que dicha selección había amplificado la segregación (García Huidobro 
y Corvalán, 2009; Villalobos y Valenzuela, 2012; Carrasco et al. 2014) y sobre todo había 
impedido el ejercicio de uno de los derechos fundamentales de la normativa educativa chilena: 
la libre elección por parte de las familias (que evidentemente colisiona con la selección 
efectuada por la escuela o su sostenedor). Los datos se resumen en la gráfica 3.2, 


Gráfica 3,2, Mecanismos de selección por tipo de escuela en instituciones de preprimaria y 
primaria en Chile, previo a la Ley de Inclusión. 
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Es importante considerar que la prevalencia de estas prácticas de selección era todavía más 
generalizada, entre los grados séptimo y décimo segundo (Carrasco et al. 2014; Godoy, Salazar 
Treviño 2014) en que era completamente legal. Esta selección se relaciona con la práctica ya 
asentada de un grupo importante de liceos públicos (centros educativos de secundaria, llamados 
“emblemáticos” por su larga y reconocida trayectoria) que seleccionaba a sus estudiantes de 
acuerdo con su rendimiento previo y su resultado en pruebas académicas de admisión, práctica 
también presente en otros sistemas escolares (Dupriez, 2010). Algunas investigaciones han 
constatado que la efectividad académica de estos liceos (cerca de 50 a nivel nacional) se debe 
principalmente a sus procesos de selección de estudiantes con mejores capacidades previas 
(Allende y Valenzuela, 2016). 

En suma, la Ley de Inclusión es, en primer lugar, una respuesta a una acumulación de 
evidencia que fue mostrando de manera contundente que estos elementos (lucro, selección y 
copago) tenían efectos negativos para el sistema educativo, además de no ser compartidos por 
las políticas educativas de los países que hoy poseen mejores indicadores. La evidencia técnica 
disponible fue complementada con una fuerte presión política y social por avanzar hacia el 
derecho a una educación de calidad para todos los sectores sociales (incompatible con el copago 
y la selección), así como por una mayor regulación de la provisión educativa privada, al menos 
de aquella financiada por el Estado. Son estos dos factores —evidencia abundante y presión 
desde distintos actores sociales y del sector educativo para eliminar o disminuir el peso del 
mercado en la educación— los que generaron un escenario propicio para que fuera éste el primer 
eslabón de la reforma educativa del gobierno de Bachelet,*? 


LEY DE INCLUSIÓN: PROCESO Y RESULTADO 
La propuesta inicial 
En mayo de 2014 la administración de Bachelet envió al Congreso la primera versión de la 


Ley de Inclusión. Para terminar con el lucro, el proyecto estableció la obligación de que todos 
los administradores escolares se constituyeran en personas jurídicas sin fines de lucro (para 


seguir recibiendo fondos públicos), reguló el tipo de operaciones y gastos que los sostenedores 
podrían realizar con dichos fondos (para garantizar su destino a lo que se denominó “fines 
educacionales”), y propuso que los administradores escolares fueran propietarios de los 
inmuebles en los que funcionaban los establecimientos (para evitar la figura de “autoarriendo”.** 
Con ello se buscaba asegurar la sustentabilidad de los proyectos educativos).* El proyecto de ley 
original fijó un plazo de dos años para que todas las instituciones se transformaran en entidades 
sin fines de lucro y de 12 años para adquirir los bienes inmuebles. 

Para avanzar hacia la gratuidad, el proyecto fijó la prohibición de efectuar cualquier tipo de 
cobro obligatorio a las familias cuyos hijos asistían a colegios financiados por el Estado, al 
mismo tiempo que estableció un incremento gradual del monto de la subvención escolar (aporte 
mensual que el Estado transfiere a los sostenedores escolares), remplazando de esta forma —de 
manera progresiva— la contribución que venían realizando las familias en la educación privada y 
aumentando el aporte estatal a las escuelas y liceos públicos que ya venían siendo gratuitos. 
Para la implementación de este proceso, se propuso que los establecimientos fueran ingresando 
de manera voluntaria a este nuevo régimen, fijando un plazo tope de 10 años. 

Para eliminar la selección y la discriminación en el acceso, el proyecto de ley propuso una 
regulación general para los procesos de admisión de todos los establecimientos financiados por 
el Estado, públicos y privados subvencionados.'* Al mismo tiempo prohibió la solicitud de 
antecedentes socioeconómicos de la familia y de rendimiento previo de los estudiantes que 
postulan a un centro educativo. Para resguardar el buen cumplimiento de esta regulación 
general, la ley dispuso la creación de un sistema único de admisión que permitiera que todas las 
familias, presencial o electrónicamente, pudieran postular a todos los establecimientos de su 
preferencia, Un sistema aleatorio resolvería los casos de establecimientos con mayor demanda 
que cupos disponibles, garantizando en primer término la matrícula de hermanos, hijos de 
funcionarios y estudiantes vulnerables en una proporción no menor a 15%. El proyecto de ley 
propuso además un sistema especial de admisión para establecimientos tradicionales o 
“emblemáticos” (que habían aplicado históricamente procesos de selección académica), 
permitiéndoles colmar hasta 20% de su matrícula con alumnos de mejor rendimiento de sus 
establecimientos de procedencia y fijando para ellos una transición más larga que para el resto 
del sistema.” Finalmente, el proyecto de ley también propuso una nueva regulación para la 
resolución de conflictos y potenciales expulsiones en los centros educativos, fijando estándares 
de procedimiento exigentes, estableciendo la obligación de contar con planes de apoyo 
psicosocial para los estudiantes en situación de riesgo y aumentando las sanciones para casos de 
discriminación arbitraria por parte de los equipos de las escuelas y sus sostenedores. 


El proceso de discusión (y resistencia) a la ley 


Para cada una de estas reformas se propuso una trayectoria gradual de implementación, con 
el objeto de que el sistema escolar fuera acomodándose paulatinamente. Sin embargo, la 
magnitud de los cambios involucrados y las altas expectativas (y preocupación) de los distintos 
actores sobre los efectos de este proyecto fueron generando rápidamente diversas reacciones, 
que se tradujeron en un contexto político-social muy complejo para la tramitación de la ley 
(Bellei, 2016). El debate sobre la nueva ley fue constante en los medios de comunicación, siendo 
permanente el pronunciamiento de distintos actores sociales y políticos respecto de aquella. 

Respecto al fin del lucro, las principales críticas y controversias tuvieron que ver con las 
nuevas exigencias para los sostenedores: la imposibilidad de lucrar y sobre todo la obligación de 
transformarse en propietarios de los bienes inmuebles en los que funcionaban los 
establecimientos, así como la de destinar íntegramente los recursos públicos con fines 


educativos. Los propios sostenedores, liderados y representados por sus dos asociaciones 
gremiales más importantes, la Federación de Instituciones de Educación Particular (FIDE) y 
Colegios Particulares de Chile (Conacep), se resistieron públicamente al proyecto de ley y 
amenazaron con un cierre masivo de colegios.'? Dado que las familias chilenas de clase media, 
por distintas razones, han preferido y asocian la educación privada a una mayor probabilidad de 
protección, orden y movilidad social (Canales, Bellei y Orellana, 2016), esta amenaza de cierre 
provocó la resistencia por parte de los propietarios de los colegios.*? Este desafío tuvo eco en 
una parte importante de los padres y apoderados del sector particular subvencionado, que 
interpretó la reforma como un riesgo y un debilitamiento de su opción educativa. Esto 
igualmente hizo posible un fuerte posicionamiento de la naciente Confederación de Padres y 
Apoderados de la Educación Particular (Confepa) que articuló un discurso de crítica a la 
reforma y defensa de la educación particular subvencionada.? 

El fin del copago y de la selección fueron también objeto de críticas. Si bien el remplazo del 
financiamiento compartido fue recibido como una buena noticia por la mayoría de los 
sostenedores (ya que con ello asegurarían un flujo más estable de ingresos que en un escenario 
de copago donde las tasas de “morosidad” eran altas), un sector de padres y apoderados 
interpretaron este cambio como un retroceso en la oportunidad de elegir y aportar a la 
educación. La Confepa reclamó una restricción a la libertad de los padres de familia, planteando 
que la ley les estaba usurpando el “derecho a pagar por la educación de sus hijos” (El Mercurio, 
2015)?” Un argumento distinto en contra del fin de copago, que provino de actores 
socioeducativos más cercanos a la izquierda política, fue que significaría el debilitamiento 
definitivo de la educación pública, pues la educación privada subvencionada, ahora también 
gratuita, atraería masivamente a las familias que seguían en el sistema público (Orellana et al., 
2018). 

En el plano de la selección, el principal punto de conflicto se produjo por el rechazo —de 
ciertos sectores políticos y del sistema educativo— al fin de la admisión con criterios académicos 
que realizaban los liceos “emblemáticos”, lo que motivó que diversos actores, incluyendo a 
algunos defensores de la educación pública, se sumaran a las críticas a la ley. La creación de 
un sistema de admisión centralizado y aleatorio generó también una ola de críticas de personas 
e instituciones que plantearon su desconfianza hacia este sistema (caricaturizado como una 
“tómbola” por estos mismos actores críticos), bajo el argumento de que no serían las familias las 
que tomarían la decisión final de dónde estudiarían sus hijos. 

La gran mayoría de los actores implicados directamente con la ley de inclusión mantuvo una 
posición de resistencia a este cambio, por lo que la reforma y el proyecto en particular fueron 
quedándose —a medida que avanzaba el proceso de tramitación- sin apoyos políticos ni sociales 
relevantes. No existieron tampoco apoyos contundentes del movimiento estudiantil, del gremio 
docente ni del mundo académico, todos quienes prefirieron tomar cierta distancia y privilegiar 
las críticas por sobre los avances o aspectos positivos del proyecto. Por su parte, los medios de 
comunicación jugaron un papel fundamental en acrecentar la sensación de amenaza, 
improvisación o “crisis” y en privilegiar la confrontación entre actores por sobre la entrega de 
información de calidad sobre el proyecto de ley y sus implicancias (Cabalín y Antezana, 2016). 

Estas complicaciones en la receptividad ciudadana de esta iniciativa legal se vieron 
acrecentadas por una débil gestión política (el gobierno no logró cohesionar a la coalición 
oficialista en torno a la reforma propuesta) y comunicacional (el gobierno también tuvo serias 
dificultades para comunicar públicamente los objetivos e implicancias de la ley) del proceso de 
reforma.” Todo ello se tradujo en una baja adhesión ciudadana a la misma. De acuerdo con lo 
pesquisado por los estudios de opinión, hacia la segunda mitad de 2014, mientras transcurría el 
proceso de discusión de la ley de inclusión, una mayoría ciudadana desaprobaba la reforma 


educativa (CEP, 2014). Como se aprecia en el cuadro 3.3, esta desaprobación general era 
consistente para cada uno de los componentes de la normativa que se discutía en ese momento. 


Cuadro 3.3. Resultados encuesta CEP sobre reforma educacional (agosto, 2014) 


Frente a la pregunta “¿Cree usted que es bueno que los padres puedan complementar el 
subsidio educacional que otorga el Estado a través de un copago (pagando matricula o 
colegiatura) para mejorar la educación de sus hijos, o usted cree que esto debiera estar 
prohibido?”, la encuesta arrojó los siguientes resultados: 52% aprobó que los padres puedan 
complementar el subsidio, contra 37%, que lo rechazó. 


Cuando se pregunta por la postura frente a que los establecimientos perciban “ganancias”: 
“¿Qué le parece que los colegios particulares subvencionados, además de entregar educación, 
generen ganancias a sus dueños?”, 49% estuvo de acuerdo bajo la condición de que los 
establecimientos tengan alta calidad y se informe a los padres, contra 42%, que estuvo en 
desacuerdo. 


Respecto al apartado sobre el fin en los procesos de selección, una de las preguntas fue: 
“¿Está usted de acuerdo o en desacuerdo con que los liceos de excelencia del país, como el 
Instituto Nacional, seleccionen a sus alumnos a través de pruebas de admisión?”. En este caso, 
54% estuvo de acuerdo con que los liceos seleccionen, mientras que 39% no lo estuvo. 


Fuente: elaboración propia en base a datos disponibles en <www.cepchile,cl>. 


Más allá de la oposición natural ejercida por quienes ven afectados sus intereses educativos 
y económicos (como ocurrió en este caso con los sostenedores y sus equipos), es fundamental 
constatar que la más difícil de las resistencias a esta ley estuvo del lado de la propia sociedad. 
Más precisamente de sus segmentos medios, que en un contexto como el chileno aspiran a 
diferenciarse a través del subsistema educacional al que acceden y que, por lo tanto, miran con 
distancia el poner el foco central de las políticas educativas en la inclusión. Las reformas 
basadas en la igualdad de oportunidades encuentran así, en los cimientos sociales y culturales de 
la segregación (especialmente asentados en sociedades altamente desiguales como la chilena), a 
uno de sus principales adversarios, Se volverá sobre este punto al final del capítulo. 


El resultado final 


A pesar de estas dificultades, en enero de 2015 y luego de varios procesos de ajuste y 
negociación —-que tomaron cerca de ocho meses- se aprobó la Ley 20.845, que regula la 
admisión de los estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en 
establecimientos escolares que reciben aportes el Estado. Las diversas críticas técnicas y 
políticas que hicieron al proyecto distintos actores fueron finalmente procesadas y 
transformadas en cambios que fueron viabilizando su aprobación, manteniendo las ideas 
centrales de esta reforma. Las diferencias se resolvieron en parte importante debido a la mayor 


gradualidad con la que se decidió poner en marcha los cambios (para cada uno de ellos se 
consideraron plazos y transiciones más largas), así como mediante la mayor inversión pública 
que se fue comprometiendo para asegurar que los proyectos educativos no fueran afectados por 
la falta de recursos (lo que hizo que el proyecto aprobado implicara un costo fiscal en régimen 
de más de 1 300 millones de dólares al año). Hoy, los establecimientos reciben nuevos recursos 
(subvención de gratuidad y subvención preferencial ampliada.?* 

El cuadro siguiente presenta sintéticamente los contenidos de la versión final de la ley de 
inclusión, así como la gradualidad establecida para cada uno de sus componentes.” 


Cuadro 3.4. Contenido definitivo de Ley de Inclusión 


QUÉ ESTABLECE LA LEY GRADUALIDAD EN APLICACIÓN 
Se obliga a todos los Se fija como plazo máximo el 31 de 
sostenedores a constituirse diciembre de 2017 para este tránsito. 


como personas jurídicas sin fines Desde 2018 todos lo: 
de lucro (5500 establecimientos) funcionan bajo figur: 
Se fija como plazo máximo de esta 
y e i 5 s años después del traspas 
los sostenedores de adquirir los colgación as o o pao 
a 3 a sin fines de lucro (momento en el cual 
bienes inmuebles, estableciendo  ”, a : 
II DE debs decidirse opción de compra, 

P Ol yu aa: arriendo regulado o comodato). Régimen 
puedan cumplir este requisito A dcciños cotonidaaa 
(arriendo regulado, comodato) especial as 6 anos para sosten res con 

ú ' menos de 400 estudiantes 


Se define la obligación a todos 


Fin del lucro 


Se fijan explícitamente los ítems 
en los que pueden invertirse los 
recursos por concepto de 
subvención y se establece nuevo 
régimen de fiscalización del uso 
de dichos recursos desde la 
Superintendencia de Educación 
Escolar 


Su aplicación se inició el año escolar 2016. 


Se suprime el copago como 
alternativa de financiamiento de 
los establecimientos escolares. 
Se estimó que al 2018 cerca de 


Copago se extingue gradualmente a 
medida que colegios van pasando a 
sistema de gratuidad y reemplazando 


o ; , recursos privados por públicos. Se 
O» un 90% de la matrícula de la Pp porp! y 
1] E hs congela monto máximo de aporte de 
O. educación general estudiaría 4 » 
- familias para la transición 
8 gratuitamente. 
2 Los establecimientos reciben 
nuevos recursos (subvención de 
c A FA > 4 s 
Ll gratuidad y subvención La implementación de la gratuidad (y 
preferencial ampliada) a medida transferencia de nuevas subvenciones) se 
que van ingresando inició en 2015. 
voluntariamente a la gratuidad 
(por decisión de sostenedor). 
Se establece que los 
sostenedores de 
establecimientos financiados por 
el Estado no pueden ; 
p Su aplicación se inició en 2016 
implementar procesos de 
selección y deben realizar sus 
E procesos de admisión y 
+0 postulación conforme a la ley. 
P Se define puesta en marcha de Su aplicación se inicia en una región en 
“D sistema único de admisión que 2016, a la que se suman 4 regiones 
Mm a > 
o  "egirá para el conjunto de los adicionales el 2017. El resto de las 
e centros educativos financiados regiones (10) se integrarían al sistema en 
D  porelestado (con algunas el 2018. Los liceos de alta exigencia 
c excepciones, como la educación académica pueden optar a una transición 
LL. especial o centros de alta de cinco años adicionales para terminar 


exigencia acadés completamente con la selección. 
Regulación de procesos de 
expulsión y gestión de la 
diversidad en la escuela (derecho 
preferente de estudiantes de 
permanecer en la escuela) 


Su aplicación se inició en 2016 para todos 
los establecimientos escolares 


Fuente: Elaboración propia 


En suma, luego de un periodo breve y sin introducir cambios sustantivos respecto de su 
diseño original, el gobierno logró aprobar, gracias a su mayoría parlamentaria, la Ley de 
Inclusión, dando así término gradualmente al lucro, el copago y la selección en la educación 
privada subvencionada chilena, 


PRIMEROS PASOS DE LA IMPLEMENTACIÓN: MÁS LUCES QUE SOMBRAS 


Si bien ha transcurrido un tiempo aún limitado de vigencia de la ley (su implementación 
efectiva se inició en marzo de 2016, pero varios de sus procesos se despliegan de manera 
gradual), es posible apreciar sus primeros resultados. Como se verá, estos efectos se enmarcan 
en un contexto general de revisión de uno de los componentes de la Ley de Inclusión (el 
referido a los procesos de selección), que la nueva administración de centro-derecha del 
presidente Sebastián Piñera (2018-2022) ha traducido en proyectos de ley que actualmente se 
discuten en el Congreso de Chile. 

Como primer antecedente debe reportarse que no se han producido dos efectos sistémicos 
que algunos críticos a la ley preveían: no se ha producido un cierre significativo de 
establecimientos privados subvencionados ni tampoco se ha generado un traslado masivo de 
alumnos desde el sector municipal hacia el sector privado subvencionado. En efecto, los 
establecimientos privados subvencionados que han cesado sus actividades en el periodo 2016- 
2018 alcanzan un número similar a los que se cerraban habitualmente antes de la vigencia de 
ley de inclusión (esto es entre 100 y 150 colegios por año). Por otra parte, el cambio de 
establecimientos desde una condición de privados subvencionados a privados pagados alcanzó — 
hacia finales del año 2017, fecha definitiva para que los sostenedores tomaran decisiones sobre 
su continuidad en el sistema escolar— una cifra de 108 establecimientos, lo que representa, en 
términos de matrícula, 2% del total del sector. El grueso de ellos ha estado conformado, como 


era previsible, por aquellos que cobraban el mayor copago a las familias (entre 90 y 120 dólares 
mensuales) y por sostenedores con fines del lucro. En cuanto al traslado de estudiantes desde el 
sector municipal hacia el sector privado subvencionado, las cifras muestran que en los últimos 
años este “éxodo” ha sido menor (MINEDUC, 2018): entre 2015 y 2017 se ha mantenido en 
torno a 1% anual o menos, mientras que en los años anteriores la misma cifra alcanzaba entre 
2.5 y 3%. Esta cifra es doblemente positiva dado que durante 2015 se produjo un amplio 
movimiento de paralización de actividades del profesorado en los establecimientos públicos. 
Esto suele gatillar un aumento del abandono de familias de escuelas y liceos municipales hacia 
el sector privado (Navarro y Gysling, 2017). 

La aplicación de la ley en cuanto al cambio de sostenedor privado subvencionado con fines 
de lucro a fundaciones (sin fines de lucro) ha evolucionado gradualmente. Una vez concluido el 
plazo legal (diciembre del 2017), los sostenedores de 5 501 establecimientos particulares (que 
representan 97% del total de colegios subvencionados y 98% de la matrícula del sector) habían 
iniciado o finalizado ya el proceso de transferencia a una persona jurídica sin fines de lucro. 
Fue sólo una pequeña minoría la que decidió cerrar sus puertas o bien constituirse en privados 
pagados, mientras que la gran mayoría se traspasó al nuevo sistema.? 

Por otro lado, la eliminación del copago ha ido produciendose gradualmente, remplazando 
con financiamiento público los recursos monetarios que antes proveían las familias. Es así 
como, para el año escolar 2018, 72% de la matrícula del sector particular subvencionado 
estudiaba gratuitamente, lo que significa que más de 40% de los colegios que cobraba a las 
familias antes de la ley de inclusión ya no lo hace. Si se desglosa al grupo que mantiene el 
sistema de copago —y que todavía atiende a cerca de 500 000 estudiantes- puede concebirse que 
la mayoría de ellos tiene una cuota de aporte familiar que es, en términos relativos, elevada: 
cerca de dos tercios de estos estudiantes hoy aportan más de 40 dólares mensuales a sus 
establecimientos. En 2018, más de 3,2 millones de estudiantes, lo que equivale a 84% de la 
matrícula del sistema financiado por el Estado, estudiaba en un régimen de gratuidad. 

Del nuevo sistema de admisión se cuenta con resultados oficiales detallados de dos de los 
procesos ya finalizados: 2016 y 2017, En este último proceso participaron cinco de las 15 
regiones del país, aunque cuatro lo hacían por vez primera (Tarapacá, Coquimbo, O”Higgins y 
Los Lagos) instalaron el sistema sólo en el primer curso por el que se ingresa al establecimiento 
(esto es: prekínder, kínder, 1” básico, 7” básico o 1? medio), mientras que en la región que lo 
hacía por segunda vez (Magallanes), el sistema se aplicó en la totalidad de los cursos (desde 
prekínder a 4” medio). Los resultados generales muestran que la mayoría de los estudiantes 
quedaron en los establecimientos que habían consignado como sus preferencias. Así, 93.3% de 
los 81 243 alumnos postulantes fueron admitidos en los establecimientos que sus padres 
consideraron preferentes. Y 69.8% de los niños y niñas fueron admitidos directamente en la 
primera opción que habían considerado (82% quedó dentro de sus tres primeras preferencias). 
Otra manera de aproximarse a estos datos es considerando que sólo (0.3%) de los estudiantes no 
tuvo ninguna oportunidad (o deseo) de elección y fue simplemente “asignado”, por el sistema de 
admisión, a un establecimiento que en todo caso debía ser el más cercano disponible a su 
domicilio y no podía estar catalogado como “insuficiente” por parte de la Agencia de la Calidad 
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La evidencia recolectada en estos dos primeros años permite realizar una comparación entre 
los resultados alcanzados en Chile respecto de los obtenidos por un nuevo sistema de admisión 
que se implementó hace algún tiempo en Nueva York. Lo cierto es que los resultados son muy 
similares e incluso algo superiores para el caso chileno (Mineduc, 2017; Centro de Justicia 
Educacional, 2018), tal como puede apreciarse en el cuadro que se presenta a continuación. 


Cuadro 3.5. Comparación de resultado sistema de admisión: Nueva York y Chile 


NUEVA YORK 2003-2004 


Del total de 97 600 postulantes, 86.1% fue admitido en algún establecimiento de su preferenci. 


Cerca de 8 000 estudiantes se retiraron durante el proceso: 8.8% 


Más de 2 000 estudiantes se mantuvieron en su colegio de origen o repitieron: 2,2% 


Cerca de 3 000 estudiantes no quedaron en ninguna de sus alternativas, en ninguna de las ron: 


Fuente: Sistema de Admisión Escolar: Primeros resultados y desafíos para su escalamiento. C 


Por otro lado, algunos estudios recientes sobre los primeros efectos observables de este 
nuevo sistema de admisión (SAE) muestran que, si bien es posible apreciar algunos avances 
iniciales en materia de equidad (por ejemplo, al observar la composición socioeconómica de los 
centros en sus primeros cursos, que tenderían a una mayor diversidad), los patrones de 
desigualdad en la distribución de cupos persisten y no han sido significativamente afectados por 
el SAE, en parte debido a la propia estructura de preferencias de las familias (familias 
vulnerables tienden a seleccionar establecimientos de “menor calidad” promedio). A pesar de 
esto, la evidencia disponible hasta el momento, sobre todo si se considera la satisfacción de 
preferencias y las ganancias prácticas de este nuevo sistema, es contundente en demostrar que 
se trata de una política educativa auspiciosa (Carrasco y Honey, 2019; Eyzaguirre et al., 2019). 

Empero, el gobierno de Sebastián Piñera ha presentado al Congreso Nacional una propuesta 
de cambio al sistema de admisión producto de la Ley de Inlcusión, bajo el argumento de que 
con su implementación no se estaría respetando del todo la elección de las familias. Este 
cambio por un lado perfecciona algunos elementos del sistema, al incorporar por ejemplo 
criterios de priorización de estudiantes como las necesidades educativas permanentes o formar 
parte de la red SENAME.” Por el otro, la propuesta del gobierno considera que cada escuela o 
liceo pueda tener la posibilidad de seleccionar, de acuerdo con su proyecto educativo, a 30% de 
su matrícula, reponiendo así parcialmente a una de las prácticas previas a la Ley de Inclusión. 
Complementariamente, se ha propuesto considerar el “mérito académico” como criterio 
principal para los procesos de admisión en un amplio subgrupo de establecimientos de alto 
rendimiento en las pruebas estandarizadas (que podría llegar a más de 400 centros). Si bien esta 
modificación específica a la ley recién está iniciando su proceso legislativo, la prioridad que le 
ha dado el gobierno a su tramitación y difusión dejan de manifiesto que el tema de la admisión 
y selección escolar sigue siendo un eje central de la discusión de política educativa en Chile.” 
Ello representa un ámbito donde, a pesar de la evidencia disponible sobre sus favorables 
resultados, la Ley de Inclusión está lejos de consolidarse. 

Otro ámbito relevante de conocer en sus efectos refiere a los eventuales cambios en la 
convivencia y el clima escolar que hayan podido producirse como consecuencia de la mayor 
inclusión que se está impulsando con esta ley. Debe recordarse que la nueva legislación 
promueve que se vaya produciendo una mayor mixtura social en los establecimientos privados 
subvencionados como producto del ingreso de grupos sociales más diversos (efecto de la no 
selección y del fin del copago), pero también por las mayores restricciones impuestas a la 
desvinculación (expulsiones, no renovación de matrícula) de los estudiantes. Los resultados 
reportados por parte de la Superintendencia de Educación en cuanto a denuncias realizadas 
muestran que, mientras el número de denuncias totales en el periodo comprendido entre 2016 
(primer año de implementación de la ley) y el 2018 ha aumentado en cerca de 30%, las 
denuncias por expulsiones y no renovación de matrícula bajan en 45% (lo que va en la dirección 
de lo establecido por la ley). Al mismo tiempo, aumentan significativamente las denuncias por 
maltrato a alumnos (en 65%) y por discriminación (31%), lo que sin duda puede atribuirse como 
hizo la propia Superintendencia de Educación en su momento- a que existe “una menor 
tolerancia de parte de la comunidad escolar a las vulneraciones de derechos asociados a 
maltrato y discriminación a los estudiantes” (Superintendencia de Educación, 2017). 

Finalmente, en estos cortos años de aplicación de la Ley de Inclusión también se ha recogido 
evidencia preliminar sobre cómo distintos actores educativos la perciben y por tanto proyectan 
su aporte al funcionamiento de los centros educativos, 

Así, por ejemplo, una encuesta reciente (Weinstein, Muñoz y Rivero, 2018) muestra que los 
directores de establecimientos escolares tienen una visión matizada de la nueva Ley: valorizan 


su impacto en materia de equidad e igualdad de oportunidades (sistema de admisión menos 
discriminatorio, sistema educativo más equitativo) al mismo tiempo que consideran que no 
existe suficiente preparación en los establecimientos para acoger la diversidad de estudiantes 
que se incorporarán y creen que la Ley tendrá un escaso efecto sobre la calidad de los 
aprendizajes. Al momento de consultarles a los directores respecto del impacto que creen que 
tendrá la Ley sobre su propio establecimiento escolar, puede observarse que la expectativa 
positiva ha ido avanzando de manera favorable, aunque tiende a estancarse en la última 
medición disponible (véase gráfica 3.3). Así, mientras en 2015, 59% de los directores del sector 
privado subvencionado consideraba que la ley no tendría efectos en el establecimiento, en el 
2018 este porcentaje se reduce a 39%, mientras que un porcentaje similar (38%) considera que la 
ley impactará positivamente en su establecimiento. Es evidente que los directores de 
establecimientos privados subvencionados tienen una posición más crítica sobre la Ley que los 
del sector municipal, en parte importante debido a su estrecha relación con los sostenedores de 
este subsistema (Weinstein, Muñoz, Sembler y Rivero, en prensa). 


Gráfica 3.3 Evolución de las percepciones sobre la Ley de Inclusión. 
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Otro estudio sobre directivos realizado en dos regiones del país (Rojas, Salas, Falabella y 
Guerrero, 2017) ratifica su opinión mayoritariamente favorable a los principios que inspiran la 
ley (incluyendo la disminución de la arbitrariedad en las expulsiones) al mismo tiempo que se 
piensa que ni la gratuidad ni el fin de la selección tendrán efectos mayores en el funcionamiento 
del propio establecimiento. Un resultado novedoso de este estudio es que la diversidad es vista 
por parte de los directivos, antes que nada, desde un punto de vista cognitivo y de capacidades 
académicas de los estudiantes. No se concibe que la ley signifique una mixtura social mayor en 
los establecimientos, mientras que sí se prevén dificultades (como la falta de preparación de los 
docentes para trabajar en aulas más diversas) por la integración de alumnos con necesidades 
educativas especiales. También se considera que esta política de inclusión de la diversidad 
dentro de la escuela se pone en tensión con la presión por resultados académicos que ha 
orientado la política educativa chilena por décadas. 

En síntesis, a pesar de las dificultades, el sistema escolar chileno se ha ido adaptando a esta 
nueva normativa legal y no se han producido los efectos negativos mayores que algunos 


vaticinios preveían. Las cifras aquí reseñadas dan cuenta de un proceso que ahora enfrenta al 
desafío de la consolidación (especialmente debido a que, como ya se dijo, la administración 
gubernamental 2018-2022 ha propuesto una serie de modificaciones a esta ley en el área 
específica del sistema de admisión a los colegios) y de la traducción de estas nuevas condiciones 
en mejores procesos y resultados escolares. 


DISCUSIÓN 


La Ley de Inclusión es una política educativa que intenta avanzar en el derecho a la 
educación para todos, así como en la regulación del sistema de provisión educativo mixto que 
existe en Chile. Esta reforma, planteada por el gobierno de Michelle Bachelet y apoyada por una 
nueva alianza política de centro e izquierda, representa un punto de inflexión en la trayectoria 
de cambios educativos en el Chile posdictadura. En efecto, en este largo periodo de más de dos 
décadas y con cuatro gobiernos encabezados por la Concertación de Partidos por la Democracia, 
las políticas educativas promovidas por el ejecutivo no sólo se caracterizaron por su 
gradualismo, sino que también por la búsqueda de amplios consensos entre los distintos actores 
educativos, sociales y políticos (Dellanoy, 2000). Por ello, las transformaciones emprendidas en 
las últimas décadas tendieron a centrarse en materias poco controversiales (Cox, 2003; Muñoz, 
2013. Por ejemplo, la expansión de los recursos educativos o del tiempo escolar, el aumento de 
las remuneraciones de los docentes, la modernización de la institucionalidad educativa y de la 
currículo, o la provisión de mejores condiciones para la educación de los alumnos con mayor 
desventaja social. 

A diferencia de los cambios anteriores —hechos bajo la lógica de ganar-ganar de todos los 
actores- la ley de inclusión no contó con un amplio consenso político de respaldo e implicó 
restringir los márgenes de acción de un actor relevante del sistema: los sostenedores privados 
subvencionados por el Estado. Se pasa, entonces, usando la terminología de Corrales et al. 
(2009), de reformas “de acceso” a una reforma propiamente de “calidad”, estando en esta última 
los “costos” de las transformaciones concentrados en ciertos actores específicos, más que 
distribuidos de manera difusa entre múltiples actores. Parte de las complejidades del proceso de 
reforma descrito en este capítulo tienen relación con este carácter controversial y con la 
oposición que generaron las medidas impulsadas en un actor relevante —los sostenedores 
privados subvencionados- que se ve afectado en sus intereses y cuestionado en sus prácticas, y 
que debe, obligado por la ley, redefinir su papel y responsabilidades para con el sistema 
educativo. 

Este modelo de reforma educativa está enfrentando al momento de la elaboración de este 
ensayo (2019) su primera prueba de sostenibilidad política. En este caso, una coalición de centro 
derecha, opuesta desde un inicio a la gran mayoría de los componentes de la Ley de Inclusión, 
ha asumido la conducción educativa del país, aunque sin mayoría parlamentaria, El programa de 
gobierno del nuevo presidente, Sebastián Piñera, consideró dentro de sus objetivos explícitos 
“corregir” algunos aspectos de la Ley de Inclusión, lo que se ha plasmado —hasta el momento- 
en dos proyectos de ley que reponen parcialmente la selección en el sistema escolar, generando 
una nueva discusión nacional que seguramente tomará parte importante del periodo 
gubernamental. Se ha vuelto evidente con ello el hecho de que la alta conflictividad y 
concentración de efectos en algunos actores de este tipo de reformas complejiza su 
sustentabilidad. Ello se expresa actualmente en la búsqueda de la actual administración por 
modificar algunas de las nuevas reglas generadas. Aunque todavía es una incógnita si el 
gobierno logrará los apoyos suficientes para dar este paso y eventualmente otros (como una 


revisión del fin del copago, por ejemplo), o se verá obligado a seguir implementando la 
normativa aprobada. 

La experiencia de la Ley de Inclusión también arroja aprendizajes sobre cómo encauzar 
oportunamente el papel de la educación privada y así anticipar los efectos no deseados 
producidos por su desregulación. Como ya se ha señalado, Chile avanzó desde los años ochenta 
en adelante hacia una marcada privatización del servicio educativo que, si bien aportó a la 
ampliación de la cobertura educativa, no cumplió con su promesa de mejoramiento de la calidad 
y tuvo efectos negativos en materia de segregación escolar. La experiencia chilena demuestra 
que la provisión mixta puede contribuir al desarrollo de un sistema escolar sólo si ésta es 
adecuadamente orientada dentro de un “régimen público”. El fin del lucro, del copago y de la 
selección representan una regulación elemental para una educación financiada por el Estado. 

En efecto, revisada en una perspectiva histórica y comparada, lo que hace esta ley - 
siguiendo varias décadas e incluso siglos de aprendizaje en países con alta incidencia de la 
provisión educativa privada financiada públicamente, como Holanda, Bélgica o Canadá- es 
poner al sistema escolar chileno en un nivel de regulaciones básicas para que la calidad y 
equidad puedan desplegarse (OCDE, 2017). Esta reflexión es particularmente relevante y 
oportuna para países de América Latina que están iniciando el camino hacia la mayor 
participación del sector privado, donde en general la discusión se concentra en sus supuestas 
virtudes —innovación, diversidad, cobertura— pero no en los desafíos y problemas que significa 
incorporar, de manera masiva, a actores privados en la provisión educativa. La consideración de 
estos elementos de regulación pública a la educación privada desde el inicio del proceso puede 
tener muchas ventajas respecto de esfuerzos correctivos tardíos, como ha acontecido con la Ley 
de Inclusión chilena, 

La conformación de un “régimen público” en el cual se inserte adecuadamente la educación 
privada no se agota en los temas planteados por una normativa como la Ley de Inclusión. De 
hecho, al mismo tiempo que se cerraba la tramitación de esta ley, en Chile se inició la discusión 
de una nueva carrera docente, que finalmente fue aprobada en 2016 (Ley núm. 20.903.) y que 
generó condiciones laborales equivalentes para los maestros de ambas dependencias 
administrativas: pública y privada subvencionada. Esto implica que los docentes tendrán 
progresivamente no sólo salarios iguales, sino que también una estructura de carrera y 
desarrollo profesional similar, con el objeto de potenciar la calidad de la enseñanza en todos los 
establecimientos escolares financiados por el Estado. Cabe preguntarse en este marco si esta 
lógica de “régimen público” debe extenderse a otras políticas, como la carrera directiva o la 
provisión de apoyos financieros. También cómo dicha extensión logra convivir con una 
autonomía curricular, pedagógica y de gestión institucional que le permita a los distintos 
establecimientos y sostenedores realizar sus aportes educativos específicos. Si la riqueza de la 
provisión mixta está en el complemento entre lo público y lo privado, es indispensable entonces 
definir las condiciones comunes y diferenciadas que debe exigírsele a ambos sistemas para que 
se produzca dicho enriquecimiento general. 

Un tema crítico de la reforma analizada tiene que ver con su potencial efecto en la otra cara 
de la medalla: la educación pública. En la experiencia chilena, el crecimiento de la educación 
privada subvencionada tiene una indesmentible relación con el desmantelamiento de la 
educación pública bajo la dictadura militar y la incapacidad de recuperarla en los gobiernos 
democráticos que le siguieron (Weinstein y Muñoz, 2009; Bellei y Vanni, 2014). El modelo de 
municipalización de la provisión pública fracasó y, salvo contadas excepciones, los municipios 
han sido ineficaces gestores del servicio educativo (Raczynski y Marcel, 2008). De hecho, 
mientras el sector privado subvencionado se expandía, el público se constreñía, al mismo tiempo 


que se producía una creciente segmentación socioeconómica, que concentró en el sistema 
público a los estudiantes más desaventajados. 

La reforma planteada por la Ley de Inclusión por cierto no resuelve la crisis de la educación 
pública. Es más: contar con un sistema privado subvencionado mejor regulado, que utiliza todos 
los recursos que se le destinan para el servicio escolar, y que no pone barreras de acceso 
relevantes (como eran el copago o la selección) a los diferentes grupos sociales, podría 
profundizar la crisis si es que no se complementa con una política clara de fortalecimiento y 
recuperación de la educación estatal. De ahí la importancia de la ley que crea un nuevo sistema 
de educación pública (Ley núm. 21.040), aprobada en 2017, que traspasa la administración desde 
los municipios a los nuevos Servicios Locales de Educación. Éstos tienen entre sus atributos 
abarcar una mayor escala de población escolar, no depender de los tiempos electorales para su 
staff y políticas, contar con una estructura técnica de apoyo, poseer un financiamiento base para 
su funcionamiento y estar dotados de órganos de gobernabilidad diversos y participativos (como 
los Consejos Locales de Educación). La nueva ley de educación pública tiene un largo recorrido 
por delante (Bellei et al., 2018) y, de hecho, el traspaso total desde los municipios hacia los 
Servicios Locales de Educación finalizará en 2025. 

El punto anterior se relaciona con otro aprendizaje relevante al nivel de la implementación 
de los procesos de reforma educativa: la secuencia en la que se discuten y procesan políticas de 
esta envergadura tiene un efecto significativo en la escala de aprobación y apoyo político que 
dichas políticas alcanzan. La reforma educativa de Bachelet, por medio de la Ley de Inclusión, 
optó por iniciar el camino de cambios regulando la educación privada y “nivelando la cancha” 
respecto a la provisión pública, lo que tuvo como efecto el que muchos actores -—dentro de la 
propia centroizquierda política— observaran críticamente las reformas debido a que hubieran 
preferido partir priorizando el fortalecimiento de la educación pública. Existían razones de peso 
para que fuera la Ley de Inclusión el primer paso (debido a su complejidad política y a que era 
un paso ineludible para eliminar algunos aspectos que justamente complicaban la situación de la 
educación estatal).?* Pero también es cierto que haber iniciado el trayecto de cambios con un 
proyecto de mejora de la educación pública o al menos haber conducido paralelamente ambas 
discusiones podría haber redundado en un mejor resultado en cuanto al apoyo político a las 
reformas. En cualquier caso, de aquí en adelante lo relevante es que uno de los principales 
desafíos (y dificultades) para los próximos gobiernos será —más allá de los ajustes que se hagan 
en el camino- gestionar los procesos de implementación de estos dos procesos en paralelo, 
haciendo que el fortalecimiento de la nueva educación pública conviva con la consolidación del 
sistema mixto y la nueva regulación del sector privado subvencionado. 

Finalmente, debe subrayarse la dificultad político-cultural que envuelve reformar sistemas de 
prestación privados de educación, en especial cuando en ellos participan masivamente grupos 
medios y en un contexto cultural permeado por los valores neoliberales, en que se ha 
naturalizado la selección, el mercado educativo y el “derecho a elegir” en función de los recursos 
económicos disponibles. En este “mercado”, los colegios particulares subvencionados han 
representado una promesa de protección, orden y movilidad en un contexto de debilitamiento de 
la educación pública (Canales, Bellei y Orellana, 2016). Pero adicionalmente el school choice 
también ha sido una práctica y herramienta de diferenciación social (Carrasco et al., 2016), 
representando para los grupos medios una de las formas de enfrentar el riesgo de la relación 
con los sectores más desaventajados, que permite asegurar cierta homogeneidad —no sólo social 
sino que también moral- del grupo de alumnos y familias que conviven en el espacio educativo 
(Martínez y Palacios, 1996). 

La Ley de Inclusión entra en tensión con esas representaciones, afirmando que las escuelas 
deben ser espacios de encuentro y convivencia y que la mixtura social es un valor del proceso 


educativo. En otros términos, una dificultad mayor de la ley de inclusión no es técnica ni 
política sino que cultural, puesto que propone fundar la experiencia educativa sobre valores y 
modos de convivencia para los estudiantes que entran en conflicto con la subjetividad 
predominante hoy en sectores claves de la sociedad chilena. Pero, ¿cómo avanzar entonces hacia 
una cultura que viva la diversidad como un valor positivo del sistema educativo? ¿Cuál es el 
tipo de políticas y experiencias educativas que pueden ir transformando esta cultura anclada en 
las clases medias que hoy legitima la actual segmentación socioeducativa? ¿Qué papel tiene la 
propia escuela en esta transformación en las relaciones entre grupos sociales? En las respuestas 
a estas preguntas se juega parte importante de los desafíos político-culturales que ésta y otras 
leyes a favor de la equidad educativa enfrentarán en el futuro. 
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4, REFORMA EDUCATIVA EN BRASIL: REFLEXIONES 
MULTICULTURALES 


ANA IVENICKI 


Las reformas educativas han estado en el centro de los 
debates en Brasil y en otros lugares. El presente estudio 
sostiene que un enfoque multicultural debe contribuir a 
vincular la búsqueda de la excelencia con la inclusión social y 
el desarrollo de ciudadanos que valoren la diversidad y tengan 
una posición clara contra los prejuicios en cuanto a raza, 
género, etnia y otros marcadores de identidad. Plantea que las 
reformas educativas en Brasil deben prepararse para enfrentar 
la desigualdad educativa y promover la inclusión de grupos 
marginados. 

Para desarrollar el argumento, este capítulo se centra en la 
reforma curricular más reciente en educación primaria según lo 
establecido en la Bases Comunes del Currículo Nacional (Brasil, 
Base Nacional Común Curricular, documento preliminar, 2017), 
a partir de ahora referido como BNCC, aprobado por el 
Consejo Nacional de Educación y homologado por el presidente 
de la República, en diciembre de 2017. 

Los objetivos del capítulo son discutir en qué medida las 
inquietudes multiculturales han estado (o no) en ese 
documento, según se recopila a partir de la narrativa de la 
revisión que aprobó el BNCC, así como de las opiniones de los 
asesores que arguyeron en contra de su aprobación. Además, 
los juicios expresados en periódicos, boletines y manifiestos 
brasileños emitidos por una de las asociaciones educativas 
esenciales de Brasil, la Asociación Nacional Posgrado e 
Investigaciones en Educación (ANPED) durante 2017. El 
objetivo es valorar los desafíos y las posibles vías hacia las 


reformas educativas dirigidas a combatir los prejuicios y 
promover la inclusión social. 

Los resultados del análisis señalan cómo la monocultura y 
las presiones multiculturales ¡inciden en las reformas 
curriculares propuestas en el escenario político turbulento de 
Brasil. Muestra que las tensiones multiculturales en la reforma 
educativa pueden reflejar cómo el Estado brasileño, 
posiblemente, se percibe como una fuerza mediadora que es en 
sí misma multicultural, híbrida, informada por una correlación 
de fuerzas y presiones de la agencia de base y visiones 
mundiales dispares dentro de contextos políticos y económicos 
particulares. 

La relevancia del estudio se presenta en la medida en que 
Brasil, que es el país más grande de América Latina con una 
democracia joven, a partir de 1985, ha intentado reformas 
educativas destinadas a elevar el nivel educativo de su 
población y, al mismo tiempo, promover la inclusión social y 
cultural. Además de las complejidades de los efectos de un 
escenario político brasileño contemporáneo, el análisis es 
relevante comparativamente porque puede arrojar luz sobre los 
desafíos de las reformas educativas en el contexto de América 
Latina y otros países cada vez más multiculturales. 


PENSAMIENTO MULTICULTURAL Y SU PERTINENCIA 
PARA LAS REFORMAS POLÍTICAS EN BRASIL 


La diversidad cultural relacionada con las identidades 
étnicas, raciales, de género y otras identidades plurales han 
llamado cada vez más la atención en todo el mundo, 
especialmente en el contexto de las migraciones globales. La 
sociedad multicultural brasileña y sus esfuerzos por articularla 
con las reformas educativas pueden ser esenciales para discutir 


el pensamiento multicultural, que establece la necesidad de 
valorar la diversidad de identidades. El propósito de esas 
reformas educativas es fomentar la inclusión de grupos 
marginados y promover una sociedad igualitaria que evite los 
prejuicios y tome la pluralidad en cuanto a género, etnicidad, 
raza, idioma y otros sellos de identidad como activos y no como 
pasivos (Ivenicki, 2015; Warren y Canen, 2012). 

Sin embargo, los estudios en educación multicultural 
también han señalado la naturaleza compleja del pensamiento 
multicultural, así como sus posibilidades y desafíos. Moland 
(2015), por ejemplo, sostiene que la educación multicultural 
debe considerar las  ecologías contextuales locales  - 
particularmente en entornos educativos carentes de 
desigualdades- de modo que no exacerbe el espíritu de vida en 
lugar de promover la unidad y la tolerancia. En la misma línea, 
Aman (2017) sostiene que el pensamiento intercultural (que 
este autor prefiere al multiculturalismo, en el sentido de que 
sería menos descriptivo de la pluralidad y más similar a las 
relaciones entre las identidades plurales) depende en gran 
medida de dónde y quién los articula. Afirma que las relaciones 
de poder deben reconocerse cuando se analiza en las 
perspectivas poscoloniales. Esto se debe a que, aunque pueda 
aceptarse una visión general de tolerancia y aceptación de la 
diversidad, no está seguro de cómo se traducen en contextos 
particulares plagados de conflictos. Aplicar el pensamiento 
multicultural se vuelve más desafiante y matizado. 

De hecho, los estudios sobre pensamiento multicultural 
adoptaron enfoques poscoloniales y decoloniales, desafiando 
enfoques más liberales que se alinean con la celebración de las 
culturas. En oposición a lo que se percibe como 
“multiculturalismo turístico”, las perspectivas poscoloniales y 
decoloniales pretenden desafiar la naturaleza colonial de la 


hegemonía cultural. Esta perspectiva plantea la necesidad de 
poner las culturas de identidades colonizadas y oprimidas en el 
centro de la reforma educativa, incluida la necesidad de ver a 
los migrantes y refugiados como parte de esas sensibilidades 
multiculturales (Canen, 2011). 

De esa manera, el poscolonialismo y el decolonialismo han 
traído a la escena la importancia de problematizar el 
reconocimiento no examinado de paradigmas hegemónicos y 
coloniales, así como la incorporación de la reforma educativa a 
las culturas y estrategias locales, contextuales y oprimidas de 
grupos que aceptan el compromiso de la reforma, obran en 
búsqueda de identidad y liberación de la opresión colonial. 
Particularmente en el sur global, esos enfoques han 
problematizado la aniquilación de las identidades indígenas. Sus 
abanderados proponen que el papel crucial de las reformas 
educativas debe abordar las injusticias y valorar las identidades 
y culturas locales en las pedagogías multiculturales críticas. 

Por otro lado, como señala acertadamente Park (2017), los 
peligros de los enfoques descoloniales y poscoloniales se 
producen en la medida en que pueden terminar rearticulando 


11] »” 


estrategias binarias que congelan el “yo” y el “otro”, 
conocimiento “occidental” y “no occidental” y así 
sucesivamente. El referido autor reclama cautela para que la 
transferencia de conocimiento en los enfoques poscoloniales y 
decoloniales evite que caiga en la trampa de esencializar una 
“identidad occidental” en lugar de una “identidad oriental”. Por 
lo tanto, evitar la idea de nuevas identidades subalternas que 
no reconocen la complejidad de la formación de identidad y la 
producción de conocimiento. 

Sostengo que una perspectiva multicultural que toma la 
hibridez como su categoría central puede ayudar a superar la 
esencialización de los enfoques binarios de la diversidad. Por lo 


tanto, contribuir potencialmente al análisis de la reforma 
educativa de manera que pueda ayudar a comprender por qué 
surgen objetivos políticos contradictorios en contextos 
particulares  (Tarlau, 2017). Asevero que los países 
multiculturales, como Brasil, que han estado tratando de 
articular excelencia y preocupaciones multiculturales en sus 
propuestas, podrían ser un estudio de caso relevante en 
comparación con otros discursos que incorporan reformas 
educativas conforme a demandas de la globalización. 

La hibridez se refiere aquí a dos dimensiones de la 
formación de identidad; a saber, las formas en que se 
desempeñan las identidades en un complejo de sellos que se 
entrecruzan e interactúan entre sí, siendo similar a lo que los 
estudiosos designan como interseccionalidad. Por lo tanto, 
desafía la esencialización y destaca las identidades culturales 
intersectoriales en las líneas de género, raza y etnia. La hibridez 
también se refiere aquí a formas en que los actores 
transforman localmente discursos y narraciones presentes a 
escala mundial o nacional en propuestas de reforma educativa 
en diferentes contextos locales,  recontextualizando y 
reinterpretándolas en otros marcos de referencia, 

El argumento de Tarlau (2017) es crítico para evaluar las 
teorías explícitas o implícitas del Estado cuando se trata de la 
transferencia de la política educativa global. De esa manera, 
varios analistas se aplican a analizar los impactos de los grupos 
de la sociedad civil, las bases y la presión de los actores 
colectivos en la configuración de las fuerzas estatales que 
afectan la reforma educativa en países multiculturales como 
Brasil. Carnoy et al. (2017) ilustran cómo las esferas locales, 
municipales y estatales en Brasil pueden producir diferentes 
resultados educativos en función de las variables que se 
encuentran localmente. 


El Estado brasileño podría percibirse como una fuerza 
mediadora que es en sí misma multicultural, híbrida, formada 
por una correlación de fuerzas y presiones de la agencia de 
base y visiones mundiales dispares de diversos grupos. Estos 
incluyen a grupos conservadores que defienden sus perspectivas 
políticas y económicas particulares. 

Esa visión incorpora el análisis actual de los documentos de 
la reforma educativa en Brasil, centrándose en el texto emitido 
por el Consejo Nacional de Educación de Brasil. Éste es un 
organismo consultivo vinculado al Ministerio de Educación y 
encargado de recomendar políticas y reformas educativas, que 
aprobó las Directrices de la BNCC en diciembre de 2017 (CNE, 
2017). El presente capítulo examina en qué medida las 
inquietudes multiculturales han estado (o no) presentes en ese 
documento, como se desprende de la narrativa de la revisión 
del Consejo Nacional de Educación de Brasil que lo aprobó, así 
como de las opiniones de consejeros de ese cuerpo que 
expresaron puntos de vista diferentes sobre ese tema. El 
capítulo también se basará en notas de periódicos, boletines y 
manifiestos brasileños emitidos por una de las asociaciones 
educativas esenciales de Brasil, la Asociación Brasileña de 
Investigaciones de Posgrado (Asociación Nacional de Posgrado 
e Investigación en Educación durante 2017 (ANPED, 2017). Se 
evaluarán los desafíos y los posibles caminos hacia las reformas 
educativas dirigidas a combatir los prejuicios y promover la 
inclusión social. 


BASES COMUNES DEL CURRÍCULO NACIONAL Y 
TEMAS MULTICULTURALES 


Brasil es un país de alrededor de 207 millones de habitantes. 
La mayoría, el 47.51% son blancos; 7.52% de ascendencia 


africana; 1.10% de ascendencia asiática; 43,42% de personas de 
raza mixta; 0,43% de grupos indígenas; 0.02% optó por no 
declarar su etnicidad (IBGE, 2017). Es, por lo tanto, un país 
multicultural, en el que los grupos indígenas ya estaban en su 
territorio antes de que los portugueses llegaran en 1 500 y 
trajeran con ellos valores coloniales y una cosmovisión 
imperial. Las personas indígenas fueron afectadas por el 
colonialismo y ahora están compuestas por unas 200 etnias, con 
sus propias culturas e idiomas, 

Además, según lo descrito por Warren y Canen (2012), la 
migración forzada de pueblos africanos se llevó a cabo con 
fines de esclavitud en el siglo XIX, que terminó en 1888, 
dejando a la mayoría de las personas afrobrasileñas en la 
pobreza desde entonces. Aparte de ellos, las poblaciones 
europeas y japonesas, entre otras, llegaron a Brasil en el siglo 
XX. Algunos buscaban nuevas oportunidades económicas, otros 
huían de guerras y persecuciones. Al comienzo del siglo XXI, 
debido a su auge económico (habiendo disminuido algo en los 
últimos años), una ola de migrantes de Siria, África y países 
sudamericanos también llegó a Brasil. 

En términos políticos, Brasil es un país federal donde el 
gobierno central comparte su poder (incluido el de emitir 
políticas educativas) con las unidades territoriales. Los estados 
“están unidos por una constitución que establece los derechos y 
obligaciones de los miembros” (Carnoy et al., 2017: 727) desde 
1988, cuando Brasil logró la independencia de Portugal. A raíz 
de la desaparición de la dictadura militar, el Congreso Federal 
emitió una nueva constitución en 1985. Con respecto a la 
educación, el Conselho Nacional de Educacáo (el Consejo 
Nacional de Educación) (CNE), compuesto por 24 miembros, la 
mitad de ellos elegidos por asociaciones educativas que envían 
listas de nombres al Ministerio de Educación, que es la 


institución responsable de la elección final. El presidente de la 
República designa a la otra mitad. Esta junta tiene la misión de 
revisar los proyectos educativos y las reformas y ayudar al 
Ministerio de Educación a tomar decisiones. 

A partir de la década de 1990, Brasil comenzó a alinearse 
con las políticas educativas dirigidas a comparar estándares y 
desempeño de los estudiantes en una perspectiva global. Para 
ello se centró en las directrices curriculares nacionales y los 
datos cuantitativos generales para la evaluación de estudiantes 
e instituciones educativas, en el contexto de crecimiento de la 
influencia de las agencias trasnacionales. 

Sin embargo, la influencia del educador brasileño Paulo 
Freire no ha disminuido, pues sigue siendo la inspiración del 
pensamiento multicultural. Como se argumentó en otra parte 
(Canen, 2012; Ivenicki, 2015), en Brasil, la educación de adultos 
todavía se ha asociado a la educación compensatoria para las 
personas mayores de 14 años que no han tenido la oportunidad 
de desarrollar sus estudios regularmente. Es una manera de 
abordar la persistencia de una tasa alta de analfabetismo entre 
grupos desfavorecidos del país. Eso se convirtió en 
responsabilidad del Estado desde la Constitución Federal de 
1988. Se llama Educación Popular. Con respecto al idioma de 
instrucción en la educación indígena, el Ministerio de 
Educación lo reglamentó, aclarando la importancia de 
preservar la lengua materna y las culturas indígenas dentro de 
ese ámbito en los enfoques bilingiies y multiculturales. 

Asimismo, las políticas educativas desde 1988 enfatizan la 
necesidad de educar en perspectivas antirracistas y 
multiculturales. En 1998, el Ministerio de Educación, por medio 
de los Parámetros Curriculares Nacionais (las pautas nacionales 
de planes de estudio; Brasil, 1998) presentó la educación para 
la diversidad como uno de los temas curriculares para integrar 


los demás, destacando la importancia de imbuir los programas 
con perspectivas antirracistas y antidiscriminatorias. Estas 
guías fueron acompañadas por materiales pedagógicos que 
sugirieron cómo incorporar dichos enfoques en actividades 
escolares. De manera similar, la Ley 11645/2008 (Brasil, 2008) 
instituyó la enseñanza obligatoria de culturas africanas € 
indígenas en las escuelas, para apreciar la diversidad y el 
rechazo del racismo dentro del currículo. A pesar de que se 
pensaba que Parámetros Curriculares Nacionais incluía una 
base nacional para el currículo en Brasil, el Consejo Nacional 
de Educación pensó lo contrario y comenzó discusiones sobre 
las pautas curriculares. El objetivo era construir una base 
nacional para el plan de estudios en Brasil, impulsada después 
del Plan Nacional de Educación de Brasil de 2014. Este plan 
traza las metas y estrategias para el desarrollo de la educación 
en el país hasta 2024, 

Como se afirma en otra parte (Ivenicki, 2015), las 
preocupaciones de Freire de que la educación debería basarse 
en las historias de vida y perspectivas culturales de las 
identidades adultas marginadas y oprimidas abrieron el camino 
hacia el pensamiento de la intersección plural e híbrida de las 
identidades culturales. Especialmente aquellos que han sido 
sometidos a la opresión colonial. La apuesta es inculcar 
enfoques multiculturales, decoloniales y poscoloniales de la 
educación y el currículo en Brasil. Por lo tanto, cuando se 
analizan las reformas educativas en este país, se debe tener en 
cuenta la hibridación de influencias globales y 
locales/multiculturales. Más recientemente, como se sugirió en 
otro lugar (Ivenicki, 2015), el Plano Nacional de Educacáo 
(Plan Nacional para la Educación) 2014-2024, que hace 
explícitos los objetivos de la educación brasileña para esos diez 
años, proporciona evidencia adicional para este argumento. Por 


ejemplo, si bien algunas partes de ese registro destacan la 
importancia de proporcionar recursos que permitan situar la 
educación de manera positiva en el mundo tecnológico y global, 
otras destacan las inquietudes multiculturales relacionadas con 
la centralidad de la apertura de las universidades a grupos más 
diversos cultural, étnica y racialmente marginados, a través de 
programas que presentan cuotas para los afrobrasileños y la 
población indígena, así como otros incentivos para dar voz y 
presencia a la población rural e identidades étnicas/raciales 
desfavorecidas. 

De lo anterior, parece estar claro que las perspectivas 
multiculturales han estado presentes en las reformas educativas 
en Brasil en los últimos años, a pesar de estar articuladas a 
ideas más universales e impulsadas tecnológicamente. En ese 
contexto, me ocupo ahora del análisis del documento más 
reciente sobre la reforma educativa en Brasil, a saber, uno que 
afecta el currículo de la escuela primaria, con implicaciones 
para las instituciones de educación superior formadoras de 
docentes: el BNCC. El informe expresa diez competencias 
generales que deberían incluir áreas específicas y programas de 
estudio. Entre ellos, valoración de la diversidad, la democracia 
y la inclusión, en particular con respecto a las identidades 
colectivas  afrobrasileñas e indígenas de Brasil. Estos 
discernimientos muestran la continuación de preocupaciones 
multiculturales y  antirracistas impulsadas en reformas 
educativas anteriores. Al mismo tiempo, subraya la importancia 
de preparar a los estudiantes para el mercado laboral. 
Nuevamente, se evidencia el esfuerzo por articular las 
preocupaciones locales y antirracistas con objetivos curriculares 
del contexto global. 

El propósito del presente capítulo no es profundizar en los 
lineamientos curriculares, sino discutir las percepciones 


obtenidas a partir del análisis realizado por el Consejo Nacional 
de Educación (Brasil, 2017). Otro objetivo es examinar las 
evaluaciones expresadas por actores educativos como la 
Asociación Nacional de Estudios de Posgrado. 

El primer tema que ha estado en el centro de las 
contenciones fue la existencia del propio documento. Si bien la 
elaboración del plan fue objeto de conflicto en 2015, su 
borrador final generó más críticas de la comunidad académica 
en 2017. Según se afirma en el boletín ANPED del 5 de 
diciembre de 2017, esa asociación, así como otras, demandó al 
Consejo Nacional de Educación que suspendiera la votación de 
la BNCC. Sus dirigentes afirmaron que, aunque hubo una 
consulta entre la comunidad de investigación sobre los 
borradores del informe curricular, no se tuvieron en cuenta sus 
contribuciones en la versión final de ese texto. 

Sin embargo, la votación se llevó a cabo a principios de 
diciembre y los asesores aprobaron el BNCC, a excepción de 
dos, quienes manifestaron sus opiniones (que se analizarán más 
adelante). El presidente de la República lo homologó el 20 de 
diciembre de 2017. Hoy es una norma oficial que se 
homogeniza el currículo de todas las escuelas en Brasil. 

En el momento de su homologación, el Ministro de 
Educación empleó una terminología multicultural para decir 
que el BNCC era un documento curricular de vanguardia. Que 
éste debería garantizar que a “Brasil se le considere entre las 
naciones más importantes del mundo en términos educativos”. 
Si bien también garantiza que los hijos de familias necesitadas 
y de clase media tengan el mismo “trato educativo” (Ministro 
de Educación, Mendonca Filho, según lo informado por Clarissa 
Pains, Leticia Fernandes y Patricia Cagni, O Globo, 21/12 / 
2017: 30), continuaron diciendo que “no nos quedamos sólo en 
el discurso. No nos involucramos en un debate estéril. El BNCC 


es plural, ya que respeta las diferencias y los derechos 
humanos. Es el fruto de una construcción colectiva. No es 
perfecto, pero tratamos de encarnar la identidad de un Brasil 
que es amplio y diverso”. 

Sin embargo, a diferencia de esa supuesta declaración 
multicultural, el manifiesto de ANPED sostiene que el hecho 
de tener un documento curricular nacional sería perjudicial 
para la diversidad cultural de Brasil, al imponer un modelo 
nacional homogeneizado para un país plural. Además de la 
crítica mencionada, la construcción compuesta del documento 
no fue tan colectiva como debería haber sido. La crítica de la 
ausencia de un marco multicultural fue evidente en los 
siguientes extractos de los manifiestos producidos por la 
asociación referida. El primero en 2015, el segundo en 2017: 


La creación del BNCC no contempla las dimensiones de la 
diversidad en la educación brasileña. Por lo tanto, existe el 
grave riesgo de arruinar toda la política educativa y ambiental 
en nuestro país. Los asociados de ANPED confirman su 
posición contraria a la BNCC, debido tanto a su metodología 
para su elaboración como a las obvias implicaciones en los 
procesos de evaluación del aprendizaje. La homogeneización 
del currículo y la formación docente; y la amenaza que 
representa para la autonomía de las escuelas (ANPED moción 
12, citada en ANPED, 2017: 1). 

Hay elementos críticos en nuestro juicio sobre el BNCC, 
entre los que se encuentran la [..] homogeneización de las 
pautas curriculares y las implicaciones para la formación 
docente y la autonomía de las escuelas que se vuelven frágiles 
en el contexto de la alta centralización que representa el BNCC 
en la educación escolarizada (..). El ANPED está muy 


preocupado con ese modelo centralizado y homogeneizado 
(Manifiesto de ANPED, diciembre de 2017: 9). 


Para responder a esas críticas, el Ministro de Educación 
elaboró un discurso en el boletín de noticias. Además, el 
documento publicado por el Consejo Nacional de Educación 
que aprobó el BNCC (Brasil, CNE, 2017) se esfuerza por 
demostrar que la existencia de un plan de estudios nacional 
estándar es algo histórico, presente en la legislación brasileña, 
incluida la Constitución Federal (1988). Por otro lado, refuerza 
que además de una base curricular cotidiana, el BNCC hace 
espacio para una parte del currículo diversificado que considera 
las culturas y visiones del mundo regionales y locales (p.21). 
Con ello quiso dar a entender un enfoque multicultural del 
currículo. Además, el multiculturalismo crítico estuvo presente 
cuando el Consejo Nacional de Educación señala que el BNCC 
expresa la centralidad del plan de estudios que deconstruye los 
prejuicios y la intolerancia, que fomenta aceptación y 
reconocimiento de las diferencias. Continúa enfatizando que el 
BNCC también valoró la pluralidad de idiomas, incluidos los de 
personas sordas, desde una perspectiva incluyente. 

Sin embargo, el manifiesto ANPED no percibió esa 
perspectiva multicultural y sostuvo que: 


El BNCC expresa el reconocimiento de la sociedad brasileña 
como multicultural para mejorar la consideración de la 
diferencia [...] Sin embargo, eso lo presenta en un tono 
multicultural liberal, lo que significa que las acciones políticas 
reconocen las diferencias, pero las enfatizan sólo en contextos 
privados. El ANPED percibió en esta versión del informe que 
existe una base universal y homogénea común. Sólo a nivel 
regional se percibe la diversidad contextual, cultural y social, 


localizada como necesaria para la parte diversificada del 
currículo [...] Aunque esas diferencias pueden estar presentes en 
las construcciones curriculares locales, el poder hegemónico de 
lo nacional, lo establecido, “la dimensión curricular universal 
está continuamente reforzada por las políticas de evaluación”. 
ANPED señaló que los materiales pedagógicos distribuidos a 
escuelas y cursos de formación del profesorado deberían 
promover positivamente la jerarquía de los conocimientos. Así, 
legitima la homogeneización del currículo nacional en 
detrimento de la parte curricular local y plural de la 
propuesta... Por lo tanto, el BNCC representa un instrumento 
que apunta a silenciar, marginar y excluir. Aparentemente, bajo 
el pretexto de inclusión, establece criterios y secuencias de 
aprendizaje muy rígidos y estrictos, que deben reforzarse con 
instrumentos de evaluación que se traducirán en números 
descontextualizados que se re relacionarán con la calidad de la 
educación (ANPED Manifiesto, diciembre de 2017: 14). 


En esa perspectiva que defiende la ANPED, el discurso del 
documento es perjudicial para el multiculturalismo poscolonial 
y descolonizador. Terminará creando una visión que descalifica 
a las diferencias incrustadas en los materiales normativos y en 
los grandes procesos de evaluación homogenizados de las 
escuelas, 

Por otro lado, uno percibe la hibridación de esas tendencias 
liberales y aparentemente multiculturales con perspectivas más 
globales cuando la narrativa del referido documento del 
Consejo Nacional de Educación (Brasil, CNE, 2017) dice que el 
BNCC garantiza la adquisición de aprendizaje en niveles 
compatibles con las necesidades contemporáneas. Ello, para 
participar completamente en la sociedad local y global, 
considerando los vínculos con los países de América Latina y el 


Caribe. Esta frase parece apuntar a la influencia de una 
perspectiva multicultural descolonizada, vinculando el 
escenario brasileño multicultural local con la perspectiva 
descolonizada que resalta el Sur Global y desafía la hegemonía 
del Norte. Sin embargo, tal visión puede caer en la trampa, 
señalada correctamente por Park (2017), de reforzar una visión 
dicotómica esencial que congela el Norte y el Sur, ignorando los 
procesos de hibridación en la producción de conocimiento y en 
el currículo en sí, 

Además, esta aparente perspectiva decolonial multicultural 
no parece estar presente en el resto del documento. No surge 
ninguna mención sobre el cambio realizado a la idea inicial de 
contenidos para el programa de estudios de historia, que trata 
sobre las historias y culturas de las poblaciones indígenas y 
afrobrasileñas en beneficio de visiones más conservadoras y 
universales del enfoque histórico del hemisferio occidental del 
Norte sobre el desarrollo humano. Ése es altamente 
centralizado en torno a culturas y visiones del mundo 
expresadas por las perspectivas históricas europeas. 

De hecho, las controversias generadas por una primera 
versión multicultural decolonial del currículo de historia dentro 
del BNCC también se podrían sentir con respecto a identidades 
de género. Tal y como puede observarse en el siguiente 
extracto, en el que el Consejo Nacional de Educación de Brasil 
(Brasil, CNE, 2017) justifica la ausencia del tema de género en 
su versión final: 


El género ha sido objeto de muchas discusiones públicas de 
la BNCC. Por lo tanto, el Consejo Nacional de Educación lo 
dejará para el futuro, a pesar de que reconoce la importancia 
de ese tema para proporcionar el desarrollo de valores y 
actitudes de respeto, tolerancia a la diversidad, pluralismo y 


libertades individuales, combatiendo cualquier forma de 
prejuicio y violencia (Brasil, CNE, Parecer sobre BNCC, 2017: 
30). 


Como puede distinguirse en la cita anterior, el tema más 
controvertido ha sido la identidad de género en las discusiones 
sobre el BNCC. A diferencia del multiculturalismo decolonial 
crítico, el punto de la diversidad de género alimentó las fuertes 
reacciones de los grupos conservadores en Brasil, que tuvieron 
un impacto directo en la última versión del BNCC, en la que la 
identidad de género y su articulación con las directrices 
curriculares desapareció, 

Algunos extractos de los discursos de dos de los consejeros 
del Consejo Nacional de Educación de Brasil que fueron a 
favor y en contra de la aprobación de la BNCC, así como las 
percepciones de la comunidad académica recogidas en el 
manifiesto ANPED ofrecen una instantánea de esas 
controversias: 


Por la presente declaro mi voto contrario a la Revisión que 
se refiere al [...] BNCC porque creo que rompe la unidad de la 
educación básica presentando sólo el plan de estudios de 
educación primaria y prácticamente ignorando la educación 
para jóvenes y adultos. Además, no aborda la especificidad de 
la educación rural ni respeta el principio del pluralismo... 
(Brasil, CNE, 2017: 43). 

En este momento declaro mi voto a favor de la Revisión en 
referencia a la BNCC... Sin embargo, deseo anunciar mis 
restricciones, a saber: el BNCC no ha incluido la educación 
secundaria. Se enfoca sólo en la educación primaria e infantil, 
siendo perjudicial para una visión holística de la educación 
básica. Asimismo, ha excluido las referencias a género y 


orientación sexual, ya que el Ministerio de Educación y la 
mayoría de los miembros del Consejo Nacional de Educación 
terminaron renunciando a las presiones de grupos 
fundamentalistas y ultraconservadores que estaban en contra 
de la inclusión de esos temas en el BNCC (Brasil, CNE, 2017: 
45). 

La desaparición de cualquier mención del tema de la 
identidad de género y la orientación sexual del texto final del 
BNCC evidencia su oposición a la idea de respeto a la 
diversidad. Eso también muestra el nivel de concesiones y 
pactos que el Ministerio de Educación tuvo que hacer para 
complacer a los segmentos conservadores en Brasil... Debido a 
esos convenios, el ANPED manifiesta que la educación es un 
compromiso con la esfera pública, así como con el bien común 
y con la diversidad cultural, aspectos que no fueron tomados en 
cuenta por el documento curricular entregado por el Ministerio 
de Educación para su apreciación por el Consejo Nacional de 
Educación (ANPED, manifiesto sobre el BNCC, diciembre de 
2017, p. 15). 


Como puede observarse en los compendios anteriores, los 
temas multiculturales, su significado y la cuestión de la 
diversidad, en particular de la identidad de género, estuvieron a 
la vanguardia de la polarización de los discursos. Participaron 
todos los actores involucrados en la construcción de las pautas 
curriculares, desde el Ministro de Educación hasta integrantes 
del Consejo Nacional de Educación de Brasil y la comunidad 
académica, tal como se expresa en los manifiestos del ANPED,. 

Respecto a la educación de adultos, el hecho de que el 
informe destacara el currículo para la educación primaria sin 
abordar explícitamente ese nivel significativo de escolaridad 
motivó otras críticas, principalmente en relación con la 


importancia de la alfabetización y la adquisición de habilidades 
numéricas de adultos y las contribuciones de Paulo Freire para 
esa área de educación. De hecho, parece que el documento de 
reforma curricular debería beneficiarse al incluir un tema de 
este tipo entre las prioridades del BNCC, Además, en relación 
con la escuela secundaria, debe señalarse que, en marzo de 
2018, el gobierno envió al Consejo Nacional de Educación un 
borrador con la propuesta de la base curricular para la 
enseñanza secundaria, que no había sido analizada por ese 
Consejo hasta el momento de escribir este capítulo (octubre de 
2018). 

En lugar de ver la construcción de identidad como híbrida y 
transversal, las palabras del ministro, como se recogieron 
anteriormente en el extracto del periódico, parecen evidenciar 
una especie de multiculturalismo liberal que valora la 
diversidad en términos abstractos. Eso refuerza la esencia de 
las identidades y el silencio de las cuestiones de género en el 
currículo escolar, Tal perspectiva está presente en el contexto 
de las diez competencias generales que el BCNN expone en su 
presentación, como se comentó antes, en el cual el enfoque 
estaba en las culturas de identidades colectivas de 
afrobrasileños e indígenas, en lugar de desafiar y condenar al 
racismo. 

Aparte de eso, esas citas también muestran una visión más 
amplia del Estado y su influencia en las reformas educativas, 
en particular con respecto a la medida en que las sensibilidades 
multiculturales son (o no) parte de ellas. Es importante tener 
en cuenta que Brasil ha estado bajo tensiones económicas y 
políticas de 2016 en adelante, cuando los temas que afectaron a 
los presidentes electos y los antiguos presidentes pasaron a 
primer plano. El vicepresidente asumió la presidencia, 
buscando el apoyo popular y académico necesario, con 


implicaciones para las fuerzas que luchan por influir en las 
políticas, incluidas las educativas. 

Como se desprende de los discursos de los asesores del CNE 
y los de la ANPED, parece claro que los grupos conservadores 
de la sociedad fueron lo suficientemente fuertes como para 
alterar los borradores iniciales del BNCC y extirpar el 
multiculturalismo decolonial de la propuesta, eliminando del 
currículo cualquier consideración híbrida/intersección de los 
símbolos de la identidad, en particular la identidad de género y 
de orientación sexual. 

Parece correcto el argumento de que el Estado brasileño es 
una fuerza mediadora que es en sí misma multicultural, híbrida, 
formada por una correlación de fuerzas y presiones de agencias 
de base y visiones mundiales dispares; también de grupos 
plurales dentro de contextos políticos y económicos 
particulares, Hacer concesiones a grupos, los conservadores en 
el presente caso, termina impactando en las pautas curriculares, 
demostrando una vez más que el currículo y las reformas 
educativas en general están lejos de ser neutrales; incorporan 
luchas de poder en torno a su significado y desarrollo. 

En la medida que Brasil comenzó 2018 con elecciones 
nacionales para presidente y gobernadores estatales, puede 
esperarse un nuevo auge en las reformas educativas. En 
cualquier caso, está claro que las pautas curriculares deben 
cumplir con los principales actores educativos para que cobren 
vida: los maestros. Queda por verse hasta qué punto se sentirán 
competentes y, sobre todo, facultados para desarrollar esas 
pautas curriculares. Es factible que luchen, resistan y compitan 
por  hibridaciones curriculares  multiculturales locales 
adicionales que puedan considerar la necesidad de entender las 
identidades plurales como un híbrido, transversal, para elevar a 
las generaciones futuras a los valores de tolerancia y desafiar 


los prejuicios, el racismo y otros factores que influyen en la 
discriminación. 


CONCLUSIONES 


Las Pautas curriculares nacionales de Brasil (Brasil, 2017) 
es un documento que representa una parte relevante de la 
reforma educativa. Se trata de una continuación de políticas 
educativas anteriores orientadas a valorar la diversidad cultural 
y, al mismo tiempo, de preparar a los estudiantes para el 
mercado y entornos laborales. En el presente capítulo sostengo 
que el BNCC encarna las contradicciones y las tensiones entre 
las perspectivas multiculturales decoloniales orientadas a 
combatir los prejuicios y valorar las identidades híbridas por 
una parte; y, por la otra parte, las fuerzas conservadoras en 
favor de un enfoque universal y sin perspectivas de género. 
Esos poderes tradicionales evitan la posibilidad de imbuir el 
currículo con discusiones relacionadas con la tolerancia y el 
desafío a los estereotipos; además, refuerzan la educación y su 
evaluación con criterios universales, 

Las controversias relacionadas con los enfoques decoloniales 
en el contenido curricular, como se ilustra en el programa de 
estudios de historia, así como la presentación inicial y luego la 
ausencia total de identidades de género en el informe 
producido por el Consejo Nacional de Educación, parecen 
reforzar las tensiones entre movimientos conservadores y 
aquellos más sensibles al multiculturalismo. Las polémicas 
aumentan en el escenario de un gobierno temporal que tiene 
que mediar en las presiones para obtener el apoyo necesario 
para efectuar reformas educativas en el contexto político del 
Brasil contemporáneo. La perspectiva  decolonial y 
multicultural sólo ha hecho un avance superficial en la reforma 


educativa. Tal como está ahora, las fuerzas conservadoras 
ganaron la batalla curricular. 

Las percepciones y discusiones recogidas en el expediente 
publicado por el Consejo Nacional de Educación, los correos 
electrónicos y los manifiestos de ANPED y los extractos de los 
periódicos brasileños relacionados con el tema parecen reforzar 
el argumento de que el Estado es en sí mismo un híbrido y una 
entidad multicultural. Actúa dentro del contexto de las 
relaciones de poder que inciden en las narrativas finales de las 
reformas. El caso de Brasil es relevante comparativamente, ya 
que se trata de un país multicultural que posiblemente ha 
producido informes curriculares que valoran su divergencia e 
inculcan en las generaciones futuras la necesidad de combatir 
cualquier forma de violencia contra las identidades plurales, 
incluidas las de género. 

Una perspectiva multicultural que considera la hibridez 
como una lente para analizar tanto la producción como el 
producto de la reforma educativa en Brasil, como se argumenta 
en el presente estudio, ayuda a comprender cómo las fuerzas 
contradictorias con diversos puntos de vista culturales e 
ideológicos impactan en cómo las políticas educativas tienen 
narrativas y discursos. Ha sido producido y percibido en el 
contexto brasileño. Una imagen de la producción de textos de 
reforma educativa como resultado de visiones e identidades 
culturales multiculturales y en conflicto dentro del aparato 
estatal, puede enriquecer la perspectiva de tales políticas, así 
como ilustrar sus desafíos y posibilidades. 
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(VERSIÓN EN ESPAÑOL DE CARLOS ORNELAS) 


5. RESISTENCIAS Y AUSENCIAS EN LA REFORMA 
EDUCATIVA DE PERÚ: EL DESAFÍO DE LAS REFORMAS 
DE SEGUNDO ORDEN EN EL NÚCLEO DE LA PRÁCTICA 
EDUCATIVA 


MARÍA BALARIN Y MARÍA FERNANDA RODRÍGUEZ 


La economía es en el fondo un arte narrativo, un marco a 
través del cual los puntos de datos se entrelazan en historias 
sobre cómo debería funcionar el mundo. 

Nathan Heller, “Take the Money and Run”, The New Yorker, 9 
y 16 de julio, 2018). 


Desde principios de los años noventa, después de una 
década de creciente violencia interna e hiperinflación que llevó 
al colapso casi total del Estado, ha habido una urgencia por 
reformar la educación peruana. En 1992, el Diagnóstico 
General del Sistema Educativo pintó un panorama sombrío 
(Ministerio de Educación de Perú, 1992). Si bien el acceso a la 
educación, especialmente en el nivel primario, se amplió, esto 
ocurrió sin un aumento concomitante en el presupuesto 
nacional para la educación. Por el contrario, desde la década de 
1950, cuando la inversión pública en educación alcanzó su 
punto máximo, la financiación pública había ido disminuyendo 
constantemente. La democratización educativa con respecto al 
acceso se unió a un empobrecimiento del sistema de educación 
pública. En 1991, la inversión anual por alumno fue muy baja: 
162 dólares (Saavedra y Suárez, 2002). Los salarios de los 
docentes eran de menos de 155 dólares por mes (ambos por 
debajo del nivel alcanzado en 1950).* La infraestructura escolar 
era sumamente carente e insuficiente y las escuelas no recibían 
materiales para trabajar (Kin, 2001). 


Durante los casi 30 años que siguieron al momento de 
reconocimiento público sobre la crisis que atravesaba la 
educación pública representada en el Diagnóstico de 1992, el 
sistema educativo peruano ha sido sometido a una serie de 
intentos de reforma integrales y parciales, marcados por 
discontinuidades radicales tanto en los objetivos como en los 
equipos que lideraron las reformas. 

En las siguientes páginas damos cuenta de las últimas tres 
décadas de intentos por reformar la educación pública peruana. 
Proponemos que la mayoría de los esfuerzos se han centrado 
en lograr cambios de primer orden que se enfocaron en mejorar 
la eficiencia y la eficacia del quehacer de las escuelas; y, 
mostramos que ha habido limitaciones significativas para 
promover cambios necesarios de segundo orden en el centro de 
la práctica educativa (Cuban, 1990). 

Este capítulo presenta la dificultad de promover cambios de 
segundo orden en medio de un escenario de política educativa 
propenso a una constante discontinuidad en la definición de los 
discursos y objetivos generales. Donde, además, el significado 
de los discursos y objetivos ha pasado de ser altamente 
idiosincrásico a ser tecnocrático en estricto sentido; haciendo 
de la definición y búsqueda de objetivos de la reforma de 
segundo orden una empresa casi imposible. En los últimos 
años, a medida que se ha instaurado un estilo más tecnocrático 
en la formulación de políticas en el sector público, y en el 
Ministerio de Educación (Minedu) en particular, mejoras en la 
calidad educativa se han igualado a mejoras en los aprendizajes 
en matemáticas y lectura, medidos por pruebas estandarizadas 
que le hacen más difícil a los responsables de la formulación de 
las políticas educativas comprometerse con objetivos costosos a 
largo plazo vinculados a la promoción de cambios 
fundamentales en las prácticas escolares. Hacemos este 


argumento a través de un análisis de los intentos recientes de 
introducir reformas pedagógicas en Perú. 


CRISIS, CAMBIO Y CONTINUIDAD EN LAS ÚLTIMAS 
TRES DÉCADAS DE LA EDUCACIÓN PÚBLICA 
PERUANA 


La historia de las políticas educativas peruanas desde la 
década de 1990 ejemplifica los complejos desafíos de lograr un 
cambio sostenible en la educación. Los primeros intentos de 
reforma se produjeron poco después del diagnóstico de 1992, A 
principios de la década, el gobierno liderado por el presidente 
Alberto Fujimori (1990-2000) intentó incluir reformas en la 
gobernanza del sistema que introdujeron mecanismos del 
mercado en el sector de la educación pública (elección, 
autonomía escolar y el financiamiento guiado por la demanda). 
El gobierno abandonó, poco tiempo después, dichas reformas 
debido a la fuerte oposición de grupos organizados que 
cuestionaron sus objetivos de privatización (Arregui, 1994), 
Durante la segunda mitad de la misma década, los esfuerzos de 
reforma aparecieron bajo la tutela del Programa de 
Mejoramiento de la Educación Primaria (Mecep) financiado 
por el Banco Mundial. Se trató de un paquete integral de 
reformas que buscaba mejorar la infraestructura, gobernanza, 
calidad educativa y la capacidad del sistema educativo para 
monitorear sus avances a través de pruebas estandarizadas y 
datos estadísticos. Si bien no hubo más intentos de introducir 
mecanismos de mercado en la educación pública, la aprobación 
de una ley que liberalizó la inversión privada con fines de lucro 
en educación llevó a un crecimiento masivo del mercado de 
educación privada que se incorporó, paulatinamente, como 


opción educativa para las familias (Balarin, 2015; Balarin, 
Kitmang, Ñopo, y Rodríguez, 2018; Cuenca, 2013; Sanz, 2014). 

En 2000, luego de ganar una reelección inconstitucional, 
evidencia de una profunda corrupción provocó la renuncia del 
presidente Fujimori. Su sucesor, Valentín Paniagua (2000- 
2001), declaró que era necesario reformar el sistema educativo 
para que estuviese más en sintonía con el evidente déficit 
democrático del país. El gobierno llevó a cabo una consulta 
nacional y su diagnóstico fue similar al obtenido a principios de 
los noventa. Una década de inversión enorme a través de 
préstamos internacionales generó pequeños cambios, 

El siguiente gobierno, dirigido por Alejandro Toledo (2001- 
2006), aprobó una nueva Ley General de Educación (2003) que 
se basó en el Proceso de Consulta Nacional. Tenía un fuerte 
énfasis en la democratización y descentralización de un sistema 
educativo altamente centralizado. En 2003, la evidencia de los 
bajos resultados de Perú en las pruebas PISA llevó al entonces 
ministro Carlos Malpica a declarar el sistema educativo en 
“estado de emergencia” y a proponer un Plan de Emergencia 
Sectorial para mejorar la calidad de la educación. Los fondos 
necesarios para implementar el Plan nunca se materializaron. 
Adicionalmente, los constantes cambios ministeriales 
significaron incesantes modificaciones en la orientación de las 
políticas y a poco progreso en cuanto a las mejoras reales en la 
calidad de la educación pública, 

El gobierno siguiente, liderado por Alan García (2006-2011), 
declaró su adhesión a la Ley General de Educación y al Plan 
Nacional de Educación (PNE) que fue preparado por el 
Consejo Nacional para la Educación, una institución incipiente 
que estaba destinada a establecer los objetivos principales del 
sistema educativo nacional. El gobierno de García, sin embargo, 
tomó una dirección distinta a la que se adhirió en su discurso y 


a la que la Ley y el PNE exigían. El Minedu dio un giro radical 
en los esfuerzos de descentralización y se centró en un pequeño 
número de políticas que arrojaron pocos resultados sostenibles. 
Más tarde, estas políticas serían cuestionadas por la calidad de 
su gasto público. 

En 2011, el siguiente gobierno dirigido por Ollanta Humala 
(2011-2016) comenzó con un esfuerzo comprometido con la 
reforma educativa. Su primera ministra de educación, Patricia 
Salas, buscó definir una agenda de reforma más explícita, 
alineada con los objetivos establecidos en la Ley General de 
Educación (2003) y el Plan Nacional de Educación. Las 
políticas educativas adquirieron un fuerte enfoque en la 
descentralización y en el fortalecimiento de las capacidades de 
liderazgo administrativo y pedagógico a nivel local y regional. 
Las políticas de Salas también tenían un sólido compromiso 
con la equidad, a través de un énfasis en acortar la brecha de 
calidad rural-urbana en la educación. El paquete de reforma 
central, aprobado durante su mandato, fue una reforma 
importante en la ley que rige la profesión docente, haciéndola 
más meritocrática, Este cambio llevó a una huelga prolongada 
que le costó a Salas el cargo. 

Actores políticos y sociales criticaron a Salas por no lograr 
resultados rápidos con respecto al rendimiento de alumnos de 
primaria inicial en las evaluaciones nacionales. Su sucesor, 
Jaime Saavedra, asumió el cargo con un fuerte compromiso 
reformista y la promesa de producir mejoras más rápidas en los 
resultados educativos medidos a través de pruebas 
estandarizadas. Para ello dio prioridad a la infraestructura 
escolar, la promoción de programas pedagógicos, mejoras en la 
gobernanza institucional, la reforma de la profesión docente a 
lo largo de líneas meritocráticas y una reforma del sistema de 
educación superior. Su carrera también inauguró un enfoque 


más basado en la evidencia y en la formulación de políticas 
sustentada en datos fácticos. Saavedra fue censurado por un 
Congreso impregnado de fuertes intereses, principalmente 
vinculado a universidades privadas que se oponían a la 
Reforma de la Educación Superior del Minedu. El mismo 
Congreso llevó a la renuncia de su sucesora, Marilú Martens, 
quien estaba siguiendo sus propuestas de reforma, esta vez 
apoyando la inclusión desde una perspectiva de género en el 
currículo nacional. Esto, a su vez, dio lugar a una oposición 
altamente conservadora y organizada, dirigida principalmente 
por grupos evangélicos neo-pentecostales. 

La discontinuidad radical en la formulación de políticas, que 
se expresa no sólo en los cambios constantes en los equipos 
ministeriales (23 ministros en 28 años) sino, también, en la 
frecuente renovación de las orientaciones políticas, se ha 
traducido en una especie de estancamiento en la agenda de la 
política educativa. 

En los casi 30 años desde que salió la primera muestra que 
evidenció el grado de crisis de la educación peruana, las 
mejoras han sido lentas. Es cierto que Perú ha dado pasos 
notables para mejorar el rendimiento académico de aquellos 
que se encontraban más rezagados; además, lo ha hecho en un 
contexto donde ha crecido el acceso a la educación (la 
inscripción a la educación primaria es ahora universal y en la 
educación secundaria el nivel alcanza 86% de la población en 
edad escolar). El país también ha logrado mejoras significativas 
en la reducción de las tasas de deserción y repitencia (que pasó, 
respectivamente, de 18,68% a 10.4% y de 30% a 3% entre 
principios de los años noventa y 2017).2 De acuerdo con los 
resultados de PISA 2015, Perú es el país latinoamericano que 
ha mejorado en mayor proporción sus resultados educativos a 
comparación con los resultado de 2012 (Rivas, 2015). La 


Evaluación de Estudiantes del Censo (ECE) registró mejoras 
similares.? Mientras que en 2012, 49% de los estudiantes se 
ubicaba en el nivel más bajo de logros, para 2018, sólo 28.6% de 
los estudiantes se encontraba en ese nivel. Entre esos mismos 
años, la proporción de estudiantes que alcanzó el nivel 
“satisfactorio” más alto en las pruebas por poco se triplicó, 
pasando de 12.8% a 34.1%.* 

A pesar de estas mejoras, después de 30 años de intentos 
parciales y discontinuos de reforma, los maestros peruanos 
siguen siendo de los peor pagados en la región (Díaz y Ñopo, 
2016); la brecha en la infraestructura educativa es masiva 
(Glave, 2015) y la desigualdad sigue siendo un problema crítico. 
En el segmento más pobre de la población, casi uno de cada 
dos jóvenes abandona la escuela o no completa su educación a 
tiempo. El índice de repitencia en escuelas públicas es ocho 
veces más alto que en el índice en escuelas privadas 
(Guadalupe, León, Rodríguez y Vargas, 2017: 186-198). Más 
aún, a pesar de que las mejoras son visibles en el nivel de 
educación primaria, poco ha cambiado en el nivel de educación 
secundario, donde los resultados de aprendizaje permanecen 
alarmantemente bajos.* 

Además, en los últimos 30 años la segregación 
socioeconómica escolar se ha profundizado. Investigaciones 
recientes muestran que el sistema educativo en Perú se ha 
convertido en el más segregado socioeconómicamente de la 
región (Rivas, 2015) y que el sistema escolar es ahora mucho 
más desigual que el conjunto de la sociedad del país 
(Benavides, León y Etesse, 2014). La investigación sugiere que 
esta tendencia podría deberse a la naturalización de la elección 
en un contexto en el que el Minedu promovió el crecimiento de 
la educación privada, permitiendo que muchas familias 
desistieran de la oferta pública y se trasladen a un mercado 


educativo altamente desregulado, donde la calidad y los 
resultados se estratifican de acuerdo a las líneas de precios 
(Balarin y Escudero, 2018). 

Las últimas dos décadas de las políticas educativas peruanas 
se revisan en un libro reciente El estado de la educación en el 
Perú (Guadalupe et al., 2017), en el que los autores encuentran 
un impresionante grado de continuidad en los problemas que 
conforman la agenda de la política educativa. Sugieren que, si 
bien las ideas sobre políticas han evolucionado, los problemas 
de las reformas de hoy son, en gran medida, los mismos que se 
plantearon a principios de los años noventa en el Diagnóstico 
General de la Educación Peruana. 


REFORMAS DE SEGUNDO ORDEN PARA CAMBIAR 
EL NÚCLEO DE LA PRÁCTICA EDUCATIVA 


La distinción entre cambios de primer y segundo orden es 
valiosa para analizar las reformas educativas. Cuban (1990: 73) 
describe los cambios de primer orden como aquellos que: 
“intentan hacer lo que existe más eficiente y eficaz, sin alterar 
las características de la organización, ni alterar sustancialmente 
las formas en que los adultos y los niños desempeñan sus 
funciones”. 

En comparación, los cambios de segundo orden buscan 
alterar la disposición fundamental de las escuelas y los sistemas 
escolares: “Éstos reflejan grandes insatisfacciones con los 
arreglos actuales [e] introducen nuevos objetivos, estructuras y 
papeles que transforman formas familiares de hacer las cosas 
en nuevas formas de resolver problemas... reformas [que] 
buscan alterar la autoridad existente, los roles y los usos del 
tiempo y el espacio (p. 73)”. 


Parte de la literatura sobre la reforma escolar considera las 
reformas de primer orden desde una perspectiva algo más 
negativa, como cambios cosméticos o superficiales; mientras 
que los cambios de segundo orden se presentan como aquellos 
que aportan reformas significativas a las escuelas, que a su vez 
alteran la comprensión filosófica sobre la naturaleza de la 
enseñanza y el aprendizaje (Goodman, 1995). Según Fouts 
(2003): 


Una de las razones por las que las escuelas permanecen sin 
cambios es que las reformas o los cambios [pueden] haber sido 
de naturaleza superficial o arbitraria en su adopción. A 
menudo, los maestros y las escuelas [siguen] el proceso de 
adoptar las nuevas prácticas, pero los cambios [no son] 
profundos ni duraderos, En otras palabras, las manifestaciones 
externas de los cambios [están] presentes, pero las ideas o la 
filosofía detrás de los cambios [no son] entendidas, mal 
entendidas o rechazadas. En consecuencia, cualquier cambio 
sustancial en la experiencia dentro del aula o en la cultura 
escolar no logra arraigarse [...] La ilusión de cambio se crea a 
través de una variedad de actividades, pero la experiencia 
cualitativa para los estudiantes en el aula permanece igual 
cuando las ideas que impulsan la práctica diaria permanecen 
sin cambios (p.20). 


La continuidad de los problemas de efectividad y eficiencia 
en la educación peruana (es decir, la infraestructura y la 
calidad de la enseñanza), que se muestra arriba, sugiere que las 
reformas de primer orden se han movido a un ritmo lento. Más 
aún, los cambios de segundo orden han sido todavía más 
difíciles de lograr. Desde la década de 1990, el Perú ha 
realizado varios intentos por introducir reformas de segundo 


orden en el sistema educativo. Éstas han incluido un amplio 
cambio en la pedagogía, desde las prácticas de instrucción 
tradicionales que se centraron en el aprendizaje memorístico, 
en las que los estudiantes sólo se involucraban pasivamente y 
que, en consecuencia, causaban mucho desinterés en su propio 
proceso de aprendizaje, hasta nuevas prácticas de instrucción 
más activas y participativas (Hunt, 2001). También, una 
reforma curricular que pasó de un currículo prescriptivo basado 
en contenidos a un currículo más abierto basado en resultados, 
y centrado en el desarrollo de competencias amplias (en lugar 
de la adquisición de conocimientos específicos) (Ferrer, 
Valverde y Esquivel Alfaro, 1999). Asimismo, una reforma 
descentralizada de la gobernanza del sistema educativo 
(Ministerio de Educación del Perú, 1992, 2012). Y, finalmente, 
un cambio en la profesión docente que ha buscado hacerla más 
meritocrática. Si bien todas estas reformas existen en papel (es 
decir, leyes y documentos), la introducción de cambios tanto en 
la gobernanza del sistema como en las prácticas escolares sigue 
siendo un objetivo difícil de alcanzar. 

Un estudio reciente realizado en escuelas públicas urbanas 
en Perú (González, Eguren y Belaúnde, 2017) sugiere que parte 
de los problemas más fundamentales en las prácticas escolares 
que se encontraron a principios de los años noventa aún 
prevalecen. En 1992, el Diagnóstico General de la Educación 
Peruana mostró que existían graves problemas en las prácticas 
dentro del aula (Ministerio de Educación del Perú, 1992). Este 
último, se reveló, siguió un modelo de arriba hacia abajo muy 
tradicional, centrado en la transmisión y memorización de 
contenido específico, sin que los estudiantes tengan 
oportunidades de resolución de problemas, reflexión o 
pensamiento crítico. Además, los estudiantes recibieron poca o 
ninguna retroalimentación formativa a través de las 


evaluaciones escolares. Para 2017, Gonzales et al. muestran que 
si bien se han producido algunos cambios positivos con 
respecto a las interacciones entre alumnos y maestros 
(específicamente una reducción en la violencia física y verbal 
de los maestros hacia los estudiantes), la capacitación de los 
maestros aún es insuficiente. Las clases se continúan 
organizando principalmente en torno al contenido curricular 
que trata, de manera muy superficial, principalmente utilizando 
estrategias de preguntas y respuestas que apuntan hacia una 
respuesta preespecificada y precisa, en lugar de generar ideas y 
pensamientos y sin proporcionar a los estudiantes una 
retroalimentación adecuada, ni oportunidades para analizar, 
crear o criticar ideas (p. 33). Otros estudios también han 
mostrado que los estudiantes peruanos reciben insuficientes 
oportunidades de aprendizaje en las escuelas (Cueto, León, 
Ramírez y Azañedo, 2006; Cueto, León, Ramírez y Guerrero, 
2016). 

Una explicación para el paso lento del cambio en las 
prácticas escolares podría apuntar al punto de partida 
superficial desde el cual comenzaron las reformas. Según lo 
discutido por Hunt, una de las principales dificultades que 
enfrentó la administración del Minedu en la década de 1990 
cuando los primeros intentos en el cambio de instrucción 
empezaron fue que: 


Muchos maestros [...] sabían prácticamente nada sobre la 
enseñanza. No era que fueran maestros buenos sino anticuados; 
el problema era que la mayoría de ellos no estaban 
familiarizados con los métodos de enseñanza tradicionales. No 
sabían cómo organizar un aula, cómo planificar una lección o 
secuencia de lecciones, cómo planificar un día o una semana, 
Sabían casi nada acerca del proceso de evaluación y no sabían 


cómo diagnosticar las necesidades de los estudiantes ni cómo 
proporcionar instrucción a grupos pequeños para reforzar las 
habilidades necesarias (Hunt, 2001: 9). 


Sin embargo, otra explicación apuntaría a la falta de un 
discurso político consolidado y comunicable en cuanto a qué 
procesos están vinculados a la calidad educativa y cómo 
debería desarrollarse una práctica deseable en la escuela y el 
aula; así como la falta de apoyo financiero y político para la 
implementación de políticas que buscaban lograr un cambio en 
el núcleo de los procesos educativos. Con esto, queremos decir, 
siguiendo a Elmore (1996), los cambios en la forma en que: 


[...] Los maestros entienden la naturaleza del conocimiento 
y el papel del estudiante en el aprendizaje, y cómo estas ideas 
sobre el conocimiento y el aprendizaje se manifiestan en la 
enseñanza y el trabajo en clase. El “núcleo” también incluye la 
disposición estructural de las escuelas, como el diseño físico de 
las aulas, las prácticas de agrupación de estudiantes, las 
responsabilidades de los maestros para los grupos de 
estudiantes y las relaciones entre los maestros en su trabajo 
con los estudiantes; así como los procesos para evaluar el 
aprendizaje de los alumnos y su comunicación a los estudiantes, 
maestros, padres, administradores y otras partes interesadas 


(p.2). 


El núcleo pedagógico es, en otras palabras, fundamental 
para cualquier proceso educativo. La literatura sugiere que para 
cambiar el núcleo, las reformas deben considerar a toda la 
escuela como la unidad de cambio y deben incluir a todos los 
actores que componen la comunidad escolar, en lugar de 
dirigirse a procesos o actores específicos dentro de las escuelas 


(Smith, 2015). Al referirse a los procesos de reforma en 
Estados Unidos, Elmore critica que los cambios institucionales 
no hayan tocado el núcleo pedagógico, sino que lo hayan 
modificado sólo de manera tangencial. Como ejemplo, explica 
los cambios constantes en la organización del horario escolar, 
acompañados por mudanzas en la distribución del contenido 
curricular y en la extensión o reducción del tiempo pedagógico. 
Si bien estas modificaciones tienen un impacto en la forma en 
que se desarrolla el aprendizaje o en el tiempo que los 
maestros tienen para generar contenido, no se vinculan 
explícitamente a los cambios fundamentales en la forma en que 
los conocimientos se adquieren y se entienden, ni en el papel de 
los profesores y estudiantes en este proceso (Elmore, 1996: 3). 

En Perú, tanto las reformas de primer orden como las de 
segundo orden han sido propensas a discontinuidades y giros 
fundamentales entre las administraciones ministeriales. Esto ha 
ralentizado el ritmo de la implementación, a menudo afectando 
la definición y comunicación de los objetivos de las políticas y 
generando confusión entre los maestros y los administradores 
escolares. Sin embargo, ninguna reforma ha sufrido más que las 
que han intentado alterar el núcleo de la práctica educativa en 
las escuelas. 

Si bien los cambios en el núcleo educativo pueden ser 
difíciles de lograr, esto no significa que las escuelas no 
experimenten cambios constantes con relación a los elementos 
pedagógicos. De hecho, las escuelas están siempre cambiando: 
modifican los métodos de evaluación, cambian las herramientas 
de los maestros, adoptan nuevos planes de estudio o crean 
nuevos mecanismos de gestión educativa (Elmore, 1996: 5). Sin 
embargo, muy a menudo, tales variaciones no reflejan cambios 
más fundamentales en la forma en que se produce el 


aprendizaje o en la manera en que las escuelas producen 
conocimiento. 

La literatura acerca del cambio escolar sugiere que, para que 
las reformas del núcleo pedagógico funcionen y produzcan 
efectos duraderos, el cambio debe ser sistémico (involucrando a 
todos los niveles administrativos) y debe tomarse a toda la 
escuela como la unidad de enmienda (en lugar de centrarse en 
cambiar a los individuos, como los directores o maestros). Las 
transformaciones en el núcleo educativo deben involucrar a 
funcionarios gubernamentales en los niveles administrativos 
más altos, así como a funcionarios ejecutivos de nivel meso y 
local; además de otros actores en organizaciones no 
gubernamentales que buscan influir en la práctica educativa, 
Tal como se analiza en la literatura sobre implementación de 
políticas, las políticas y programas educativos no tendrán éxito 
si los actores a nivel local y escolar, incluidos los padres, no se 
comprometen a cambiar y si las reformas no permiten cierto 
grado de contextualización y cierto margen de toma de 
decisiones para que los actores locales adapten las propuestas a 
su contexto local (Hill y Hupe, 2014). 

Las reformas integrales de segundo orden toman tiempo, 
pero no se deben subestimar los efectos que pueden tener en 
las escuelas y en la comunidad educativa. Tales reformas, por 
lo tanto, necesitan de un periodo de ajuste que los funcionarios 
no siempre toman en consideración en el apuro de la 
implementación de políticas y la presión política para obtener 
resultados rápidos en los logros del aprendizaje. 

Las reformas de segundo orden también deben diseñar 
estrategias de ampliación adecuadas. Sin ellas, no se podría 
lograr sostenibilidad e impacto a largo plazo (Fullan y Miles, 
1992; Hopkins, Harris, Stoll, y Mackay, 2010). Como Hopkins et 
al. sugieren: “la transformación del sistema depende del 


desarrollo de una práctica excelente, compartida, demostrada y 
adoptada en todas las escuelas” (Hopkins et al., 2010: 16). Una 
vez más, esto requiere tiempo y el compromiso de recursos 
financieros considerables. 


RETOQUES DEL NÚCLEO DE LA PRÁCTICA 
EDUCATIVA EN LAS ESCUELAS PÚBLICAS PERUANAS 


Desde principios de la década de 1990, ha habido dos 
intentos parciales por provocar cambios en el núcleo de la 
práctica educativa, pero sólo uno califica como reforma. 

El Diagnóstico General de la Educación Peruana realizado 
en 1992, señaló problemas significativos en la calidad de las 
prácticas escolares y en el aula. Uno de los componentes 
principales del Programa de Mejora de la Calidad de la 
Educación Primaria (Mecep) financiado por el Banco Mundial y 
el Banco Internacional de Desarrollo, que articuló los esfuerzos 
de reforma fue: la mejora de la “calidad educativa”. Este 
componente se centró en la revisión de los planes de estudio, el 
desarrollo y la provisión de textos y materiales escolares y la 
capacitación de maestros en servicio. Todas estas iniciativas 
políticas se unieron en torno a la idea de introducir un cambio 
significativo en el núcleo de la práctica educativa. Su objetivo 
era hacer que el sistema pasara de un enfoque tradicional a la 
enseñanza y el aprendizaje, que se centraba en la memorización 
y los hechos, y en el que los docentes se encontraban en el 
centro de la práctica en el aula, a un enfoque más activo de la 
enseñanza y el aprendizaje, donde los estudiantes podían 
participar activamente en el proceso de aprendizaje, y que les 
permitiría desarrollar capacidades para el pensamiento crítico y 
la resolución de problemas (Hunt, 2001). Mejorar la calidad 
significaba, por lo tanto, cambiar el núcleo educativo. 


Sin embargo, cambiar el núcleo fue una tarea difícil de 
vender. Hunt analiza cómo los fondos gubernamentales, 
destinados a complementar el apoyo financiero de fuentes 
extranjeras, nunca se materializaron. Asimismo, el apoyo 
administrativo para el componente de calidad de Mecep, la 
parte dirigida al núcleo, disminuyó con el tiempo a medida que 
el gobierno  enfatizaba objetivos más  capitalizables 
políticamente, como infraestructura (que recogió 60% de todo el 
presupuesto del programa). Sumado a esto, el programa de 
capacitación docente (Plancad) (componente central del 
cambio) enfrentó el desafío de promover las variaciones 
mencionadas anteriormente dentro de una fuerza laboral 
docente que apenas estaba preparada para realizar las tareas 
más básicas que se esperan de la profesión, y tenía que hacerlo 
con menos recursos de lo esperado. 

El programa de entrenamiento fue una hazaña. Alcanzó a 
casi 90 000 maestros de primero a sexto grados. Sin embargo, 
lo hizo en extensas sesiones de capacitación que fueron 
subcontratadas a proveedores locales de calidad variable. Los 
maestros a menudo cambiaban de escuela y muchos tenían que 
trabajar con directores y familias que no estaban familiarizados 
(y no apoyaban) los cambios propuestos. Con el tiempo, las 
innovaciones promovidas por el programa de capacitación 
fueron difíciles de sostener (Hunt, 2001). 

Cuando el presidente Fujimori renunció (por fax desde 
Japón), después de haber “ganado” un tercer mandato 
inconstitucional a través de elecciones fraudulentas —y después 
de que se filtrara a la prensa evidencia visual de una profunda 
corrupción en el centro de su gobierno-, la reforma educativa 
estuvo, una vez más, en el centro del discurso político. El 
presidente interino, Valentín Paniagua, enfatizó nuevas 
reformas para democratizar el gobierno institucional a través 


de la descentralización y los mecanismos participativos, para 
inhibir la cooptación de la inversión educativa con fines 
políticos. Una consulta a nivel nacional sentó las bases para el 
desarrollo de una nueva Ley General de Educación, así como 
para la creación del Consejo Nacional para la Educación. El 
Consejo se encargó del desarrollo del Proyecto de Educación 
Nacional que estableció los objetivos principales y orientó las 
políticas con una visión a largo plazo. 

Durante la primera década del milenio, los discursos 
políticos se mantuvieron sorprendentemente silenciosos sobre 
la importancia de reformar el núcleo de la práctica educativa, 
Durante ese tiempo, la noción de calidad educativa se enfocó, 
cada vez más, en resultados mesurables. En la década de 1990, 
otro de los componentes de Mecep se enfocó en desarrollar un 
sistema para medir el rendimiento estudiantil. Ésta sería una de 
las políticas más sostenidas a lo largo de las siguientes décadas. 
Aunque el gobierno de Fujimori era reacio a publicar los 
resultados de las evaluaciones nacionales que mostraban el bajo 
nivel del rendimiento estudiantil, los gobiernos posteriores 
realizaron pruebas nacionales estandarizadas anualmente en el 
segundo grado de la educación primaria (una característica 
central de la toma de decisiones sobre políticas educativas). 
Hasta 2015, los resultados de las pruebas anuales mostraron 
poco progreso. 

No fue hasta el periodo 2011-2016, durante el gobierno de 
Ollanta Humala, que un énfasis en lograr cambios en el núcleo 
de la práctica educativa volvería a adquirir un espacio central 
en los discursos de reforma educativa. Aunque con diferentes 
enfoques para el cambio, los dos ministros de educación 
durante el gobierno de Humala, Patricia Salas (2011-2013) y 
Jaime Saavedra (2013-2016), propusieron una agenda de 


reforma que trajo los cambios al núcleo pedagógico, al centro 
de la reforma educativa. 

Salas, socióloga de profesión, asumió el cargo de Ministra de 
Educación en 2011 con una fuerte orientación hacia la reforma 
educativa. En la memoria institucional del Minedu de 2012, 
afirmó que: 


[...] es imperativo cambiar el eje de los debates y 
preocupaciones educativas nacionales hacia el aprendizaje, en 
lugar de seguir centrándose únicamente en la infraestructura 
educativa o en los problemas de capacitación docente, como ha 
sido habitual en el país. Avanzar en este proceso requiere 
cambios importantes en el sistema educativo, una gran 
transformación [..] (Ministerio de Educación de Perú 2012: 11). 


Como se sugiere en la cita, Salas puso un fuerte énfasis en 
una reforma de segundo orden. Esto la llevó a desarrollar una 
serie de políticas centradas en cambiar los problemas 
sistémicos, como la precariedad de la profesión docente y las 
condiciones de trabajo de los docentes, el mejoramiento de la 
administración ministerial a nivel central, local y regional, con 
énfasis en acortar la brecha rural-urbana en la calidad 
educativa, la reforma pedagógica y el plan de estudios. 

La reforma más significativa de este periodo tuvo lugar en 
2012, cuando el Minedu introdujo una ley de reforma de la 
carrera docente (Ley de Reforma Magisterial) que hizo que los 
avances en la profesión docente fueran meritocráticos y se 
basaran en evaluaciones obligatorias del desempeño de los 
docentes. La ley también introdujo un aumento en los salarios 
de los maestros y la posibilidad de ascenso y promoción 
profesional a través de concursos públicos. Para acompañar y 
promover los cambios deseados en las prácticas de enseñanza, 


el Minedu diseñó e inició la implementación de una serie de 
programas de apoyo pedagógico para maestros. Estos 
incluyeron capacitación y tutoría individual (conocida como 
“acompañamiento pedagógico”) y desarrollaron un Marco 
Referencial para la Práctica Docente (Marco del Buen 
Desempeño Docente) que definió las características 
profesionales, el conocimiento y las habilidades pedagógicas 
que se esperan de los maestros a lo largo de las etapas de su 
carrera, Este documento guiaría las políticas de capacitación, 
evaluación y reconocimiento de maestros (Ministerio de 
Educación de Perú, 2012). 

La aprobación de la nueva Ley de Reforma Magisterial dio 
lugar a una huelga prolongada que costó a Salas el cargo. En el 
Congreso, la oposición cuestionó su supuesta incapacidad para 
manejar la crisis que había provocado la huelga. Al final, sin 
embargo, la nueva ley quedó aprobada. En 2013, Salas intentó 
reformar el Plan de Estudios Nacional, pero esta tarea quedó 
sin terminar. Ella dejó el cargo ese mismo año. 

Continuando con este esfuerzo, el economista Jaime 
Saavedra asumió el cargo con un sólido compromiso reformista 
y la promesa de producir mejoras más rápidas en los resultados 
educativos medidos a través de pruebas estandarizadas. 
Saavedra dio prioridad a los programas pedagógicos en su 
agenda de reforma, que también incluyó aumentos en la 
infraestructura escolar, la gestión escolar y la profesión 
docente. El objetivo era buscar una reforma sistémica, que 
luego incluiría cambios en la educación superior y un enfoque 
más basado en la evidencia y basado en datos para la 
formulación de políticas. En materia de política curricular y 
docente, Saavedra fue más agresivo que su predecesora e 
implementó la reforma curricular que había quedado sin 
terminar (que luego fue contraproducente para su sucesor) y 


logró obtener el apoyo del Sindicato Nacional de Docentes para 
la nueva ley. 

Los programas (o intervenciones) prioritarios de Minedu 
para el periodo incluyeron los llamados Programas de Apoyo 
Pedagógico para todos los niveles y modalidades de educación 
básica.? A pesar de que Saavedra y los medios de comunicación 
no los publicitaron como una reforma, tales opciones buscaron 
realizar cambios en el núcleo pedagógico de la práctica 
educativa mediante la promoción de una serie de procesos 
integrados que tenían a las escuelas como su principal unidad 
de cambio. Dicha orientación en los cambios a nivel escolar 
significó un vaivén en el enfoque del Minedu para la 
formulación de políticas. De un énfasis en intervenciones 
separadas o “fórmulas mágicas” (Smith, 2015) a un compromiso 
con intervenciones más complejas que buscaron cambios en 
todas las dimensiones internas de la práctica escolar. 

El más completo de los programas pedagógicos fue el 
Soporte Pedagógico Urbano (SPU), dirigido a escuelas primarias 
urbanas. El programa incluyó cuatro líneas de acción 
integradas: 1] El fortalecimiento de los equipos de gestión 
escolar y las prácticas de enseñanza. 2] Un programa de 
refuerzo escolar para niños con menores logros de aprendizaje. 
3] La provisión oportuna de materiales y recursos educativos. 
4] Administración escolar dirigida a fortalecer las capacidades 
de gestión institucional para el liderazgo pedagógico y para 
trabajar con las familias y otros actores relevantes de la 
comunidad cercana a la escuela. 

Aunque el programa no propuso un cambio significativo en 
la pedagogía escolar, siguió el enfoque de la reforma anterior 
en promover prácticas de enseñanza más activas y atractivas. 
También buscó mejorar las capacidades de los maestros para 
planificar sus lecciones y evaluar el progreso de sus 


estudiantes. El plan proporcionó a los maestros no sólo talleres 
de capacitación (que se realizaron dos veces en el año escolar), 
sino también incluyó una tutoría pedagógica individualizada 
dentro del aula, enfocada en proporcionar a los docentes 
estrategias y herramientas de enseñanza básicas, así como 
promover la autocrítica, análisis y reflexión sobre prácticas de 
enseñanza. 

Si bien hubo un margen de mejora, las propuestas del SPU y 
su enfoque en promover cambios a nivel escolar e incluir 
tutorías individuales para maestros estuvieron muy en línea con 
lo que la literatura sugiere que son estrategias adecuadas para 
cambiar las prácticas de enseñanza e influir en la base 
educativa. En 2015, dos diferentes evaluaciones (Balarin, 
Rodríguez y Escudero, no publicadas; Chinen y Bonilla, 2017) 
resaltaron la solidez de la estrategia de diseño e 
implementación del programa y sugirieron que poco después de 
cumplido el año del inicio de la implementación, mostraban 
impactos positivos, aunque -—razonablemente-— todavía muy 
incipientes en términos de rendimiento estudiantil en las 
pruebas nacionales estandarizadas. 

El programa, sin embargo, era costoso. Su implementación, 
al aplicarlo a todo el sistema, significó la movilización de una 
serie completa de nuevos actores, como tutores de enseñanza, 
maestros de apoyo para las lecciones de refuerzo después del 
horario escolar, coordinadores locales y regionales. Así como 
inversiones en talleres de capacitación y gastos relacionados 
con visitas escolares. Las negociaciones entre los líderes del 
programa y la Oficina de Planificación Estratégica del Minedu, 
a cargo del presupuesto, fueron tensas. Este último exigió 
resultados a corto plazo, visibles en las mejoras de las 
evaluaciones nacionales anuales. Poco a poco se redujeron las 
características del programa que se consideraban demasiado 


caras: la cantidad y la duración de los talleres de capacitación 
para maestros, la cantidad de visitas de tutores a las escuelas. 

En 2016, una importante crisis gubernamental generada por 
un Congreso que se opuso a la Reforma de la Educación 
Superior promovida por Saavedra llevó a la destitución del 
Ministro. Su sucesora también fue destituida por el mismo 
Congreso, plagado de intereses privados y conservadores, que 
también estaban en contra de la introducción de una 
perspectiva de género en el currículo escolar. El nuevo 
ministro, Idel Vexler, reintrodujo un estilo de formulación de 
políticas que parecía extinto: idiosincrático, no basado en 
evidencia, ni propenso a la rendición pública de cuentas, ni 
para justificar cambios en las políticas. El ministro despidió a 
la mayoría de los funcionarios de nivel medio y alto, incluidos 
muchos de los responsables de las reformas pedagógicas. 

A lo largo de este tiempo, SPU y los demás programas de 
reforma pedagógica sufrieron tantos cambios que, al final, 
quedó poco de su diseño original. A principios de 2017, una 
nueva crisis gubernamental llevó al presidente Pedro Pablo 
Kuczynski a renunciar. Su vicepresidente, Martín Vizcarra, 
asumió el cargo. Una nueva administración asumió el ministerio 
y algunos de los colaboradores de Saavedra volvieron a ingresar 
al Minedu. Todavía no hay un discurso público claro sobre la 
dirección y los objetivos que guiarán las políticas educativas. El 
nuevo ministro, un joven tecnócrata, parece enfocado en 
administrar las políticas ya existentes. El discurso a nivel 
informal sugiere un despido de los programas pedagógicos 
debido a su alto costo y poco impacto en la mejora de la 
calidad educativa: mejoras a corto plazo en los resultados de 
las evaluaciones nacionales en lenguaje y matemáticas.” 


LA DIFICULTAD DE REUNIR EL APOYO POLÍTICO 
PARA CAMBIOS EN EL NÚCLEO DE LA PRÁCTICA 
EDUCATIVA 


Generar cambios de segundo orden en los sistemas 
educativos es siempre una tarea difícil. Requiere esfuerzos 
constantes, así como compromisos políticos y financieros a lo 
largo del tiempo. Cambiar el núcleo de la práctica educativa es 
uno de los desafíos más difíciles que enfrentan los 
reformadores de la educación, ya que implica cambiar: la 
comprensión del proceso educativo de los docentes y demás 
actores involucrados; la naturaleza del conocimiento y cómo se 
adquiere, y la compresión de su propio papel en el desarrollo 
de las capacidades de sus alumnos para adquirir y producir 
conocimiento. 

La historia de los dos intentos más recientes para lograr 
cambios en el núcleo educativo de las escuelas públicas 
peruanas, y su relevo, nos deja algunas lecciones para las 
reformas de segundo orden. 

La primera lección puede ser acerca de la dificultad de 
desarrollar una narrativa convincente sobre la necesidad de un 
cambio en la práctica educativa y cómo dichos cambios se 
conectan con mejoras en la calidad. Los responsables de las 
políticas educativas rara vez tienen la última palabra sobre el 
financiamiento. Por el contrario, necesitan convencer a otros 
políticos, con control sobre las finanzas, sobre la solidez de su 
narrativa para el cambio. Además, necesitan desarrollar planes 
de implementación sólidos con objetivos claramente definidos y 
alcanzables a corto, mediano y largo plazos. 

Al comparar los dos intentos de reformar el núcleo de las 
prácticas educativas en Perú, encontramos que el primero tenía 
una narrativa mucho más clara sobre los cambios en los 


procesos escolares y de aula que se necesitan para producir una 
educación de buena calidad. Este promovió un enfoque en el 
aprendizaje en lugar de la enseñanza, procesos dentro del aula 
más activos y participativos. Así como menos control del 
docente sobre el proceso de aprendizaje, menos énfasis en la 
transmisión del conocimiento y el aprendizaje de memoria; y 
más relevancia al razonamiento del propio estudiante, su 
capacidad de pensar y de obtener conocimientos. Sin embargo, 
ese intento de reforma no contó con una implementación clara 
y sólida ni con una estrategia de ampliación. Los cambios que 
se deberían producir eran expresiones de deseo y estaban muy 
lejos de las realidades de las aulas donde los maestros apenas 
sabían cómo realizar las tareas más básicas de la profesión. Los 
diferentes elementos que integraban el componente de calidad 
del programa de reforma de la década de 1990 no estaban 
adecuadamente articulados; la capacitación docente fue 
insuficiente y el hecho de que se dirigiera a maestros fuera de 
las escuelas significaba que los cambios no serían sostenibles en 
el tiempo. 

La década de los noventa terminó en un caos político que 
desestimó las reformas propuestas durante el gobierno de 
Fujimori. La característica de la siguiente década fue de un 
enfoque muy errático a la formulación de políticas que estuvo 
marcado por discontinuidades radicales en las direcciones y 
estilos de liderazgo muy idiosincrásicos en el Minedu (Balarin, 
2006). La atención en la necesidad de cambio en el núcleo 
educativo no tuvo parte en los discursos políticos. 

Durante esos años, sin embargo, una serie de cambios 
fueron rehaciendo el escenario político. A medida que el 
Ministerio de Economía y Finanzas estableció un sistema de 
presupuesto basado en resultados, diferentes sectores se 
tornaron, lentamente, hacia un estilo de formulación de 


políticas más basado en la evidencia y orientado hacia los 
resultados. Paralelamente, asociado a eso, se estableció una 
cultura de evaluación nacional; la calidad educativa se convirtió 
en sinónimo de mejoras en matemáticas y lenguaje, medidas en 
las pruebas anuales nacionales estandarizadas. El Minedu 
dirigió su mirada hacia la búsqueda de “fórmulas mágicas” que 
pudieran provocar mejoras rápidas en esos resultados, al menor 
costo posible. La formulación de políticas educativas se estaba 
volviendo más tecnocrática y esto significó una especie de 
cambio epistemológico en la comprensión de los formuladores 
de políticas de qué objetivos valdría la pena perseguir. Como 
sugiere Cuban (1990), “el juicio de si un cambio es una mejora 
descansa en la mente del que mira” (p. 83). 

Mientras que el gobierno de 2011 a 2016 puso un fuerte 
énfasis en las reformas pedagógicas que buscaban afectar el 
núcleo de la práctica educativa, el compromiso con tales 
reformas ha ido disminuyendo. El costo de la implementación, 
así como el lento ritmo de los cambios y los resultados 
producidos por las reformas, lo justifican en parte. La agitación 
política y los cambios ministeriales del periodo 2016-2018 
también desempeñaron un papel importante. La resistencia, por 
lo tanto, parece ser una característica crucial de la educación 
peruana. 

Sin embargo, a esto se suma, una vez más, la incapacidad de 
construir una narrativa sólida y públicamente justificable sobre 
la necesidad de un cambio en el núcleo de la práctica educativa 
como un medio para mejorar la calidad de la educación, debido 
a que la definición de la calidad educativa está muy restringida 
y sólo se consideran resultados prescritos basados en las 
pruebas estandarizadas. La narrativa de cómo hacer que las 
prácticas escolares y las prácticas dentro del aula sean más 
relevantes (para promover el tipo de capacidades para el 


aprendizaje profundo, reflexivo y crítico que los estudiantes 
necesitan) no tienen cabida en el discurso político actual. Tales 
capacidades para aprender y desarrollar conocimiento son 
cruciales para que el sistema educativo cumpla con los 
objetivos que tanto la economía como la democracia del país 
requieren. 
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(VERSIÓN EN ESPAÑOL DE MANUELA DE SZYSLO) 


1 Para 1991, el salario de los maestros era de alrededor de 
500 nuevos soles en la moneda local, lo que significaba sólo 


2 INEI-Censos Nacionales: IX de Población y IV de Vivienda 
1993 y Unidad de Estadística Educativa del Ministerio de 
Educación del Perú (Escale). 

3 La Evaluación de Estudiantes del Censo (ECE)_es un 
examen nacional realizado anualmente por el Minedu, Busca 
obtener información sobre el desempeño en matemáticas y 
lectura de estudiantes de segundo y_cuarto grado en la escuela 
primaria  y_ estudiantes de segundo grado en escuelas 
secundarias, 

* Estos cambios pueden atribuirse,_en parte,_al crecimiento 


5 En 2016, el logro de 32,3% de los estudiantes que asistían 
al segundo grado de educación secundaria estaba por debajo del 
nivel más bajo de “inicio” de los resultados de las pruebas. Sólo 
11.5% y_ 14.5% de los estudiantes lograron un nivel satisfactorio 


de Perú, 2017), 


6. LA PARADOJA DEL PODER EN ECUADOR: 
GOBERNABILIDAD Y REFORMA EDUCATIVA, 2007-2015 


JORGE BAXTER 


En la última década, varios países de América Latina 
(Argentina, Chile, Brasil, Ecuador, Perú, México, Colombia y 
Costa Rica) han intentado reformas educativas para mejorar la 
calidad (Grindle, 2004; Minteguiaga, 2014; Bruns and Schneider, 
2016). La inversión en educación ha aumentado en América 
Latina en los últimos 15 años, pasando de un promedio de 2.4% 
a alrededor de 4.5% del PIB (Junta, 2006). Los responsables de 
la formulación de políticas públicas en la mayoría de los países 
tienen ahora acceso a las supuestas “mejores prácticas” 
mundiales y a la asistencia técnica de grupos como la Unesco, 
el Unicef, el Banco Mundial y organizaciones internacionales no 
gubernamentales que participan en la reforma de la educación, 
Sin embargo, a pesar del acceso al conocimiento, la asistencia 
técnica y los crecientes niveles de inversión, muy pocos países 
de América Latina han experimentado una mejora sostenible 
en los resultados del aprendizaje. 

Una posible razón de este bajo desempeño educativo en 
América Latina puede tener menos que ver con la adopción del 
paquete de políticas “correctas”, y sí, tendría más que ver con 
temas más amplios de gobernabilidad, ya que varias décadas de 
reformas neoliberales socavaron la capacidad de los estados 
para aplicar eficazmente las reformas políticas (Rhodes, 1997), 
En el sector educativo de muchos países de América Latina, el 
poder estaba cada vez más fragmentado y disperso entre los 
actores no estatales, incluidos los organismos donantes 
internacionales, los sindicatos de docentes, las organizaciones 
de la sociedad civil e incluso las empresas privadas. En el caso 


de Ecuador, esta fragmentación del poder llegó a sus extremos 
antes de la llegada de Rafael Correa Delgado, presidente de 
Ecuador (2007-2017). 

A partir de su elección en 2007, el presidente Correa centró 
gran parte de su esfuerzo y capital político en reconstruir la 
autoridad y la capacidad del Estado, no sólo para formular, 
sino también para ejecutar políticas públicas. Este capítulo se 
centra en el impacto percibido del programa de construcción 
del Estado sobre la reforma educativa y la política y, en 
particular, explora las siguientes preguntas: 

«¿Cuáles son las narrativas que compiten en torno a la 
gobernabilidad y qué revelan sobre las políticas de la reforma 
educativa de Rafael Correa? 

«¿Cuáles son las implicaciones para el cambio educativo y 
las teorías de gobernabilidad? 


Este capítulo se basa en una investigación realizada sobre 
las reformas educativas en Ecuador durante la administración 
de Rafael Correa de 2007 a 2015, El estudio proporciona 
información sobre las complejas maneras en que la política 
(entendida como la luchas por el poder) da forma a la política 
educativa (Schattschneider, 1935; Weir, 2006) y el trabajo de 
los académicos para descubrir las nuevas formas emergentes de 
gobernabilidad educativa que combinan jerarquía, mercado y 
redes (Ball and Junemann, 2012; Torfing, 2012). 


MÉTODOS 


Este estudio utiliza el análisis narrativo de políticas (Stone, 
2002; Roe, 1994; Hajer, 1995; Fischer, 2003; Jones et al., 2014). 
Existen varios enfoques para el análisis narrativo de políticas, 
Stone (2002), Hajer (1995) y Fisher (2003) ejemplifican el 


enfoque interpretativo, mientras que Roe (1994) y Jones et al. 
(2014) utilizan un enfoque más estructural. Los enfoques 
interpretativos sostienen que la combinación de lenguaje, 
discurso y poder representa una fuerza constitutiva que actúa 
sobre el mundo social. Por lo tanto, un enfoque interpretativo 
no sólo se ocupa de la explicación de la realidad, sino que 
aporta diferentes perspectivas sobre un tema, promoviendo así 
la argumentación política y la democracia deliberativa (Fischer, 
2003; Yanow, 2014). 

En el libro Science of Stories, Jones et al. (2014) presentan 
un enfoque estructural de lo que ellos llaman el “Marco de la 
política narrativa” (por sus siglas en inglés NPF). Describen el 
NPF como la aplicación de enfoques metodológicos objetivos 
(es decir, ciencia) a la realidad social subjetiva (es decir, 
narrativas de políticas). Los estructuralistas argumentan que la 
realidad consiste en hechos científicos, que son más estables en 
su naturaleza, así como en conceptos construidos socialmente 
que son inestables y susceptibles a interpretaciones cambiantes 
y competitivas. Desde esta posición ontológica, entender la 
política implica trazar sistemáticamente los “significados 
variables que los individuos o grupos dan a los procesos 
asociados a las políticas públicas” (Jones et al., 2014). 

Según el enfoque del Marco de políticas narrativas de Jones 
et al. (2014), los sistemas de creencias vinculan estos 
significados, ideologías, normas y, por lo tanto, no son 
aleatorios. Además, identifican estructuras dentro de las 
narrativas (personajes, tramas y escenarios) que son 
generalizables. Desde el enfoque del NPF, los elementos 
estructurales universales incluyen el escenario, los personajes, 
la trama y la moraleja de la historia. Así, el escenario es, en su 
mayor parte, el marco que establece y enmarca el problema de 
la política dentro de un contexto. Se trata de hechos menos 


controvertidos que dan contexto a la cuestión. Los personajes 
son presentados como héroes con la solución a un problema de 
política, villanos como quienes crearon y causaron el problema 
y, también, las víctimas. La trama suele incluir una revelación 
posterior de situaciones que se mueven desde el principio, 
luego desde el medio hasta el final. La moraleja de la historia 
contiene la solución política final o las lecciones aprendidas 
desde la perspectiva de una narrativa en particular (Jones et 
al., 2014). 

El enfoque adoptado en este estudio se sitúa dentro del 
enfoque interpretativo del análisis narrativo de políticas, pero 
se basa en algunos de los elementos más estructurales 
propuestos por Jones et al. (2014). En lugar de producir 
conceptos generalizables, el objetivo principal es generar ideas 
útiles sobre las políticas de cambio de la educación. Algunas de 
estas percepciones pueden ser específicas del contexto y estar 
relacionadas con los contenidos históricos, culturales y políticos 
únicos de Ecuador, mientras que otras pueden ayudar a 
comprender la dinámica detrás de un cambio educativo en 
otros ambientes. 

La investigación incluyó entrevistas semiestructuradas con 
24 participantes individuales del gobierno, incluyendo 
ministros, viceministros y subsecretarios; maestros y directores 
de escuelas de diferentes áreas del Ecuador; sindicatos de 
maestros; sociedad civil; y líderes de organizaciones 
internacionales.* 


GOBERNABILIDAD 


La gobernabilidad tiene múltiples significados y usos, pero 
en este estudio se refiere a las fronteras cambiantes entre los 
sectores público, privado y organizaciones, y en particular al 


papel cambiante del Estado desde los años ochenta (Bevir and 
Rhodes, 2010; Rhodes, 2012). En las sociedades modernas, es 
común la toma de decisiones colectivas en torno a diferentes 
tipos de temas, incluida la educación. La teoría de la 
gobernabilidad enfatiza tres formas principales en las que las 
sociedades se organizan para tomar decisiones colectivas: la 
jerarquía, los mercados y las redes. 

El Estado de bienestar de mediados del siglo XX encarna un 
modo jerárquico de gobierno. Este modo de autoridad está 
centrado en el Estado, es burocrático, de arriba hacia abajo y se 
centra en el mando y el control. Las leyes y normas oficiales, 
los sistemas de control y ejecución y la distribución de los 
recursos garantizan el cumplimiento. De esta manera, la 
gobernabilidad jerárquica ha sido decisiva para promover el 
desarrollo de la educación en relación con la ampliación del 
acceso a la educación para todos los ciudadanos (Carnoy, Gove 
y Marshall, 2007). 

Desde finales de la década de 1970, un conjunto de 
esfuerzos de reformas que apuntan a aumentar la eficiencia y 
la eficacia dentro del Estado desafía su papel como un sistema 
centralizado y jerárquico de planificación y formulación de 
políticas. La ideología neoliberal sustenta estos esfuerzos de 
reforma. La creencia fundamental de los neoliberales es que los 
mercados (a diferencia de los estados y las burocracias) son los 
mecanismos más eficaces y eficientes para resolver problemas 
colectivos y asignar recursos, tanto públicos como privados. La 
Nueva gestión pública (NGP), respaldada por la ideología 
neoliberal, se centra en la introducción de cuasi mercados y la 
competencia en la prestación de servicios públicos, 
principalmente a través de la subcontratación de la ejecución 
de programas a actores privados y de la sociedad civil. La 
NGP, también, se centra en el desempeño y la rendición de 


cuentas de las instituciones públicas, introduciendo orientación 
basada en los resultados y en la satisfacción de los usuarios 
(Tolofari, 2005; Spreen, 2001). 

En términos generales, la aplicación de políticas neoliberales 
en los años ochenta y noventa (desregulación, ajuste 
estructural, austeridad fiscal, descentralización y privatización) 
debilitó el control de los estados sobre los actores sociales y 
aumentó la fragmentación en los ámbitos político y social. Una 
consecuencia no intencionada de las políticas neoliberales fue 
el crecimiento de los movimientos sociales y de las 
organizaciones o grupos del tercer sector fuera del gobierno. En 
parte, este crecimiento puede verse como una respuesta de los 
actores sociales para defender los derechos políticos, cívicos y 
sociales que estaban siendo atacados por las políticas 
neoliberales. Por otro lado, las redes oO grupos de 
organizaciones políticas, tales como los grupos de presión y los 
grupos de interés, se multiplicaron y crecieron en fuerza bajo el 
neoliberalismo como consecuencia de un Estado cada vez más 
fragmentado y un vacío de poder. Durante este periodo, los 
académicos enfatizaron una nueva forma de organización 
social, llamada “gobernanza por redes” (Ball y Junemann, 2012; 
Sorenson y Torfing, 2007). La gobernanza por redes hace 
referencia a una colaboración más orgánica, informal y 
espontánea entre un gran número de organizaciones sociales 
interdependientes. De ahí que, lograr el cumplimiento de la 
gobernanza por redes se hace a través de la confianza y la 
afiliación. Ésta nueva forma de organización social se percibe 
cada vez más como una alternativa a otras formas de gestión 
para abordar los denominados “problemas retorcidos” que 
surgen en un contexto de creciente complejidad e 
incertidumbre (Bourgon, 2011).2 


Algunos académicos de la gobernabilidad han argumentado 
que la creciente difusión del poder político provocado por la 
globalización y el neoliberalismo no condujo necesariamente a 
un debilitamiento del Estado, sino a un cambio en la forma en 
que los gobiernos ejercen su influencia y control (Peters y 
Pierre, 1998). Estos académicos señalaron que en los Estados 
surgió una nueva metagobernanza que pasó de las formas 
directas de coerción y los instrumentos políticos a “gobernar a 
través de la gobernanza”, dirigiendo a los actores sociales en 
formas más indirectas a través de los poderes regulatorios y las 
redes de políticas para desarrollar las agendas políticas, 
coproducir e implementar políticas, y aumentar legitimidad. 

Las tres formas de gobernabilidad (jerarquía, mercado y red) 
coexisten y se sobreponen. En algunos casos, se perciben 
nuevas formas de gestión. Éstas se denominan heterarquías, o 
la combinación de jerarquías y redes (Ball y Junemann, 2012). 
También vemos el surgimiento del “nuevo Estado regulador” 
que, en su naturaleza policéntrica y descentralizada, es distinto 
del “viejo” Estado centrado y jerárquico (Levi-Faur y Gilad, 
2004). Ciertos discursos asociados con una forma de gobierno 
pueden predominar durante periodos con consecuencias 
esenciales para la política. Desde una perspectiva histórica, el 
discurso de la gobernabilidad jerárquica centrada en el Estado 
prevaleció desde los años cincuenta hasta los setenta, con el 
surgimiento del Estado de bienestar y los discursos de 
modernización. A principios de los años ochenta surgió un 
discurso de gobernabilidad de mercado que dominó la política y 
la planificación por los veinte años siguientes. Posteriormente, 
a principios de la década de los 2000, la gobernabilidad por 
redes ganó popularidad entre responsables de la formulación de 
políticas y académicos. Más recientemente se ha vuelto a 
prestar atención a la importancia de la construcción del Estado 


y de la capacidad institucional, debido al fracaso percibido de 
los esfuerzos de promoción de la democracia y el desarrollo en 
ciertas regiones del mundo como Oriente Medio, África y Haití 
(Collier, 2008; Fukayama, 2004). 

En las siguientes secciones se presentan narrativas sobre la 
gobernabilidad de la educación de diferentes actores de la 
política en Ecuador desde 2007 hasta 2015. El objetivo es 
explorar y desagregar estas diferencias entre los distintos 
actores, mediante la comparación de la competencia por las 
narrativas de políticas en torno a la reforma de arriba hacia 
abajo, mirando tanto por dentro como por fuera. Al revelar 
estas narrativas de políticas que compiten entre sí, el estudio 
pretende generar una visión de la compleja interacción entre la 
gobernabilidad y la política en el contexto de las reformas 
educativas. 


NARRATIVAS DE GOBERNABILIDAD EDUCATIVA 
EN ECUADOR: 2007-2015 


Desde 2007 hay una vigorosa batalla discursiva en torno al 
desarrollo nacional en Ecuador, reflejada dentro del sector 
educativo. Esta batalla se centra en la definición del papel del 
Estado en el desarrollo, en quién participa en el 
establecimiento de la agenda política y en los significados de 
conceptos como gobernabilidad, público, participación y 
educación de calidad. 

La narrativa dominante sostiene que es responsabilidad 
exclusiva del Estado recuperar la naturaleza pública del 
sistema educativo y establecer la agenda política. Este papel 
requiere un Estado fuerte para retomar el control sobre las 
decisiones clave en políticas de los donantes internacionales y 
de los actores corporativos locales. La historia contada por los 


entrevistados comienza con la descripción de la crisis de 
gobernabilidad en la educación en Ecuador durante el periodo 
neoliberal, desde aproximadamente 1980 hasta 2006. Los 
villanos en esta narrativa son los donantes internacionales, las 
élites oligárquicas locales, los partidos políticos corruptos, el 
sindicato de maestros y varias organizaciones de la sociedad 
civil. El gobierno enmarca a estos grupos como obstáculos para 
el cambio. En esta historia fueron ellos quienes explotaron el 
sistema educativo para perseguir sus intereses privados en 
detrimento del interés público. Los héroes, en este caso, son el 
presidente y un grupo de burócratas reformistas que 
intervinieron activamente en nombre de todos los ciudadanos 
para arrebatar el poder a estos grupos y transformar el Estado 
para servir al interés público y promover una revolución 
ciudadana y educativa. 

La contranarrativa central cuestiona la definición de 
gobernabilidad y “público” centrada en el Estado. Se propone 
una conceptualización más amplia de la gobernabilidad, en la 
que los actores sociales, las comunidades locales y el Estado 
definen conjuntamente la agenda, los objetivos y las estrategias 
de la política educativa. Esta narrativa apunta a las 
contradicciones de la retórica de Correa que distorsionan los 
términos “revolución ciudadana” y “Buen Vivir” para 
enmascarar un proyecto educativo y político más neoliberal y 
conservador. Esta contranarrativa, considera que el enfoque de 
Correa sobre la gobernabilidad educativa es: tecnocrático, 
centralizado, jerárquico, insular y excluyente. 


El escenario: la larga noche neoliberal 


Según casi todos los entrevistados para este estudio, en 
particular los ministros y altos funcionarios del gobierno de 


Correa, consideran que la historia comienza con el periodo 
anterior al de Correa, de los años ochenta al 2006 y durante la 
llamada “larga noche neoliberal”. Las políticas neoliberales, 
incluyendo la austeridad fiscal y el ajuste estructural, no 
condujeron a un Estado más eficiente y mejor administrado, 
tampoco a mercados más productivos y a mejores resultados en 
materia de política social. Por el contrario, se percibía que las 
políticas neoliberales contribuían a la inestabilidad política y al 
malestar social, socavando la autoridad y la capacidad del 
Estado para gestionar las reformas y, en última instancia, 
provocando una disminución de los resultados del bienestar 
social, 

Bajo el régimen neoliberal, los sectores sociales como la 
educación y la salud fueron los más afectados. A pesar de la 
retórica sobre la necesidad de mejorar la calidad de la 
educación, el gasto de la educación como porcentaje del gasto 
público se redujo en casi 50% entre 1980 y 1990 (Luna Tamayo, 
2014). Esto ocurrió independientemente del discurso sobre la 
necesidad de mejorar la calidad de la educación. Si bien la 
burocracia educativa disminuyó en tamaño, permaneció 
jerárquica y sus capacidades se vieron severamente limitadas. 
Como explicó un alto funcionario del Ministerio en el gobierno 
de Correa: 


El Ministerio era una pirámide. En la cima estaba el 
Ministro de Educación y sólo había una persona debajo, que era 
el Subsecretario de Administración y Finanzas. El trabajo del 
ministro era ir a los cocteles y saludar. El papel del 
Subsecretario era pagar los salarios. El Ministerio estaba tan 
centralizado que el ministro tenía que aprobar las vacaciones 
de todos los profesores del país personalmente, a través de un 
documento que tenía que ser firmado personalmente por el 


ministro. ¡Fue un desastre! (funcionario del Ministerio, 
comunicación personal, 23 de enero de 2013). 


Además de estas cuestiones estructurales, la mayoría del 
personal de los ministerios carecía de las cualificaciones y 
competencias necesarias para gestionar reformas. El mismo 
funcionario del Ministerio destacó este punto: “Al igual que en 
otros lugares de América Latina, no teníamos un sistema 
meritocrático para seleccionar funcionarios calificados. En el 
caso del Ministerio de Educación, era un sistema que pagaba 
salarios y eso es todo. En su mayor parte era sólo una 
burocracia (funcionario del Ministerio, comunicación personal, 
23 de enero de 2013)”. 

Dada la estructura y composición de la burocracia, el 
Ministerio se centró en las funciones administrativas de bajo 
nivel. En adición, el clientelismo político explotó los puestos 
burocráticos y otros recursos limitados. Una evaluación sobre la 
gobernabilidad en la región, del Banco Interamericano de 
Desarrollo (BID), caracterizó a la burocracia ecuatoriana con 
baja en autonomía y baja en capacidad (Lora, 2007). Muchos de 
los insumos y servicios primarios necesarios para que un 
sistema educativo funcione (como los salarios y los materiales) 
eran insuficientes. Según un encuestado de la dirección del 
Ministerio, a veces no se pagaba a los maestros durante meses, 
lo que inevitablemente provocaba ausentismo y huelgas 
(funcionario del Ministerio, comunicación personal, 23 de enero 
de 2012). 

Bajo este escenario, la implementación efectiva de la 
educación se vuelve casi imposible. La falta de dirección 
política por parte del gobierno creó un vacío de poder que 
incrementó los incentivos para que los “grupos que buscan 
ventajas” se organicen y procuren retornos para la acción 


política, creando esencialmente lo que Cohen y Rogers (1995: 
17) llaman una “democracia de negociación” (en ingles 
bargaining democracy). 


Los beneficiarios de la anarquía 


Varios responsables políticos de alto nivel y líderes de 
organizaciones de la sociedad civil entrevistados para este 
estudio notaron cómo la disminución de la capacidad 
institucional del gobierno ecuatoriano y sus ministerios 
benefició a toda una serie de actores fuera del Estado, 
comenzando por las propias organizaciones internacionales y 
pasando por las organizaciones no gubernamentales (ONG) 
locales y organizaciones privadas (representante de la sociedad 
civil, comunicado personal, 22 de enero de 2013). Durante las 
décadas de 1980 y 1990, la influencia de las organizaciones 
internacionales sobre la política social creció y, según varios 
analistas ecuatorianos, la agenda educativa se desvinculó cada 
vez más de las cuestiones y prioridades nacionales y locales 
(Luna Tamayo, 2014; Torres, 2006): “La mayoría de los 
programas de la política social se llevaron a cabo en las 
oficinas de las Naciones Unidas; la educación, en particular, con 
la Unicef. La Unesco tuvo menos presencia (representante de 
una organización de la sociedad civil, comunicación personal, 
23 de enero de 2013)”. 

Tres grandes reformas financiadas por el Banco Mundial y 
el BID se centraron en la descentralización y la creación de una 
red de escuelas. La premisa era que estas reformas mejorarían 
la calidad y la capacidad, tanto del Ministerio como de los 
maestros en las escuelas. Los programas no sólo fallaron en 
mejorar el aprendizaje, sino que también contribuyeron a 
aumentar los conflictos que socavaron la capacidad de gobernar 


el sector (Whitman, 2009; funcionario del Ministerio, 
comunicación personal, 23 de enero de 2013). 

La creciente influencia de las organizaciones internacionales 
y de los organismos donantes sobre el sector se combinó con la 
creciente intervención del Sindicato del Personal Docente y de 
las ONG en el establecimiento del programa y los objetivos de 
la educación: 


Un Ministerio débil, sin autoridad ni capacidad, provocó una 
excesiva intromisión del Sindicato del Personal Docente en las 
decisiones administrativas y burocráticas, por una parte, y una 
presencia excesiva de organizaciones internacionales y ONG en 
la definición de las políticas educativas, por otra. No es que la 
participación de los grupos sociales sea mala, pero cuando el 
Ministerio no tiene fuerza institucional y no tiene claridad 
sobre las políticas institucionales, entonces es peligroso porque 
cada grupo tiene una opinión basada en sus intereses 
particulares y no necesariamente en los intereses del público en 
general (Exministro de Educación de Correa, comunicación 
personal, 15 de abril de 2014). 


Otro Ministro de Educación de Correa hizo eco en temas 
similares: 


Había muchas cuestiones anárquicas relacionadas con la 
falta de gobernabilidad en el sistema. Toda persona, toda 
institución, incluso las organizaciones internacionales, hacen 
política pública. Sin un ministerio fuerte, cualquiera (ONG, 
municipalidades, alcaldes) hizo política. Eso hizo que el sistema 
fuera caótico, con una gran variedad de actores que ofrecían 
educación con criterios diferentes. La educación privada se 
proliferó con un crecimiento indiscriminado y fue privilegiada 


sobre la oferta pública (Ministro de Educación, comunicación 
personal, 2 de marzo de 2013). 

Durante ese periodo, la educación pública fue semiprivada y 
las escuelas que carecían de recursos cobraban derechos de 
admisión, libros de texto, materiales y uniformes. La 
desigualdad dentro del sistema educativo creció a través de lo 
que parecía ser una oferta no organizada de educación, sin un 
currículo común que permitiera a los niños y niñas adquirir las 
habilidades necesarias para ser agentes más proactivos en su 
futuro (Viceministro de Educación, comunicación personal, 2 
de marzo de 2013). 


Bermeo (2008) publicó un estudio sobre la época en que 
Correa asumió el cargo y evalúo la situación de la 
gobernabilidad educativa a nivel local, estatal, municipal y 
distrital. El estudio incluyó aportes de funcionarios y expertos 
territoriales locales. El informe destaca la falta de coordinación 
y de poder de decisión a nivel local: 


No hay articulación con el territorio entre escuelas, entre 
niveles de escolaridad, entre entidades locales y nacionales. No 
hay procesos de aprendizaje e intercambio que permiten a las 
escuelas aprender colectivamente. No existen procesos 
colectivos de desarrollo o aprendizaje docente entre los 
alumnos. Hablar del sistema educativo ecuatoriano es una 
aspiración, porque lo que realmente se tiene es una profunda 
fragmentación y atomización de los establecimientos educativos 
(Bermeo, 2008, p.11). 


Muchas reformas en América Latina son principalmente 
simbólicas. Los líderes políticos tienen pocos incentivos para 
implementar la reforma educativa, particularmente aquellos 


que se ocupan de la transformación del sistema. Esto se debe a 
la brevedad de los plazos, también al hecho de que este tipo de 
reformas son complicadas y suelen generar conflictos. Como 
resultado, cada rato los estados adoptan nuevas leyes y planes 
de educación a largo plazo, pero muy poco de esto se 
implementa. 

La prevalencia de políticas simbólicas puede tener que ver 
con la debilidad de las instituciones en Ecuador y otros países 
de América Latina. Las teorías sobre los estados fallidos y 
frágiles sostienen que la falta de penetración del Estado en las 
instituciones sociales conduce a su incapacidad para 
proporcionar bienes públicos esenciales, como la educación 
(Migdal, 1988; Centeno, 2002). En las últimas décadas en 
Ecuador, se puede ver la dinámica del esfuerzo mutuo entre la 
formulación de políticas simbólicas y la debilidad de la 
capacidad del Estado. 


LA TRAMA: RECUPERAR LO “PÚBLICO” DE LA 
EDUCACIÓN 


En 2006, Correa formó una coalición con la izquierda 
democrática, el partido indígena Pachakutik y los partidos 
socialistas. Correa se basó en una plataforma antineoliberal que 
priorizaba la reducción de la carga de la deuda externa, 
invirtiendo en programas sociales, soberanía política e 
integración regional con gobiernos de izquierda de ideas afines, 
Se comprometió a lanzar un “revolución ciudadana”, 
instituyendo profundas reformas económicas y políticas, 
comenzando con un referéndum para obtener la aprobación de 
la ciudadanía para reescribir la constitución. 

La piedra angular del proyecto político de Correa 
representaba un modelo alternativo de desarrollo económico y 


social. La Constitución de 2008 y el Plan Nacional de 
Desarrollo: Buen Vivir 2009-2013, articulaban esta alternativa. 
Así, adopta una política de redistribución con un fuerte énfasis 
en la inclusión social, la participación ciudadana y la 
diversidad. También, pide un retorno de planificación central 
del Estado en el desarrollo económico y social. 

Dada la escasa organización de esta coalición, Correa fue 
recibido por los ciudadanos como semiindependiente de 
cualquier partido y poder económico en particular. Cuando 
Correa tomó el poder, se enfrentó a una oposición 
conservadora importante en el Congreso. Dada la campaña 
combativa y el discurso de Correa, era casi seguro que la 
mayoría en el Congreso, que estaba a manos de los 
conservadores, bloquearía cualquier intento de reforma. 


Autonomía del Estado 


En sus primeros días en el cargo, Correa hizo varios 
movimientos políticos que le permitieron a su gobierno, 
incluyendo al Ministro de Educación, cierta autonomía y 
espacio para gobernar. Estas acciones incluyeron la eliminación 
de los grupos de oposición en el Congreso, el avance de un 
referéndum para reescribir la constitución, la creación de 
empresas públicas en áreas estratégicas como la energía, la 
minería y los servicios públicos, la reducción de la deuda 
externa y la consumación de una serie de reformas legales que 
le dieron a su administración más control sobre la agenda 
pública. No obstante, la oposición calificó estos pasos como 
antidemocráticos. Desde la perspectiva del gobierno, estas 
acciones fueron necesarias para reequilibrar las escalas y 
recuperar el poder de grupos arraigados que habían capturado 
el Estado y la economía (Gallegos, 2010). 


Dentro del sector educativo, Correa también trabajó para 
reconfigurar el poder entre el Estado y varios actores, 
incluyendo organizaciones y donantes internacionales, el 
sindicato de maestros y la sociedad civil. Un exministro de 
educación describió esto como la creación de una “política de 
Estado” más amplia: 


Si tengo una fundación y arreglo 20 escuelas en el 
vecindario y desarrollo un programa atractivo, entonces soy 
alguien que se preocupa por la educación. Eso no es malo en sí 
mismo, especialmente en las sociedades pobres. Pero cuando 
una política de Estado dice: “No, señor, ésta es una política más 
amplia” o “No, señor Banco Internacional, no quiero sus 
préstamos para la educación, quiero que invierta en 
infraestructura hidroeléctrica, pero yo mismo financiaré la 
educación”, esto implica un cambio sustancial en la política 
pública (Exministro, comunicación personal 14 de abril de 
2014). 


La autonomía relativa del Estado de los organismos 
donantes internacionales, de las élites empresariales, de los 
militares y de otros actores sociales son un componente 
fundamental de la gobernabilidad democrática (Bowen, 2015). 
Esta autonomía es relativa porque otros grupos y actores 
sociales que a menudo tienen intereses creados en el statu quo 
y que ¡intentan bloquear reformas que implican una 
redistribución de beneficios siempre penetran en el Estado. Sin 
embargo, en ciertas coyunturas políticas, los líderes políticos 
son capaces de recuperar el suficiente control político, no sólo 
para establecer un curso político diferente, sino también para 
ponerlo en práctica, 


Capacidad del Estado 


Cuando Correa asumió el cargo en 2007, muchos de los 
representantes de la sociedad civil y de los movimientos 
sociales que alguna vez se opusieron al gobierno se encontraron 
en su gabinete. Ellos trajeron una agenda educativa, validada 
socialmente con anterioridad, para el plan de educación de los 
próximos 10 años. Dicha agenda fue desarrollada a través de un 
proceso de tres años de diálogo social (antes de 2007) y fue 
ratificada por los ciudadanos durante las elecciones 
presidenciales en una votación especial. 

Sin embargo, después de los primeros años, era evidente 
para el Ministerio que el Plan Decenal tenía deficiencias en 
cuanto a su aplicación y debía actualizarse para ajustarse más a 
la nueva Constitución y al nuevo Plan Nacional de Desarrollo. 
En 2009, debido en parte a las crecientes críticas al Plan 
Decenal sobre la calidad del progreso, el Ministerio comenzó a 
centrar su atención en establecer la base jurídica para 
profundizar ciertos aspectos de la reforma. Este fundamento 
jurídico fue un primer paso necesario en el programa de 
construcción del Estado: 


El proceso de recuperación de la autoridad y la rectoría del 
Ministerio es complicado y muy difícil Comenzó con la 
legislación y la creación de una nueva ley de educación. ¡Eso 
fue un verdadero triunfo! Se agregaron varios elementos clave 
a esta ley, como el concepto de participación ciudadana, el 
concepto de interculturalidad y el principio de que la educación 
no es sólo un derecho sino también un bien público. Una 
mayoría absoluta en la asamblea aprobó la ley, a pesar de sus 
muy diversas opiniones políticas. Esto es interesante (Ministro 
de Educación, comunicación personal, 2 de marzo de 2013). 


En consecuencia, la ley contribuyó a consolidar la autoridad, 
la jurisdicción y el poder del Estado sobre el sector de la 
educación, al tiempo que establecía los parámetros legales para 
las reformas que abordan la calidad, como la contratación y la 
promoción profesional de los docentes, la evaluación de la 
educación y cuestiones relacionadas con los obstáculos 
tradicionales a la reforma, como las protestas de los docentes. 

Correa y su Ministro de Educación, Raúl Vallejo (2007- 
2010), se dieron cuenta de que necesitaban algo más que 
legislación y una retórica fuerte para hacer avanzar la reforma 
educativa, especialmente cuando se trataba de progresar en el 
incremento de la calidad en la educación. Su equipo ejecutivo 
se centró en el fomento de la capacidad interna del Ministerio 
para llevar a cabo mejoras mediante la introducción de 
diversos cambios fundamentales, como la reestructuración del 
Ministerio, el desarrollo de la capacidad de planificación 
estratégica, el establecimiento de criterios de contratación y 
normas de rendimiento. 

El primer paso consistió en reestructurar el Ministerio de 
Educación para reflejar su nueva intención de formular y 
ejecutar la política: “Cuando Raúl Vallejo ingresó, creó un 
Subsecretario de Calidad, luego un Viceministerio de 
Educación. ¡Wow! Fue un cambio significativo. Ahora 
pensábamos en producir y administrar la política educativa 
(Oficial del Ministerio, comunicación personal, 23 de enero de 
2013)”. 

Como parte de esta reestructuración, hubo un intento 
concertado de comenzar a desarrollar la capacidad interna para 
generar y gestionar nuevos proyectos: 


La recuperación de la rectoría no sólo sucede al aprobar una 
nueva ley. Tuvimos que reorganizar el sistema con una serie de 
estrategias, que tuvieron impacto en un Ministerio cambiante, 
que sólo pagaba salarios para generar un conjunto de proyectos 
que tuvieron un efecto directo en la vida de los ciudadanos en 
el ámbito educativo (funcionario del Ministerio, comunicación 
personal, 23 de enero de 2013). 


Hubo desafíos y tensiones institucionales internas en este 
proceso, particularmente cuando se trataba de cambiar la 
cultura de trabajo y las expectativas dentro del Ministerio. 


Teníamos dos grupos dentro del Ministerio. La vieja 
burocracia comenzó a mezclarse con la nueva administración. 
El viejo cuadro no estaba acostumbrado al nuevo ritmo de 
trabajo. Para ser justos, muchos de ellos nunca tuvieron los 
recursos esenciales para hacer su trabajo, ni siquiera lápices y 
papel. De repente, tenían estas cosas y más. Las expectativas 
cambiaron. Ahora se nos pidió que gestionáramos los 
programas y los recursos y que produjéramos resultados. Ése 
fue un desafío para muchos de ellos (funcionario del Ministerio, 
comunicación personal, 22 de diciembre de 2012). 


Correa, con experiencia como economista, hizo hincapié en 
la eficiencia y la transparencia del gobierno. El Ministerio 
diseñó e implementó un sistema basado en el desempeño y las 
nuevas leyes establecieron criterios y requisitos mínimos para 
la contratación de diferentes funcionarios gubernamentales, 
incluyendo maestros, directores de escuelas, supervisores e 
incluso funcionarios cruciales del ministerio. 

En esos años de reforma, surgieron atascos y problemas de 
aplicación. Varios funcionarios de alto nivel reconocieron las 


deficiencias, pero también replantearon la cuestión como un 
déficit de capacidad y atribuyeron a la reforma haber 
contribuido a las crecientes expectativas de la sociedad en 
torno a la educación: 


Las crecientes demandas y la falta de priorización están 
creando problemas. Por ejemplo, uno de los principales 
objetivos del Plan Decenal es aumentar la inversión en 
educación de 2% inicial a 6% del PIB. Sin embargo, es evidente 
que hay una falta de capacidad para gestionar estos fondos. 
Muchas áreas tienen excedentes presupuestarios al final del 
año. No han gastado el dinero (Representante de la Sociedad 
Civil, comunicación personal, 2 de febrero de 2013). 


Incluso, los funcionarios de las escuelas locales reconocieron 
los desafíos. Aunque, también expresaron su esperanza: 


En la implementación hay problemas. Todavía hay mucha 
gente que carece de información. Hay atascos. Pero es un 
proceso continuo. Con el nuevo modelo de descentralización de 
la gestión, el flujo de la información debería mejorar. Al menos 
ahora hay una aspiración a mejorar, a jugar un papel más 
significativo (director de la Escuela Rural, comunicación 
personal, 4 de marzo de 2013). 


La capacidad del Estado para suministrar bienes públicos es 
una vía eficaz hacia la legitimidad, lo que a su vez fortalece la 
gobernabilidad. Correa entendió esto e intentó reestructurar la 
burocracia estatal para centrarse en los resultados de las 
políticas. Una estrategia clave se centra en la selección de 
funcionarios capacitados para cargos críticos dentro de la 
administración, así mismo en la renovación del cuerpo docente 


a través de un programa de jubilación anticipada, nuevos 
criterios de contratación y promoción profesional. A pesar de 
esta visión de modernizar el sector, Correa y sus líderes del 
sector enfrentaron obstáculos en la ejecución, sin mencionar la 
creciente resistencia política de los maestros y grupos sociales. 


Liderazgo retórico 


Olson (2007) sostiene que el liderazgo retórico y el uso 
estratégico de símbolos son fundamentales para promover la 
cooperación entre grupos. La comunicación estratégica del 
gobierno puede fortalecer la gobernabilidad, al reforzar el 
apoyo de los ciudadanos para la agenda política (Universidad 
George Washington, 19 de febrero de 2009). 

En Ecuador, la comunicación pública fue un componente 
crítico en el esfuerzo de la reforma educativa. Bajo el gobierno 
de Correa, el Ministerio invirtió considerables recursos y 
esfuerzos en la elaboración de mensajes públicos para ayudar a 
construir apoyo para la agenda de reforma política entre todos 
los ciudadanos. Esta comunicación, combinada con el uso 
constante del púlpito intimidatorio por parte de Correa y sus 
ministros, fortaleció al gobierno a pesar de la feroz oposición 
de los grupos de interés de derecha e izquierda y de los medios 
de comunicación. 

El propio presidente estableció varios mecanismos para 
mantener su agenda política presente en la mente de los 
ciudadanos. Dada la postura antiestatista de la prensa privada, 
Correa canalizó fondos para la televisión y la radio estatales, 
además de ir trabajado para aprobar una legislación que obliga 
a todos los canales, públicos y privados, a proporcionar al 
gobierno varias horas al día para “informar” a los ciudadanos 
sobre los “progresos realizados”. 


Además, Correa estableció un “gabinete de viaje”. Cada 
semana, Correa y sus ministros viajaban a una parte diferente 
del país para reunirse con ciudadanos locales en sesiones de 
mesa redonda para escuchar sus reclamos, responder y 
simplemente informar a la gente sobre la agenda de gobierno. 
La combinación de estas acciones comunicativas tenía por 
objeto dar forma a la narrativa y reforzar el apoyo a las 
reformas. 


Liderazgo ejecutivo 


Varios de los entrevistados atribuyen el liderazgo ejecutivo 
como un factor crucial para el éxito de la reforma. Si bien la 
retórica de Correa fue fogosa, es evidente que la respaldó en 
muchos casos y comprometió recursos políticos y financieros 
reales para avanzar en las reformas educativas. 

Durante los momentos estresantes de la reforma, Correa 
salió a la luz pública para defender la reforma. El presidente 
organizó y asistió directamente a varias protestas contra 
aquellos grupos que se oponían al cambio. El fervor 
presidencial por la reforma también inspiró a muchos 
burócratas de alto nivel a creer en sus proyectos políticos y a 
persistir, a pesar de los bajos salarios, las largas horas 
laborales, las constantes batallas políticas y la oposición. 
Muchos de los oficiales de alto rango entrevistados, de hecho, 
creían que esta era una oportunidad histórica única para que 
Ecuador hiciera un cambio educativo significativo. 


“Hemos demostrado que un cambio real es posible si se 
cuenta con el apoyo político. El presidente ha sido vital en este 
ámbito. Su fuerza y visión han sido significativas. Ayer, en su 
discurso, el presidente dijo que, si tenía que elegir una sola cosa 


que hacer, se centraría en la educación; no haría otra cosa. Ha 
dicho públicamente 'Si me veo obligado a dejar el cargo porque 
apuesto por la reforma educativa, que así sea” (Ministro de 
Educación, comunicación personal, 2 de marzo de 2013). 


La gobernabilidad y los límites de la participación 


A pesar de la retórica inicial en torno a una revolución 
ciudadana, los funcionarios de alto nivel de Correa 
desconfiaban de la participación no mediada de los actores 
sociales, dada la década anterior de agitación política. Varios 
funcionarios de alto nivel de la administración de Correa eran 
muy conscientes (como tomadores de decisiones autorizados) 
del efecto potencialmente desestabilizador que los movimientos 
sociales podrían tener sobre la capacidad de gobernar. También 
eran conscientes de que las divisiones en la sociedad 
ecuatoriana (políticas, económicas, sociales y étnicas) 
contribuían al malestar social. Tuvieron que encontrar un 
equilibrio, entre recuperar la capacidad y la autoridad para 
tomar decisiones (por ejemplo, trasladar los recursos de un 
grupo a otro), y la necesidad de legitimar las decisiones 
políticas a través de la participación. Aquí, un Ministro de 
Educación entrevistado para este estudio explica esta tensión: 


Creo que hay límites sobre la participación. En nuestras 
sociedades, particularmente después de la destrucción del 
Estado en los años neoliberales, concluimos que la sociedad 
tiene que gobernarse a sí misma. Eso no es posible en ciertos 
momentos. Yo consulto. Comparo las consultas. Comparo las 
opiniones de la gente. Sin embargo, en un momento preciso, 
soy responsable de tomar una decisión. Yo, como político 
capaz, tomo una decisión. Esta decisión puede ser criticada, 


pero representa el momento en que se ejerce lo que se llama 
rectoría (autoridad y control) y buen gobierno en sentido 
positivo. Lo que un gobernador no puede hacer es desear la 
unanimidad. Eso no existe. Nuestra decisión hará felices a 
algunos y será criticada por otros. Otros serán indiferentes. Eso 
es lo que creo que está en juego (Exministro de Educación, 
comunicación personal, 15 de abril de 2013). 


Algunos replantearon las críticas de la falta de participación 
en la agenda de la reforma de gobierno como la consecuencia 
inevitable de los cambios en el poder. Aquí lo explica Alberto 
Acosta, uno de los arquitectos originales del proyecto político 
inicial de Correa: 


Usted critica al gobierno por la falta de diálogo y consenso, 
pero ¿cómo se puede tener diálogo y consenso con sectores que 
tienen intereses tan diferentes? En principio, creo que se puede 
tener una conversación con todos los sectores, si está en juego 
el interés nacional. Pero buscar el consenso con los que están 
en contra de un proceso, es imposible. En el contexto de 
transformaciones profundas y radicales, es difícil llegar a un 
consenso con aquellos que pueden perder sus privilegios. 
Francamente, es una pérdida de tiempo. Entonces, si la 
revolución ciudadana tiene un déficit, es en la ciudadanía. Es 
necesario que haya más participación y que las decisiones no se 
tomen desde un escritorio (Saravia, M., 2009, Entrevista con 
Alberto Acosta). 


Además, varios entrevistados advirtieron de los peligros de 
tener un concepto ingenuo de la sociedad civil y de cómo esto 
podría socavar las reformas. A pesar del compromiso 


democrático, eran conscientes de los riesgos y de los peligros de 
la participación: 


Asumo que las personas que participan tienen buenas 
intenciones y quieren colaborar. Pero, por supuesto, esto es 
ingenuo, porque los que lo han hecho durante años saben que la 
capacidad de organización social de algunos grupos es amplia, 
Pueden organizarse para sabotear y boicotear las reformas. Ésa 
es nuestra realidad social al fin y al cabo (Oficial del Gobierno, 
comunicación personal, 23 de febrero de 2015). 


En una línea similar, un académico entrevistado para este 
estudio destacó la necesidad de reconocer que el poder y la 
desigualdad penetran en todas las relaciones y espacios sociales. 
También planteó una pregunta importante, que circuló en 
muchas de las entrevistas con funcionarios gubernamentales, 
sobre quién constituye o afirma representar a la sociedad civil: 


Con el debido respeto, la participación de los padres, la 
comunidad y la sociedad civil tiene sus límites. Es como si la 
participación ilimitada de la sociedad civil para algunas 
personas fuera el amplio paraguas que garantiza un sistema 
educativo público y democrático. Pero la participación no 
puede ser ilimitada. Hay cosas que la sociedad civil no puede 
asegurar porque la sociedad civil, al igual que el Estado, está 
penetrada por relaciones de desigualdad y poder. A menos que 
pensemos en la sociedad civil como una panacea para la 
igualdad, ¿qué es sociedad civil? (Académico, comunicación 
personal, 6 de marzo de 2013). 


LA MORALEJA DE LA HISTORIA: LA 
GOBERNABILIDAD COMO “EL TENDIDO DE LAS VÍAS 


DEL TREN” 


La moraleja de la historia de esta narrativa es que el avance 
exitoso de las reformas educativas en contextos caracterizados 
por la debilidad de las instituciones públicas puede necesitar, 
por un lado, la recuperación de la autoridad y la capacidad 
institucional del Estado. Por otro, el establecimiento de la 
rectoría del Estado sobre un sector, lo cual requiere quitarle el 
poder a los grupos arraigados que tienen un control sobre las 
instituciones públicas y abordar las distorsiones que la 
participación puede crear para la gobernabilidad en contextos 
de desigualdad. 

En el caso de Ecuador, bajo el gobierno de Correa, esto 
implicó un conjunto estratégico de acciones de arriba hacia 
abajo dirigidas a debilitar la influencia de los donantes y las 
agencias internacionales, así como de los sindicatos y grupos 
sociales locales, El resultado final fue la capacidad del gobierno 
central para formular y aprobar políticas universales, 
Garantizar el cumplimiento esencial en todo el sistema, con 
insumos y procesos de la educación básica (infraestructura, 
salarios y currículo básico). Lo anterior, fue un paso 
fundamental hacia reformas de órdenes superiores y más 
complejos, centradas en la calidad. Correa comparó el proyecto 
de recuperación de la gobernabilidad con el tendido de las vías 
para que el tren pueda circular, Aquí el Ministro de Educación 
captura el encuadre de Correa: 


Cuando un Ministro de Educación de Francia, Bélgica o 
Japón comienza su mandato, se posiciona en un sistema que ya 
está funcionando y en proceso de implementación. La 
diferencia en Ecuador es que cuando un Ministro de Educación 
entre en funciones, tiene que reconstruir el sistema desde cero, 


Este ministro tiene que poner las vías hasta que el tren pueda 
circular (Ministro de Educación, parafraseando al presidente 
Rafael Correa, comunicación personal, 6 de marzo de 2013). 


LA CONTRANARRATIVA: CORREA EL 
“TECNOPOPULISTA” 


Correa llegó al poder gracias al apoyo de una coalición de 
izquierda que incluía movimientos sociales, sindicatos, partidos 
e intelectuales de izquierda y socialistas. Muchos de los 
individuos de estos grupos se unieron al gobierno de Correa, y 
la mayoría de estos grupos colaboraron activamente en la 
redacción de la nueva Constitución. 

El gobierno de Correa articuló “su narrativa de 
gobernabilidad en la nueva Constitución de Montecristo y en el 
Plan Nacional de Desarrollo, Buen Vivir 2009-2013, El plan 
comienza con una descripción del viejo paradigma del 
desarrollo y sus supuestos lineales erróneos sobre el progreso, 
la modernización, la industrialización y el énfasis excesivo en el 
crecimiento económico. Este viejo paradigma de desarrollo será 
remplazado por un nuevo modelo humanista de organización 
social vagamente basado en el concepto indígena de Sumak 
Kawsay, traducido al español como Buen Vivir. 

El concepto de Buen Vivir connota la idea de una vida 
plena, comenzando por el equilibrio y la armonía del hombre y 
de la mujer consigo mismos. Una noción fundamental en la 
resignificación del Buen Vivir es la satisfacción de las 
necesidades de toda la población. Esta noción se oponía al 
énfasis neoliberal en el crecimiento económico y la 
individualidad y proporcionaba un argumento conceptual para 
que el Estado volviera al centro y recuperara los servicios 
públicos y los bienes privatizados bajo el neoliberalismo. 


El lenguaje alternativo y progresista en la Constitución e 
incluso en el Plan Nacional de Desarrollo Buen Vivir destacó 
ampliamente la posibilidad de una concepción más humanista y 
alternativa de la educación y el desarrollo. Sin embargo, en 
2009 varios grupos se desanimaron con lo que percibieron 
como una creciente contradicción entre la “revolución 
ciudadana” de Correa y las políticas especificas de su 
administración. 


El Buen Vivir resignificado 


El concepto de Buen Vivir fue utilizado como una metáfora 
orientadora de la narrativa de la gobernabilidad de Correa para 
señalar un cambio en el paradigma de desarrollo que se aleja 
del neoliberalismo. Sin embargo, rápidamente surgieron críticas 
sobre la cooptación de Correa y la resignificación del término 
indígena: 


Correa aprendiendo unas pocas palabras en quechua es 
simplemente una revalorización, una especie de broma, una 
especie de folklore, un truco. Si hubieran respetado nuestra 
diversidad cultural y  lingiiística, habrían mantenido la 
autonomía del sistema educativo intercultural como antes. Su 
distorsión de nuestros símbolos es un tipo de folklore que se 
utiliza para convencer a los ciudadanos. Lo interpretamos como 
la mercantilización de nuestros símbolos, de nuestra cultura 
intangible (Líder de la Unión Indígena, comunicación personal, 
5 de marzo de 2013). 


Dentro del sector educativo, la administración de Correa 
retomó el control del sistema de educación intercultural bajo el 
argumento de que la calidad en este subsistema se había 


degenerado y había afectado negativamente a algunas 
comunidades sobre otras. Uno de los ministros de Correa, 
entrevistados en este estudio, describió como “irresponsable” la 
política de la administración anterior, al proporcionar fondos a 
cada comunidad para hacer lo que quieran sin tener que rendir 
cuentas. No obstante, la reacción de los líderes de los 
movimientos sociales a la agenda de reforma educativa de 
Correa fue adversa: 


La ley orgánica intercultural establece que la autoridad 
(rectoría) para la formulación de políticas está en manos del 
Estado, por lo que esto conduce a una política monocultural, 
una política de masificación en la que no se considera la 
diversidad del currículo de las comunidades y de las diferentes 
etnias. Ni siquiera mantiene la riqueza de nuestra cultura y sus 
diversas nacionalidades en la política de uniformes escolares 
del Ministerio, donde vemos una pérdida de identidad cultural 
(Líder de la Unión Indígena, comunicación personal, 5 de marzo 
de 2013). 


Con el tiempo, la mayor concentración de poder y el 
enfoque centrado en el estado del gobierno de Correa 
socavaron el poder potencial de la metáfora del Buen Vivir 
para inspirar la acción colectiva, transformaciones 
democráticas más profundas y el surgimiento de una clara 
alternativa educativa. 


En general, a medida que el gobierno persigue la política del 
Buen Vivir, pueden ser caracterizados como totalmente 
centralizados, jerárquicos y tecnocráticos. Su objetivo es lograr 
el máximo control y estabilidad a través de la planificación y la 
rendición de cuentas de tipo social y de gestión pública, al 


tiempo que consideran que toda fuerza opositora es una 
amenaza (Waldmiiller, 2014). 


No es un juego de suma cero 


Dado el cambio de poder entre el Estado y los actores 
sociales durante la presidencia, no es sorprendente que se 
hayan abierto nuevas áreas de conflicto en torno a la reforma 
educativa. Estos conflictos se hicieron más visibles a los dos 
años del primer mandato de Correa en 2009, cuando el 
Ministerio comenzó a centrarse en la ejecución de varias 
estrategias relacionadas con la calidad. Los puntos más 
polémicos se referían a la realización de una evaluación 
nacional de profesores y estudiantes, y a la creación de 
estándares nacionales. 

Dentro de la educación, los críticos vieron un giro hacia un 
paquete de reforma educativa más neoliberal que incluía 
evaluaciones para el profesorado, remuneración por méritos y 
estándares educativos. Estas reformas neoliberales combinaron 
bien —dicen ellos-, con una mayor centralización de la 
formulación de políticas educativas en el Estado bajo el 
argumento del fortalecimiento de la autoridad institucional. 

Un informe de la reunión de un gran foro de organizaciones 
de la sociedad civil en educación presentó una de las divisiones 
emergentes en torno al concepto de la gobernabilidad: 


Después de décadas de deterioro, ha habido una carrera 
rápida para renovar la fuerza del gobierno desde 2007. Sin 
embargo, uno de los costos de este nuevo proceso es la 
disminución del papel de la sociedad y su gradual eclipse. 
Debido al estilo de esta administración y su énfasis en la 
convivencia, efectividad y resultados políticos, sólo un actor (el 


gobierno central) ha permanecido peligrosamente en el 
escenario (Luna Tamayo, 2009: 16). 


Una entrevista con un exfuncionario de alto nivel del 
Ministerio de la Administración de Alfredo Palacio (2005-2007) 
expresó una crítica similar: 


Correa tiene un espíritu muy centralista y estatista. Define 
la educación como un sector que no es descentralizable. Bajo 
este entendimiento, la educación es responsabilidad del 
gobierno nacional y no del gobierno local, y todo lo que se hace 
en estos territorios es parte de esa rectoría sectorial. El proceso 
actual es de desconcentración. Se trata únicamente de 
contenidos administrativos, no relacionados ni centrados en la 
calidad de la educación. Han creado distritos locales para pagar 
los salarios, administrar los recursos y cumplir con lo que dice 
el centro (Exfuncionario de la Administración del Palacio, 
comunicación personal, 23 de febrero de 2013). 


Muchos críticos de la izquierda reconocieron la importancia 
histórica y el significado de reconstruir la autoridad del Estado 
como un medio necesario para recuperar la educación pública. 
Sin embargo, también expresaron su consternación por el hecho 
de que ese proceso de consolidación del poder del Estado 
redujera los espacios para el diálogo democrático y el debate en 
torno a la educación. Aún más preocupante fue el hecho de que 
Correa enmarcara a los grupos opositores como corruptos, 
egoístas y una amenaza para el interés público: 


No compartimos la idea de que el fortalecimiento del 
Estado es un juego de suma cero, que el poder que el Estado 
tiene que recuperar tiene que quitárselo a otra persona. Así, el 


fortalecimiento del Estado implica el debilitamiento de las 
organizaciones de la sociedad civil, universidades, movimientos 
sociales que tradicionalmente estuvieron presentes en las 
deliberaciones públicas (Representante de la Sociedad Civil, 
comunicación personal, 26 de febrero de 2013). 


El “tecnopopulista” 


Muchos críticos acusan a Correa y al Ministerio de 
Educación de ser tecnocráticos. Hacen estas afirmaciones a 
pesar de la retórica progresista de un nuevo modelo de 
desarrollo basado en el Buen Vivir y una nueva Constitución 
que prioriza la participación ciudadana. 

En 2009, cuando el Ministerio puso en marcha las 
estrategias de reforma relativas a la calidad, incluidas 
evaluaciones y normas de los docentes, hubo una creciente 
oposición de diversos agentes sociales como el Sindicato de 
Docentes, los movimientos indígenas y los activistas educativos. 
Muchos criticaron el estilo de gobierno que había tomado 
forma durante la presidencia de Correa. Esperaban una 
alternativa y una nueva visión de la sociedad y consideraban 
que las estrategias de reforma de Correa eran más de lo mismo. 
Aquí, una exministra de Educación y una destacada crítica 
izquierdista de la educación resumen su punto de vista: 


El término “revolución educativa” se ha utilizado en varios 
países y procesos en los últimos años como sustituto de la 
reforma educativa, que está fatigada y desacreditada. Dejamos 
el término revolución educativa para un cambio más sustantivo 
y radical, que implica un cambio en el paradigma educativo. En 
el caso ecuatoriano, el paradigma no cambió. Es una reforma 
educativa con características clásicas. Se centra en el sistema 


educativo formal, vertical, autoritario, tecnocrático, homogéneo, 
no participativo y generado desde el exterior (Torres, 2014), 


La moraleja de la historia: un proyecto político conservador 


La moraleja de la historia desde la perspectiva 
antinarrativa, tiene que ver con el discurso político que Correa 
construyó, basado en elementos populistas que enmascaran una 
noción más conservadora de gobernabilidad centrada en la 
centralización de la toma de decisiones en el Estado y sobre 
todo en el Poder Ejecutivo. Este discurso populista emplea una 
mezcla única de símbolos y retóricas socialistas del movimiento 
social e indígena. Aunque, desde la perspectiva anti narrativa, 
las reformas se han vuelto menos participativas con el tiempo y 
reflejan en esencia un concepto tecnocrático más estrecho de la 
reforma educativa. 

¿Cómo explicamos estas contradicciones? Desde la 
perspectiva de la teoría de la metagobernanza, esta disyunción 
puede verse como el intento del Estado por reconfigurar su 
poder y mantener el control sobre los actores sociales en el 
contexto de la globalización. Carlos De la Torre se refiere a 
Correa como un “tecnopopulista”. Él extiende el concepto de 
carisma de Weber como una forma de dominación, 
argumentando que el discurso y el estilo de gobierno de Correa 
es una combinación de carisma populista y racionalismo 
tecnocrático. Adicionalmente, sostiene que éstos no son, 
necesariamente, sistemas de dominación opuestos. Así, De la 
Torre define el populismo como “un discurso polarizador y 
maniqueo utilizado para llegar al poder y gobernar, mientras 
que la tecnocracia es un discurso utilizado por expertos que 
apelan a la ciencia como una forma de transformar la sociedad 
en beneficio del bien común” (De la Torre, 2013: 10). De este 


modo, Correa combina eficazmente ambas tácticas para 
consolidar y legitimar la concentración de poder. 

La ironía de esta historia es que la mayoría de los líderes de 
la sociedad civil y de los movimientos sociales estaban a favor 
de fortalecer al Estado cuando Correa tomó el poder, pero la 
agresiva concentración de poder en el Estado de Correa no era 
lo que ellos imaginaban. Con el tiempo, la brecha entre el 
gobierno de Correa y los sectores sociales se amplió, socavando 
la posibilidad de transformaciones más profundas en la 
educación. 


SÍNTESIS Y REFLEXIONES 


En esta sección final se examinan las historias de políticas 
que compiten entre sí, aplicando diversos enfoques (teóricos e 
históricos) para desentrañar las  metanarrativas y las 
implicaciones más amplias para el cambio educativo, y las 
teorías de gobernabilidad que surgen. El argumento implícito en 
la elaboración de este estudio es que la gobernabilidad, la 
participación y las reformas educativas interactúan entre sí de 
manera compleja y a veces inesperada. Estas complejas 
interacciones tienen sus raíces en la dinámica histórica y 
política del poder. Por ello, la complejidad es un terreno 
maduro para el análisis narrativo explicativo de las políticas. 
Por su parte, el análisis destaca algunas de las paradojas y 
compensaciones políticas (en ingles tradeoffs) que surgen a 
medida que los discursos y las prácticas en estas tres áreas se 
cruzan. Al contrastar las narrativas, aparece una imagen más 
matizada e intrincada de la economía política de la reforma 
educativa, lo que permite tener una visión mas profunda sobre 
la formulación de políticas centradas en la calidad. 


El escenario: una historia de decadencia 


La historia general de la política comenzó para la mayoría 
de los entrevistados con una descripción de la década, más o 
menos, antes de que Correa asumiera el cargo. 
Interesantemente, tanto la posición dominante como la de 
contrarrestar, según lo descrito por los entrevistados para este 
estudio, parecieron superponerse, La típica historia de fondo 
fue lo que Stone (2002) llamaría “una historia de decadencia”. 
En general, existe una noción compartida de que el 
neoliberalismo ha contribuido a desestabilizar la situación 
política y económica de Ecuador. Las crisis fiscales y la 
austeridad habían “hundido” al Estado, limitando severamente 
su capacidad de llevar a cabo cualquier política. Esta debilidad 
contribuyó a la anarquía política, a la excesiva intromisión de 
las organizaciones internacionales en el establecimiento de la 
agenda política y al aumento de los conflictos entre grupos. 

El último efecto de la aplicación de las políticas neoliberales 
en la educación en Ecuador fue el aumento de la desigualdad y 
la disminución de la calidad. Reiterando a Bermeo (2008), era 
ilusorio hablar de un sistema educativo en Ecuador. No había 
evidencia de un sistema per se, sino de escuelas y actores 
aislados que hacían lo que podían o querían. Algunos de los 
entrevistados (pero no la mayoría) no establecieron un vínculo 
causal entre las políticas neoliberales y este declive. En cambio, 
sí señalaron los acontecimientos históricos a más largo plazo, 
como la regionalización, la debilidad de las instituciones, la 
fragmentación de la política, el clientelismo político y las 
tradiciones clientelistas, que condujeron al estancamiento. 

Cuando Correa asumió el cargo, parecía haber un amplio 
consenso general entre los grupos sobre la necesidad de 
reformas significativas en el sector educativo para abordar 


tanto la equidad como la calidad. También, hubo una suposición 
común entre los grupos de que fortalecer el Estado era un 
prerrequisito para tener un papel más proactivo. Además, hubo 
un entusiasmo palpable en todas las narraciones en torno a la 
posibilidad de una nueva visión de la sociedad y el desarrollo. 
Adicionalmente, tras la redacción de la Constitución se 
esperaba cada vez más que los grupos tradicionalmente 
marginados siguieran desempeñando un papel central en la 
reimaginación y la remodelación de un nuevo orden social y de 
las instituciones. 


LA TRAMA: ¿QUÉ TIPO DE ESTADO? ¿QUÉ TIPO DE 
EDUCACIÓN? 


Las historias comenzaron a divergir y los conflictos y 
desacuerdos se agudizaron en el momento en que Correa y su 
gobierno comenzaron a avanzar en su agenda política en 
diferentes sectores. La cuestión de la necesidad de reconstruir y 
fortalecer el Estado se trasladó a la cuestión de qué tipo de 
Estado estaba construyendo Correa en la práctica. ¿Era un 
Estado incluyente, democrático, intercultural y descentralizado 
o era un Estado centralizado, aislado y burocrático? 


Gobernabilidad, participación y calidad educativa 


Dentro de la educación, en los primeros años pareció haber 
un reconocimiento general de la necesidad de ser pragmático. 
Después de todo, el sistema estaba básicamente en soporte vital 
y apenas tenía pulso. Por ello, la prioridad se centró en la 
recuperación de lo que el Ministerio denominó rectoría, o 
autoridad y control sobre el sistema escolar. Estabilidad, 
continuidad y racionalidad fueron algunos de los criterios 


críticos del discurso que se aplicaron para reformar el sector, 
Sin embargo, la modalidad rectoría fue construida en el 
discurso y perseguida por el Ministerio, lo cual creó nuevos 
desacuerdos y conflictos. La definición de rectoría del 
Ministerio hace hincapié en la autoridad y el control del Estado 
central. Es así que la educación pública se convirtió en 
sinónimo de “administrado por el Estado” y no necesariamente 
de principios más amplios que aseguran lo “público” en la 
educación, como la educación gratuita, laica u obligatoria 
(Académico, comunicación personal, 7 de marzo de 2013). 

Se consideró que las decisiones de política estaban 
precisamente dentro de la esfera y el ámbito de competencia 
del gobierno. Se podía consultar con grupos sociales, pero el 
lugar de la toma de decisiones estaba en última instancia en 
manos de los responsables políticos centrales. En la mayoría de 
los casos, la participación fue refundida por el gobierno en 
forma de intercambio de información y validación de los planes 
existentes. La participación directa de los ciudadanos se 
consideraba deseable, al tiempo que se concebía como una 
amenaza para la participación colectiva de los grupos y los 
sindicatos. Discursivamente, el Ministerio cuestionó la 
representatividad y legitimidad democrática de los líderes de 
grupos influyentes de la sociedad civil y de los sindicatos. En 
muchos sentidos, esta crítica era válida. El sindicato, que se 
centraba exclusivamente en los salarios y en el uso frecuente 
de perturbaciones masivas, había fatigado al público en general, 
incluidos los progresistas. Como señalaron varios encuestados, 
el discurso del sindicato no evolucionó con el contexto 
cambiante. Sus marcos cognitivos y su identidad estaban 
arraigados en una forma extremadamente conflictiva de poder 
de contrapesos (en inglés countervailing power) (Fung, 2002; 
Kim, 2014). 


La rectoría implicaba una definición central del currículo en 
todo el país. Discursivamente, el gobierno pintó la situación 
anterior como  anárquica (curricular, administrativa), 
justificando así un enfoque más central de arriba a abajo. El 
control central era vital para garantizar la equidad e incluso la 
calidad. Este argumento tenía sentido en muchos aspectos, 
dado el aumento del problema en el pasado. Puesto que, en el 
pasado, el pluralismo del “dejen hacer” había dado lugar a 
diferentes sistemas educativos para diferentes clases. Los que 
contaban con recursos terminaron recibiendo servicios de 
mayor calidad, mientras que los que tenían bajos ingresos 
generalmente recibían servicios de menos calidad. Por 
consiguiente, la equidad implicaba el establecimiento de un 
plan de estudio básico común para todos. Asimismo, enmarcar 
los estándares y la evaluación era una herramienta para 
fomentar la participación y ayudar al Estado a reorientar los 
recursos hacia aquellos que más los necesitan. 

La  contranarrativa cuestionaba este concepto de 
formulación y calidad de las políticas como estrechas, 
tecnocráticas, centradas en el Estado y centralizadas. Desde la 
perspectiva contraria, el fortalecimiento del Estado no 
implicaba necesariamente la concentración del poder; el 
fortalecimiento del Estado no era un juego de suma cero. Las 
diversas comunidades locales requerían soluciones diferentes. 
Exigieron más agencia en la determinación de sus fines y 
medios educativos. Durante decenios, los docentes y las 
comunidades han sido objeto de políticas de desarrollo y de 
educación, y no sujetos con la capacidad de elaborar y formular 
políticas, 

A través del tiempo, ha habido evidencias de que los 
funcionarios de alto nivel han aprendido a formular políticas y 
a adaptarse a ellas. Varios de los entrevistados reconocieron 


que se cometieron errores en el camino y culparon a una 
tradición cultural autoritaria más arraigada que se incrustó en 
las prácticas del Estado y en los actores de la sociedad civil. Se 
trata de una historia pública de impotencia ante el peso 
impersonal de la historia y las tradiciones. Varios funcionarios 
reconocieron que un cambio más profundo sólo podría lograrse 
empoderando a los agentes locales, las escuelas y los maestros. 
Al mismo tiempo, sin embargo, también estaban convencidos 
de que, dada la experiencia de abandono y caos de los años 
ochenta y noventa, la autonomía sin algún tipo de control de 
calidad y rendición de cuentas era una receta para el fracaso. 

La aplicación de la rectoría por parte de Correa y su 
gobierno fue un arma de doble filo. Con el impulso de avanzar 
en la reforma y el posible estancamiento que había 
caracterizado al sector durante décadas, Correa a veces utilizó 
la fuerza, simbólica y literalmente. Las amenazas retóricas 
empleadas por Correa pueden haber sido útiles a corto plazo 
para hacer avanzar elementos de la reforma, pero a largo plazo, 
estas amenazas reforzaron la desconfianza general en las 
políticas gubernamentales. Incluso, si muchas de las estrategias 
sugeridas tenían sentido dado el contexto o a largo plazo 
beneficiarían el interés público, los grupos de oposición a 
menudo las rechazaban por su tono, sus orígenes o simplemente 
porque eso es lo que hacen los grupos de oposición. Critican, 
rechazan y resisten. 


LA MORALEJA DE LA HISTORIA: LA PARADOJA 
DEL PODER 


Una de las conclusiones centrales de este estudio, es que el 
avance de las reformas de calidad puede requerir, por un lado, 
la concentración del poder, particularmente en contextos en los 


que hay fuertes actores de veto, estancamiento y una visión 
polémica del paquete de reformas. No obstante, el 
cumplimiento como estrategia de gobernabilidad de arriba hacia 
abajo no necesariamente conduce a mejores resultados a lo 
largo del tiempo, especialmente en contextos caracterizados por 
mayores niveles de diversidad y complejidad. Por otro lado, el 
cumplimiento de arriba hacia abajo no contribuye 
significativamente a la legitimidad o a la sostenibilidad de las 
políticas. Así pues, los gobernantes pueden introducir 
elementos (a menudo relacionados con el mercado en su lógica) 
que desvían la atención de las instituciones y los agentes hacia 
los resultados del desempeño. Estos resultados tienden a ser 
predefinidos por expertos y gobernantes. Éstos se asocian con 
sistemas de sanciones y recompensas, así como con métodos de 
vigilancia. La suposición subyacente es que la competencia 
entre individuos y grupos por recursos escasos motivará el 
cambio de comportamiento. Lamentablemente, este enfoque de 
la gobernabilidad a través de la competencia en el mercado 
puede crear incentivos perversos y distorsiones, especialmente 
si se tiene en cuenta que la educación es un bien público (Klees, 
2008). 

Por último, las capacidades emergentes se refieren a la 
facultad de responder a los aspectos más complejos, 
impredecibles y arraigados localmente, que caracterizan el 
problema de la mejora de la calidad. Aquí los temas de los 
valores, la identidad, la moral y la cultura se vuelven 
prominentes. Las diferencias y los conflictos son inevitables 
dada la diversidad de los grupos. Por lo tanto, las capacidades 
emergentes pueden centrarse más en el proceso y en las formas 
de gestionar de manera constructiva los conflictos y las 
tensiones, de modo que contribuyan a la innovación y la 
mejora, en lugar de socavarlas, Así, estas competencias 


emergentes pueden estar más vinculadas a capacidades de 
apoyo, receptivas, creativas y de colaboración para la 
resolución de problemas. Este enfoque tiene ventajas, en 
particular cuando se trata de promover la resolución 
colaborativa de problemas a nivel local, donde los agentes 
tienen más información sobre los temas específicos a su 
alcance. 

Este cambio gradual de la descripción de la gobernabilidad 
desde el cumplimiento hasta el desempeño, pasando por el 
surgimiento, implica un proceso histórico lineal, similar al 
argumento de la secuencia de democratización de Crozier et al, 
(1975) y más tarde la de Fukayama (2004). Sin ciertos niveles 
de cumplimiento, es difícil orientarse hacia el desempeño a 
nivel de todo el sistema. Si no se paga a la gente, si los libros 
no llegan, y si el profesor o el estudiante no asisten con 
frecuencia, entonces es casi imposible enfocarse en procesos de 
aprendizaje y mejoramiento de segundo nivel. Además, los 
resultados que a menudo se obtienen mediante presiones 
externas, son esenciales, pero a menudo insuficientes para 
lograr un cambio más profundo. Finalmente, la emergencia que 
se ocupa del núcleo interno del cambio (identidad, moral, 
actitudes, afinidades), se fomenta más a través de redes 
espontáneas y orgánicas. 

La paradoja del poder reside en el hecho de que la 
aplicación de formas específicas de control para resolver una 
dimensión del problema (es decir, la decisión política) exacerba 
otros aspectos de dificultad, como la adaptabilidad de las 
políticas. También es multidireccional, lo que significa que 
ciertos discursos políticos crean reacciones, nuevas identidades 
políticas y nuevas dinámicas políticas a lo largo del tiempo. Por 
ejemplo, muchos actores sociales en el caso de Ecuador 
parecen atrapados en formas más adversas de poder 


compensatorio. Décadas de abusos del poder estatal, corrupción 
institucional y desconfianza dieron forma a esas identidades 
políticas. Estas diferentes identidades y políticas que una vez 
ayudaron a transformar y democratizar la sociedad ecuatoriana 
ahora pueden limitar la capacidad de los actores políticos y 
sociales para colaborar en la construcción de una nueva 
sociedad, tal como se prevé en la Constitución y el concepto del 
Buen Vivir. 


LECCIONES HACIA EL FUTURO, ECUADOR Y MÁS 
ALLÁ 


Entonces, ¿cuáles son las lecciones aprendidas de este 
estudio de políticas para Ecuador y otros países en el proceso 
de reconstrucción de la capacidad del Estado para gestionar las 
reformas educativas con una agenda posneoliberal? Grugel y 
Riggirozzi (2012) definen el posneoliberalismo como: 

Recuperar la autoridad del Estado para supervisar la 
construcción de un nuevo consenso social y un nuevo enfoque 
del bienestar, así como un conjunto de políticas económicas que 
busquen mejorar o reconstruir la capacidad del Estado para 
gestionar la economía del crecimiento, también que responda a 
las necesidades sociales y a las demandas de la ciudadanía (pp. 
2-3). 


Este estudio de Ecuador ilustra el camino problemático de 
la recuperación de la autoridad estatal en un contexto en el que 
las presiones locales y globales empujan al Estado en diferentes 
direcciones; también en el que la gramática de la escolarización 
y la política limitan los procesos de reforma y sus resultados. 
Asegurar el crecimiento económico, al tiempo que se responde 
a las necesidades sociales y a las demandas de la ciudadanía, 


probablemente implica costos y beneficios necesarios a corto y 
mediano plazo. Tanto los responsables de la formulación de 
políticas como los ciudadanos deben aprender a navegar por 
estos costos y beneficios (tradeoffs). 

Por consiguiente, situar la reforma educativa ecuatoriana 
dentro de este contexto histórico específico, ayuda a ofrecer un 
panorama más matizado de la política de reformas educativas y 
genera varias lecciones vitales. Estas lecciones están ligadas al 
contexto y se necesitan casos adicionales para profundizar y 
confirmar su aplicabilidad a otros contextos. 


Lección 1: Procesos de reforma progresista requieren una 
concentración de poder al inicio 


El primer conjunto de lecciones trata el tema de la 
gobernabilidad en los escenarios posneoliberales. La historia de 
las políticas aquí recogida deja claro que un Estado débil sin 
autonomía ni capacidad para formular y aplicar políticas 
públicas compromete seriamente la posibilidad de reformas en 
los sectores sociales. Además, un Estado proactivo y capaz (que 
no debe confundirse con el tamaño) es un requisito previo para 
hacer avanzar en ciertos tipos de reformas políticas. En 
contextos políticos, específicos, caracterizados por el 
estancamiento y la fragmentación política, como en Ecuador en 
2006, la concentración de poder puede ser necesaria 
inicialmente para avanzar en las reformas relacionadas con la 
calidad política de la educación. La fuerza del poder permitió a 
Correa y al Ministerio de Educación recuperar parte de la 
autonomía que el Estado perdió durante las décadas anteriores 
ante los donantes internacionales y los grupos de interés local, 
Esta autonomía permitió que el gobierno estableciera y 


promoviera un programa de reformas más audaz en la esfera 
de la educación. 


Lección 2: Construyendo la capacidad del Estado para 
gestionar la reforma 


La centralización o concentración del poder en sí misma no 
conducirá, probablemente, a mejores resultados en materia de 
política social. En el caso de Ecuador, el gobierno de Correa 
combinó la centralización con un enfoque de reconstrucción de 
la capacidad del Estado. En el sector de la educación, esto 
supuso un proceso largo y arduo que consistió en una estrategia 
múltiple centrada en tres cursos. En primer lugar, la 
reestructuración de la burocracia educativa para que se centre 
mejor en las reformas políticas. En segundo lugar, renovar el 
talento humano dentro de la burocracia educativa con 
tecnócratas calificados y en primera línea con maestros 
motivados, adecuadamente remunerados y calificados. Y, en 
tercer lugar, centrarse en el desempeño y la rendición de 
cuentas mediante el uso de normas y evaluaciones. 

Curiosamente, algunas de las políticas específicas 
implementadas por el Estado progresista en Ecuador, tales 
como estándares de desempeño y evaluación, han sido 
asociadas con las reformas neoliberales y, en particular, con el 
nuevo enfoque de gestión pública. Sin embargo, en Ecuador, 
hubo una clara priorización política de las reformas de la 
política social respaldada por aumentos significativos de la 
inversión pública en educación (incluyendo un aumento del 
triple en los salarios de los maestros) que contradicen los 
principios fundamentales del neoliberalismo que exigían el 
retroceso del Estado a través de la descentralización, la 


austeridad en el gasto público y la privatización de los servicios 
públicos. 


Lección 3: Liderazgo y continuidad en la reforma 


Correa y su gobierno invirtieron recursos políticos y 
financieros considerables en la reforma educativa, a pesar de 
las posibilidades de conflicto que ésta entraña. Una lección 
clave de Ecuador es que el liderazgo, comenzando en los 
niveles más altos, es crucial para avanzar con éxito en los 
esfuerzos de reforma. La capacidad retórica de Correa, su 
postura activista y su uso estratégico de la comunicación fueron 
fundamentales para asegurar el apoyo a las reformas. En el 
camino, hubo varias decisiones estratégicas que demuestran la 
inteligencia política del gobierno, en particular la decisión de 
encaminar la reforma educativa, comenzando por la equidad y 
continuando con mejoras cualitativas más complicadas. El 
enfoque inicial en el aumento de la inversión y la triplicación 
de los salarios de los docentes contribuyó a crear impulsos y 
argumentos en contra, que serían muy útiles para las segundas 
fases más polémicas de la reforma. 

La continuidad y la persistencia fueron esenciales. 
Inicialmente, la decisión de Correa de continuar con un plan de 
10 años proporcionó una estabilidad y una continuidad muy 
necesarias, Este programa se armonizó con un conjunto más 
específico de estrategias educativas que se aplicaron con 
tenacidad en los últimos cinco años. Correa mantuvo 
funcionarios de alto nivel (ministros y equipos) en sus cargos 
durante tres o más años, en promedio. Esto es inusual en 
América Latina, donde el promedio de permanencia de un 
Ministro de Educación es entre 1.5 y 2 años. La continuidad en 
el liderazgo, la claridad de la visión y la persistencia en los 


esfuerzos son vitales para las reformas complejas de la política 
social. 


Lección 4: Los cambios en la gobernabilidad necesitan 
producirse con el tiempo 


La cuarta lección principal de Ecuador y de otros estados 
progresistas en situaciones históricas similares es que las 
transformaciones más profundas en el sistema educativo, como 
la mejora de la calidad de la educación, probablemente 
requieran “una combinación estratégica de modos de 
gobernabilidad (jerarquía y redes) a lo largo del tiempo. 

En contextos como el de Ecuador en 2006, puede requerir 
una concentración inicial de poder a través de la jerarquía, 
donde había una falta total de gobernabilidad y donde la 
planificación y la toma de decisiones estatales no operaban por 
una excesiva influencia internacional y de grupos locales 
poderosos que se beneficiaban de un Estado debilitado. En este 
contexto, fue necesario recuperar la autoridad y el control del 
Estado sobre el sector y asegurar los niveles necesarios de 
cumplimiento entre los actores del sistema, antes de avanzar 
hacia un cambio de orden superior y más complejo. No 
obstante, en algún momento, las formas jerárquicas de 
gobernabilidad pueden verse limitadas en su capacidad para 
apoyar la resolución de problemas locales en la educación a 
nivel escolar y comunitario. Por lo tanto, deben 
complementarse (no sustituirse) con redes más horizontales y 
una participación ascendente de los actores críticos, Conseguir 
la combinación correcta de gobernabilidad, la cual depende de 
las trayectorias históricas y políticas de las instituciones, es 
fundamental para mejorar la educación, no sólo para ampliarla. 
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7. DEL INDICATIVO AL IMPERATIVO: COLOMBIA, 
¿LA MÁS EDUCADA EN 2025? 


RENÉ GUEVARA RAMÍREZ Y 
SANDRA MILENA TÉLLEZ RICO 


La institución de una identidad, que puede ser un título de 
nobleza o un insulto (“tú no eres más que un...”), es la 
imposición de un nombre, es decir, de una esencia social. 
Instituir, asignar una esencia, una competencia, es imponer un 
derecho de ser que es un deber ser (o un deber de ser). Es 
significar a alguien lo que es y significarle que tiene que 
conducirse consecuentemente a como se la ha significado. El 
indicativo es en este caso un imperativo. 


Pierre Bourdieu, ¿Qué significa hablar? 


El 30 de mayo de 2018 el presidente colombiano, Juan 
Manuel Santos Calderón, firmó en París el acta de ingreso de 
Colombia a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos luego de un proceso que duró siete años, cuya 
búsqueda quedaría consignada en su primer Plan Nacional de 
Desarrollo de la siguiente manera: “Hemos iniciado el proceso 
para ingresar a la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (OCDE); algo impensable hace tan sólo 
unos años” (DNP, 2011: 21). 

En el informe de gestión del Ministerio de Educación 
Nacional (MEN) de ese primer periodo de gobierno, 2010-2014, 
reafirmó dicho propósito (MEN, 2014). Sin embargo, ingresar a 
la OCDE, implicaría una evaluación de las políticas públicas 
colombianas, así como su mejoramiento mediante la recepción 
de orientaciones suministradas por la organización, 


principalmente relacionadas con la reducción de la 
desigualdad.” 

Uno de los capítulos en evaluación para dicho ingreso a la 
OCDE correspondió a la educación: 


Colombia [...] es el primer país que será evaluado en 
educación, pues hasta ahora este criterio no era considerado 
por la organización en el proceso de ingreso de un nuevo 
miembro. No obstante, el sector educativo colombiano no es 
ajeno a las iniciativas y proyectos de la OCDE, Desde 2006, 
Colombia viene participando en las evaluaciones 
internacionales de estudiantes (PISA) que miden a los jóvenes 
de 15 años de diferentes países de la organización y del mundo 
(MEN, 2014: 54). 


Si bien el plan sectorial del siguiente periodo de gobierno, 
amparado en el “Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018: todos 
por un nuevo país. Paz, equidad, educación”, expresó las Líneas 
Estratégicas de Política Educativa, su título marcó el tono de la 
apuesta gubernamental: “Colombia, la mejor educada en el 
2025”. No obstante, contenía resonancias de apuestas 
concomitantes en dos planes de desarrollo territoriales de los 
tiempos de Sergio Fajardo como alcalde de Medellín (2004- 
2007) y Gobernador del Departamento de Antioquia (2012- 
2015) en los cuales ya había sido puesta de relieve la consigna. 

En el primero, “Plan de desarrollo 2004-2007. Medellín: 
compromiso de toda la ciudadanía”, la ejecución de uno de sus 
programas denominado Medellín la más educada, terminaría 
convertido en estrategia global de planeación. El Plan de 
Desarrollo posterior (2012-2015) ostentó el título “Antioquia la 
más educada”, Si bien algo va de más a mejor, se aproximan en 
la idea de que la educación sería clave en las acciones de 


gobierno y en las deliberaciones de agenda pública colombiana: 
más educación, mejor educación. 

Debemos anotar que la apuesta presidencial comentada no 
implicó cambio de rumbo en materia de políticas educativas; 
mucho menos especificación de algún programa concreto como 
garante de dicha admisión. Por el contrario, según 
observaremos, allí operó la continuidad. Las políticas 
educativas previstas para 2014-2018 serían “más de lo mismo”, 
según expresión de uso común. Su conversión técnica remitiría 
al incrementalismo de políticas acumuladas, desde los años 
ochenta hasta el presente. Poco más de treinta años de una 
agenda de políticas robustecidas. 

En efecto, el último periodo de gobierno de los ochenta 
(1986-1990) respondió a la crítica situación administrativa y 
financiera de la educación escolar (básica y media); allí serían 
sentadas las bases para acciones subsecuentes. Entre 1992 y 
2002 se registraron esfuerzos encaminados a instrumentar 
condiciones favorables a la implementación de los contenidos 
constitucionales y legales sobre la educación en Colombia, 
variándose la relación gobierno central-gobiernos territoriales 
en el diseño de políticas educativas. 

Los años de 2002 a 2010 adicionaron la universalización de 
experiencias locales en tanto que consagración de una agenda 
de políticas convertidas en virtud del anuncio presidencial de 
2011 (ingresar a la OCDE). En adelante quedó instituida una 
acción inercial en términos de políticas estructurantes del 
actual sistema educativo colombiano con cuatro grandes 
asuntos en su agenda de políticas educativas: cobertura, calidad, 
eficiencia, financiación.? 

Así como lo recupera Rivas (2015) en su estudio regional, 
esos años en Colombia participan de esa mirada referida al 
agotamiento de una modelación previa a los años noventa 


sobre las relaciones entre Estado y educación escolar 
resignificadas por la descentralización. La municipalización o, 
quizá, remunicipalización de la educación. Desde los inicios 
republicanos de mediados del siglo XIX, Colombia mantiene 
latente la tensión centralismo-federalismo a pesar de la 
instauración y mantenimiento de una estructura política 
centralista desde la constitución de 1886, 

Nuestro trabajo está encaminado a comprender la manera 
en que las acciones gubernamentales acumuladas durante las 
últimas décadas del siglo XX y primeras del siglo XXI 
constituyen un continuum configurativo de una agenda de 
políticas educativas que estructuran el presente de su sistema. 

Situar como pregunta en el título del capítulo la expresión 
“la más educada” corresponde más a una remisión analítica de 
un asunto que a una apuesta resolutiva de una pregunta 
formulada desde comprensiones evaluativas de políticas que 
amparan esquemas de percepción dominantes en este tipo de 
producciones. 


INFERENCIAS METODOLÓGICAS DE UNA 
PROBLEMÁTICA TEÓRICA 


Luis Aguilar (1992a, 1992b) precisó que la política educativa 
como objeto de investigación circunscrita por el análisis de 
políticas estudia la acción gubernamental; también como 
proceso y como ciclo. De allí que la definición de problemas, 
como su inclusión en una agenda, favorece la aproximación a 
su problemática teórica para derivar implicaciones 
metodológicas. 

Especialistas sobre el particular indican dos tipos de 
agendas, una pública y otra institucional. La primera referida 
por Aguilar, en su estudio introductorio (1992b), apelando a 


Roger Cobb y Charles Elder (Cobb y Elder, 1984, en Aguilar, 
1992b), como aquella constituida por las cuestiones que 
merecerían atención de las autoridades gubernamentales. Esto 
sería una agenda “[...] integrada por todas las cuestiones que los 
miembros de la comunidad política perciben comúnmente como 
merecedoras de la atención pública y como asuntos que caen 
dentro de la jurisdicción legítima de la autoridad 
gubernamental existente” (Aguilar, 1992b: 31-32). 

Esta agenda tendría varios adjetivos: sistémica, pública, 
constitucional. Por ende, su mayor dimensión contribuiría a 
establecer la “salud” democrática de un país identificando la 
manera en que son situados y posicionados determinados 
asuntos por ¡individuos o grupos específicos. Aquí la 
preocupación remite a la universalización de los intereses 
particulares y sus mecanismos de instrumentación. 

Usualmente, durante procesos electorales (rama ejecutiva o 
legislativa), los medios de comunicación tratan de incidir, sin 
pretensiones de orientación, en los debates o en las definiciones 
propias de los contenidos de dicho tipo de agenda. Ello, 
mediante la difusión, discusión y análisis de resultados de 
encuestas realizadas a la ciudadanía a propósito de cuáles 
serían los principales problemas sociales del momento. 

Previamente habían difundido notas, crónicas o registros 
noticiosos de diverso formato relacionados con asuntos 
“coincidentes”. Por lo que tal vez quedarían registrados en las 
encuestas como constitutivos de las “preocupaciones de los 
ciudadanos para los candidatos”. Características propias de este 
tipo de agendas corresponderían a su nivel de abstracción, 
generalidad, globalidad... con una formulación correspondiente 
(genérica), por lo tanto tendrían talante indicativo. 

Nuestro interés remite al otro tipo de agenda: la 
gubernamental. Aguilar sitúa dos de sus equivalentes, 


institucional o formal, expresándola en su conceptualización 
como aquella que contiene los “asuntos explícitamente 
aceptados para consideración seria y activa por parte de los 
encargados de tomar decisiones. Por lo tanto, cualquier 
conjunto de asuntos aceptados por cualquier organismo 
gubernamental en el nivel local, estatal o nacional constituirá 
una agenda institucional...” (1992a: 32). 

Ésta sería una agenda caracterizada por su especificidad, 
concreción, acotamiento... precisando la definición del 
problema cuyo trasfondo teórico correspondiente a la 
problemática ¡implicada en la formación de la agenda 
gubernamental puede situarse así: 


en interdependencia con la definición del problema, el 
gobierno tiene que revisar sus posibles cursos de acción y 
considerar si puede hacer efectivamente algo (y con cuáles 
costos): si tiene sentido su acción. En suma, la atención, 
definición y tratabilidad del problema son componentes 
determinantes del proceso por el cual el problema (asunto, 
cuestión, demanda) alcanza su carácter de agendum: algo sobre 
lo que se debe actuar (Aguilar, 1992a: 30). 


El reconocimiento de la perspectiva que antecede implica 
explicitar que los estudios sobre la agenda gubernamental 
señalan que las autoridades precisarían cuáles serán los 


problemas objeto de su acción: “... objetos sobre los [servidores 
públicos] que han decidido que deben actuar o han considerado 
que tienen que actuar...” (Aguilar;  1992a: 29), 


Consecuentemente, en nuestro caso, las fuentes asumidas para 
reconstruir contenidos de la agenda de políticas educativas 
centran la atención documental en planes sectoriales de 
educación vinculados con planes nacionales de desarrollo, 


Además, dialogamos con investigaciones relacionadas en los 
momentos que sea requerido por el análisis. 

Sin embargo, antes de precisar acciones de gobierno hay que 
ubicar la cosa en sí a partir de la especificación de una 
peculiaridad del sistema educativo colombiano en términos de 
la magnitud del sector privado en la oferta institucional y su 
competición con la participación oficial en la matrícula según 
niveles escolares. 


EL SISTEMA EDUCATIVO COLOMBIANO: PASADO EN 
PRESENTE 


El sistema educativo colombiano, según información del 
Ministerio de Educación Nacional (MEN), amparada en la 
legislación educativa vigente (leyes: General de educación, de 
Educación superior y decretos reglamentarios), prescribe que la 
educación formal en Colombia está constituida por cuatro 
niveles: preescolar, básica (primaria y secundaria), media y 
superior con sus correspondientes grados, edades y propósitos. 

La información precedente introduce el propósito de 
identificar condiciones de posibilidad favorables para la 
resolución gubernamental de problemas educativos. Por ende, 
situamos el devenir que instituyó la capacidad gubernamental 
para atender la demanda escolar, así como la satisfacción 
sectorial (oferta) de dicha demanda, en una especie de mercado 
de bienes simbólicos (Bourdieu, 2002) dentro de los cuales el 
capital escolar signa un espacio de competición social. 

En términos de investigación, dicha relación queda 
contenida en una doble delimitación: jurídica y estadística. La 
primera reseña su construcción histórica, desde los orígenes 
republicanos hasta el presente, en su doble acepción (como 
derecho y como servicio). Esta concepción es relativamente 


extraña en historias nacionales de latitudes próximas a la 
colombiana, concordante con la clásica oposición entre lo 
público y lo privado. 


En nuestra Constitución Política se dan las notas 
fundamentales de la naturaleza del servicio educativo. Allí se 
indica, por ejemplo, que se trata de un derecho de la persona, 
de un servicio público que tiene una función social y que 
corresponde al Estado regular y ejercer la suprema inspección y 
vigilancia respecto del servicio educativo con el fin de velar por 
su calidad, por el cumplimiento de sus fines y por la mejor 
formación moral, intelectual y física de los educandos. También 
se establece que se debe garantizar el adecuado cubrimiento del 
servicio y asegurar a los menores las condiciones necesarias 
para su acceso y permanencia en el sistema educativo.? 


Los análisis sobre configuración de agenda de políticas 
educativas en Colombia requieren reconocer que sus problemas 
están interpelados por la manera en que se ha dispuesto su 
sistema educativo. Su característica primordial —relación oferta 
(establecimientos/instituciones) y demanda satisfecha 
(matrícula)- evidencia una presencia determinante del sector 
privado; participación que no es complementaria al 
posicionamiento oficial, sino idéntica. 


Cuadro 7.1. Sistema educativo colombiano (formal) 


Matrícula epbm 2015: 10"239.145/ 
Urbano: 76% - Rural: 249% 


Grados 


Niveles e / 
(núrn.) grado: 


Propósito 


Forma los aspectos biológico, : 3 Pre-jardín 
cognitivo, psicomotriz y socioafectivo. Jardín 


Transición 


eescolar 
(ELIPI) 


1] Educación 
pr 


e 


al Básica Has ed Desarrolla 5 AAA 
habilidades pi or conocimien- 
tos ios ormación artística y 
2n valores, com ronsión del medio 
isico, social y cultural, entre otras. 
Participación: 9% de matrícula total (mr). 


¿ARANA AAA AAA AAA AAA AAA AAA AAA AAA AAA MAA AAA AAA AA AAA II IIA AAA AAA AI AI A 


b] Básica secundaria: Fomenta el 4 ETB 
desarrollo del razon nieta lógico, el 

conocimiento científico, de las ciencias, 

la historia y el universo, el desarrollo del 

sentido crítico, entre otros. Participa- 

ción: 44% de mr. 


RR AENA AIN CONEA AREA AUNNNNNNNAN HEEE AINNNNN IIS NN EEE ANNAN LEIA CURE EIA AUNAR AIR AER A RNRAN NA A 


2. Educación básica 


A A O A rn 


Fomenta la comprensión de ideas y 2 10%, 112. 
valores universales y la preparación para 

la formación superior y pa a el trabajo, 

mediante sus dos modalides: técnica y 

académica. Participación: 34% de mr. 


3. Media 


A A 


Forma a d ape normalistas (no Pa ¡E y 
profesionales). 


Ciclo comple- 
mentario: 
normal superior. 


Duración 


A 


4. Superior 


4. Superior 
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Pregrado 


AAN E 


Pregrado 


Jrenasrrnas 


Posgrado 


A AOS 


1]Técnico 


Forma en ocupacio- 
profesional 


nes de carácter 
operativo e 
instrumental. 


2] Tecnológico Forma en ocupacio- 
pes, profeamas de 
ormación académica 


y especialización. 


3]Profesional o 


Forma en investiga- 
pregrado 


ción científica o 
tecnologica, en areas 
disciplinarias 
especificas y 
producción del 
conocimiento. 


4] Especializa- Busca perfeccionar o 
ción profundizar en 
gsteimineds área . 
isciplinar, profesión 
u ocupación. 


5] Maestría Busca ampliar y 
desarrollar los 
copocimi ntos para la 
solución de 
problemas 
discilinarios, 

ab Sis a o: so 
profesionales y formar 
en investigacion en 
un área especifica de 
las ciencias o las 
tecnológicas. 


6] Doctado Forma investigadores 


a nivel avanzado. 


ANO: Nivel de investigación 

o más avanzado en 
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posgrado. 


2-3 años 
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3 años 


4-5 años 
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3 años 


1 año 


Elaboración propia con información diversa del Ministerio de Educación 
Nacional. 


La segunda mitad del siglo XX comenzó con una presencia 
oficial determinante en la oferta de escuelas y matrícula en la 
educación primaria, luego competida de manera consistente por 
el sector privado en los años noventa. Sólo hasta 1984 el sector 
oficial equiparó la presencia privada en preescolar y secundaria 
para rebasarla progresivamente. Aunque la matrícula de 
secundaria oficial superó a la privada desde 1975, en preescolar 
ello sucedió hasta mediados de los noventa. 

Este análisis permite indicar la importancia, sentido y 
significación de la noción de servicio público como expresión 
que engloba una conceptualización específica respecto del lugar 
ocupado por el Estado en el campo educativo colombiano y la 
manera en que se vinculan problemas de política educativa y 
métodos de solución. 


REMODELACIÓN EN LA GESTIÓN DE POLÍTICAS: 
1988-2002 


La década de los ochenta acumuló un conjunto de 
problemas relacionados con tres asuntos educativos que 
demandaron atención prioritaria y marcaron el devenir de 
políticas: 1] descentralización-financiación; 2] integración de 
establecimientos; 3] profesionalización docente. Durante esos 
años las cuestiones relacionadas con el acceso-cobertura- 
expansión-permanencia-calidad-eficiencia determinaron la 
regularidad constitutiva de la agenda de políticas. Pero sólo la 
superación de acceso y cobertura acompañados por el 
agotamiento del modelo de gestión educativa estatal 
prevaleciente, favoreció focalizar la atención correspondiente 
en los asuntos clave de la agenda. 


El primer asunto, la descentralización política, inició 
durante el gobierno de Virgilio Barco (1986-1990), que vinculó 
municipalización con financiación escolar, La municipalización 
se realizó mediante la reforma del Ministerio vía dos leyes: la 
de Desconcentración Administrativa, la segunda modificatoria 
de la primera, se denominó de  Descentralización 
Administrativa).* Posteriormente, la financiación transitó del 
Situado Fiscal de 1993, desbordado cinco años después, hacia 
un Sistema General de Participaciones (SGP) creado con la ley 
de 2001 encaminada a regular recursos y competencias para 
organizar la prestación de los servicios de educación? Este 
periodo transicional implicó la redistribución administrativa de 
responsabilidades entre gobierno central, departamentos y 
municipios; estos últimos debieron certificarse en aquellas 
poblaciones superiores a 100 000 habitantes, según criterios 
definidos en la ley. 

En un primer momento, el nivel central diseñó las políticas, 
mientras la ejecución recayó en las secretarías municipales y 
departamentales de educación. Las transferencias fueron 
acompañadas por los Fondos Educativos Regionales 
(paralelismo administrativo) creados por el Estado para aunar 
esfuerzos en la ejecución local, aunque no necesariamente se 
correspondió con la pretensión nacional. Los departamentos y 
municipios administraron las plantas docentes pagadas en su 
gran mayoría por el Ministerio de Educación Nacional. 
Situación subsanada con la reforma ministerial, 
responsabilizando al nivel local por su eficiencia y consecución 
de objetivos específicos. Si bien el gobierno central garantizaba 
la financiación, su asignación correspondió a otra lógica: la 
adjudicación por censo local. 

El segundo asunto de políticas correspondió a la integración 
de centros educativos como acción encaminada a resolver el 


problema de continuidad entre primaria y secundaria 
garantizando una secuencia completa hasta el noveno grado 
escolar. Ésta fue una acción que allanó el terreno para la 
posterior institucionalización de la jornada extendida. Ésta 
devino en la jornada escolar como política de transformación 
de las escuelas durante la segunda década del siglo XXI. 

El último asunto de políticas de esa época correspondió a 
una primera profesionalización de los profesores consistente en 
la reforma del Estatuto Docente de 1979, reformado en 2002, 
Éste instauró el concurso público de méritos para ingresar a la 
carrera magisterial. Por ese medio se buscaba superar la 
experiencia y la antigiiedad como instrumentos de promoción 
profesional. Quedó instituido el ingreso de profesionales no 
licenciados al magisterio oficial. 

La década de los noventa también significó un momento 
orientado hacia la definición de rutas de acción consecuentes 
con las disposiciones constitucionales y legales dispuestas para 
el sector. Una de ellas, por ejemplo, implicó la 
institucionalización del gobierno escolar en los 
establecimientos, así como la definición estratégica de los 
proyectos educativos institucionales (PED con la participación, 
en ambos casos, de los padres de familia, los egresados y 
representantes de los entornos escolares. 

En el orden nacional, eran tiempos para pensar en los 
vínculos educación, ciencia y desarrollo, tal cual fue llamada la 
“Misión de Sabios”, uno de los primeros conjuntos de 
académicos e intelectuales nacionales encargados de proponer 
“cartas de navegación” para transformar al país desde procesos 
educativos. En 1995 se redactó el primer Plan Nacional 
Decenal de Educación (1996-2005) que incluyó un espacio con 
el fin de configurar sentidos para la acción educativa con la 


participación de comunidades complementarias al sector 
educativo del país.*? 

Un último asunto que da cuenta de la transformación en el 
diseño de políticas está relacionado con la experiencia 
desarrollada en Bogotá al convertirla, sin que fuera la 
intención, en una especie de laboratorio de políticas educativas 
de 1998 a 2001. Las reformas locales tendrían proyección 
nacional durante el siguiente momento de políticas. La 
administración de la ciudad en 1998, quinta electa por voto 
popular desde 1988, realizó un conjunto de reformas 
administrativas encaminadas a configurar sistemas de 
información para la toma de decisiones de políticas educativas 
en la ciudad. La mayoría relacionadas con la gestión docente y 
la infraestructura escolar, favoreciendo imbricar información- 
decisión-distribución de recursos con la matrícula estudiantil. 

La modernización institucional del momento se orientó al 
fortalecimiento de las instituciones educativas, la evaluación de 
competencias en los estudiantes, la dotación de salas de 
computadores, conexión a internet y la implementación del 
programa de colegios en concesión. La adquisición de textos 
escolares se realizó de manera descentralizada, consultando las 
necesidades de los establecimientos escolares. También fue 
creada la Red de Bibliotecas Públicas de Bogotá que, después 
de algunas décadas, mitigó problemas de lectoescritura e 
incrementó el promedio de libros leídos por los colombianos 
según encuesta realizada por la Dirección Nacional de 
Estadística (Dane) en 2018, 

Los registros de la memoria ministerial caracterizan la 
transformación de la siguiente manera: 


este modelo empezó a mostrar, desde mediados de la década 
del setenta, grandes problemas políticos, administrativos, 


financieros y pedagógicos, que se fueron agudizando en los 
veinte años siguientes, Había una contradicción básica entre las 
políticas del gobierno nacional, que asumía casi la totalidad de 
la financiación, definía normas y objetivos generales y trataba 
de influir en su ejecución local a través de entidades 
descentralizadas y la acción de las secretarías de educación de 
los departamentos y municipios, que administraban y 
trasladaban maestros con autonomía y sin asumir 
responsabilidades en relación con la eficiencia y la financiación 
del sistema (MEN, 2010: 25). 


Finalizada la década de los noventa, la financiación y 
administración escolar no fueron preocupación principal, sin 
que ello sea comprendido como resolución plena. Los paros de 
la Federación Nacional de Educadores así lo evidencian 
regularmente. No obstante, quedaron atenuadas en su magnitud 
con miras a continuar tramitando soluciones para otro conjunto 
de problemas cuya primacía quedó centrada en las dos clásicas 
hasta el presente, calidad y cobertura, según niveles educativos. 

Hasta finales de los años noventa, por ejemplo, en términos 
de cobertura, la prioridad correspondió a la educación básica 
primaria. Al lograr porcentajes de cobertura superiores a 90 o 
95%, así como su extensión hacia la educación media, las 
prioridades de políticas se desplazaron progresivamente a los 
extremos educativos: primera infancia y educación superior. 


CONSAGRACIÓN DE POLÍTICAS: 2002-2010 


Una expresión concluyente del periodo 2002-2010 contuvo la 
convicción de quienes encabezaron un conjunto de políticas 
consolidadas en la ciudad de Bogotá de 1998 a 2001, que luego 
serían nacionales con su nombramiento ministerial: 


La Revolución Educativa asumió a fondo las 
preocupaciones y objetivos que el país había formulado a lo 
largo de las últimas décadas y los llevó a la práctica. 
Transformó las entidades educativas y el Ministerio para 
ampliar las oportunidades de educación para todos y lograr que 
tuviera una alta calidad. Más que el aumento de cupos -que 
representa, de todos modos, un cambio cuantitativo de 
importantes dimensiones, la verdadera transformación fue 
lograr que la capacidad de gestión y de asistencia técnica del 
Ministerio mejorara drásticamente con el respaldo de un 
sistema de información confiable y oportuno, así como 
consolidar un sistema de aseguramiento de la calidad, basado 
en ¡instrumentos de evaluación en todos los niveles, 
estrechamente relacionados, que generan incentivos muy 
fuertes para el mejoramiento de la calidad educativa (MEN, 
2010: 38) 


De allí la expresión inicial del capítulo ya que la experiencia 
colombiana, en materia de políticas educativas, se caracteriza 
por una agregación pausada pero sostenida al punto de que 
progresivamente se generarían condiciones para robustecer un 
sistema educativo que terminó siendo incluido dentro del 
conjunto de evaluaciones para su ingreso a la OCDE. 

El Ministerio de Educación Nacional fue reorganizado de 
nuevo en 2003, adecuándolo a la estructura educativa del país. 
Previamente, tuvo una ordenación interna constituida por 
ministro, viceministro y dependencias de gestión (secretaría 
general, por ejemplo) más un conjunto de entidades adscritas y 
vinculadas. El MEN 2003, al amparo de los diagnósticos 
iniciados durante la gestión ministerial anterior (2000-2002) 
quedó constituido por dos viceministerios encargados de cada 


componente del sistema educativo con direcciones internas: 
viceministerio de Educación preescolar, básica y media, y 
viceministerio de Educación superior. Pretensiones: mayor 
coordinación, integración y eficiencia en la gestión de políticas 
sectoriales.” 

Los sistemas de información también fueron claves en la 
toma de decisiones políticas y ciudadanas. La primera por parte 
de los funcionarios en cuanto a la matrícula escolar, los 
recursos asignados, las composiciones institucionales y de 
formación. La segunda permitió que las familias orientaran sus 
preferencias escolares. También fortalecieron los sistemas de 
soporte para la gestión ministerial y de apoyo a las entidades e 
instituciones escolares. En cuanto al diseño de políticas, la 
orientación estuvo signada por la definición temática como 
circunscripción de acciones por niveles educativos, al estilo de 
tableros de indicadores favorables al seguimiento de la gestión 
de establecimientos e instituciones educativas. La evaluación 
educativa quedó robustecida como estrategia de calidad 
(pruebas PISA), así como la participación del sector en las 
posibilidades de incrementar cobertura escolar. 

Más que una relatoría, apología o, mediante un cambio de 
tercio observacional, crítica o cuestionamiento, la descripción 
previa delinea contornos sobre la progresión de políticas. Esto 
es, ofrecer una mirada sobre la manera en que después de los 
ajustes de los noventa, al comienzo de este siglo la agenda 
educativa colombiana se caracterizó por la centralidad en otros 
temas del sector: calidad, cobertura, información, a partir del 
rediseño del instrumental técnico y gubernamental. 

Por ello concordamos con Axel Rivas (2015) cuando 
expresa que: 


En los noventa la docencia fue el bloque de hielo de las 
reformas educativas. La mayoría de los países de la región 
buscó transformar el currículo, la gestión y la evaluación de los 
sistemas. La descentralización y la autonomía escolar parecían 
la tierra prometida para muchos autores de las reformas. La 
docencia era vista como algo secundaria o inalterable en la 
relación de fuerzas con los sindicatos (Rivas, 2015: 120). 


Resolver los temas de los noventa fue una preocupación 
regional, salvaguardando las diferencias nacionales. Rivas nos 
ubica en el presente de las acciones educativas 
gubernamentales: 


Algo se rompió en el cambio de siglo. La hipótesis de que 
había que privatizar la gestión de las escuelas o descentralizar 
al nivel local mostró sus limitaciones y riesgos. Una nueva era 
se iniciaba de la mano de las evaluaciones internacionales de la 
calidad educativa, en especial desde el lanzamiento de PISA en 
2000. Los resultados de los países exitosos trajeron una ola de 
estudios sobre las causas y explicaciones (Rivas, 2015: 120-121). 


A partir de 2010, con información en mano, resultante de la 
acumulación de registros evaluativos de calidad escolar, se 
constató que sus resultados eran similares independientemente 
de la caracterización socioeconómica de las escuelas. Las 
miradas de políticas centraron su atención en otro asunto. Ya 
no fue, como hasta antes del siglo XXI, problemas de ley, 
administración, financiación, estructura curricular, condiciones 
socioeconómicas de los estudiantes, de administración 
educativa en diferentes niveles. La atención quedó centrada en 
los docentes. En adelante vino una nueva oleada de acciones 
encaminadas al incremento de la calidad educativa que, para el 


caso colombiano, quedó registrada en el Plan Nacional de 
Desarrollo. Según Rivas: 


Los enfoques sobre la política educativa pudieron 
finalmente evaluar sistemas completos en periodos de cambio 
con mejoras constatables en la calidad de los aprendizajes [...] 
Sus conclusiones fueron ampliamente difundidas: la selección, 
formación y carrera profesional de los docentes eran el 
principal eje de mejora de la calidad [...] (Se) recomendaba no 
seguir propiciando propuestas centradas en privatizar la gestión 
de las escuelas no avaladas por la evidencia empírica de las 
evaluaciones [..] Todo comenzó a girar en torno a la docencia 
[...] “la calidad educativa tiene como techo la calidad de los 
docentes”. Una vieja-nueva hipótesis despegó en las agendas del 
nuevo siglo [...] La docencia pasó a estar en el centro, pero los 
caminos de reforma no fueron convergentes. En muchos casos, 
se incrementó la presión por los resultados, a la vez que 
aumentaba la complejidad social y cultural de las aulas. La 
docencia se vivió como un trabajo cada vez más demandante 
(Rivas, 2015: 121). 


En lo por venir, queda por realizar un adecuado seguimiento 
a la manera en que las políticas recientes contribuyeron, 
efectivamente, al mejoramiento de condiciones para la práctica 
de los docentes implicados, como objeto de políticas, en el 
incremento de la calidad de una educación que debería 
favorecer la redistribución de capital escolar.? 

En cuanto a la agenda de políticas se consolidaron asuntos 
previamente referidos con disímiles programas característicos 
del sentido en la acción gubernamental. Calidad, como centro 
de observación de la formación amparada en la evaluación del 
conjunto escolar. Cobertura, con la tensión conceptual igualdad- 


equidad sumada a la dupla derecho-servicio. Eficiencia, muy 
próxima a logros de proceso y de resultados. Financiación, 
determinada por los subsidios a la demanda y a la oferta. 


MAESTROS: ¿LOS MEJOR EDUCADOS? 


El documento titulado “Colombia, la mejor educada en el 
2025” contiene las Líneas estratégicas de la política educativa 
del Ministerio de Educación Nacional (en adelante CLE). Si 
bien es cierto que dicho texto fue consecuencia del Plan 
Nacional de Desarrollo 2014-2018 titulado “Todos por un nuevo 
país. Paz, equidad y educación”, su especificidad favoreció 
identificar asuntos educativos en donde el gobierno centraría su 
atención, su definición y opciones de acción. 

Un momento clave en el estudio de agendas, según 
observaciones de Aguilar (1992b) consiste en identificar y 
sopesar cuestiones sobre las cuales un gobierno ha decidido que 
debe actuar y, consecuentemente, cómo los define para actuar 
en términos de los recursos públicos que habrán de invertirse 
para su presunta solución. Esa mirada también contribuye a 
identificar, reafirmar en nuestro caso, la estructura de la 
agenda de políticas. 

Los asuntos. El documento inicial de CLE contiene líneas 
estratégicas con las siguientes denominaciones: 

1] Jornada única 

2] Excelencia docente - programa de becas docentes 

3] Excelencia docente - programa todos a aprender ( PTA ) 

4] Excelencia docente - acompañamiento al docente 

5] Política de excelencia docente 

6] Evaluación docente 

7] Incentivos por la calidad educativa 


8] Colombia aprende y red maestros, conexión total con 
docentes 

9] Colombia bilingiie 

10] Colombia libre de analfabetismo 

11] Educación inicial 

12] Modernización de la educación media 

13] Plan nacional de lectura “leer es mi cuento” 

14] Fondos ICETEX , una educación superior, una apuesta 
para el desarrollo regional 

15] ICFES , mejor saber 

16] Sostenibilidad financiera del sistema de educación 
superior 

17] Plan maestro de regionalización ( PMR ) 

18] Sistema nacional de educación terciaria ( SNET >) 

19] Ser pilo paga. * Fomento a la educación superior 


Una reordenación por afinidades temáticas da como 
resultado ocho asuntos específicos: jornada única, educación 
inicial, modernización de la educación media, más acceso a la 
educación superior de calidad, excelencia docente, Colombia 
libre de analfabetismo, plan nacional de lectura “leer es mi 
cuento” y Colombia bilingie. 

Si bien esta agregación temática en ocho (diseño de las 
acciones) corresponde al contenido de la CLE, en el primer 
informe (ejecución de las acciones) quedaron explícitas cinco 
(MEN, 2015, 2017): 1] excelencia docente, 2] jornada única, 3] 
Colombia bilingiie, 4] Colombia libre de analfabetismo y, 5] 
acceso con calidad a la educación superior. Otros asuntos 
quedaron subsumidos en ellos, cuyo discernimiento es posible 
mediante la navegación adecuada en el diseño de los informes 
anuales del Ministerio, cuya composición no es necesariamente 
el mismo. Hubo cambio de Ministra de Educación en 2016," 


El conjunto de lineamientos evidencia el énfasis en el tema 
de la calidad da como resultado que la denominada excelencia 
docente tendría la mayor participación relativa (37%) dentro del 
conjunto inicial estratégico del MEN, concordante con la 
“nueva oleada” en el devenir de políticas educativas en la 
región. El primer Informe del Ministerio de Educación 
Nacional (2015a) consecuente con el Plan Nacional de 
Desarrollo y con los lineamientos expresó que: 


La literatura hoy reconoce que uno de los principales 
determinantes de los procesos de aprendizaje y del desempeño 
de los estudiantes es el nivel y la calidad de la formación 
docente y las prácticas pedagógicas empleadas en el aula. Por 
lo tanto, mejorar la calidad docente es uno de los retos 
fundamentales que se requieren para posicionar a Colombia 
como el país más educado en América Latina (MEN, 2015: 
10)." 


El segundo conjunto de asuntos observado correspondería a 
la educación superior (32%); algunos estarían en la línea 
expresada en otro informe reciente de la OCDE sobre la 
educación superior en Colombia (Sistema Nacional de 
Educación  —Terciaria-SNET), mientras que los demás 
corresponderían a los asuntos propios de las políticas de 
educación superior: cobertura, calidad, financiación. 

Conservando su singularidad, son próximos los asuntos 
relacionados con la alfabetización, la lectura y el bilingiiismo. 
La primera busca declarar a Colombia como territorio libre de 
analfabetismo. La segunda, implementa acciones conducentes a 
la integración de la lectura y la escritura a la vida cotidiana de 
los colombianos. La tercera, ubica al dominio del inglés como 


competencia necesaria para participar en las exigencias 
laborales contemporáneas. 


EL CONTENIDO DE LOS ASUNTOS 


Excelencia docente. Las siete líneas estratégicas que 
integran este programa, si bien ubican al docente como núcleo 
de su orientación diagnóstica, guarda estrechos vínculos con 
establecimientos educativos y con estudiantes, A su vez, en el 
centro del conjunto la evaluación de la calidad de los 
estudiantes (Pruebas Saber) ocupó un lugar central, 

Si bien la política encaminada a la excelencia docente tiene 
como centro de su acción al profesor, varios asuntos estarían 
vinculados con las escuelas y con el desempeño de los 
estudiantes ya que la calidad, como una de las preocupaciones 
gubernamentales estaría relacionada con sus aprendizajes. En 
otras palabras, el mejoramiento de la calidad de los profesores 
tendría como fundamento el hecho de que su práctica está 
ubicada dentro de una escuela y relacionada con los 
diagnósticos y desempeños de los estudiantes, configurados 
para realizar la correspondiente medición (Índice Sintético, 
Pruebas Saber). En cuanto a las cualidades del docente, las 
acciones gubernamentales expresaron que la formación de 
posgrado, el reconocimiento/estímulo (simbólico, económico) a 
sus desempeños, la evaluación centrada en su práctica de 
aula... contribuirían al mejoramiento de la calidad educativa. 

Jornada Única. Correspondería al lineamiento vinculado con 
la garantía del “... goce efectivo del derecho a la educación de 
los estudiantes... como mandato normativo...” Por ende, se “... 
busca aumentar el tiempo de permanencia de los estudiantes en 
la institución educativa, incrementar las horas lectivas y 
fortalecer el trabajo académico... (como) estrategia de gestión 


del tiempo escolar para profundizar en el desarrollo de 
competencias básicas...”. La experiencia contenida en este 
lineamiento refiere una disposición de la Ley (General de 
Educación de 1994, la cual expresaba asimetrías propias de la 
disposición normativa y su implementación, aunque, visto de 
otra manera, favorece observar cómo mucho de lo contenido en 
la ley se  instrumenta o no según las prioridades 


gubernamentales, 


Esta ley se reglamentó inicialmente a través del Decreto 
1860 de 1994 [...] los artículos que se referían a la jornada 
escolar fueron derogados a través del Decreto 1850 de 2002, 
postergando la firme disposición de implementar la jornada 
única en el país por razones asociadas a necesidades en materia 
de cobertura y a falta de recursos principalmente [...] Son 20 
años desde la Ley General de Educación durante los cuales la 
implementación de la jornada única como política pública se 
postergó [...] (MEN, 2015a: 11). 


En efecto, en el Plan Sectorial de Educación 2010-2014 se 
expresa que 


Frente al uso del tiempo libre, se fortalecerá la 
implementación de las jornadas escolares complementarias en 
articulación con las cajas de compensación familiar, incluyendo 
el refuerzo a las áreas obligatorias. Por consiguiente, se 
modificarán los lineamientos de estas jornadas y se generarán 
alianzas con el Ministerio de la Cultura y Coldeportes (p. 66). 


Colombia bilingúie. Apuesta encaminada a que en la 
educación básica y media la “enseñanza del inglés... (sea)... 
prioridad real (del) sistema educativo oficial” (MEN, 2015). De 


allí que los profesores desempeñen un papel importante en 
términos de la actualización de sus competencias en esa lengua 
como en el diseño tanto curricular como de materiales de 
aprendizaje para los estudiantes. 

Colombia libre de analfabetismo. La perspectiva del 
lineamiento corresponde al “...desarrollo de competencias 
básicas de lenguaje, matemáticas, ciencias sociales, ciencias 
naturales y competencias ciudadanas, integrando a través de los 
ciclos...”. Todo, mediante la contratación o establecimiento de 
convenios con operadores encargados de implementar 
programas centrados en jóvenes y adultos con miras a reducir 
la tasa de analfabetismo. Alfabetización que contribuya al 
acceso de información para la toma de decisiones, a servicios e 
ingreso al mercado laboral con mejores ingresos (MEN, 2015: 
11). Planteamiento amparado en la noción de formación de 
capital humano centrado en la relación educación-mundo 
laboral, 

Acceso con calidad a la educación superior. La 
denominación de este lineamiento es idéntica a la expresada en 
otro gobierno varios años atrás y que terminó siendo 
incorporado a los programas institucionales del ICETEX con la 
sigla ACCES. Ésta es una modalidad crediticia para financiar el 
ingreso a la educación superior en programas de calidad 
académica. Con este lineamiento de política se pretendía 
ocasionar el aumento de cobertura en las IES de alta calidad 
(acreditadas) y como una especie de provocación que las otras 
IES avanzaran en la acreditación, tanto de programas como 
institucional. La orientación gubernamental consistió en una 
estrategia de incentivos encaminada al mejoramiento de la 
calidad e incremento de la cobertura a través de la puesta en 
juego de recursos económicos para las IES de calidad. 


Hasta aquí, tendríamos varios asuntos relacionados con el 
estudio de la acción gubernamental y su relación con las 
normas. También se establece la lógica del Plan Sectorial, que 
incluye cuestiones que remiten a la eficacia de las políticas y un 
asunto referido al discernimiento de lo propio del gobierno 
versus lo propio de la burocracia. 

Sobre la acción gubernamental la lectura del documento 


” 


CLE dejó una primera impresión: “si haces, recibes...” “... para 
recibir más, haz esto...”; habría que interrogar si dicha 
orientación corresponde a una especie renovada de la antigua 
relación estímulo-respuesta aplicada al espacio de la acción 
gubernamental. Queda como interrogación si un trasfondo 
conductista daría cuenta de la comprensión de la acción 
implicada en este tipo de políticas: hacer que un individuo o 
institución emule a los otros por los recursos que obtendrían 
como resultado de la consecución de fondos adicionales por su 
calidad. Así se expresó en el contenido de lineamiento 
Incentivos, que pueden ser económicos y recibirse a cambio del 
mejoramiento de indicadores. 

Acción gubernamental y normatividad es otro asunto 
observado en términos del plan sectorial el cual tendría que ver 
con las acciones (individuales y conjuntas) y la ley. Si bien las 
normas prescriben acciones gubernamentales, éstas no 
necesariamente se supeditan al contenido de aquella. La 
ejecución de una decisión podría postergarse haciendo que el 
Estado de derecho opere en dicha perspectiva. Posteriormente 
otros corregirán los rumbos (ejemplo visto a propósito de la 
jornada única expresa en la Ley General de Educación de 
1994). 

También, a la inversa, se da el caso de que las normas 
legales contienen una determinada ordenación del sistema 
educativo y la acción gubernamental crea una forma diferente 


de organización sin contravenir la ley, pero, en tanto que acción 
gubernamental, opera con fuerza análoga al contenido de la ley 
(caso SNET creado gubernamentalmente sin soporte en la Ley 
de Educación Superior). Mientras que la acreditación de 
instituciones y de programas quedó como voluntaria en dicha 
ley a partir del último Plan Nacional de Desarrollo los 
individuos (mediante un programa gubernamental) que aspiren 
a obtener recursos para financiar acceso a la educación 
superior deberán tener como destino IES y programas 
acreditados. Se trata de cambiar el funcionamiento del sistema 
sin cambiar la ley. 

También están quienes supondrían que con la ley se crearía 
un nuevo estado de cosas y, realmente, parecía suceder a la 
inversa: la ley consagra un estado de cosas precedentes con 
cuya expedición serían resueltos los antagonismos preexistentes 
siendo remitidos al olvido. De suerte que quienes se quedan con 
la norma, en adelante, consideran que a partir de ella existe 
una nueva realidad. De allí la importancia de la reconstrucción 
de historias subyacentes o implicadas en las decisiones públicas, 

Diseño/lógica del Plan Sectorial. Una característica 
identificable del Plan corresponde a su diseño integrado ya que 
mientras los anteriores ofrecían lineamientos organizados por 
niveles educativos, aquí los asuntos de políticas quedan 
trasversales a dichos niveles e interrelacionados con otros 
sectores de la acción gubernamental comprometida en los PND, 
A diferencia del pasado reciente (percepción), actualmente 
existen sistemas de evaluación que guían la toma de decisiones 
de políticas. Otra cosa es que las acciones se correspondan con 
el diagnóstico en términos de su eficacia o logro de sus metas 
mediante la atenuación de la situación diagnosticada. 

En síntesis, las implicaciones metodológicas, nos llevaron a 
introducir comprensiones especificas sobre la lógica subyacente 


al diseño de políticas en términos de la composición especifica 
de su documentación. En este caso, planes sectoriales de 
educación, con particular detenimiento en el último como 
expresión acumulativa de un trabajo que conllevaría un logro 
gubernamental (presente) sin que ese fuera el propósito de los 
anteriores gobiernos. 

Así, la reconstrucción de las acciones gubernamentales 
desde mediados del siglo XX  (diacronía) contribuyó a 
identificar, de manera práctica, cómo “la construcción sobre lo 
construido” favorecería el robustecimiento temático de la 
agenda de políticas educativas colombianas alrededor de los 
asuntos señalados. Situación que favorece comprender el hecho 
de que el gobierno iniciado el 7 de agosto de 2018 planteara, 
como una de sus primeras preocupaciones, revisar la 
financiación del sistema en cuanto a los incentivos escolares y 
sus indicadores de asignación dentro del sistema general de 
participaciones vigente. 

En términos de ciclo de políticas pareciera, entonces, que el 
incrementalismo práctico conllevaría aprovechar ventanas de 
oportunidad como la sucesión presidencial para revisar qué se 
ha hecho en materia de calidad, cobertura y eficiencia con 
miras a afinar, en este caso, lo que corresponda en financiación. 
Mientras la preocupación gubernamental en educación durante 
los años 2002-2010-2018 estuvo centrada en calidad, equidad y 
eficacia, la revisión de temas financieros pareciera volver a ser 
prioritario para el periodo 2018-2022, tal y como lo fuera a 
finales de la década de los noventa.”? 


CIERRE-APERTURA 


El ingreso de Colombia a la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos instituyó una 


diferencia, a partir del 30 de mayo de 2018, transitando de una 
indicación (expresión de un propósito) a un imperativo 
(mandato, cumplimiento) cuyos principales efectos serán 
observados en el ámbito de quienes deciden las políticas y en 
sus correspondientes espacios de ¡implementación y de 
reconocimiento. Colombia suma su presencia al ingreso previo 
de México (1994) y Chile (2010), países mayores de la región 
latinoamericana en asuntos educativos. Mientras que el primero 
posee un sistema educativo cuantitativamente superior, el 
segundo es epígono de políticas para funcionarios sobre dichas 
cuestiones. Con ambos países comparte asiento, más el Perú, en 
la Alianza del Pacífico creada en 2011. Además, Perú y Brasil 
tienen nexos con la OCDE, el primero con programas 
específicos, desde 2014, y el segundo como socio clave desde 
1994, 

Los tres países, México, Chile y Colombia terminan 
configurando una versión regional del primus inter pares cuyo 
devenir será observable a partir de las realizaciones de las 
buenas prácticas en el ámbito de políticas, disponiendo del 
andamiaje experto de la OCDE, Para el caso colombiano, los 
informes sobre educación entregados por la Organización en 
2012 y 2016 constituyen una carta de navegación. La agenda de 
implementación contenida en su Revisión de Políticas 
Nacionales o Informe 2016 dispone al sistema educativo en 
cuatro componentes (educación inicial y atención integral a la 
primera infancia —EIAIPI-, educación básica primaria y 
secundaria —-EBPS-, educación media y educación superior) con 
un total de 12 propósitos de mejoramiento y 33 
recomendaciones. Éstas cubren sumarios al acceso-cobertura, 
calidad, eficiencia-pertinencia, financiación y otros: estructura 
del sistema, aprendizaje, fuerza laboral docente, gestión escolar, 
igualdad de oportunidades, equidad. 


Por otra parte, que Colombia sea la más educada al término 
del gobierno que va de 2018 a 2022 y que sea evaluada por el 
gobierno que le suceda (2022-2026), será establecido por el 
Departamento Nacional de Planeación como garante de la 
previsión de acciones consecuentes. Plantearse como la “más 
educada” en una región con importantes niveles de desigualdad 
en donde Colombia ocupa un lugar poco honroso, con todo y el 
crecimiento económico y la mejora continua de indicadores 
macroeconómicos, hace recordar los llamados a la modestia 
propia de la etiqueta social de otras épocas. Baste referir 
estudios de la CEPAL o los objetivos de desarrollo del milenio 
propuestos por Naciones Unidas en donde nuestra región tiene 
avances que, paradójicamente, hacen más visibles las carencias. 
De allí las recomendaciones que incluyera la OCDE a propósito 
de la equidad y la desigualdad de oportunidades educativas. 

Entretanto, si el país llega a ser el más educado o no, como 
preocupación de los gobernantes, la agenda de políticas 
educativas presentaría un flashback resultante de la evaluación 
realizada al Sistema General de Participaciones (SGP) por 
parte de la Contraloría General de la República a finales de 
2017. La Contraloría informa que, si bien en 2001 se modificó 
el modelo de transferencias para la asignación de recursos 
destinados a financiar la educación y la salud de las entidades 
territoriales, su implementación fue diferida hasta 2008, 
signándolo como año final de un periodo de transición. 

No obstante, una nueva modificación constitucional (Acto 
Legislativo de 2007) aplazó su ejecución hasta 2016, En ese 
año, la Contraloría inició la evaluación cuyos resultados indican 
que, durante 2001-2017 aumentaron las disparidades regionales 
en términos de la distribución y ejecución de los recursos. 
Asunto que, sumado a la jornada única, determina regularidad 
en los modos de instrumentación de la acción pública nacional. 


Un asunto que no está en la agenda de políticas educativas 
como tal, pero que orbita el espacio de la acción 
gubernamental, refiere al tema de la corrupción sobre el cual 
poco se indaga al margen del trabajo de las autoridades 
fiscales, disciplinarias y penales del país. La modernización (o 
privatización) de entidades del Estado de los años noventa del 
siglo XX tuvo como justificación la ineficiencia de la 
administración pública, además de las elevadas prestaciones 
resultantes de las convenciones colectivas tramitadas con los 
sindicatos. Sin embargo, para el sector educativo, el informe de 
la Contraloría da cuenta de la manera en que recursos del SGP 
de los últimos años, destinados a financiar los Programas de 
Alimentación Escolar en algunos Departamentos del país, han 
sido desviados y sometidos a irregularidades en su contenido y 
costos. Pareciera que la corrupción que circunda los recursos 
públicos no fue subsanada con la presencia del sector privado 
y, por el contrario, habría hecho metástasis. Tema que también 
queda dentro del la agenda 2018-2022, 

Empero, la presencia estatal en los niveles escolares se 
caracterizó por un comportamiento dispar durante el siglo XX 
ya que dicha participación en preescolar y secundaria sólo fue 
equiparable con el predominio oficial en la básica primaria 
hacia los años ochenta y noventa, años en que fueron sentadas 
las bases para la transformación del andamiaje institucional. 
Con ello se quiere significar que, si bien se llega al momento 
presente como resultado de la acumulación del conjunto de 
acciones precedentes, su porvenir queda indeterminado. Falta 
saber si mediante la realización de estudios posteriores se 
podrá establecer si, efectivamente, una nómina docente oficial 
con mayores niveles de cualificación contribuirá a incrementar 
la calidad educativa determinada mediante las evaluaciones 
dentro del sistema educativo, vinculadas con la participación en 


pruebas internacionales, La elevación del nivel de formación de 
los profesores tendrá consecuencias en sus remuneraciones, 
debido al incremento del puntaje de sus escalafones. Ello 
permitirá realizar evaluaciones indirectas sobre la formación 
ofrecida por las maestrías y doctorados a los cuales han tenido 
acceso dichos profesores mediante las becas otorgadas en 
desarrollo del programa de Excelencia Docente. 

En síntesis, la gran paradoja que enfrenta el conjunto de 
políticas educativas colombianas remite al hecho de que, a 
pesar de cierto progreso en la educación, los niveles de 
desigualdad social, además de permanecer, se han 
incrementado, aumentando las disparidades sociales, regionales 
y escolares. Al final, la escuela, sus reformas y sus políticas 
continúan contribuyendo a la reproducción de las desigualdades 
sociales tal y como lo expresaron Bourdieu y Passeron en la 
Francia de los años setenta. El primero de ellos, en una 
reedición de La reproducción (1970), reiteró una de las tesis 
centrales de su investigación afirmando que la escuela “... 
contribuye a reproducir la distribución del capital cultural y, 
con ello, la estructura del espacio social...”. (Bourdieu, 1989: 
125). 

Estudiar los contenidos de la teoría de la violencia 
simbólica, en su versión sobre el campo escolar, favorece 
comprender tanto la acción pedagógica como la autoridad 
pedagógica y el trabajo pedagógico de los docentes, en su 
relación con los sistemas de enseñanza. Pero, dicho estudio 
también contribuye a releer la acción gubernamental (Guevara 
y Téllez, 2018) con miras a comprender las políticas desde una 
apuesta en donde se expresa que los recursos, socialmente 
configurados, tienen doble realización (objetiva y subjetiva). 
Por ende, doble lectura y doble construcción. A su vez, 
reintroduce la diacronía con miras a establecer agencias 


implicadas en la construcción de realidades sociales mediante la 
acción gubernamental, como contribución encaminada a 
desnaturalizar (historiar) la manera en que se instituyeron 
(naturalizaron) sentidos, contenidos y alcances de la perspectiva 
dominante de políticas, 

Colombia ya es parte de la OCDE, Sus recomendaciones 
dejarán de ser indicativas para transformarse en disposiciones 
imperativas; pero sobrevive la duda si Colombia será la más 
educada en 2025, 
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8. EDUCACION EN EL SALVADOR: DINÁMICA DE LAS 
REFORMAS RECIENTES, 1990-2015 


D. BRENT EDWARDS JR. 


El propósito de este capítulo es resumir y ampliar previas 
investigaciones sobre la dinámica de la economía política en la 
implementación de políticas de educación en El Salvador, con 
especial énfasis en principios de los años noventa hasta 
mediados de la década de 2010. Dos metas acompañan este 
propósito. La primera es proporcionar información que 
complemente y actualice la escasa literatura analítica sobre la 
historia y la economía política de la política educativa en El 
Salvador (por ejemplo, Gillies, 2010; Gómez, 2011; Lindo- 
Fuentes y Ching, 2012; McGinn y Warwick, 2006; Moncada- 
Davidson, 1995). La segunda es obtener lecciones que puedan 
ser relevantes de manera más amplia, más allá de El Salvador, 
prestando atención a las condiciones en las que es más o menos 
probable que se implementen las políticas educativas. El 
capítulo va más allá de centrarse en los procesos de reforma 
oficial a escala nacional para examinar, también, el papel a 
menudo invisible de las organizaciones internacionales y las 
tendencias de la reforma internacional, tan integrales como las 
dinámicas de reforma contemporáneas. Al compartir estas 
ideas y generar conclusiones preliminares, espero que este 
capítulo contribuya, en primer lugar, a la literatura sobre la 
historia de la política de educación en El Salvador y, en 
segundo lugar, a documentar cómo dinámicas que abarcan los 
niveles local, nacional e internacional afectan la aplicación de 
políticas en un país determinado (por ejemplo, Brown, 2014; 
Steiner-Khamsi y Waldow, 2012; Vavrus y Bartlett, 2009; 
Verger, Novelli, y Kosar-Altinyelkin, 2018). 


Tres casos están en el centro de este análisis. Primero, el 
programa “Educación con participación comunitaria” (Educo). 
Segundo, la política de igualdad de género en la educación. 
Tercero, la iniciativa política en torno a la educación en valores 
cívicos. El estudio se centra en los años entre 1990 y 2005. La 
razón para limitar el estudio de esta manera es 
fundamentalmente política. Después de una década de guerra 
civil, los primeros años de noventa fueron una época de 
actividad significativa en El Salvador relacionada con la 
política en general y la política educativa en particular; 1990 
marca los orígenes del programa Educo. En cuanto al límite 
superior, 2005 fue el año en que expiró el documento de 
política educativa que guio el periodo de posguerra, es decir, el 
Plan de Diez Años (1995-2005). También fue el año en que se 
lanzó el siguiente documento de política de educación (Plan 
2021) de la nueva administración presidencial (que comenzó en 
2014). Así, el periodo de 1990 a 2005 vio no sólo una transición 
a la paz (en 1992) sino que también representa una fase en la 
que El Salvador se involucró ampliamente en la reforma de la 
política educativa. En general, el presente capítulo no pretende 
reflejar toda la economía política o las dinámicas de reforma 
durante estos años, sino que destaca las características 
dominantes de esta etapa y proporciona información sobre la 
experiencia de tres políticas diferentes dentro de esas 
dinámicas. 

En cuanto a la dimensión de la influencia internacional, 
durante 1990-2005, el sector educativo recibió más de 552 
millones de dólares en asistencia para el desarrollo y préstamos 
del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), la Agencia de 
Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID) y 
Banco Mundial (Gillies, 2010).' Este periodo, por lo tanto, 
brinda la oportunidad de examinar de manera empírica 


diversos aspectos de la puesta en práctica de políticas. Permite 
a la consideración de las organizaciones internacionales y cómo 
las tendencias políticas, así como la evolución del contexto 
político-económico antes y durante de la década de 1990; 
analizar las posibilidades de reforma en su forma inicial como 
en las etapas de ejecución, y sus implicaciones prácticas.? 

La investigación subyacente en la que se basa este capítulo 
se realizó durante el periodo de 2010 a 2013 y se publicó de 
forma más extensa en Edwards, Victoria y Martin (2015), un 
artículo que también contiene referencias más amplias de los 
hallazgos compartidos en este capítulo. Esa investigación se 
basó en más de 70 entrevistas, así como en una revisión 
exhaustiva de documentos y archivos de políticas dentro y 
fuera de El Salvador. Si bien una discusión más detallada de 
los datos y métodos se encuentra en la publicación mencionada 
anteriormente, vale la pena señalar aquí que realicé entrevistas 
adicionales en enero de 2015 con representantes de la 
comunidad de investigación educativa, del gobierno y del Banco 
Mundial. Estas entrevistas sirven como base para las 
reflexiones tentativas que se ofrecen en el epílogo del presente 
capítulo sobre las dinámicas de la economía política de la 
reforma de la educación en El Salvador desde la década de 
2000, cuando el Plan Decenal llegaba a su fin y los actores 
críticos estaban preparando el siguiente documento de política 
de educación primaria. 


LA ECONOMÍA POLÍTICA DE LA IMPLEMENTACIÓN 
DE POLÍTICAS: MARCO ANALÍTICO 


El interés principal de este trabajo es entender la 
implementación de políticas, Siguiendo a Gillies y colegas 
(2010), la investigación se basa en el pensamiento sistémico, 


que nos anima a centrarnos en tres dimensiones fundamentales 
e interactivas: las técnicas, las institucionales y las políticas. 
Las dimensiones técnicas de la educación se refieren a aquellos 
“elementos centrales” que constituyen la existencia de una 
reforma educativa. Son los bloques de construcción que dan 
vida a la política en la práctica. Las dimensiones institucionales 
de un sistema educativo establecen los parámetros dentro de 
los cuales operan los elementos técnicos. Para esto, uno debe 
estar atento al marco institucional del sistema (es decir, las 
“políticas, procedimientos, normas, incentivos y modelos de 
pensamiento existentes” que pueden apoyar o desalentar la 
reforma), la capacidad institucional (es decir, la “ habilidad 
central de [las] organizaciones” que conforman el sistema 
educativo) y recursos (financieros, materiales y humanos), 
porque en conjunto estos tres aspectos de la dimensión 
institucional de los sistemas educativos “crean los incentivos (o 
desincentivos) para la implementación efectiva de soluciones 
técnicas” (Gillies, 2010: 37-38). Por último, la dimensión 
política sostiene y permea la implementación de la reforma del 
sistema educativo. El problema fundamental aquí es quién tiene 
interés en el éxito (o fracaso) de la reforma, y cómo ejercen en 
la práctica su quehacer para fomentar o sofocar su realización. 
La utilidad de este marco es que es sensible y completo. Es 
decir, permite el análisis de muchos factores específicos 
(técnicos, institucionales, políticos), al tiempo que promueve la 
identificación de las fuerzas motrices generales, que pueden 
“sacudir o potenciar a una sociedad y facilitar o impedir el 
cambio” (Gillies, 2010: 39). Sin embargo, en contraste con el 
enfoque de Gillies en el presente capítulo al identificar —con un 
lente de economía política—- las fuerzas internacionales 
impulsoras del cambio. Si bien el marco de Gillies incluye 
“cultura e historia”, “guerra civil”, “crisis financiera” y 


“elecciones nacionales” como temas que deben considerarse 
como parte del contexto, la investigación que se comparte aquí 
trata de interpretar la implementación de políticas desde una 
perspectiva estructural más explícita. Eso significa reconocer — 
antes y durante de los años noventa- cómo actores específicos, 
así como dinámicas políticas y económicas más amplias de 
dentro y fuera del Estado (es decir, desde los niveles locales e 
internacionales) influyeron y limitaron las acciones del 
gobierno, incluso alteraron su composición. Esta capa adicional 
de análisis nos permitirá explicar de manera más significativa 
los matices de por qué ciertas políticas se han implementado 
más ampliamente que otras en el caso de El Salvador durante 
los años noventa y principios de los 2000. En línea con el 
enfoque descrito aquí, la siguiente sección dedica un espacio 
considerable a desentrañar los contextos internos y externos de 
El Salvador durante los años ochenta. 


CONTEXTO DEL PAÍS 


Si bien cada uno de los casos que se discuten en este 
capítulo tiene sus características particulares, todos 
comenzaron dentro de un contexto nacional e internacional 
distinto a fines de los años ochenta y principios de los noventa. 
A nivel nacional, la guerra civil consumió la década de los 
ochenta. Esa lucha fue entre el gobierno salvadoreño y el 
Frente Farabundo Martí de Liberación Nacional (FMLN), una 
organización de cinco grupos rebeldes que luchaban por 
oportunidades sociales y económicas para las mayorías pobres, 
así como por la participación política y el acceso al sistema de 
justicia. En el frente de la educación, durante los años del 
conflicto armado, el gobierno redujo sustancialmente el 
presupuesto para el sistema escolar, lo que llevó al cierre de las 


escuelas. Para 1989, la cobertura de la educación primaria 
alcanzó sólo 69% de la demanda nacional y para quienes 
asistían a la escuela, la tasa de repetición era de 19%, lo que 
hacía del acceso y la retención dos de los desafíos más 
importantes de la época, 

A escala internacional, en el contexto de la guerra fría, las 
administraciones presidenciales de Carter y Reagan de Estados 
Unidos financiaron las fuerzas armadas salvadoreñas contra el 
FMLN, En total, al final de la guerra, el gobierno de Estados 
Unidos había contribuido con aproximadamente 6 000 millones 
de dólares en forma de ayuda militar y asistencia económica. A 
pesar de ese respaldo, fue hasta finales de 1989, con la elección 
de Alfredo Cristiani como presidente, que un gobierno asumió 
el control del país, con una ideología que abierta a las políticas 
económicas de libre mercado que prefería Estados Unidos. Es 
importante destacar que, en los años previos a la elección de 
Cristiani, debido a la falta de apoyo a las políticas económicas 
preferidas de Estados Unidos, USAID estableció y financió 
grupos de reflexión y organizaciones no gubernamentales en El 
Salvador. Esto se hizo para crear condiciones favorables para 
los objetivos del gobierno estadunidense, incluida la reforma 
económica neoliberal, el fortalecimiento de las instituciones 
democráticas y la estabilización de los problemas sociales, 
Dichas instituciones, junto con USAID y el Banco Mundial, 
desempeñaron posteriormente funciones esenciales, en 
particular a través de su habilidad para producir informes 
diseñados para dar forma al debate sobre la política educativa. 

Antes de continuar, deben destacarse tres cuestiones del 
contexto descrito anteriormente. Primero, el conflicto cambió 
de uno que estaba enfocado internamente a otro fuertemente 
influido —por razones de la guerra fría— por la ayuda militar y 
social de Estados Unidos. En segundo lugar, Estados Unidos, a 


través de la USAID, trabajó para fortalecer grupos 
empresariales y políticos salvadoreños específicos que, a su vez, 
apoyarían sus políticas económicas neoliberales. Tercero, en un 
intento por asegurar la aceptación de sus preferencias 
organizativas, USAID facilitó la creación de nuevos y poderosos 
espacios de política institucional que servirían para promover 
alternativas creíbles a la administración de Duarte (1984 a 
1989) y organizaciones públicas para el desarrollo de 
propuestas de políticas. Estas son las condiciones estructurales 
esenciales que el sector educativo continuó enfrentando en la 
década de 1990, cuando se implementaron las tres iniciativas 
bajo escrutinio en este aparte. 


TRES CASOS DE IMPLEMENTACIÓN DE POLÍTICAS 
EN EL SALVADOR 


Con la firma de los Acuerdos de Paz en enero de 1992, 
comenzó un proceso oficial que llevó al desarrollo de la política 
educativa sectorial, en 1995, Este proceso de tres años implicó 
una amplia investigación, diálogo y colaboración? Además, el 
resultado, conocido como el Plan de Diez Años (PDA), fue un 
documento destinado a guiar la reforma educativa hasta 20065, 
Si bien cada una de las tres iniciativas investigadas formaba 
parte de esa declaración de política general, las descripciones 
de los casos muestran que la implementación de la política en 
cada uno estuvo menos influida por la política oficial y más por 
la intersección de la participación internacional con el contexto 
político-económico salvadoreño y con las características 
técnicas, institucionales y políticas de cada iniciativa política. 


Programa Educo 


El programa Educo comenzó a principios de los años 
noventa. Adquirió fama por su afán de descentralizar la 
administración de la educación del nivel central al comunitario. 
Con ese fin, otorgó formalmente, entre otras cosas, autoridad a 
los padres de comunidades rurales para contratar maestros. 
Fue uno de los primeros programas de este tipo e impulsaría 
reformas similares en docenas de países de todo el mundo.* 
Parte del atractivo de Educo, además, fue el resultado de su 
implementación completa y convincente. 

De finales de 1991 en adelante, el programa Educo se 
expandió y efectuó de manera rápida y extensa; incluso llegó a 
ser la fuerza motriz de la reforma dentro del Ministerio de 
Educación (Mined) durante los años noventa. Esta rápida 
expansión vino después de un breve programa piloto a 
principios de 1991, El hecho fue posible porque los sindicatos 
de docentes no se opusieron y porque tanto el Mined como el 
Banco Mundial llegaron a ver que este programa se alineaba 
con sus limitaciones y prioridades. Es decir, les ayudaría a 
aumentar el acceso a la educación rápidamente y a través de un 
modelo que sería de interés para otras organizaciones y países 
(como se explica más adelante). Mientras que el programa 
Educo comenzó como piloto en sólo seis escuelas en enero de 
1991, a fines de 1994, ya cubría a 2 316 maestros y 74 112 
estudiantes. Diez años después, en 2004, estas cifras habían 
aumentado a 7 381 y 378 208, respectivamente.? En el marco 
del programa Educo, aproximadamente 55% de las escuelas 
públicas rurales -—que representan dos tercios de todas las 
escuelas en El Salvador— operaran bajo el sello de dicho 
programa. Estas cifras son consecuencia del increíble éxito que 
experimentó el programa, un logro que resultó de la alineación 
y el refuerzo de las dimensiones técnicas, institucionales y 
políticas de la reforma educativa. 


Dimensión técnica 


Técnicamente hablando, el programa Educo estaba 
constituido por un conjunto particular de arreglos que tenían 
en el centro a la comunidad. Para empezar, un grupo de cinco 
padres de cada comunidad fue electo para formar una 
Asociación Comunal para la Educación (ACE). Ésa era una 
entidad con estatus legal y encargada de contratar y pagar (con 
fondos transferidos del Mined a cada ACE a través de una 
cuenta bancaria) al maestro o maestros que trabajarían en sus 
escuelas. También se pensó que estas ACE actuaban como 
palancas de rendición de cuentas que reducían el ausentismo de 
los docentes y aumentaban su esfuerzo en el aula, 
especialmente porque los maestros contratados por un año 
podían renovare a discreción de la ACE, Con los fondos 
proporcionados por el Mined, cada ACE tenía además la 
responsabilidad de comprar los materiales didácticos 
necesarios. El Mined, por su parte, fue responsable de lo 
siguiente: facilitar la creación de las ace, capacitar a sus 
miembros en procedimientos administrativos y contables, 
establecer los criterios mínimos para la selección de maestros, 
diseñar y proporcionar planes de estudio. También se hizo 
cargo de la coordinación general, supervisión y monitoreo del 
programa a medida que se amplió.? 


Dimensión institucional 


Institucionalmente, el programa Educo recibió una gran 
cantidad de atención para garantizar que tuviera una base 
sólida. Con el tiempo, tanto el Mined como el Banco Mundial 
aseguraron que este programa se basara en un marco 


institucional, que existiera la capacidad de liderazgo necesaria y 
se le dedicaran los recursos adecuados. Al principio, un decreto 
presidencial de junio de 1991 proporcionó la base legal del 
programa Educo que el Banco Mundial requirió como una 
condición para un préstamo. Este decreto estableció que las 
comunidades podrían, de hecho, ser responsables de contratar 
maestros. La Ley General de Educación (escrita con el apoyo 
técnico del Banco Mundial) reforzó su base legal en 1996, que 
establecía que todas las escuelas debían administrarse a través 
de modalidades descentralizadas y nuevamente en 1998, cuando 
otro decreto presidencial especificaba los procedimientos y 
regulaciones del programa Educo. Los documentos de 
préstamos de mediados de la década de los noventa también 
muestran que los 11.1 millones de dólares en asistencia técnica 
provistos por el Banco Mundial se dirigieron a temas como el 
“diseño de una nueva estructura organizativa” para el sector 
educativo (Banco Mundial, 1995: 29). Con ese fin, Educo se 
incorporó gradualmente a todos los departamentos del Mined y 
ya no existía como una entidad separada, es decir, como un 
complemento a la burocracia central. 

Junto con la base legal, la creación de capacidad 
institucional también fue una prioridad. Al principio, el 
consultor de la Unesco, que se convirtió en empleado del Mined 
y en el primer coordinador de la oficina de Educo, proporcionó 
la capacidad principal del Mined para pilotar y ampliar el 
programa, que al principio operaba bajo la Ministra de 
Educación, independiente del resto del Mined. En 1994, el 
primer coordinador de Educo capacitó y entregó el control a un 
homólogo salvadoreño, lo que facilitó la ampliación, 
continuidad y sostenibilidad cuando finalmente fue incorporado 
a la estructura formal de la organización del Mined. Sin 
embargo, antes de que el Banco Mundial otorgara un segundo 


préstamo para ampliar el programa, se aseguró de que el 
personal se seleccionara y designara, como se indicaba en los 
documentos del préstamo. Además, el Banco Mundial dedicó 
personal clave al proyecto que trabajó estrechamente con el 
Mined durante 15 años a medida que se crecía el programa 
Educo. Uno de los entrevistados, una exministra de Educación 
que anteriormente trabajó en la oficina de Educo, afirmó que 
cada uno de los consultores del Banco Mundial de 1991 a 2006 
ayudó al Mined tomar “buenas decisiones” relativas al diseño, 
expansión e institucionalización del programa. Cada una de las 
medidas descritas anteriormente tenía el propósito de asegurar 
que la consumación del programa Educo fuera guiada por 
consultores internacionales y personal del Mined con suficiente 
conocimiento. 

Finalmente, para poner HEduco en operación, se 
proporcionaron inmensos recursos financieros, materiales y 
humanos. En términos financieros, mientras que la prueba 
piloto Educo comenzó con 300 000 dólares en fondos del 
Unicef, los documentos revelan que posteriormente se respaldó 
con una serie de préstamos que totalizaron 69.3 millones de 
dólares, principalmente del Banco Mundial y el BID, entre 1991 
y 2006.” Los préstamos internacionales complementaron el 
presupuesto del gobierno. A medida que éste amplió el sistema 
educativo y el aumento de los fondos, también agrandó el 
financiamiento para el programa Educo, que veía como su 
mecanismo principal para incrementar acceso a la escolaridad. 
Para 2001, el Mined proporcionó 45 millones de dólares en 
fondos cada año para sostener los costos recurrentes del 
programa. 

No sorprende que, con estos fondos, el Mined pudiera 
desarrollar recursos materiales y humanos. Desde mediados y 
hasta finales de la década de 1990, el Mined no sólo desarrolló 


una serie de nuevos recursos curriculares para las escuelas 
Educo, sino que también brindó capacitación a los miembros de 
ACE en todo el país. También a los supervisores del Mined, 
que ofrecieron asistencia periódica a nivel escolar. Educo era 
un programa con muchos recursos financieros, pero también en 
términos de recursos humanos y materiales. 


Dimensión política 


Mientras el presidente Cristiani y su ministra de Educación, 
Cecilia Gallardo, estaban interesados en una reforma sustancial 
del sistema educativo, desde el principio, la dedicación del 
consultor de la Unesco y la intensidad de los asesores técnicos 
del Banco Mundial aseguró que, junto con los obstáculos 
estructurales y el contexto del país, la reforma perseguida se 
alineara con las tendencias internacionales del momento. Con el 
tiempo, factores adicionales sirvieron para reforzar el 
compromiso político con Educo. Estos factores incluían no solo 
el conocimiento dentro del Mined de que Educo representaba 
una innovación en la que los funcionarios del Banco Mundial 
estaban personalmente comprometidos, sino también la 
conciencia de que Educo era un modelo que otros países 
estaban ansiosos por aprender y emular? Además, las 
evaluaciones del Banco Mundial arrojaron una serie de 
hallazgos positivos sobre este programa y el Premio del 
Presidente a la Excelencia, otorgado a esta institución en 1997, 
y mantuvieron el programa en primer plano y ayudaron a 
promover el modelo en todo el mundo. Desde entonces, otras 
organizaciones internacionales como el BID y la Unesco han 
presentado a Educo como una buena práctica para aumentar el 
acceso a la educación de manera participativa, eficiente y 
efectiva, a pesar de la evidencia cuestionable, como se explica 


más adelante. En palabras de un exempleado del Mined, los 
comentarios alentadores y la atención persistente de esta 
naturaleza desde los comienzos del programa dejaron en claro 
que, en términos políticos, “Educo fue el ganso que puso el 
huevo de oro”. El personal del Mined sabía que Educo no era 
sólo para hacer de El Salvador un ejemplo a seguir para otros 
países, sino que también llevaría al éxito individual de aquellos 
asociados con su desarrollo. 

Al final, uno ve cómo, en un contexto histórico particular, 
un ciclo en el que la concentración y el inquebrantable apoyo 
de los donantes internacionales para una estrategia específica 
acrecentó la voluntad política a nivel nacional. La 
experimentación con los recursos necesarios y la extensa 
aplicación dio lugar a la evaluación positiva y el interés 
internacional adicional, lo cual reforzó el compromiso político y 
económico nacional. Eso alentó aún más su realización, y así 
sucesivamente. 

En última instancia, con respecto a Educo, si algo queda 
claro, es que este programa, incluso antes de ingresar al PDA 
como política oficial de educación nacional, recibió tanto el 
respaldo político como los recursos económicos y técnicos 
necesarios para garantizar su ejecución y longevidad 
institucional. Estas características del caso Educo lo diferencian 
de la política de género y la educación en valores en El 
Salvador. 


Política de igualdad de género 


A principios de los años noventa, la necesidad de abordar la 
desigualdad de género en El Salvador era evidente. Por 
ejemplo, mientras 25% de los hombres mayores de 14 años 
nunca habían estudiado en la escuela, 30% de las mujeres se 


encontraban en esa situación. Además, en el nivel primario, los 
informes mostraron que había una diferencia de inscripción 
entre niñas y niños de hasta 11%. Circunstancias similares 
existían a nivel secundario y universitario. En este contexto, a 
lo largo de la década de 1990 se hicieron esfuerzos para 
desarrollar y confeccionar una política de género que abordara 
la igualdad. El proceso de formación de la primera Política 
Nacional de la Mujer fue largo y lento, con orígenes a 
principios de la década de 1990 (y anteriores) en los que los 
compromisos internacionales (por ejemplo, en la Cuarta 
Conferencia Mundial sobre la Mujer, de 1995) desempeñaron 
un papel clave para fortalecer grupos locales de mujeres, 
organizaciones no gubernamentales nacionales e instituciones 
gubernamentales comprometidas con el tema de la igualdad de 
género. Si bien hubo varios hitos en el camino hacia una 
política formal, para este capítulo es más relevante observar 
que los esfuerzos y compromisos mencionados anteriormente 
llevaron, en primer lugar, a la creación en 1996 del Instituto 
Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer (o Isdemu) y, 
segundo, a la Política Nacional de Mujeres (PNM), en 1997, 

Con respecto a la ejecución, este caso muestra cómo la falta 
de esfuerzos sistemáticos, combinada con otros factores, no 
logró poner en práctica esa política en su totalidad. A pesar de 
la forma de colaboración en el que nació PNM, los informes 
oficiales del Mined y del Isdemu muestran que no hubo una 
aplicación sistemática, comprometida con la política de 
igualdad de género. Estas instituciones sólo realizaron 
actividades aisladas y genéricas, que a menudo no 
correspondían con los objetivos originales. Los términos 
técnicos, institucionales y políticos explican la falta de una 
realización exitosa. 


Dimensión técnica 


La PNM tenía muchas implicaciones relativas a la 
educación. Estas incluyen: investigación sobre la garantía de 
igualdad de oportunidades para hombres y mujeres; aumentar 
el acceso de las mujeres y las niñas a la educación formal y no 
formal; poner en marcha programas de capacitación que 
modifiquen las prácticas discriminatorias en entornos 
educativos; y revisar los planes de estudios nacionales para 
promover los principios de igualdad de oportunidades para 
hombres y mujeres en todos los niveles educativos. 

La PNM se llevó a la práctica en educación a través de una 
variedad de actividades desconectadas. Por parte del Isdemu, 
según su informe de 1998, estas actividades incluyeron a] cinco 
proyectos sobre desigualdad de género, capacitaciones y talleres 
sobre una variedad de temas relacionados con el género para 1 
258 participantes más 100% del personal técnico del Mined, así 
como b] una revisión de los materiales curriculares en 
educación, financiados por USAID y el BID, para eliminar el 
sesgo de género. De manera más general, aunque los informes 
de Isdemu encontraron que hubo un acceso más amplio a la 
alfabetización y educación primaria para las niñas durante este 
periodo, las reseñas anuales del Mined de 1997 a 1999 no sólo 
no mencionaron las acciones específicas que llevó a cabo 
relacionadas con la igualdad de género, sino tampoco pudo 
reconocerse la existencia de la PNM. 

De 2000 a 2004, las actividades relacionadas con el género 
mejoraron algo, debido a que se realizaron muchas acciones. En 
concreto, el Mined hizo lo siguiente: 1] reconoció la PNM en 
sus ¡informes anuales, 2] proporcionó formación para 
sensibilizar a los maestros y personal técnico sobre las prácticas 
discriminatorias, 3] promovió conversaciones sobre la igualdad 


de género, 4] publicó 5 000 guías metodológicas sobre género 
para educadores, 5] financió proyectos de literatura no sexistas 
con una organizaciones no gubernamentales de mujeres locales, 
6] abrió una oficina para recibir informes y fijar normas sobre 
el abuso sexual en las escuelas y la discriminación contra las 
estudiantes embarazadas, 7] a través del apoyo de la 
Comunidad Económica Europea les proporcionó ayuda técnica 
y financiera, 8] incorporaron las cuestiones de género en el 
currículo de alfabetización y educación secundaria técnica. 
Claramente —y de manera alentadora— el número de actividades 
relacionadas con el género aumentó con el tiempo; lo que no 
cambió, sin embargo, fue su naturaleza esporádica y aislada, 
una característica que resultó en parte del contexto 
institucional. 


Dimensión institucional 


Mientras que había un marco definido dentro del cual la 
PNM podía operar, su estructura no estaba exenta de 
problemas iniciales. Por ejemplo, aunque Isdemu era una 
entidad que tenía la intención de trabajar con organizaciones 
no gubernamentales y con todos los ministerios, incluido el 
Mined, el acuerdo institucional era complejo y diluyó y dificultó 
su capacidad para incitar acciones dentro de cada ministerio. 
Esta situación se abordó en 2000, cuando la ministra 
finalmente formó una comisión de seguimiento compuesta por 
representantes de todas las oficinas del Mined para garantizar 
que la PNM se incorporara a los procesos de planificación 
anual del Ministerio. Un segundo paso para otorgarle respaldo 
institucional a la PNM fue la creación de una nueva unidad de 
“Educación para la vida” dentro de las oficinas del Ministerio 
central, responsable de los asuntos relacionados con la igualdad 


de género y la sexualidad. El director de esta unidad sirvió 
como enlace adicional con el Isdemu y proporcionó informes 
sobre cómo el Mined manejaba los aspectos educativos de la 
PNM. El diseño del marco institucional de la política de 
igualdad de género, aunque complejo y difuso, se fortaleció con 
el tiempo. 

No puede decirse lo mismo de la capacidad institucional. Es 
decir, si bien existía experiencia técnica sobre cuestiones de 
género dentro del Mined en la década de 1980 —gracias a un 
programa educativo masivo y sensible al género durante 1982 
relacionado con el crecimiento de la población y financiado por 
las Naciones Unidas- en la década de 1990, “aquellos 
especialistas que trabajaron con este programa habían sido 
transferidos a otros puestos, en gran parte debido a la 
indiferencia de los administradores de nivel medio del Mined”, 
afirmó un entrevistado. Posteriormente, para cuando comenzó 
la PNM, la capacidad técnica del Mined para las cuestiones de 
género se había dispersado o se le habían asignado otras 
responsabilidades. La experiencia técnica no estaba disponible 
ni se desarrolló dentro del Mined para incorporar el género en 
la planificación y las prioridades educativas.'” En parte, esto se 
debió a que su ejecución no implicó la participación de la 
sociedad civil, como sí sucedió en la redacción de la PNM. La 
comisión interinstitucional formada dentro del Mined estaba 
compuesta sólo por funcionarios internos en los primeros años. 

El insuficiente financiamiento, inconsistente e insostenible, 
confundió de manera similar la realización de la PNM, más allá 
de los proyectos de corto plazo, la capacitación y los aspectos 
marginales del currículo. Los fondos para la cuestión de género 
en la educación provinieron principalmente de fuentes 
internacionales, como la USAID, la Agencia Española de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo y la Comunidad 


Económica Europea. Además, se dirigió a proyectos específicos 
y no se complementó con los fondos del gobierno. Un buen 
ejemplo son los 32.6 millones de dólares en fondos 
proporcionados por el BID y el Banco Mundial, una pequeña 
parte de los cuales se destinó a revisar los currículos escolares 
para eliminar, entre otras cosas, el contenido con sesgos de 
género. No es sorprendente que estos proyectos operaran como 
islas de privilegio que gozaban —debido a los recursos y la 
influencia de las organizaciones internacionales patrocinadoras— 
no sólo con recursos, sino también con conocimientos técnicos, 
capacidad institucional y apoyo político de parte de los 
funcionarios salvadoreños. 


Dimensión política 


Las dificultades en la planificación y los recursos reflejan 
una falta de compromiso de los principales actores políticos e 
institucionales con el tema, particularmente dadas las 
numerosas reformas simultáneas que el Mined abordó durante 
los años noventa y principios de los 2000. Como señaló el 
Banco Mundial (1996), “a menudo falta la motivación para 
tomar medidas sobre la cuestión del género ante las 
limitaciones y otras demandas en competencia ...” (p. 51). Por 
otro lado, el respaldo político no se produjo durante la década 
de 2000 debido a la afiliación religiosa de algunos funcionarios 
del Mined de nivel medio y superior que no estaban interesados 
en ideas de igualdad porque estaban en conflicto con los roles 
de género conservadores apoyados por la Iglesia católica. Al 
final, los Objetivos de Desarrollo del Milenio de 2000 lograron 
elevar el perfil de la igualdad de género como una prioridad y 
generaron acciones nuevas por parte del Mined. Aún así, el 
tema de género nunca se convirtió en un concepto central o un 


enfoque para la reforma educativa (ya sea en general o para el 
plan de estudios nacional) porque ni la ministra ni otros 
funcionarios de alto nivel en el Mined la apoyaron con peso. 
Por lo tanto, uno ve cómo la presión de la reforma y las 
iniciativas a nivel local e internacional pueden complicarse por 
la disposición de actores cruciales dentro del Mined, para 
quienes, en este caso, el éxito de la política de género no 
afectaría su carrera porque el gobierno no la consideraba vital, 
como sí consideró a Educo. 


Educación en valores 


En el contexto posterior a la guerra civil, la educación en 
valores se convirtió en un foco central para muchos actores 
porque lo vieron como una forma de consolidar la paz y 
fortalecer la democracia en El Salvador. De hecho, durante el 
periodo entre 1991 y 1995, se desarrollaron múltiples 
programas y foros por parte de varias organizaciones 
internacionales que se centraron en la educación para la 
ciudadanía democrática (USAID), la tolerancia y la solidaridad 
(la Agencia Alemana para la Cooperación Técnica) y la 
educación para una cultura de la paz (Unesco) Como se 
discutirá, estos esfuerzos en gran parte precedieron o se 
separaron de la política oficial, como se expresa en el Plan de 
Diez Años, que pedía la “enseñanza de valores humanos, éticos 
y cívicos” (Mined, 1995: 11). El nivel y el estilo de 
implementación que valora la política educativa experimentada 
reflejaron las varias formas en que los actores del sector 
educativo lo abordaron individualmente. Se implementó de 
forma intermitente, con la asistencia de organizaciones 
externas y, en cierta manera, demostró que era una política ad 
hoc que no representaba una alta prioridad nacional. 


Dimensión técnica 


Una serie de acciones aisladas y mínimas tomadas a finales 
de 1990 constituyen la medida en que la política de los valores 
del gobierno se promulgó en la práctica. Para ser específicos, 
en 1997 se desarrolló una serie de guías de instrucción para la 
educación básica, guías que se distribuyeron entre los maestros 
y se les proporcionaron ideas sobre cómo podrían incorporar la 
educación en valores en su práctica —es decir, un enfoque en 
los “buenos hábitos” y “actuar con responsabilidad”- en las 
materias tradicionales (Mined, 1999: 102). El Mined declaró 
1998 como el “Año de los Valores”. Se desarrolló un 
calendario, con cada semana dedicada a resaltar un valor 
humanista diferente (por ejemplo, amistad), ético (por ejemplo, 
verdad) o cívico (por ejemplo, participación democrática). Lo 
mismo se hizo de nuevo en 1999, excepto que esta vez el año se 
dedicó a la solidaridad y cada mes se honró un valor separado 
(por ejemplo, familia, honestidad, derechos humanos). 

Además de los esfuerzos del Mined, los periódicos 
importantes en El Salvador, El Diario de Hoy y La Prensa 
Gráfica, contribuyeron en 1998 a llamar la atención sobre el 
tema de los valores. El Diario de Hoy creó una sección semanal 
para niños titulada “Aprendizaje de los valores humanos y 
cívicos” (Mined, 1999: 104). La Prensa Gráfica llamó a los 
estudiantes a escribir ensayos sobre paz, democracia y libertad 
para crear murales relacionados con los valores; también para 
desarrollar proyectos comunitarios donde maestros, estudiantes 
y padres trabajen juntos. 

En la práctica, la sustancia de la política fue escasa y los 
aspectos más significativos no fueron patrocinados por el 
Mined, sino por los periódicos nacionales. Visto desde esta 


perspectiva, es comprensible que, en 2000 y más allá, surgieron 
documentos que continuaban pidiendo propuestas para 
desarrollar programas específicos que respondieran a las 
intenciones establecidas en Plan de Diez Años del Mined, de 
1995. Para tal fin, durante la duración del PDA, “el discurso 
político se apropió de los conceptos relacionados con una 
cultura de paz, pero la práctica de estos conceptos nunca se 
realizó” (Gómez, 2012: 113). Esto se debió, al menos en parte, a 
la falta de recursos institucionales. 


Dimensión institucional 


La culminación de políticas educativas no puede, por 
supuesto, ocurrir sin un marco claro, capacidad adecuada y 
recursos suficientes, todo lo cual faltaba con respecto al 
desarrollo de la política de educación en valores del Mined. Eso 
no quiere decir, sin embargo, que no existieran estructuras. Por 
ejemplo, el gobierno salvadoreño creó en 1995 una comisión 
interinstitucional para coordinar a todas las entidades en la 
ejecución del programa Cultura de la Paz, financiado por la 
Unesco. Además de los funcionarios del Mined, participaron en 
la reforma de la educación en general y en la educación en 
valores en particular: el Consejo de Coordinación Nacional, el 
Comité Ejecutivo, el Comité Técnico de Proyectos, el Comité 
del Consorcio de organizaciones no gubernamentales y la 
Comisión Nacional de Educación Preescolar. Por lo tanto, el 
problema no era la falta de estructuras, sino una abundancia de 
ellas y el hecho de que nunca se establecieron líneas de 
responsabilidad ¡nequívocas para desarrollar y ejecutar 
actividades de educación en valores. 

Con todos y nadie a cargo de la educación en valores, no 
existía el incentivo para desarrollar capacidades dentro del 


Mined. Como resultado, el tema de la educación en valores se 
abordó sólo una vez durante la capacitación docente, como 
parte del desarrollo profesional en 1998 (Mined, 1999), El único 
otro ejemplo de creación de habilidades para los maestros hacia 
en la enseñanza en valores fue en 1998 con fondos de USAID; 
asistieron maestros, funcionarios del Mined y especialistas de 
múltiples niveles. Fue una conferencia nacional de un día sobre 
la relación entre la educación preescolar y la enseñanza 
humanística, ética y valores cívicos. 

Una escasez de recursos fue otro tema recurrente. No hay 
evidencia de que el Mined haya dedicado fondos para poner en 
marcha la educación en valores, aparte de desarrollar guías 
instructivas, crear calendarios e incluir el tema como uno de los 
muchos elementos del desarrollo profesional durante 1998, 
Aunque la Unesco ofreció en 1994 invertir 32 millones de 
dólares en programas y proyectos relacionados con la 
realización de una cultura de paz, en ausencia de propuestas 
específicas de las organizaciones no gubernamentales y el 
gobierno, no se aprovecharon esos fondos. Por supuesto, la 
falta de propuestas específicas en ese momento provino de la 
dinámica política a finales de los años noventa y principios de 
los 2000. 


Dimensión política 


Si bien la idea de la educación en valores fue de interés para 
múltiples actores de importancia crucial para la reforma 
educativa de El Salvador, el compromiso político necesario no 
se materializó para garantizar que esta política afectara la 
práctica de manera significativa. Dicho de otra manera, la 
educación en valores, además de carecer de un marco 


institucional coherente, también sufrió la falta de voluntad 
política, 

El representante de la Unesco en El Salvador trató de 
combatir esta situación. Después de ayudar a organizar el Foro 
Nacional de Educación para una Cultura de Paz, Francisco 
Lacayo ofreció una serie de charlas entre 1994 y 1995 en la que 
alentó al gobierno salvadoreño para el diseño específico -—y 
sustentable-— de programas e indicadores que la Unesco podría 
apoyar y que el gobierno podría monitorear para promover una 
cultura de paz. Sin embargo, políticamente, ni estas sugerencias 
ni otros esfuerzos para desarrollar la educación en valores 
ganaron terreno. 

Eso fue por cuatro razones. La primera, en relación con el 
programa de cultura de paz de la Unesco, la iniciativa no tuvo 
un solo hogar institucional con un director que se preocupara 
por impulsarlo. Segunda, no se alinearon bien los enfoques de 
la educación en valores entre la Unesco y el gobierno. Tercera, 
como explica Gómez (2012), la voluntad política de la ministra 
se dedicó principalmente a otras estrategias y programas, es 
decir, a Educo y a la “modernización” general del Mined. Por 
último, en el periodo de entre 1999 y 2004, surgió un obstáculo 
adicional: la orientación religiosa de funcionarios del Mined se 
combinó con la política conservadora personal. Este punto fue 
crucial; esos funcionarios se sentían más cómodos con la 
enseñanza de los valores desde la perspectiva de la moral 
(católica), en lugar de la perspectiva del ciudadano activo, 
comprometido y democrático. 


ANÁLISIS TRANSVERSAL: EJECUCIÓN DE 
ESTRATEGIAS DENTRO DE LAS RESTRICCIONES DE LA 
ECONOMÍA POLÍTICA 


Con respecto al marco de análisis de Gillies (2010), la 
dimensión técnica de la ejecución de programas de educación 
se vincula estrechamente con las dimensiones institucionales y 
políticas. Sin embargo, como se ha demostrado en el caso de El 
Salvador durante la década de 1990, la culminación de políticas 
educativas también se ve afectada por la forma en que estas 
últimas dimensiones interactúan y se entrecruzan con las 
tendencias internacionales y con las restricciones estructurales 
del Estado a lo largo del tiempo. El grado en que cada uno de 
estos aspectos se alinean impacta —o no tanto- las formas en 
como se efectúan los cambios en términos generales, o bien en 
función de sus dimensiones técnicas, como estaba especificado 
en el diseño de la política. La implicación es que no sólo los 
actores e ideas del ámbito internacional tienen consecuencias 
en las dinámicas políticas e institucionales a escala nacional, 
sino que las preferencias políticas a nivel nacional y otras 
restricciones locales pueden facilitar o impedir la selección y 
ejecución de elementos técnicos de una política determinada. 
Los casos presentados aquí proporcionan múltiples ejemplos de 
cómo se combinan estos elementos y consecuencias para su 
realización, 

En muchos sentidos, el caso de Educo representa la 
tormenta perfecta. Primero, en el momento en que la atención 
del gobierno comenzó a cambiar a la reforma educativa (a fines 
de los años ochenta y principios de los noventa), las tendencias 
internacionales se centraron en las ideas de descentralización y 
participación en el desarrollo. En segundo lugar, debido a los 
cambios estructurales en el contexto político-económico 
durante la década de 1980, los funcionarios clave del gobierno 
estaban predispuestos a estar abiertos a la concepción 
dominante, es decir, neoliberal. Esto es, gracias a las 
maquinaciones del gobierno de Estados Unidos (a menudo a 


través de USAID), se incubaron nuevas organizaciones en El 
Salvador. Éstas acogieron a actores que simpatizaban con la 
agenda de reforma política y económica internacional que 
Estados Unidos impulsaba. La influencia de USATD canalizó a 
estos actores al gobierno cuando el partido de la derecha 
aseguró la presidencia en 1989, De esta manera, el gobierno 
salvadoreño se convirtió en uno que, a fines de los años 
ochenta, estaba orientado hacia la agenda de reforma neoliberal 
que emana de Washington y de actores internacionales, como el 
Banco Mundial, USAID y los Chicago Boy (es decir, 
economistas de Chile que obtuvieron sus doctorados en Estados 
Unidos). 

Con lo anterior en mente, uno ve cómo las corrientes 
internacionales y procesos estructurales también impactaron al 
Mined y cómo abordó la reforma del sistema educativo. Dicho 
de otra manera, se distingue que los eventos estructurales 
experimentados por los salvadoreños durante los años ochenta, 
el Estado abrió espacios vitales en los que podían circular las 
tendencias internacionales dominantes. La implicación, en 
términos del marco de Gillies (2010), es que el progreso 
estructural facilitado por los actores internacionales influyó en 
la dimensión política dentro del sector educativo al reducir el 
rango de opciones aceptables que las figuras clave (como la 
ministra) podría elegir, impulsando la adopción de reformas en 
concordancia con las tendencias internacionales. Dicho de 
manera simple: la principal reforma educativa en El Salvador a 
principios de los 1990 estaba financiada por USAID y por el 
Banco Mundial y, por lo tanto, si el presidente Cristiani o la 
ministra Gallardo quisieran tener éxito con sus iniciativas de 
reforma, tendrían que seleccionar opciones alineadas con las 
preferencias de estas instituciones. Así es como surgió la 
participación política mutuamente beneficiosa de actores 


gubernamentales cruciales a escala nacional en el caso de 
Educo. 

Con esta alineación a las tendencias internacionales, las 
limitaciones estructurales y la aceptación política, la dimensión 
institucional de la reforma de Educo no estaba en peligro. A lo 
largo del tiempo, el Ministerio de Educación, el Banco Mundial 
y otros aseguraron que este programa tenía una base legal 
sólida, amplios recursos financieros y un apoyo técnico 
constante. Visto desde esta perspectiva, la consumación extensa 
de Educo en la práctica ofreció un resultado que era de 
esperarse. 

El caso de la política de igualdad de género proporciona 
lecciones alternativas, que recibieron apoyo en ciertas áreas, 
pero no en otras. Por ejemplo, si bien la política de igualdad de 
género se benefició de la presión de base además de las 
conferencias internacionales de alto perfil y la inclusión de 
género en agendas globales como Educación para Todos, esta 
política careció del respaldo político necesario de los actores en 
el Mined. Esta ausencia de respaldo por parte de los actores 
políticos responsables de guiar la reforma a escala nacional fue 
un desafío central en la creación de un marco institucional 
centrado y funcional. En gran parte, la implicación en la 
práctica era que las organizaciones internacionales interesadas 
en el tema del género dirigían sus recursos a proyectos 
específicos o acciones particulares. El Mined, por su parte, 
finalmente reconoció al USAID y contribuyó mínimamente a la 
operación de Isdemu (la entidad encargada de trabajar en los 
ministerios del gobierno en asuntos de género) y al desarrollo 
de sus apoyos institucionales internos. Sin embargo, al final, 
aunque varios aspectos relacionados con la educación de la 
política de igualdad de género (tal como están incorporados en 


el PNM) se llevaron a cabo, en el transcurso de algunos años 
estas disposiciones no se mantuvieron de manera consistente. 

El hallazgo anterior debe esperarse cuando se considera que, 
más allá de la ausencia de una base política e institucional, el 
contexto estructural de la época no fue útil a la causa de la 
igualdad de género. Recordemos que las relaciones político- 
económicas dominantes en las que participó el gobierno 
salvadoreño en la década de 1990 se centraron en el 
mejoramiento de los procesos democráticos y la reforma de la 
política económica y social a lo largo de líneas neoliberales. La 
política de igualdad de género se encontró así en una ardua 
batalla por la atención en un momento en el que la mayoría de 
la energía del Mined se canalizó a Educo que, a diferencia de la 
política de género, se adhirió a los principios de la reforma 
integral que guiaron las acciones del gobierno. En tal situación, 
los hallazgos sugieren que las ideas de reforma populares en el 
ámbito mundial y los recursos de los actores internacionales 
pueden ayudar a colocar los temas en la agenda, e incluso 
pueden alentar el desarrollo de políticas. Pero no pueden 
superar la falta de voluntad política de los actores 
gubernamentales en un contexto estructural que se inclina hacia 
la realización de objetivos políticos alternos. 

A diferencia de los casos de Educo y de género, no hubo 
una tendencia internacional particular o un subconjunto de 
conceptos generales (por ejemplo, participación, 
descentralización) que dominaran la conversación en torno a la 
educación en valores. Y en un grado aún mayor que con la 
política de igualdad de género, la educación en valores fue 
marginad. No hubo consenso entre organizaciones 
internacionales y actores locales en relación con el enfoque de 
la educación en valores ni para fijar la atención ni dar 
prioridad a los programas. 


Cada uno de los actores globales involucrados (la Sociedad 
Alemana para la Cooperación Técnica, la Unesco, USAID) en 
los programas de educación en valores y políticas de educación 
tenía una perspectiva diferente. Sin embargo, uno podría 
esperar que la USAID, como actor dominante que operaba con 
la mentalidad de la guerra fría, hubiera intentado a principios 
de la década de 1990 garantizar que el enfoque en los valores 
democráticos prevaleciera en la política y en el plan de 
estudios. Ese no fue el caso. Robinson (1996) sugiere una razón 
para esto: aunque USAID tomó medidas durante este tiempo 
para financiar proyectos aislados relacionados con la enseñanza 
de valores democráticos, el enfoque de USAID, como entidad 
que promueve la política exterior de Estados Unidos, se centró 
en el desarrollo de la democracia. Pero sólo en la medida en 
que esta institución vio la democracia —y la promoción de 
actores nacionales selectos- como un medio para asegurar la 
aceptación de políticas económicas preferidas de Estados 
Unidos en un contexto político estable. La evidencia recopilada 
muestra que la educación en valores democráticos fue, para 
USAID, un complemento programático, algo que recibió una 
atención mínima en la práctica. Del mismo modo, la Agencia 
Alemana para la Cooperación Técnica y la Unesco -que no 
tenían recursos o influencia de USAID - trabajaron en sus 
proyectos relacionados con valores en forma muy limitada, 
cada uno con un enfoque diferente. 

Además, y de manera importante, los actores 
gubernamentales tenían su propia concepción de la educación 
en valores. Al final, como se discutió, aquellos actores políticos 
involucrados en la elaboración del Plan de diez años de 1995 
(donde apareció la política en torno a los valores) prefirieron 
expresar la enseñanza de los valores en términos humanos, 
éticos y cívicos. Agregue a esta situación el hecho de que la 


educación en valores también carecía del impulso a nivel de 
base que tenía la política de igualdad de género y el sistema de 
autogestión a nivel comunitario que antecedió a Educo; así 
queda claro por qué la política de educación de valores se 
derrumbó en la práctica en la forma en que sucedió. 

Finalmente, uno puede considerar cómo la escasez de 
fondos, la capacidad y la atención del Mined (dadas las 
demandas en competencia por tiempo y energía) limitan la 
ejecución de políticas. Aunque el Mined elaboró la política de 
educación en valores, no pudo, por sí solo, asignar los recursos 
o crear los arreglos institucionales necesarios para ir más allá 
de una operación superficial de la política. Éste es, por lo tanto, 
un ejemplo de cómo los aspectos técnicos de la política no se 
ponen en práctica sin la voluntad política o los recursos 
institucionales necesarios. 

En general, entonces, la experiencia de la política de 
educación en valores es el reverso de la política de igualdad de 
género. En el pasado, las preferencias políticas nacionales se 
reflejaban en la estrategia, pero ésta, a su vez, no coincidía con 
las preferencias de los actores internacionales o los problemas 
dominantes en el corazón de los esfuerzos de reforma 
educativa en El Salvador. En consecuencia, la política de 
educación en valores fue la menos prevalente y menos 
favorecida de las tres discutidas. 


TRASCENDENCIA 


Al dar un paso más atrás, los hallazgos de los estudios de 
caso se prestan para elaborar tres hipótesis sobre cómo 
interactúan los elementos de interés aquí y, al hacerlo, 
impactan la implementación de la política. Las postulaciones 


corresponden al orden de los casos presentados en este 
documento. 

«Ejecución amplia: la puesta en marcha de la política será 
extensa cuando haya una alineación entre las tendencias 
internacionales, las limitaciones estructurales (tanto a nivel 
local como en lo que respecta a las relaciones político- 
económicas globales) y las preferencias de los responsables 
políticos. Esto es así porque, en estas condiciones, es muy 
probable que los actores nacionales e internacionales 
pertinentes e interesados proporcionen marcos, acuerdos, 
capacidades y recursos institucionales apropiados. 

«Aplicación moderada: los aspectos técnicos de una política 
serán moderadamente (y tal vez inconexa) aplicados cuando las 
tendencias globales y las organizaciones internacionales están a 
favor de la estrategia en cuestión, pero en el contexto de 
reforma y los intereses gubernamentales y los actores políticos 
prefieren realizar otros planes. En este caso, las organizaciones 
internacionales financian acciones aisladas y los actores locales 
continúan impulsando su agenda (y tal vez pongan en práctica 
programas que encajan con sus prerrogativas). La ejecución de 
la política oficial sólo ocurrirá en la medida en que los actores 
internacionales interesados obtengan la aprobación de los 
funcionarios gubernamentales (por ejemplo, en el Mined) y 
luego dediquen recursos financieros y especialistas técnicos con 
conocimiento experto. 

«Realización mínima: este nivel de ejecución se producirá 
cuando no haya una tendencia internacional clara, un contexto 
estructural desfavorable (es decir, la gravedad del entorno de la 
reforma se está moviendo hacia otros fines) y un enfoque de 
políticas por parte de políticos y funcionarios gubernamentales 
esenciales. Es el efecto de no alinearse con intereses de actores 
internacionales que de otro modo proporcionarían una gama de 


apoyos institucionales. Con cada dimensión del contexto 
apuntando a direcciones separadas, los actores involucrados 
levantan programas y toman acciones que se alinean con sus 
preferencias. De esta manera, la práctica tiene un impacto 
marginal y no necesariamente en línea con el contenido de la 
política oficial. 


Estudios futuros deberían investigar más a fondo las 
proposiciones presentadas aquí, con el objetivo de “desarrollar 
marcos generalizables que puedan explicar las relaciones entre 
el contexto y los resultados” (Rhoten, 2000: 616). 


CONCLUSIÓN 


Si bien este estudio aborda el tema de la influencia 
internacional, también demuestra que ese estímulo no es el 
único que determina los resultados de las políticas educativas. 
Ésta es una contribución esencial ya que a veces los académicos 
se apresuran a atribuir poderes significativos a ciertas 
organizaciones internacionales. Como se ha demostrado, aunque 
los actores e ideas internacionales puedan ser impresionantes, 
su preponderancia es mayor o menor dependiendo de las 
limitaciones estructurales del contexto de la reforma y de las 
predilecciones de actores políticos gubernamentales 
importantes del país receptor. 

Por supuesto, como también se ha demostrado, los avances 
en el contexto político-económico subyacente pueden afectar 
las preferencias de los funcionarios estatales y la naturaleza de 
los espacios en los que se elaboran los aspectos técnicos de la 
reforma. En otras palabras, el ambiente político-económico 
puede ayudar a inclinar en una u otra dirección el entorno en el 
que se produce la formación y la realización de la política. Esa 


es una observación importante porque implica que mirar a la 
formulación de políticas y su ejecución en un punto dado en el 
tiempo no puede entenderse plenamente sin la incorporación de 
dos puntos en el análisis. En primer lugar, cómo las 
limitaciones sobre un país en particular han cambiado con el 
tiempo y, en segundo lugar, la forma en que el Estado (o las 
instituciones que conforman el gobierno) se modificaron o se 
reconstituyeron de otra manera a lo largo de muchos años (por 
ejemplo, a través de la influencia de actores internacionales 
particularmente poderosos y/u otras fuerzas  político- 
económicas). Con ese fin, los hallazgos del presente capítulo 
deben extenderse comparándolos con las conclusiones de otras 
publicaciones sobre los contextos históricos de la formulación 
de políticas educativas en El Salvador y América Central en 
general (Edwards, 20180). 


EPÍLOGO: DINÁMICA Y POLÍTICA EDUCATIVA 
DESDE COMIENZOS DE LOS 2000 


Una forma adicional de ampliar las ideas del presente 
capítulo es comentar sobre los años más recientes. Desde 
principios de la década de 2000, la formulación, el 
financiamiento y la realización de la política educativa han 
seguido caracterizándose por una “negociación de políticas”, ya 
que refleja una combinación de prioridades, restricciones y 
recursos internacionales y nacionales (Edwards, 2013). Eso es 
cierto tanto para el Plan 2021, el documento de política general 
desarrollado por el gobierno del presidente Antonio Saca (2004- 
2009), como por el Plan de Educación Social más reciente, 
diseñado por el gobierno de Mauricio Funes (2009- 2014), En el 
primero, las prioridades de USAID y del Banco Mundial, 
relacionadas respectivamente con el financiamiento para la 


equidad educativa y la extensión de la escolarización obligatoria 
a 11 grados, se incluyeron junto con las prioridades del 
gobierno, que se relacionaron, por ejemplo, con la introducción 
de modelos alternativos de prestación y para mejorar la 
competitividad del sistema educativo mediante la creación de 
programas para la introducción de la ciencia y la tecnología en 
las escuelas, así como el aprendizaje del inglés, entre otras 
estrategias. 

En el caso del Plan de Educación Social, los entrevistados 
comentaron que la ministra entrante adaptó las ideas de Italia 
y Uruguay que informaron el modelo de “Escuelas incluyentes 
de tiempo completo”. El gobierno ha experimentado más 
recientemente con este enfoque como un aspecto de su 
estrategia para hacer que las escuelas sean más incluyentes, 
ubicar a las escuelas en el centro de la cultura y extender las 
horas escolares para actividades extracurriculares. Si bien 
Edwards, Martin y Flores (2017) brindan mayor discusión, cabe 
mencionar aquí que este modelo de Escuelas Incluyente de 
Tiempo Completo se produjo tras un desarrollo estructural 
esencial en El Salvador que tuvo implicaciones significativas 
para el gobierno de la educación. Es decir, este modelo, que 
busca reunir a estudiantes, familias y escuelas de manera 
colaborativa (a diferencia de un modelo basado en la 
responsabilidad), como en el caso de Educo, se convirtió en el 
foco de la gobernación de la educación una vez que se eliminó 
el programa Educo (a partir de 2009; consulte Edwards, 2018c, 
para obtener más información). La eliminación del programa 
Educo se produjo gracias a una promesa de campaña hecha a 
los sindicatos de docentes durante el periodo previo a la 
elección en 2009 del primer presidente del partido de izquierda 
Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN), 


después de 20 años de presidentes de la derecha más 
prominente de El Salvador. 

Al igual que en la década de 1990, las políticas educativas 
desde principios de la década de 2000 operan a través de 
programas y dependen del financiamiento. Las organizaciones 
internacionales continúan la tendencia de subvencionar 
programas individuales que se alinean con sus misiones y 
prioridades. Algunos de los muchos ejemplos posibles incluyen 
programas de la USAID relacionados con habilidades laborales, 
empleo y niños en riesgo; la Unesco proporciona recursos para 
niños huérfanos; la Unicef apoya la revisión del currículo de la 
primera infancia; y el Banco Mundial que respalda el desarrollo 
de estándares educativos, pruebas estandarizadas y la 
publicación de indicadores, entre otras cosas, para las escuelas 
de tiempo completo. Por su parte, el gobierno ha tenido éxitos 
en la realización de programas de forma independiente, como 
con los programas recientes a] proporcionar refrigerios 
escolares gratuitos a 1 millón de estudiantes para mejorar la 
nutrición y eliminar las barreras para la retención de 
estudiantes (a un costo de 5.6 millones) y, b] proveer 
uniformes, zapatos, libros y suministros a todos los estudiantes 
para fomentar el acceso y la retención (con una inversión de 80 
millones de dólares). En al menos una circunstancia, el 
gobierno utilizó fondos del Banco Mundial para promover sus 
intereses, como en el caso de la capacitación de docentes en 
servicio, que la ministra siempre ha planteado como un tema 
crítico desde 2014, 

A veces, sin embargo, el gobierno enfrenta desafíos en la 
implementación de sus planes. Eso ha sido cierto con lo que 
quizá sea su iniciativa reciente más importante, asociada con el 
Plan de Educación Social. Para dar forma a los ideales de este 
plan, el Mined comenzó un enfoque de “Sistemas Integrados” 


para acompañar su énfasis en las “Escuelas incluyentes de 
tiempo completo”.** El sistema integrado se materializa en la 
práctica en la creación de redes de hasta 10 escuelas en 
proximidad geográfica, para facilitar el intercambio de 
materiales y recursos humanos. Si bien no siempre, es evidente 
en cada nivel del sistema educativo cómo se tejen los diversos 
ideales de este modelo en la práctica. La noción de escuelas 
incluyentes de tiempo completo debería reflejarse idealmente 
en tres características cruciales. Éstas son, primero, servicios 
ampliados más allá de los temas del plan de estudios general 
(por ejemplo, deportes y recreación, música, artes, ciencia y 
tecnología, que se brindan a través de horas adicionales de 
educación y con la esperanza de reducir la violencia). Segundo, 
mayor participación de los sectores locales (por ejemplo, 
miembros de la comunidad, dueños de negocios locales, iglesias, 
organizaciones no gubernamentales) en la vida de la escuela 
como una forma de mejorar la cohesión social, responder a las 
necesidades locales, fortalecer la gobernabilidad, mejorar la 
calidad. Tercero (no oficialmente), recaudar recursos 
adicionales desde el nivel local, una necesidad dado el costo del 
modelo. 

A pesar de la falta de claridad, este modelo de sistemas 
integrados de escuelas incluyentes de tiempo completo comenzó 
en 2011 con 22 escuelas, luego se expandió a 38 en 2012, con 
asistencia técnica y financiamiento de Italia, el Banco Mundial 
y USAID. A mediados de 2015, se crearon 259 sistemas 
integrados y se beneficiaron 2 082 escuelas en 92 ciudades. Los 
planes iniciales propusieron colocar a todas las escuelas en 
sistemas integrados para 2019 con una inversión de 98,47 
millones de dólares provenientes del Banco Mundial junto con 
la cooperación italiana, USAID y fondos del gobierno 
salvadoreño, pero el plan estratégico de educación para el 


periodo de gobierno 2014-2019. Sin embargo, la estrategia de 
escuelas incluyentes de tiempo completo, ni siquiera menciona 
el Modelo del Sistema Integrado. Parece que el gobierno 
abandonó ese enfoque antes de que los efectos o éxitos del 
programa fueran conocidos. Aunque es necesaria una 
investigación adicional, las ideas iniciales sugieren que tres 
factores causaron la caída de este ambicioso modelo. Primero, 
la complejidad organizativa y legal de la misma en la práctica 
(principalmente relacionada con el control a nivel escolar sobre 
compartir recursos). Segundo, el costo prohibitivo para el 
gobierno de los servicios adicionales y el apoyo que requiere. Y, 
tercero, la impracticabilidad de la movilidad estudiantil entre 
las escuelas en los grupos debido a los peligros de cruzar el 
territorio de las pandillas. Por lo tanto, aunque varias 
organizaciones internacionales estaban dispuestas a contribuir 
con fondos y asistencia, el problema es que, si bien los intereses 
se alinearon momentáneamente entre el Mined y los donantes, 
no parece que haya suficiente voluntad política para aumentar 
o invertir fondos públicos necesarios para apoyar la ampliación 
de este programa. Tampoco ha sido posible resolver el 
problema dominante de la violencia de pandillas. Con respecto 
al marco de este capítulo, la limitación no es solo de naturaleza 
financiera y política, sino que también se relaciona con el 
contexto social más amplio. 

Para terminar, abordo las relaciones esenciales y las 
limitaciones estructurales. Más recientemente, desde la 
transición a dos administraciones presidenciales consecutivas 
del FMLN en 2009, el gobierno ha afirmado su liderazgo a 
través de la “mesa redonda de donantes”, mediante la cual 
busca la colaboración de los donatarios en las prioridades del 
gobierno, pero esto parece ser una cuestión de estilo en lugar 
de una diferencia sustantiva en el locus de control. La mesa 


redonda existía desde antes, pero las organizaciones 
internacionales podían trabajar directamente con el Mined -y 
se informa que los líderes anteriores del Mined lo preferían de 
esa manera— mientras que ahora el gobierno prefiere coordinar 
las organizaciones internacionales a través del Ministerio de 
Relaciones Exteriores. No obstante, la cooperación sigue siendo 
una negociación entre las prioridades nacionales y las 
principales preocupaciones de los donatarios, como lo fue a 
principios de la década de 1990, antes del final de la guerra 
civil. Y a pesar de que el Mined y el gobierno nacional no están 
en la difícil situación en que se encontraban en aquel momento, 
el hecho es que el Mined depende del financiamiento externo y 
las donaciones para muchas de sus reformas, ya que no puede 
financiar todo lo que le gustaría (Edwards, Martin, y Flores, 
2017). Como tal, el Mined puede tener ideas para la reforma y 
puede ser capaz de obtener apoyo internacional para ellas, pero 
aún existen desafíos cuando se trata de movilizar suficiente 
apoyo político y económico para cambios que impliquen 
inversiones significativas o desviaciones radicales de la práctica 
actual. 


REFERENCIAS 


Brown, C. (comp) (2014), Globalisation, International 
Education Policy € Local Policy Formation: Voices from the 
developing world, Nueva York, Springer. 

Edwards Jr., D. B. (2013), “International Processes of 
Education Policy Formation: An analytic framework and the 
case Of Plan 2021 in El Salvador”, Comparative Education 
Review, 57 (1), 22-53, 

(2016), “A Perfect Storm: The political economy of 
community-based management, teacher accountability, and 


impact evaluations in El Salvador and the global reform 
agenda”, en W. Smith (comp.), Global Testing Culture: Shaping 
education policy, perceptions, and practice. Oxford Studies in 
Comparative Education, Oxford, UK, Symposium, 25-42, 

(2017), “Policy Formation in the Context of Global 
Governance: Rational, organizational, and political perspectives 
on policymaking in El Salvador”, International Journal of 
Educational Development, (52), 81-96. 

(2018a), “Accountability Through Community-Based 
Management? Implications from the local level implementation 
in El Salvador of a globally-popular model”, en K. A, 
Heidemann y R. A, Clothey (Compiladores), Another Way: 
Decentralization, democratization, and the global politics of 
community-based schooling, Rotterdam,Sense, 44-60, 

(2018b), “Education in Central America: Trends, 
tensions, and trade-offs”, artículo presentado en una “sesión 
presidencial” durante la conferencia de la Sociedad de 
Educación Comparada e Internacional, Ciudad de México. 

(2018c), The Trajectory of Global Education Policy: 
Community-based management in El Salvador and the global 
reform agenda, Nueva York, Palgrave MacMillan. 

Edwards Jr., D. B. y Loucel, C. (2016), “The Educo Program: 
Impact evaluations, and the political economy of global 
education reform”, Education Policy Analysis Archives, 24 
(49), 150. 

Edwards Jr., D.B., Martin, P., y Flores, 1. (en prensa), 
“Teacher Education in El Salvador: Politics, policy, pitfalls”, en 
C. Wolhuter (comp.), International Handbook of Teacher 
Education, segunda edición, Athens, Atrapos. 

Edwards Jr., D.B., Martin, P., y Flores, 1. (2017), “El 
Salvador: Past, present and prospects of educations, En C. M, 
Posner, Chris Martin, e Yvonne Martin (comps.)”, Education in 


México, Central America and the Latin Caribbean, Nueva York, 
Continuum, 141-168, 

Edwards Jr., D. B., Martin, P., y Victoria, J. A. (2015), 
“Different Policies, Distinct Processes: Three case studies of 
international influence in education policy formation in El 
Salvador”, en C. Brown (comp.), Globalisation, International 
Education Policy € Local Policy Formation: Voices from the 
developing world, Nueva York, Springer, 39-58, 

Edwards Jr., D. B., Victoria, J.A., y Martin, P. (2015), “The 
geometry of Policy Implementation: Lessons from the political 
economy of three education reforms in El Salvador during 
1990-2005”, International Journal of Educational Development, 
(44), 28-41. 

Gillies, John (comp.) (2010), Education System Reform and 
Aid Effectiveness: The power of persistence, USAID y Equip 2, 
<www.equip123.net/docs/E2-Power_of Persistence.pdf>. 

Gómez, A. (2011), “Una genealogía de la educación en El 
Salvador”, Revista Latinoamericana de Estudios Educativos, xli 
(3-4), 73-117. 

Gómez, A. (2012), “Educación para la paz en el sistema 
educativo de El Salvador”, Ra-Ximhai, 8 (2), 93-126, 

Lindo-Fuentes, H. y Ching, E. (2012), Modernizing Minds in 
El Salvador: Education reform and the Cold War, 1960-1980, 
Albuquerque, University of New Mexico Press. 

McGinn, N. y Warwick, D. (2006), “La planeación educativa: 
¿Ciencia o política?”, Revista Latinoamericana de Estudios 
Educativos, XXXVI (1-2), 153-182, 

Mined (1994), Memoria institucional: Periodo junio de 1989- 
junio de 1994, San Salvador, Mined. 

(1995b), Lineamientos generales del Plan Decenal, 
1995-2005, San Salvador, Mined. 


(1999), En el camino de la transformación educativo 
de El Salvador, San Salvador, Mined. 

Moncada-Davidson, TL. (1995), “Education and its 
Limitations in the Maintenance of Peace in El Salvador”, 
Comparative Education Review, 39 1, 54-75, 

Rhoten, D. (2000), “Education  Decentralization in 
Argentina: A 'global-local conditions of possibility” approach to 
state, market, and society change”, Journal of Education 
Policy, 15 (6), 593-619, 

Robinson, W. (1996), Promoting Polyarchy: Globalization, 
US intervention, and hegemony, Nueva York, Cambridge. 

Steiner-Khamsi, G. y Waldow, F. (2012), World Yearbook of 
Education 2012: Policy borrowing and lending, Nueva York, 
Routledge. 

Vavrus, F., y Bartlett+4 TL. (comps) (2009), Critical 
Approaches to Comparative Education: Vertical case studies 
from Africa, Europe, the Middle East, and the Americas, 
Nueva York, Palgrave MacMillan. 

Verger, A., Novelli, M., y Kosar-Altinyelkin, H. (comps.) 
(2018), Global Education Policy and International 
Development: New agendas, issues and policies, Nueva York, 
Bloomsbury. 

World Bank. (1995), El Salvador: Basic Education 
Modernization Project: Staff appraisal report, Washington, 
World Bank. 

World Bank. (1996), El Salvador: Moving to a gender 
approach: Issues and recommendations, Washington, World 
Bank. 


(VERSIÓN EN ESPAÑOL DE EVELYN ÁVALOS Y 
CARLOS ORNELAS) 


proce: 0 delta Pen años, 


rare poape ore UN es y 


Si Lin dá: e Educo inicialmente sólo pretendía ser 
una estrategia Para brindar add a iva preescolar y_ en en 
í riormente se aran en 1994 da ] cubrir 


. 


A eros y En experiencia internacional, 
2 Edwards (2016) y Edwards y_Loucel (2016) proporcionan 


discusiones críticas de estas evaluaciones, Edward a Pe 


] olíticas s públicas 
e_y_el siguiente párrafo 


9. EDUCACIÓN Y FORMACIÓN DE PROFESORES EN 
CUBA: REVOLUCIÓN Y PERFECCIONAMIENTO 


MARK GINSBURG Y GILBERTO GARCÍA BATISTA 
INTRODUCCIÓN 


En un artículo escrito hace casi 30 años, Ginsburg y colegas 
(1990: 479) concluyeron que la reforma educativa “ocurriría 
más probablemente durante periodos de crisis económica y 
reestructuración en el sistema mundial y se relacionaría con 
otras crisis económicas, culturales y políticas en estados- 
nación”. En este capítulo nos enfocamos en las reformas de la 
educación y la formación del profesorado en Cuba durante 
diferentes periodos históricos, para documentar y explicar la 
ocurrencia de tales reformas. Prestamos atención a los aspectos 
económicos, culturales, nacionales y mundiales, así como las 
dinámicas políticas. En el caso de Cuba, sin embargo, los 
términos “revolución” y “perfeccionamiento” parecen más 
apropiados que la antigua palabra española reforma o “mejora” 
(García Isaac, 2018).* 

Discutiremos brevemente los desarrollos en educación y 
formación docente en Cuba antes del “Triunfo de la 
Revolución” de 1959 (periodo colonial español, 1510-1898, y el 
periodo neocolonial de Estados Unidos, 1898-1958), pero 
dedicaremos más espacio a lo que han sido catalogadas como 
las cuatro revoluciones o iniciativas de perfeccionamiento en 
educación, las cuales comenzaron en 1961, 1975, 2001 y 2008 
(Lutjens, 2007; Massón Cruz et al., 2011; Quintero López, 
2011). Y, si bien no está etiquetado como una revolución, 
también examinaremos los cambios que se iniciaron en la 


década de 1990 durante lo que se conoce como el “Periodo 
Especial en el Tiempo de la Paz”.? 

Los avances posteriores a 1959 en educación y formación 
docente en Cuba son significativos para analizar dado lo que se 
ha logrado en términos de acceso, equidad y calidad (por 
ejemplo, véase Breidlid, 2007; Carnoy y Werthein, 1980; 
Gasperini, 2000; Ginsburg, 2018; Gómez Castanedo y Giacchino- 
Baker, 2001; Griffiths, 2009; Lutjens, 2000 y 2007; Sánchez 
Collazo y Sánchez-Toledo Rodríguez, 2002/2016; Saney, 2004; 
Unesco, 2004; Unesco IBE, 2010; Wolfensohn, 2001).2 Por 
ejemplo, con respecto a la calidad educativa, al menos según lo 
logrado por el rendimiento en pruebas estandarizadas, los 
estudiantes cubanos de tercero, cuarto y sexto grados 
obtuvieron puntajes sustancialmente más altos que los de todos 
los demás países latinoamericanos en pruebas de lectoescritura 
y aritmética en los estudios realizados por desempeño en las 
evaluaciones estandarizadas. El Laboratorio Latinoamericano 
de Evaluación de la Calidad Educativa de la Unesco, las llevó a 
cabo en 1997-1998 y 2006 (Carnoy y Marshall, 2005; Granimian, 
2009; LLECE, 1998 y 2007). 


PERIODO COLONIAL ESPAÑOL, 1510-1898 


Kolivras y  Scapaci (2009:124) indican que “Colón 
desembarcó en Cuba en 1492, pero no fue sino hasta la segunda 
década del siglo XVI que Diego de Velázquez estableció siete 
asentamientos fronterizos originales llamados villas”. Durante 
los siglos XVI, XVII y XVIII, no existía una organización 
escolar sistemática en Cuba (Buenavilla Recio et al., 1995). El 
patrón colonial de educación se caracterizó por involucrar a 
“una élite relativamente pequeña de propietarios de 
plantaciones, burócratas y profesionales que educaban a sus 


hijos en escuelas privadas o en el extranjero”. Existían unas 
pocas escuelas públicas, religiosas y de caridad para los estratos 
medios urbanos, dejando a los niños de la gran clase rural baja 
sin educación” (Paulston, 1971: 376, véase también Alarcón de 
Quesada, 2011; Cruz Taura, 2008). Las formas limitadas de 
educación proporcionadas durante el periodo colonial español 
en Cuba significaron un importante papel para la Iglesia y los 
clérigos. “Los gobernantes españoles y la Iglesia católica 
diseñaron e implantaron programas educativos limitados para 
cumplir con sus propios fines” (Paulston y Kaufman 1992: 134; 
véase también Buenavilla Recio y otros 1995, Ginsburg et al, 
2010: 189). 

En 1842, el gobierno español promulgó su “Plan de 
Instrucción Pública” para el desarrollo de la educación primaria 
pública en las colonias de Cuba y Puerto Rico (Buenavilla 
Recio et al., 1995) y en 1880 promulgó el Plan de Educación 
Pública de la Colonia hacia la consumación de la educación 
secundaria pública (Paulston, 1971). Además, el Plan de 1842 
exigía la creación de una escuela normal para preparar a los 
maestros de primaria. Esta institución se estableció 
posteriormente y funcionó en Guanabacoa de 1857 a 1868, Al 
recomendar la creación de esta institución, José de la Luz y 
Caballero (1800-1862) insistió en que los maestros deberían “ser 
capaces de ayudar a desarrollar patriotas” y “ser el más moral 
de todos los ciudadanos” (Citado en Buenavilla Recio et al., 
1995: 101). Además, en 1842, la Universidad de La Habana fue 
transformada por las autoridades españolas en una institución 
secular, fundada en 1728 como Real y Pontificia Universidad 
de San Jerónimo de la Habana (Buenavilla Recio et al. 1995: 
10). 

Durante el siglo XIX, los cubanos emprendieron tres guerras 
de independencia: 1868-1878, 1879-1880 y 1895-1898 (Loyola 


Vega, 2001). Según Cruz-Taura (2008: 5), como “la relación 
metrópoli-colonia se deterioró durante el siglo XIX, los 
intelectuales cubanos expresaron su preocupación por el declive 
de la educación en la isla” y consideraron la educación como un 
elemento esencial para establecer una nación independiente 
(véase también Johnson, 1995). Por ejemplo, “el apóstol de la 
independencia cubana, José Martí [(1884) articuló] el papel de 
la educación en su máxima 'Ser culto es la única forma de ser 
libre” (Quintero López, 2011:55). Y los que participaron en los 
movimientos de independencia enfatizaron que entre los 
propósitos de la educación estaba alfabetizar a las personas y 
“prepararlos para poder participar como ciudadanos  [..), 
desarrollar su conciencia política y [construir] un sentimiento 
de unidad de todos los cubanos” (Buenavilla Recio y otros 
1995: 62). Por lo tanto, durante la guerra de los 10 años, los 
líderes de la independencia cubana fundaron escuelitas en 
campamentos militares para promover la alfabetización entre 
los combatientes. 


PERIODO NEOCOLONIAL DE ESTADOS UNIDOS 


Como los cubanos estaban a punto de ganar su 
independencia, la primera intervención militar estadunidense 
tuvo lugar en Cuba en 1898, El 1 de enero de 1899, el 
presidente estadunidense William McKinley firmó una orden, 
de acuerdo con el Tratado de París entre España y Estados 
Unidos, designando que Cuba estaría bajo el dominio de 
Estados Unidos (Cruz-Taura, 2008; Esposito Rodríguez 1985). A 
pesar de las protestas de muchos cubanos, el ejército 
estadunidense ocupó Cuba durante los periodos de 1898 a 1902 
y de 1906 a 1909, y luego dominó la isla económica y (de 
manera indirecta) políticamente desde al menos 1909 a 1933 


(Ginsburg et al., 2010; Lutjens, 2007; Paulston, 1971: 377; 
Paulston y Kaufman, 1992: 135; Pedagogía '93, 1993; Schultz, 
2018). La intervención de Estados Unidos en Cuba no sólo fue 
militar, política y económica, sino también cultural y educativa. 
Así, en 1900, la administración estadunidense emitió la Orden 
Militar núm. 226: “La primera ley educativa que [remplazó] la 
legislación promulgada por la administración colonial [y] que, 
de hecho, creó un sistema escolar público, cubano, secular, y no 
socialmente segregado” (Esposito Rodríguez, 1985: 16), 
Además, en 1900, la administración de Estados Unidos emitió 
la Orden Militar núm. 368,que ponía la capacitación y selección 
de los docentes bajo el control de las autoridades de ocupación. 
Epstein narra que: 


Leonard Wood, quien gobernó de 1900 a 1902 [...] apuntó a 
transformar a Cuba en un espejo de la sociedad de Estados 
Unidos [...] Wood usó escuelas para desilusionar a los isleños de 
sus costumbres españolas y prepararlos para asumir las cargas 
de la ciudadanía ilustrada. Bajo la guía del teniente Matthew E. 
Hanna, Cuba desarrolló un sistema de escuelas públicas que se 
ajustaba a las leyes siguiendo el modelo de Ohio. El plan de 
estudios incluyó instrucción en inglés desde el primer grado y 
las asignaturas utilizaron libros de texto traducidos de los 
estadunidenses (Epstein, 1999: 243-244). 


No sorprende que muchos cubanos se opusieran a la 
naturaleza del imperialismo cultural que caracterizó el “pobre 
desempeño del sistema de educación pública establecido 
durante la ocupación estadunidense de Cuba [que] reflejaba las 
relaciones económicas, políticas y sociales del desarrollo 
neocolonial” (Lutjens, 2000: 2). Sin embargo, es importante 


contar los movimientos positivos, al menos inicialmente, de la 
administración de Estados Unidos: 


Como parte de un impresionante paquete de reconstrucción, 
las autoridades establecieron una Junta de Educación en 1900 
bajo la dirección de Enrique José Varona [1849-1953] [...] La 
que organizó nuevos distritos escolares y había creado cerca de 
3 600 aulas para 172 000 estudiantes (10.9% de la población de 
la isla) antes del 20 de mayo de 1902, el día de la promulgación 
de la República de Cuba. Iniciativas para la formación docente 
condujeron a la fundación de la Facultad de Educación en la 
Universidad de La Habana, la propuesta de programas de 
verano para profesores cubanos en la Universidad de Harvard y 
la apertura de escuelas normales [para la preparación de 
docentes] en cada provincia en 1915,* La Constitución cubana 
de 1901 (Título IV, artículo 31) garantizaba el derecho civil de 
ofrecer y recibir instrucción en cualquier materia (Cruz-Taura, 
2008:5). 


En 1909, los funcionarios estadunidenses promulgaron dos 
leyes relevantes: la Primera Ley Escolar Cubana y el Primer 
Código Escolar, que representaban pasos hacia la 
profesionalización y cubanización de la capacitación, creación 
de plazas y supervisión de los maestros (Esposito Rodríguez, 
1985; Paulston, 1971). Luego, en 1915, el gobierno cubano 
promulgó una ley para la creación de siete escuelas normales 
para las maestras (dos en La Habana y una en cada una de las 
cinco capitales de provincia); en 1934 éstas se transformaron 
en instituciones de educación docente mixta (Badía, 1993: 11). 

En 1940, Cuba aprobó, aunque no ejecutó completamente, 
una nueva Constitución. Hizo obligatoria la educación primaria 
y especificó que la educación secundaria básica (grados 7-9) 


debería ser gratuita (Schultz, 2018). Al mismo tiempo, en el 
“Título V, la Sección II de la Constitución, garantizaba a las 
escuelas privadas el derecho de enseñar religión e instruir a 
cualquier sujeto con métodos y contenidos de su elección” 
(Cruz-Taura, 2008:7). 

Así, aunque “en 1926 Cuba lideró a todos los demás países 
latinoamericanos en el porcentaje de niños en la escuela”, a 
principios de la década de 1950 “todos menos tres países 
latinoamericanos alcanzaron tasas de matrícula escolar 
primaria más altas que las de Cuba” (Paulston, 1971:378). Otras 
señales de que los esfuerzos iniciales durante el periodo 
neocolonial de Estados Unidos no fueron exitosos o no duraron, 
incluyen la notable desigualdad en las oportunidades educativas 
entre las clases sociales, los grupos raciales y los residentes 
rurales y urbanos, así como la apatía, el ausentismo entre los 
docentes y la corrupción en todos los niveles del sistema 
(Breidlid, 2007; Carnoy, 1990; Epstein, 1999; Lutjens, 2000; 
Paulson, 1971). Además, como Berube (1984 83-84) documenta: 


Antes del triunfo de la Revolución, en 1959, el origen 
socioeconómico de los padres influyó en gran medida en la 
educación, la que fue fruto de la casualidad. Aunque la 
escolarización era obligatoria desde 1900 para los estudiantes 
de entre seis y catorce años, no todos asistían. En 1907, un 
poco más de 30% de los niños de entre cinco y catorce años 
acudían a la escuela; para 1919, 28.7% asistía a la escuela. Se 
alcanzó un máximo de 63% en los años prósperos de 1925-1926, 
No hay estadísticas de la década de 1930, pero después de la 
depresión y la segunda guerra mundial, el total fue de 58.1% en 
1950. En 1955, había bajado de 51%. 


Además, en 1955, había 679 escuelas públicas, 478 privadas 
y 326 escuelas primarias y secundarias religiosas, así como tres 
universidades públicas y seis universidades privadas (Schultz, 
2018). Ya en vísperas del triunfo de la Revolución, en 1958, 
había seis escuelas normales oficiales de nivel secundario (una 
en cada una de las capitales de provincia) y tres escuelas de 
educación (facultades de educación) en las tres universidades 
públicas existentes: La Habana, Las Villas (en Santa Clara) y 
Oriente (en Santiago de Cuba) (Pedagogía '93, 1993). 


TRIUNFO DE LA REVOLUCIÓN Y PRIMERA 
REVOLUCIÓN EDUCATIVA, 1959-1974 


El 1 de enero de 1959, mientras que las tropas de Ernesto 
Che Guevara estaban en control de Santa Clara y las de Camilo 
Cienfuegos avanzaban sobre La Habana, Fidel Castro Ruz entró 
en Santiago de Cuba y declaró el Triunfo de la Revolución. 
Fulgencio Batista (1952-1958, fue el último “presidente” al 
servicio de la dominación neocolonial de Estados Unidos 
(Alzugaray, 2008). La lucha armada emprendida por Fidel y el 
ejército rebelde Movimiento 26 de Julio se reanudó en 1957, 
después de un infructuoso inicio del ataque al cuartel Moncada 
en 1953, seguido de la encarcelación de Fidel y otros, pero 
luego fueron liberados y pudieron reagruparse en el exilio en 
México (Kolivras y Scapaci, 2009; Roucek, 1964). Como relató 
Fidel más de una década después: “El 1 de enero, con la caída 
militar del régimen de Batista, no quedó nada. No hubo poder 
legislativo en el sentido clásico, ningún poder judicial, nada. 
Luego establecimos un gobierno revolucionario de facto y, en 
ese contexto, instituimos por decreto nuevas leyes” (Fidel 
Castro, 1971:14, citado en Valdés, 1976:2). 


La educación fue un foco principal del gobierno 
revolucionario. Mientras que Massón Cruz et al. (201:44) 
sugieren que la primera revolución educativa comenzó en 1961, 
explica que “los cambios educativos esenciales ya habían 
comenzado antes de 1961”, El gobierno revolucionario se 
comprometería desde 1953, con el cambio educativo desde el 
Programa del Moncada planteado por Fidel Castro. Después de 
ser sentenciado por su papel en el asalto al Cuartel Moncada, 
Fidel, en su discurso “La historia me absolverá” declaró que 
“un gobierno revolucionario iniciaría una reforma integral de 
nuestra educación [..] para preparar adecuadamente a las 
generaciones que están llamadas a vivir de una manera más 
feliz en la Patria” (Castro, 1983, citado por Massón Cruz, 2016: 
195). Paulston (1971:386) informa que “[eln el primer año, el 
gobierno construyó más de 3 000 nuevas escuelas públicas y 7 
000 maestros adicionales ingresaron a las aulas para enseñar a 
más de 300 000 niños que asistían a la escuela por primera 
vez”. Luego, en diciembre de 1959, el gobierno emitió la Ley 
680, que enfatizaba el uso de pedagogías de aprendizaje activas 
centradas en el niño y el restablecimiento de consejos 
escolares, descentralizando la responsabilidad de gobernar el 
sistema educativo en plena expansión (Schultz, 2018). 

Respecto a la educación superior, Alarcón de Quesada 
(2011) explica que “[ulna de las primeras medidas del gobierno 
fue el Plan de Becas de base amplia, dirigido a facilitar la 
educación de miles de estudiantes del interior” y también “[all 
mismo tiempo, comenzaron las reformas universitarias de 
amplio alcance. Éstas incluyeron intentos de modernizar los 
métodos de enseñanza, alentar el estudio previamente 
desconocido de algunas ciencias y tecnologías [...] y crear 
campus universitarios en todo el país, lanzando lo que 
llamamos 'Universalización de la Universidad”. Este esfuerzo 


incluyó la creación de la Facultad Preparatoria Obrero- 
Campesina, de nivel universitario “que intentaba unir más 
estrechamente la agricultura, la industria y la educación 
superior [..] [preparando] a los trabajadores industriales y 
campesinos de entre 18 y 40 años para estudios universitarios” 
(Paulston, 1971:389). 

Sin embargo, puede plantearse que la primera revolución 
educativa en Cuba comenzó en 1961, calificado por los líderes 
como el “Año de la Educación” y destacada por la Campaña 
Nacional de Alfabetización, que comenzó en enero de aquel 
año. Según MacDonald (1985:55; véase también Roucek, 1964): 


después de quince meses, la tasa de analfabetismo bajó de 
24 a 4%. [La campaña] estuvo mediada por un gran número de 
aficionados entusiastas [...] cuyo único contacto con la 
formación de maestros había sido una preparación acelerada de 
ocho días.* Por supuesto, en 1962, el “gobierno cubano” lanzó la 
“Batalla del Sexto Grado” para mejorar el nivel educativo de 
los más de 700 000 adultos “que se habían beneficiado con la 
campaña de alfabetización” (Paulston, 1971:387).* 


Varios acontecimientos  político-militares prominentes 
ocurrieron justo antes, durante y después del periodo de la 
Campaña de Alfabetización. En febrero de 1960, Cuba y la 
Unión Soviética firmaron su primer acuerdo comercial y, en 
mayo de 1960, restablecieron las relaciones diplomáticas. En 
julio de 1960, Cuba realizó la mayor nacionalización de las 
empresas y propiedades de estadunidenses. Estados Unidos 
inició las sanciones contra la importación de azúcar cubano, y 
lanzó el embargo (o bloqueo) comercial y financiero contra 
Cuba. En enero de 1961, Estados Unidos rompió relaciones 
diplomáticas con Cuba y, en abril de 1961, un grupo mercenario 


financiado por Estados Unidos intentó invadir Cuba en la Bahía 
de Cochinos (Alarcón de Quesada, 2011; Breidlid, 2007; 
Martínez Sánchez, 2015; Schultz , 2018)” A raíz de estos 
acontecimientos, Fidel Castro declaró el carácter socialista de 
la Revolución (abril de 1961) y el gobierno cubano nacionalizó 
todas las escuelas privadas (julio de 1961) (García Ramis, 2004; 
Griffith, 1998 y 2009; Paulston, 1971; Pedagogía «93, 1993). Y, 
en octubre de 1962, Cuba fue el escenario de una gran 
confrontación entre Estados Unidos y la Unión Soviética; 
conocida como la “Crisis de los misiles cubanos” o la “Crisis de 
octubre”, la disputa giraba en torno a los esfuerzos para 
instalar misiles nucleares en Cuba (Franklin, 2015; Ramírez 
Cañado y Morales Domínguez, 2014). 

En el contexto de tales dinámicas políticas internacionales y 
dados los objetivos de la Revolución “socialista”, el 
compromiso del gobierno cubano de ampliar el acceso a la 
educación se basó en el aumento de la alfabetización y el 
conocimiento de la aritmética, así como en el desarrollo de 
conocimientos y habilidades técnicas relevantes para la 
población. Además, los líderes revolucionarios estaban 
motivados para participar en la socialización política de adultos 
y niños (Carnoy, 1990; Ginsburg et al., 2010; Griffith, 1988 y 
2009; López-Hurtado et al., 1996; Paulston y Kaufman, 1992). 
Por ejemplo, Fidel Castro (1960, citado en Aldama de Pino y 
Casañas Días, 2018:89) afirmó que “el primer problema de la 
revolución es cómo [...] superar la influencia de las viejas ideas 
y cómo las ideas de la revolución van a ganar terreno”. Y como 
relata Ernesto Che Guevara (1970:259, citado por Turner Martí, 
2014:20), un papel importante de la educación es “eliminar de 
la conciencia del pueblo los defectos de la sociedad anterior” 
Como Lutjens (2000:3) observa: 


[...] la a expansión de la escolarización formal se convirtió 
en parte de una visión de la transformación de la sociedad 
cubana centrada en el “hombre nuevo” socialista del Che 
Guevara. “Para construir el comunismo, se debe crear un 
nuevo hombre simultáneamente con la base material”, escribió 
Guevara (1973: 343] y, para lograrlo, “la sociedad como un todo 
debe convertirse en una gran escuela”, El modelo cubano hizo 
hincapié en los valores de cooperación, disciplina, sacrificio y 
motivación moral, llamando a la participación en la defensa y 
el desarrollo de la revolución y la solidaridad internacional 
(véase también Guevara, 2002 y 2017).? 


Estrechamente asociado con las ideas de el Che sobre el 
papel de la educación en el desarrollo cultural y la socialización 
política están el concepto de estudio-trabajo y la importancia 
de los incentivos morales más que materiales (Breidlid, 2007; 
Carnoy, 1990; Cruz-Taura, 2008; Griffith, 1998 y 2009; Lutjens, 
2000; Paulston, 1980).'* En palabras de Ernesto Che Guevara 
(1970:165, en Turner Martí, 2014 45-46): 


La combinación de estudio y el trabajo [...] es el mejor tipo 
de educación para los jóvenes que se están preparando para el 
comunismo: el tipo de educación donde el trabajo pierde el tipo 
de obsesión que tiene en el mundo capitalista para convertirse 
en un deber social gratificante que se lleva a cabo con alegría, 
cantando canciones revolucionarias, en la camaradería más 
fraternal y el contacto humano que vigoriza y enriquece a todos 
los participantes. 

Una de las iniciativas más audaces emprendidas por el 
gobierno cubano respecto al principio de estudio-trabajo fue el 
programa “Escuelas para el campo”, que comenzó en el curso 
escolar 1965-1966, En este programa, los estudiantes y 


maestros urbanos se trasladaron durante parte del año escolar 
a un área rural durante la temporada de cosecha para realizar 
trabajos agrícolas y continuar sus estudios académicos. En 
1972, en el contexto de la “ofensiva revolucionaria radical”, que 
se lanzó en 1968, este programa se convirtió en el proyecto 
nacional de “Escuelas Secundarias en el Campo” (Carnoy y 
Werthein, 1983; Gasperini, 2000; Griffith, 1998; Lutjens, 2000), 
De acuerdo con Carnoy (1990: 184), como resultado de “las 
“escuelas en el campo”... el rendimiento académico aumentó, y 
las deserciones disminuyeron. La conciencia colectiva 
probablemente también se planteó... Pero las escuelas no 
lograron financiarse a sí mismas”. 

Para alcanzar sus metas educativas, el gobierno 
revolucionario de Cuba necesitaba maestros y, por lo tanto, 
debía dedicar atención y recursos a la formación docente, tanto 
en servicio como en la formación inicial (Carnoy, 1990; 
Ginsburg et al., 2010). Como expresó Fidel Castro en el 
discurso del 10 de abril de 1963 (Ministerio de Educación, 
1977:20): “Los maestros tienen en sus manos una tarea 
extremadamente importante, porque son ellos quienes 
comienzan a desarrollar la mentalidad de los niños, a 
enseñarles las primeras letras y, al mismo tiempo, inculcar 
hábitos de vida social y forjar en cada niño un futuro 
ciudadano de la República”. El objetivo del gobierno 
revolucionario de crear el “hombre nuevo socialista” requería la 
formación emergente de miles de maestros (López-Hurtado et 
al., 1996:14). Éste fue el caso no sólo por expansión planificada 
de la educación, sino también por el “éxodo de miles de 
profesionales cubanos y personal capacitado en los primeros 
años [después de 1959], incluida la mitad de los docentes de 
Cuba” (Lutjens 2000: 4; véase también Berube, 1984, Ginsburg 
et al., 2010). También era necesario reorientar a los docentes 


que se quedaron, para garantizar su preparación y compromiso 
de llegar a todos los estudiantes promoviendo los objetivos de 
la nueva sociedad socialista. 

Por lo tanto, en junio de 1961 el gobierno estableció 
Institutos Superiores Pedagógicos de nivel terciario (ISP) 
(García Ramis, 2004) donde inicialmente existían tres tipos de 
programas: 1] capacitación emergente de corto plazo para los 
maestros de la escuela primaria en servicio que tenían la 
intención de cumplir con los requisitos de convertirse en 
maestros licenciados; 2] programas regulares de formación de 
docentes de escuela primaria para personas que por lo menos 
completaron los seis años de educación primaria y se 
eraduarían con un diploma de escuela secundaria; y 3] 
capacitación en servicio para maestros de escuela primaria con 
o sin certificado de graduación para elevar su nivel cultural, 
político, científico y psicopedagógico. 

Además, en 1961, el gobierno creó programas de formación 
docente de cinco años en conjunto con el Plan Minas del Frío- 
Topes de Collantes. Consistió en seleccionar estudiantes que 
tenían al menos sexto grado de educación para prepararlos 
como directores y asistentes en círculos infantiles, que el 
gobierno fundó en esos años. Luego, en 1965, el gobierno 
instituyó escuelas provinciales de preparación y desarrollo de 
personal para los círculos infantiles, que reclutaron estudiantes 
que habían completado al menos el sexto grado. 

Y, en 1963, el gobierno estableció el Instituto Pedagógico 
Industrial. Esta institución preparó maestros que tenían la 
responsabilidad de supervisar talleres prácticos y enseñar 
materias técnicas de mecánica y electricidad ubicadas en la 
Escuela Técnica de la Ciudad Escolar Libertad, que albergaba 
el Instituto. Posteriormente, en 1973, el gobierno instauró el 
Instituto Pedagógico de Educación Técnica y Profesional y, en 


1974, instaló los Centros Pedagógicos en los siete Institutos 
Politécnicos de nivel secundario, que tuvo como objetivo 
preparar a los profesores para las materias técnicas y talleres 
de los mismos institutos. 

En 1964, la administración revolucionaria introdujo escuelas 
de educación en las universidades que entonces existían: La 
Habana, Las Villas (en Santa Clara) y Oriente (en Santiago de 
Cuba). Estas escuelas ofrecían programas de educación superior 
para preparar a los maestros de escuela secundaria básica y 
superior. Antes de desarrollar estos programas, el Ministerio de 
Educación contrató profesores graduados universitarios en 
letras y filosofía, fisicomatemáticas, fisicoquímica-matemáticas 
o ingeniería (García Ramis, 2004). Además, en 1968, el 
Ministerio comenzó en cada provincia una escuela formadora 
de maestros de primaria, que atendía a estudiantes que habían 
completado al menos seis grados de educación del mismo ciclo, 

El 16 de febrero de 1970, el periódico Granma anunció el 
desarrollo del “Plan de Titulación / Calificación de Maestros”. 
Según Paulston (1971:388), este 


plan presenta los fundamentos y tácticas para la 
certificación de unos 26 031 maestros de escuela primaria y 
secundaria o alrededor de 40% del cuerpo de enseñanza 
existente [...] El plan fue diseñado para preparar maestros que 
entiendan la esencia del proceso educativo [, que tengan] [...] un 
dominio de las materias que enseñan [, y que sean] [...] capaces 
de enseñar a los niños no hechos enciclopédicos, sino cómo 
aprender”. 


Luego, en 1970, el gobierno fundó las primeras escuelas de 
preparación para educadores preescolares, ofreciendo un 


programa de cuatro años para los estudiantes que habían 
completado al menos el octavo grado. 

En 1972, se inició en Cuba el “Destacamento Pedagógico 
Manuel Ascunce Domenech”. En este programa emergente de 
cinco años se incorporaron estudiantes que al menos habían 
completado el décimo grado para prepararlos como profesores 
en escuelas de nivel medio o secundarias básicas, con vistas a 
atender el creciente número de estudiantes en ese nivel. Como 
parte del programa, los futuros docentes de secundaria 
continuaron sus propios estudios de secundaria superior a la 
vez que recibían preparación pedagógica y asumían las 
responsabilidades docentes en el aula a partir de su primer año 
en el programa (García Ramis, 2004; Ginsburg et al., 2010; 
Griffiths, 1998). 


SEGUNDA REVOLUCIÓN EDUCATIVA, 1975-1990 


Massón Cruz et al. (2011:47) identifican los años de 1975 a 
1990 como el periodo de la segunda revolución educativa en 
Cuba; dividen esa etapa en dos momentos: 1975-1986 y 1987- 
1990. Sin embargo, para entender el ímpetu de esta revolución, 
debemos considerar los logros alcanzados a principios de los 
años setenta, 

El año 1970 fue significativo ya que el plazo para la 
“segunda estrategia de desarrollo de Cuba (1964-1970) ... [que 
representó] un 'gran empujón' para producir un récord de diez 
millones de toneladas de azúcar en 1970” (Fitzgerald, 1987:35). 
Sin embargo, aunque la cosecha azucarera de 1970 estableció 
un récord de 8.5 millones de toneladas, el hecho de no alcanzar 
los 10 millones de toneladas suscitó preocupación y debate 
sobre el sistema económico cubano, el impacto de los 
incentivos morales contra materiales para el trabajo, el 


funcionamiento de la burocracia gubernamental y el contenido 
y procesos de educación (Valdés, 1976). Por ejemplo, Horowitz 
(1976:72) explica que “cuando esta economía moral demostró 
ser incapaz de producir una cosecha de azúcar gigantesca [...] [y] 
cuando la economía moral degeneró en tiempo de trabajo no 
remunerado, entonces desaparecieron ideales del 'romance' de 
la revolución [...]”. 

Las críticas al sistema educativo surgieron durante el 
Primer Congreso Nacional de Educación y Cultura, celebrado 
en La Habana, en abril de 1971 (Griffiths, 1988). Una de las 
principales recomendaciones del Congreso para remediar la 
serie de fallas en el sistema fue dedicar más recursos a la 
capacitación adecuada de los maestros desde un enfoque 
marxista”  (Cruz-Taura, 2008:8) Además, el Congreso 
recomendó al Ministerio de Educación que emprendiera “un 
estudio diagnóstico de la educación cubana en todos los niveles 
[que] dio como resultado el Plan para el Plan de 
Perfeccionamiento y Desarrollo del Sistema Nacional de 
Educación de Cuba” (Fitzgerald, 1987:69). También, en 1972, 
Fidel Castro Ruz discutió las deficiencias del sistema escolar 
durante un discurso ante el Segundo Congreso Nacional de la 
Unión de Jóvenes Comunistas, afirmando en parte que “el 
sistema educativo revolucionario aún no había creado el 
hombre nuevo socialista” [...] lamentó que todavía no tenemos 
el hombre nuevo, y ya no tenemos el viejo. La disciplina del 
viejo se ha ido, y no tenemos el hombre nuevo con la disciplina 
correspondiente [..] autodisciplina y la conciencia de sus 
obligaciones y tareas” (citado en Berube, 1984:106). 

En diciembre de 1975 se convocó el Primer Congreso del 
Partido Comunista de Cuba (PCC) (Gonzales, 1976; Stubbs, 
1989) que, entre sus acciones, aprobó el Plan de 
Perfeccionamiento para la educación. El Plan “proporcionó las 


pautas para mejorar la calidad de la educación en una relación 
más estrecha con el Partido Comunista a fin de satisfacer 
mejor los objetivos económicos e ideológicos” (Cruz-Taura, 
2008:9). Además, según el Plan, los 


13 grados de escolaridad se convirtieron en 12; el nivel 
primario de educación incluyó dos ciclos, con estudiantes que 
permanecen con el mismo maestro en los grados del primero al 
cuatro. Se enfatizó la capacitación docente y la reorganización 
del plan de estudios requirió un cambio en 1 350 programas 
escolares y más de 600 libros de texto. En 1976, el gobierno 
revolucionario instituyó el Ministerio de Educación Superior 
independiente del resto del sistema, mientras que la 
organización del Poder Popular  redistribuyó las 
responsabilidades del Ministerio de Educación a nivel 
municipal y provincial (Lutjens, 2000:4), 


El Congreso también aprobó la Plataforma del Partido que, 
de acuerdo con Raúl Castro Ruz en su discurso de apertura del 
Congreso, “la Plataforma del Partido se discutió en más de 110 
000 reuniones en las que participaron más de cuatro millones 
de ciudadanos” (Gonzales, 1976: 4). Entre otros elementos, la 
Plataforma afirmó que: a] “el perfeccionamiento de la 
educación es un proceso continuo”; b] “la pedagogía socialista 
es incompatible con la enseñanza orientada a la memoria, 
esquemática y verbalista”, c] “como parte de la educación 
económica y laboral de los jóvenes, se continuará desarrollando 
la combinación del estudio y el trabajo”, y d] “se trabajará para 
elevar la ética profesional de los educadores [..] para 
desarrollar la personalidad socialista de las nuevas generaciones 
[...] desde una convicción internacionalista” (PCC, 1975; véase 
también García Isaac, 2018). 


Además, el Congreso del Partido aprobó “la primera 
Constitución socialista de Cuba, que luego fue respaldada por 
97.7% de los votantes en un referéndum nacional el 15 de 
febrero y promulgada el 24 de febrero de 1976” (Gonzales, 
1976: 6; véase también La Cuesta, 1976). Y, como lo explica 
Quintero López (2011: 56): 


la Constitución de la República de Cuba vigente desde 1976 
establece en varios artículos los principios y objetivos 
fundamentales de la educación, según los cuales el Estado 
socialista, como poder del pueblo [...] asegurará que ningún niño 
se quede sin educación, comida y ropa; que ningún joven se 
quede sin la oportunidad de estudiar; que nadie quede sin 
acceso a los estudios, la cultura y los deportes (véase también 
García Isaac, 2018; Massón Cruz et al., 2011; Schultz, 2018). 


A raíz del Primer Congreso del PCC, en el curso 1975-1976, 
Cuba se inició el proceso para reestructurar el sistema 
educativo, basado en el “Plan de Perfeccionamiento” (Gonzales 
Joy García Mena, 2018). Este proceso 


implicó la modernización de la escuela primaria en dos 
etapas: un ciclo de primero a cuarto grados y un ciclo de quinto 
a sexto grados [...] Además, el plan revisó todos los libros de 
texto y los manuales para maestros. El enfoque ahora estaba en 
qué tan bien se desempeñaban las escuelas en los exámenes 
nacionales y las tasas de promoción. Según el plan de 
perfeccionamiento, los maestros permanecen con sus alumnos 
desde el primero hasta el cuarto grado (Berube, 1984 108-109). 


El plan de “Perfeccionamiento” también brindó atención 
particular y asignó recursos adicionales a la formación de 


docentes (Lutjens, 2000). Por ejemplo, en octubre de 1976, el 
Ministerio de Educación cubano promulgó las Resoluciones 
núm. 658/76 y 659/76, que se centraron en mejorar la 
“formación política, científica, ideológica y técnico-pedagógica” 
de los docentes. Según (García Ramis, 2004 9-10), estas 
resoluciones y acciones posteriores: 


integraron en un único subsistema, el Sistema de Formación 
y Perfeccionamiento del Personal Pedagógico, las instituciones 
dedicadas a la preparación inicial y el desarrollo continuo de 
los educadores. Las facultades pedagógicas, que hasta el 
momento existían en las universidades del país, se convirtieron 
en Institutos Superiores Pedagógicos (ISP), como universidades 
pedagógicas independientes subordinadas al Ministerio de 
Educación [...] que se incrementaron progresivamente hasta que 
hubo una en cada provincia y dos en la capital. [Y el gobierno] 
renombró las escuelas primarias de preparación de maestros 
como escuelas pedagógicas y construyó nuevos edificios para 
ellas en cada provincia, 


A partir de 1976-1977, estas instituciones de formación 
docente establecieron nuevos planes de estudio (Plan de 
Estudio A) para preparar a los graduados de las escuelas 
secundarias básicas a obtener un titulo de “licenciado en 
educación” para la enseñanza en las escuelas primarias. 
También existía un programa para graduados de escuelas 
secundarias superiores con vistas a prepararse como licenciados 
en educación para la enseñanza en las escuelas secundarias. El 
Plan de Estudio A se estructuró en torno a cuatro áreas de 
contenido: “sociopolítica (4.7%); educación general (61.5%); 
psicopedagógico (24%); especialidad (4.6%); y cursos facultativos 
(4.8%). El ciclo sociopolítico familiarizó a los maestros con la 


teoría marxista-leninista” (Kolesnikov, 1983:346; véase también 
Ginsburg et al., 2010; Massón Cruz et al., 2011)." 

Hacia fines de los años setenta y principios de los ochenta 
se produjeron importantes acontecimientos económicos y 
políticos que influyeron en la política educativa cubana y en 
otros sectores. Como afirma Griffiths (1998: 204-205): 


la recuperación económica que comenzó en la primera mitad 
de los años de 1970 entró en recesión hacia el final de la 
década, a medida que la economía nacional seguía sintiendo el 
impacto de los precios mundiales de las materias primas 
[cayendo] y una creciente deuda externa en moneda fuerte. Sin 
embargo, a principios de la década de 1980 se produce un 
proceso de industrialización generalizado, aunque desigual, con 
lo que se expande el consumo y el crecimiento económico. 


En 1982 los ISP comenzaron a implementar el Plan de 
Estudios B, que incluía una expansión del programa de 
licenciatura de cinco años. Eso proporcionó más “espacio para 
la preparación práctica, con el aumento del tiempo disponible 
para la permanencia de los estudiantes en las escuelas, 
acompañados por profesores de los isp” (Massón Cruz et al., 
2011: 56). 

No obstante, la situación económica volvió a crear desafíos 
para Cuba a mediados de la década de 1980, como lo narra 
Griffiths (1998: 205): “En 1985, el gobierno nuevamente 
enfrentó problemas económicos internos, vinculados al 
comercio exterior de Cuba [..] Los problemas políticos 
potenciales también regresaron frente a una estrategia de 
austeridad doméstica en respuesta a estos problemas, y 
mayores niveles de desigualdad como resultado de la reforma 
económica de la década [...]”. 


En este contexto, el Tercer Congreso del PCC —que comenzó 
en diciembre de 1985- Fidel Castro Ruz anunció el inicio de 
una iniciativa denominada “Rectificación: la Campaña para 
Rectificar Errores y Tendencias Negativas”, en una sesión de 
trabajo en julio de 1986 (Stubbs, 1989). Primeramente, esta 
campaña se enfocó en “deficiencias en el rendimiento 
económico, incluida la negligencia en las dimensiones sociales y 
políticas de la producción” (Lutjens, 2000: 6). Sin embargo, 
dada la centralidad de la educación para alcanzar los objetivos 
de la Revolución cubana, no es sorprendente que cuando se 
produce la campaña de Rectificación: 


Fidel [Castro Ruz] criticó públicamente a los profesores y la 
educación escolar en general [...] En su discurso del 26 de julio 
de 1986, Fidel [...] también abordó especificamente el problema 
de estas tendencias y prácticas para la enseñanza de temas 
políticos [Y en] el discurso de clausura del Quinto Congreso de 
la uje [Unión de Jóvenes Comunistas] en abril de 1987, enfatizó 
la necesidad de que los cuadros y maestros de la escuela 
modelen el comportamiento socialista revolucionario deseado 
en los planos morales, de las actitudes y la aplicación del 
marxismo-leninismo, y agregó: “Pudiéramos tener un maestro 
que enseñe marxismo 400 horas en un semestre si lo desea, y si 
son un mal ejemplo para sus estudiantes, todos los libros y las 
400 horas del marxismo-leninismo serian inútiles” (Griffiths 
1998: 292-294; ver también Griffiths, 2009:54). 


EL “PERIODO ESPECIAL” DE LOS AÑOS 1990 
En 1992, los ISP iniciaron el Plan de Estudio C, que enfocó 


aún más los programas de formación docente donde el maestro 
se vinculaba mas al trabajo en la escuela, el plan de estudios y 


otras dimensiones de la realidad de las escuelas (Massón Cruz 
et al.,, 2011:56; ver también Gómez Castanedo y Giacchino- 
Baker, 2001; Gasperini 2000; García Ramis, 2004). Según Díaz 
Fuentes (1996: 141-142), el nuevo plan de estudio combinó los 
siguientes principios: a] lograr una sólida preparación patriótica 
y ciudadana; b] reforzar la motivación profesional; c] resolver el 
problema del desarrollo cultural insuficiente de los estudiantes 
en la escuela; d] prepararse en el trabajo y para el trabajo; el 
reforzar la preparación pedagógica, psicológica y sociológica [de 
los docentes]; y f] preparar a los pedagogos de manera diferente 
a aquellos que se desarrollan a nivel universitario. Ya en 1993, 
los isp comenzaron a ofrecer un programa de licenciatura de 
cinco años para preparar a los maestros de preescolar (Aquino 
1994, Ministerio de Educación, 1994, Pedagogía '93, 1993). 

Este perfeccionamiento curricular en los ISP se inició tres 
años después de la desaparición del came (Consejo de Ayuda 
Mutua Económica) y aproximadamente un año después del 
colapso de la Unión Soviética (Griffiths, 1998). Como resultado 
de estas transformaciones de los principales socios comerciales 
de Cuba, el PIB de Cuba 


disminuyó 40% entre 1990 y 1994 y los ingresos en divisas 
cayeron en un 75% [..] La crisis económica irradió a toda la 
economía: las importaciones disminuyeron; la producción y el 
consumo de alimentos se contrajeron precipitadamente; los 
recursos energéticos se redujeron; y los ahorros desaparecieron 
(Ritter, 2004). La política de Estados Unidos contribuyó a la 
crisis con la legislación (Torricelli y Helms-Burton en 1992 y 
1996, respectivamente) que fortaleció un embargo [o un 
bloqueo] que se estima le costó a la isla más de 70 000 millones 
de dólares a lo largo de los años (Lutjens, 2007:173; véase 
también Kolivras y Scarpaci, 2009; Ludlam, 2012). 


Breidlid (2007:622) observa que “los problemas económicos 
tuvieron efectos inmediatos en todas las esferas de la vida”. La 
introducción del turismo y el dólar en el régimen para 
compensar las pérdidas económicas significaron un éxodo de 
maestros de la profesión docente al turismo, donde los salarios 
eran mucho más altos. El sistema educativo retrocedió a un 
estado de emergencia —sino es que, de crisis—- donde había 
escasez de maestros y el presupuesto para educación en 1998 
había disminuido en un 45% en comparación con 1989, No 
obstante, a pesar de los desafíos que Cuba enfrentaba durante 
el “Periodo Especial”, Fidel Castro Ruz expresaría con orgullo 
en 1993 que Cuba mantenía su compromiso de brindar 
educación como un derecho humano y constitucional (Alarcón 
de Quesada, 2011). Lo expresó de la siguiente manera: 


¿Cómo puede explicarse que un país que ha perdido 75% de 
sus importaciones, un país que tiene que trabajar con 40% del 
combustible que tenía [a su disposición] y todo como 
consecuencia de la desaparición del campo socialista y la 
desintegración de la URSS, países con los que tenemos 85% de 
nuestro comercio y precios justos para nuestros productos |[...] 
que no se ha cerrado ni una sola escuela, ni un solo niño ha 
quedado sin un maestro” (Castro Ruz, 1993:5, citado en 
Lutjens, 2000:1). 


Además, después de adoptar reformas a la Constitución en 
1992 (Schultz, 2018), Cuba reforzó el papel que la educación 
tendría en el desarrollo de los ciudadanos y los trabajadores. 
Como Griffiths (1998:302) señala, en el “contexto del colapso 
de la Unión Soviética y Europa del Este”, la educación cívica se 
incorporó al currículo escolar para “fortalecer el tratamiento de 


las escuelas de los aspectos morales, jurídicos y cívicos... [y] 
contribuir al desarrollo del conocimiento, las capacidades, los 
hábitos, las habilidades, los sentimientos, los valores y las 
normas de comportamiento requeridas para la formación ética 
de la nueva persona...”. 

Los desafíos del “Periodo Especial” —y la introducción del 
turismo y otras actividades económicas del sector privado-— 
continuaron a lo largo de la década de 1990 socavando los 
compromisos culturales e ideológicos de muchos cubanos, 
especialmente entre jóvenes. Fidel Castro Ruz (1997), en un 
discurso pronunciado en la inauguración del año escolar 1997- 
1998, dijo: “Entonces, para nosotros, la educación es decisiva: 
la creación y el desarrollo de valores en la conciencia de los 
niños y jóvenes desde una edad temprana y hoy es más 
necesario que nunca [...] salvar nuestra independencia, salvar a 
nuestra nación, salvar nuestra revolución” (citado en Quintero 
López, 2011:70). 

En 1999, las autoridades cubanas iniciaron la campaña “La 
Batalla de las Ideas” para movilizar a la nueva generación en 
defensa de la Revolución” (Breidlid, 2007: 622; véase también 
Font, 2008; Lee, 2015). Domínguez García et al. (2014: 16) 
señala que “La Batalla de las Ideas se orientó hacia el refuerzo 
educativo, cultural, político e ideológico de la población y en 
particular de la juventud, con el objetivo de [...] garantizar su 
inserción social en los estudios y trabajo”. En 2000, “ese 
programa movilizó trabajo voluntario para mejorar las 
instalaciones públicas de todo tipo”, el tamaño de las clases “se 
redujo radicalmente” a 20 alumnos por grupo en las escuelas 
primarias y a 15 en la educación secundaria inferior. Los 
programas universitarios se ubicaron en todos los municipios 
como parte de un impulso hacia la “universalización del acceso 
a la educación terciaria” (Ludlam, 2012: 46). Además, el 


Ministerio equipó con uno o más televisores y computadoras en 
cada escuela del país (Breidlid, 2007). Y también, el gobierno 
abrió escuelas técnico-profesionales de nivel secundario 
superior centradas en la preparación de trabajadores sociales 
(Griffiths, 2009). 

De acuerdo con las necesidades cambiantes y el énfasis en la 
educación primaria y secundaria, también se hicieron esfuerzos 
para perfeccionar y mejorar la calidad de los programas de 
preparación docente. El “desarrollo y la mejora de los 
profesores [fueron] dirigidos [..] a perfeccionar la preparación 
profesional y elevar el nivel científico para responder a los 
cambios cualitativos que han tenido lugar en los diferentes 
subsistemas de educación y la política educativa [de la nación)” 
(Pedagogía '93, 1993:29). Y como Aquino (1994:20) indica, “el 
trabajo continuará dedicado a mejorar el nivel de los maestros 
de escuelas [primarias] en su práctica, a los que se graduaron 
de la formación pedagógica de nivel intermedio, a través de 
cursos para trabajadores” desde el trabajo en la escuela 
primaria alcanzaron el título de licenciatura. Un aspecto de 
éstos y otros programas de formación del profesorado consistió 
en esfuerzos por fortalecer la motivación de los docentes para 
permanecer en la profesión y fomentar su compromiso cultural 
e ideológico con los objetivos colectivos de la Revolución. 
Además, en 1999, el gobierno aumentó los salarios de los 
docentes en 30%, aunque parece que “este aumento salarial fue 
insuficiente para competir con la industria turística” (Breidlid, 
2007:623). 

En este contexto de profesores que abandonan la profesión 
para trabajos del sector privado y la reducción del tamaño de 
las clases, el gobierno restableció programas emergentes para el 
ingreso y capacitación de maestros, Además, en 2000, 


el Ministerio de Educación cubano comenzó a capacitar a 4 
000 profesores emergentes graduados para las escuelas 
secundarias superiores [..] Se ofreció a emergentes una “vía 
rápida” para la enseñanza primaria y secundaria básica través 
de un programa intenso de dos años, de los cuales en el primer 
año se desarrollan todos los cursos académicos y el segundo se 
realiza la enseñanza supervisada” (Snell Goldstein, 2012: 34-35, 
véase también Carnoy et al., 2007; Griffith, 2009). 


TERCERA REVOLUCIÓN EDUCATIVA, 2001-2009 


Massón Cruz et al. (2011:50) señalan que “en el acto que 
inició el año escolar 2001-2002, Fidel Castro anunció que Cuba 
comenzaría una nueva revolución educativa, que llamó la 
"Tercera Revolución Educativa” (véase también Breidlid, 2007; 
Lutjens, 2007). Un elemento esencial de esta revolución 
educativa fue el establecimiento en 2001 de una licenciatura en 
Educación para formar educadores en la especialidad de 
“Profesor General Integral”, diseñada para preparar a los 
maestros de escuela secundaria básica para enseñar una 
variedad de asignaturas escolares y trabajar con un grupo de 
estudiantes durante tres años, en grados del séptimo al noveno. 
De acuerdo con Breidlid (2007:624): 


La nueva concepción de Profesor General Integral de 
secundaria básica, en contraste con el sistema anterior, donde 
los maestros enseñaban una asignatura de su especialidad, 
ahora se espera que los maestros enseñen todas las asignaturas 
con la excepción de idiomas extranjeros, computación y artes 
[...] El enfoque está en la enseñanza interdisciplinaria, en un 
intento de evitar la fragmentación temprana de las materias 
escolares, prestándose mucha atención al aspecto social del 


aprendizaje [..] Se espera que el profesor general integral pueda 
atender a todo el grupo de estudiantes y sus necesidades 
individuales en mayor medida que antes cuando la enseñanza 
estaba fragmentada entre diferentes profesores especialistas 
(véase también Addine Fernández y García Batista, 2005; 
Massón Cruz et al., 2011). 


Gómez Castanedo y Giacchino-Baker (2010:102) detallan las 
características de este nuevo programa de formación docente: 


Durante el primer año, todos los estudiantes reciben 
asignaturas básicas para asegurar que tengan fundamentos 
adecuados en psicología, pedagogía y sociología [...] A partir del 
segundo año y continuando con el resto de los programas de 
disciplinas, los estudiantes son ubicados en una escuela en la 
ciudad donde viven. Esta escuela está destinada a servir como 
una “microuniversidad” donde los profesores experimentados se 
convierten en tutores de los estudiantes [del programa de 
formación docente y de la escuela] en las áreas de preparación 
profesional mientras les ayudan con sus estudios universitarios 
[...] [que los participantes continúan] en Institutos Pedagógicos 
Superiores [ISP] en unidades docentes creadas en todas las 
ciudades participantes. 


Por lo tanto, en este periodo, se profundizó la formación de 
educadores, promoviendo el desempeño profesional creativo en 
su actividad pedagógica para desarrollar la personalidad de los 
alumnos de escuela de manera sistemática. Esto implicó la 
modificación de los planes de estudio para incorporar un 
enfoque multidisciplinario en el curso de pedagogía general, 
destacando las relaciones entre los diversos componentes del 


currículo escolar y promoviendo un proceso dinámico de 
enseñanza-aprendizaje. 

Además, en 2003, los ISP comenzaron a confeccionar planes 
de estudio modificados (planes de estudio C). Éstos permitieron 
preparar profesores de secundaria básica en múltiples áreas y 
temas, pero centrados en un campo general de estudio: ciencias 
exactas (matemáticas y física), ciencias naturales (química, 
biología y geografía) y humanidades (literatura española, 
historia, marxismo-leninismo y educación cívica). Al igual que 
el programa emergente, los estudiantes participaron un año 
intenso en uno de los principales campus de un isp, ahora 
denominado universidades de ciencias pedagógicas, seguido de 
cuatro años trabajando en microuniversidades y asistiendo a 
clases en los campus municipales (Ministerio de Educación, 
2003). 

La elaboración de programas de formación docente en los 
planes de estudio C fue una tarea compleja, que plantea una 
serie de requisitos científicos, tanto para áreas particulares 
como para la pedagogía. Por ejemplo, se realizaron esfuerzos 
para integrar el conocimiento, las habilidades y las actitudes 
centradas en los tres componentes de los programas: cursos 
académicos, práctica laboral docente e investigación. Además, 
los siguientes principios sirvieron de base para el diseño de los 
planes de estudios C: 

«Formación y refuerzo de la motivación profesional a través 
del compromiso directo y sistemático del futuro docente con la 
realidad de las escuelas. 

«Realizar el proceso de capacitación en el trabajo y para el 
trabajo como una condición para la preparación revolucionaria 
de los estudiantes y su desempeño profesional. 

«Incrementar el desarrollo pedagógico y psicológico para que 
el futuro profesional conozca a los alumnos en profundidad y, 


por lo tanto, pueda dirigir el proceso pedagógico de manera 
efectiva. 

«Preparar al graduado como educador, que se considera, 
ante todo, ser un maestro. 

«Lograr flexibilidad, permitiendo su actualización y 
modificación cuando sea necesario para resolver problemas y 
buscar el desarrollo técnico-científico. 


CUARTA REVOLUCIÓN EDUCATIVA, 2008-2018 


El año 2008 supuso dos desafíos adicionales para la 
economía cubana: a] la crisis económica mundial, provocada 
por el colapso de las instituciones financieras en Estados 
Unidos y b] la destrucción causada por el huracán Gustav en 
agosto (Ludlam, 2012:42). Según lo descrito por Hickling- 
Hudson et al. (2012:3) las consecuencias fueron el 
desplazamiento de “muchos miles de trabajadores asalariados 
en empresas estatales y oficinas gubernamentales se mudaron a 
trabajar por cuenta propia; crearon empresas familiares, 
empresas cooperativas o fueron al desempleo”. En este 
contexto, Cuba experimentó “un momento muy importante de 
nuevas transformaciones  [..] [para] permitir mejorar 
continuamente los resultados de la educación en relación con 
momentos anteriores que se convirtieron en hitos importantes 
[las décadas de 1960, 1970, 1990 y principios de 2000] en la 
historia de la educación cubana” (Quintero López, 2011:58). 
Nos referimos a este periodo que comienza en 2008 como la 
cuarta “revolución” educativa o cuarto “perfeccionamiento” del 
sistema educativo cubano. Las iniciativas abarcaron todos los 
niveles del sistema e introdujeron una mayor flexibilidad en el 
diseño del currículo y el programa de grado, lo que permitió a 


las instituciones tomar en consideración aspectos del contexto 
provincial o local. 

La cuarta revolución se inició justo después de que Raúl 
Castro Ruz asumió la presidencia de Cuba, como resultado de 
la renuncia de Fidel debido a sus problemas de salud (ver 
Gonzáles Santamaría, 2017). Raúl declaró el final de la “Batalla 
de Ideas”, cerró escuelas rurales, redujo la iniciativa de la 
Universidad para Todos e hizo un llamado a la expansión de 
programas vocacionales técnicos (por ejemplo, agronomía, 
informática, educación/pedagogía, medicina y deportes) 
(Hickling-Hudson, 2012:3) Además, el gobierno hizo esfuerzos 
para fortalecer los exámenes de ingreso y el rigor académico en 
las escuelas y universidades, y también legalizó la tutoría 
privada (en 2010). Además, se hizo un nuevo énfasis en la 
educación moral y el papel de la familia en la socialización 
cultural y política. 

En cuanto a la formación del profesorado, en 2010, el 
gobierno reabrió las escuelas pedagógicas de nivel secundario 
superior que fueron cerradas en 1976, cuando la preparación 
docente se convirtió exclusivamente en una actividad de 
educación terciaria. Los programas en estas instituciones 
reabiertas se enfocaron inicialmente en la preparación de 
educación preescolar, primaria y educación especial y, 
posteriormente, organizaron la preparación docente para 
profesores de inglés de nivel primario (en 2013) y profesores de 
historia y matemática de secundaria básica (Quintero López, 
2011). Los estudiantes que asistieron a estos cursos de 
formación cursaron las mismas asignaturas que los estudiantes 
en instituciones académicas preuniversitarias, pero también 
tomaron clases de teoría y práctica de la educación y realizaron 
prácticas docentes en las instituciones educativas (Escobar- 
Lorenzo et al., 2013; García Batista y Addine Fernández, 2013). 


Mientras tanto, en el nivel de educación superior, los ISP 
iniciaron programas en línea con los nuevos planes de estudio 
(planes de estudio D). Los nuevos planes de preparación de 
docentes de secundaria básica volvieron a centrarse en 
disciplinas específicas (Massón Cruz et al., 2011: 58), Estos 
nuevos programas están diseñados para preparar educadores 
que: 

«Están preparados para llevar a cabo científicamente el 
proceso educativo en la escuela, garantizar el desarrollo 
personal completo del alumno expresado en el conocimiento de 
los contenidos, los métodos de apoyo y las normas éticas que se 
muestran en su desempeño profesional. 

«Orientación vocacional del estudiante a las especialidades 
que el país más necesita. 

«Interactúa con la familia para jugar un papel importante en 
el desarrollo integral de sus estudiantes. 

«Utilizar métodos científicos para proporcionar soluciones a 
los problemas encontrados en su trabajo. 

«Demostrar preparación política, jurídica y cultural, y ser 
capaz de comunicarse efectivamente, como un modelo 
lingiiístico para los estudiantes. 

«Identificar sus propias necesidades de mejora y actuar para 
cumplirlas. 

«Están comprometidos con su propio trabajo y el de sus 
alumnos político-ideológico y con un desarrollo cultural general 
completo (Quintero López, 2011 65-66). 


Otro cambio en la educación superior se instituyó a partir de 
2016. Con la excepción de las instituciones de La Habana 
nombrada para “Universidad de Ciencias Pedagógicas Enrique 
José Varona”, se integraron las universidades de ciencias 
pedagógicas como facultades de educación en universidades 


provinciales como parte de una iniciativa para lograr una 
mayor colaboración en todos los campos de saber. En el mismo 
año, todas las licenciaturas universitarias, con excepción de las 
especialidades médicas, se acortaron de cinco a cuatro años, lo 
que requirió el diseño de nuevos planes de estudio. En el caso 
de las facultades pedagógicas y de la única Universidad de 
Ciencias Pedagógicas “Enrique José Varona”, los planes de 
estudio revisados se aplicaron a todas las especialidades que 
abarcan la formación de profesores de preescolar, educación 
primaria, educación especial, así como a docentes de secundaria 
básica y  preuniversitario de diversas especialidades 
(asignaturas/disciplinas y áreas técnicas/vocacionales). 

Existe una variedad de actividades para el desarrollo de los 
profesionales en ejercicio que llevan a cabo su práctica 
educativa en las escuelas cubanas. Estas actividades incluyen 
programas de diplomado, cursos universitarios individuales y 
talleres de capacitación, pero también conferencias 
especializadas, debates científicos informales e intercambio de 
experiencias entre colegas, e ¡investigaciones de campo 
individuales o grupales o investigación-acción (Castillo Estrella, 
2002). Resulta esencial tener en cuenta que todas estas acciones 
tienen su seguimiento en la evaluación sistemática del 
desempeño del docente a partir de las autoevaluaciones del 
maestro en sus diversos papeles y contextos de actuación. 
Todas las labores se planifican y se desarrollan desde el puesto 
de trabajo, lo que implica menos gasto de tiempo y recursos, 
así como una retroalimentación inmediata de la mejora de la 
práctica profesional. 


CONCLUSIONES 


En este capítulo, discutimos brevemente el desarrollo de la 
educación y la formación docente en Cuba antes del “triunfo de 
la Revolución”, proporcionando una base para comparar lo que 
sucedió después de 1959. Examinamos el periodo colonial 
español, 1510-1898, así como el periodo neocolonial de Estados 
Unidos (1898-1958). Luego examinamos con más detalle lo que 
ha sido denominado como las cuatro revoluciones o iniciativas 
de perfeccionamiento en la educación, que comenzaron en 1961 
y continuaron en 1975, 2001 y 2008. También prestamos 
atención a un importante periodo de cambio en la década de 
1990, que no ha sido nombrado como una revolución, pero se 
conoce como el “Periodo especial en el tiempo de la paz” y que 
influyó en la educación y en otras esferas del desarrollo socio 
cultural. 

En nuestra discusión, hemos tratado de identificar las 
dinámicas económicas, culturales y políticas nacionales e 
internacionales que han configurado el momento y el enfoque 
del “perfeccionamiento” de Cuba en materia de educación y 
formación docente. Al mismo tiempo, analizamos cómo los 
cambios planificados y efectuados se dirigieron a la realización 
de las preocupaciones generadas por estas dinámicas. La 
construcción de trabajadores y ciudadanos en y para la Cuba 
revolucionaria, que se caracterizaba como el “Hombre nuevo”, 
siguió siendo el centro de atención. 

Este enfoque requirió el establecimiento de prioridades para 
organizar y reorganizar la educación general y la educación 
superior con vistas al desarrollo de conocimientos, habilidades 
académicas y técnicas, así como valores culturales y 
compromiso político ideológico. Dado el papel fundamental que 
desempeñan los docentes en el logro de tales objetivos, las 
revoluciones educativas siempre incluyeron esfuerzos para 
elevar la calidad y mejorar la formación inicial y permanente 


de los educadores. Estos cambios en la formación docente 
fueron diseñados para incrementar la cantidad de estudiantes 
que ingresan a las carreras pedagógicas y para dotarlas del 
conocimiento y habilidades necesarias, así como de los valores 
culturales deseados y los compromisos político-ideológicos. 

Finalmente, se puede debatir cuán “revolucionarios” eran 
los cambios educativos emprendidos por Cuba desde 1959, Sin 
embargo, es indudable que las iniciativas que se llevaron a cabo 
permitieron continuar su camino socialista, frente a desafíos 
significativos, entre los que se destaca el bloqueo y otras 
acciones hostiles del gobierno de Estados Unidos. Estos 
esfuerzos del perfeccionamiento continuo han contribuido a los 
loables logros de Cuba con respecto al acceso, la equidad y la 
calidad de la educación. 
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10. COLINAS Y VALLES DE LA REFORMA 
MEXICANA: POLÍTICA Y CONTENCIÓN 


CARLOS ORNELAS 


Algunos críticos pueden optar por retratar el movimiento de 
reforma de la escuela contemporánea como una conspiración 
nefasta por parte de los malvados plutócratas que esperan 
destruir las escuelas de Estados Unidos [o de México]. Sin 
embargo, la mayoría de los reformadores (incluidos nosotros) 
son personas bien intencionadas que están actuando de buena 
fe y tratando de hacer lo correcto por los niños. 


Jay P. Greene y Michael Q. McShane, Learning from school 
reform failures (traducción libre) 


INTRODUCCIÓN 


Al comienzo de su mandato de seis años, el presidente 
Enrique Peña Nieto lanzó un ambicioso proyecto de reforma 
educativa. Tenía un propósito político: recuperar la rectoría del 
sistema escolar básico de México, que leales al Sindicato 
Nacional de Trabajadores de la Educación (SNTE) habían 
colonizado durante décadas de acción política, El presidente 
también dejó en claro que su objetivo principal era erradicar 
las tradiciones dañinas de los maestros que se jubilaban: en ese 
momento, todavía podían heredar sus puestos de enseñanza, 
llamados plazas, a familiares o, si no tenían parientes con las 
credenciales adecuadas, podían vender su plaza al mejor postor. 
A lo largo de su carrera, algún maestro con una ética laboral 
enclenque incluso podría alquilar su puesto de trabajo mientras 
trabaja en otro lugar. A finales de 2012, el gobierno entrante 


del Partido Revolucionario Institucional (PRI) enfrentó el 
contexto político existente al forjar una alianza inusual con el 
Partido de Acción Nacional (PAN) de derecha —que acababa de 
perder la presidencia después de 12 años en el poder- y el 
Partido de la Revolución Democrática (PRD), de izquierda. 
Juntos firmaron el Pacto por México, un proyecto de reformas 
estructurales encaminado a una revisión de la economía, la 
gobernación y los programas de desarrollo social. De acuerdo 
con el presidente, la reforma educativa sería el programa que 
abriría el camino (presidencia de la República, 2012). Los 
partidarios del Pacto acordaron utilizar dos tipos de 
instrumentos para recorrer el sendero reformista: política y 
legislación. 

Cuatro palabras clave (propósito, tradición, contexto e 
instrumentos) forman los ejes para construir una narrativa 
política sobre las luchas en torno a los cambios y los papeles de 
los principales actores políticos e institucionales en la reforma 
educativa mexicana. 

Al final de su mandato de seis años, el presidente Peña 
Nieto pudo exhibir grandes logros de la reforma educativa que 
lanzó. A través de la acción legislativa, el gobierno y sus 
partidos aliados habían logrado enmiendas constitucionales, 
cambios a la Ley General de Educación (LGE) y dos nuevas 
leyes. Una que otorgó autonomía al Instituto Nacional para la 
Evaluación de la Educación (INEE), mientras que la otra 
incluía el diseño de una institución nueva para administrar las 
relaciones laborales y regular las carreras profesionales de 
maestros y directivos: la Ley General del Servicio Profesional 
Docente. Ésta proporcionó herramientas jurídicas al gobierno 
para desmantelar los comportamientos corporativos y corruptos 
de muchos maestros, pero también para justificar una nueva 
ética profesional, basada en el mérito, la competencia y el 


desempeño. Sin embargo, esta reforma está bajo el asedio de 
organizaciones de docentes disidentes agrupadas en torno a la 
Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación 
(CNTE) y Morena, el Partido que ganó las elecciones federales, 
tanto la Presidencia como la mayoría en el Congreso, el 1 de 
julio de 2018. 

En su obra clásica, Still the Century of Corporatism?, 
Philippe Schmitter alude a las dificultades para establecer el 
concepto en términos operativos y útiles. Se identifica con una 
cultura política única, como el tipo de régimen o configuración 
macrosocial que, como clientelismo, se convirtió, en el mejor de 
los casos, en un concepto más descriptivo que analítico. Sin 
embargo, después de revisar un conjunto significativo de 
literatura y corrientes intelectuales, llegó a lo que llamó una 
definición operativa. Para Schmitter, el corporativismo es lo 
opuesto al pluralismo democrático: [..] un sistema de 
intermediación de intereses, donde un número limitado de 
grupos no competitivos obtienen licencia de [o son creados por] 
el Estado, que les otorga un monopolio en sus categorías 
respectivas a cambio de controlar a su liderazgo y sus 
demandas (Schmitter, 1974). Este tipo de organización política 
de masas e instituciones fue el rasgo dominante del régimen de 
la Revolución mexicana y todavía implica al poder hegemónico 
en los sindicatos más grandes, en especial en los del sector 
público, como el SNTE, 

A lo largo de los primeros 18 meses de su gobierno, Peña 
Nieto apareció como un profeta armado, como diría 
Maquiavelo. Él ejercía el mando. El Congreso Nacional y las 
legislaturas estatales respondieron a sus iniciativas 
(Maquiavelo, 1957). En ese momento, Peña Nieto parecía un 
joven líder enérgico que impulsó y logró una secuencia de 
cambios: once reformas estructurales, que incluyen 58 


enmiendas a la Constitución, 81 cambios en leyes secundarias, 
21 nuevos sistemas legales y 15 reglamentaciones antiguas 
derogadas (Beltrán del Río, 2014). La prensa internacional 
calificó estas innovaciones cardinales como el momento 
mexicano. Sin embargo, el fracaso político para sortear con 
éxito con las organizaciones de maestros disidentes, la 
corrupción sistémica, la incapacidad para detener la violencia 
criminal y otros efectos incontrolables del contexto político, 
desarmó a Peña Nieto. Los asuntos internacionales, como la 
elección de Donald Trump como presidente de Estados Unidos, 
redujeron aún más su capital político. En su último año en el 
cargo, el presidente fue presa de muchos adversarios. El 
contexto político fue, en última instancia, desfavorable para él 
y para la reforma: las tradiciones corporativas le regresaron el 
golpe y, aunque funcionarios de su gobierno defendieron los 
cambios introducidos por la reforma, ninguna otra fuerza 
política lo respaldó, salvo unos cuantos periodistas e 
intelectuales. En consecuencia, la contienda por la reforma 
educativa continuará. 

Sostengo que el Pacto por México propuso una reforma 
educativa que incorporó rasgos de las discusiones globales, pero 
en su mayor parte fue en respuesta a problemas y conflictos 
locales. Después de alcanzar altos y bajos, éxitos y derrotas, esa 
reforma está en el aire, aunque al parecer sobrevivirán los 
nuevos instrumentos institucionales: el Fondo de Aportaciones 
de Nómina Educativa y Gasto Operativo (Fone) y el Sistema 
nacional de información y gestión educativa (Siged). 


PERSPECTIVAS GLOBALES Y LOCALES 


En el campo de la educación comparada e internacional, 
varias teorías compiten entre sí para explicar las reformas 


educativas. Aunque esas perspectivas a menudo se superponen 
en conceptos, sus partidarios debaten sobre el significado y 
contenido de los fenómenos educativos en todo el mundo. Tres 
de esas visiones son las más relevantes para tratar de dilucidar 
la similitud de las reformas educativas en todo el mundo: la 
teoría de la cultura mundial; la perspectiva del neoimperialismo 
cultural y el enfoque del prestamista y el prestatario. 

Los autores que favorecen la teoría de la cultura mundial 
entienden el desarrollo de la educación como un sendero hacia 
un ethos global único. Según un destacado teórico de la cultura 
mundial: 


Al nivel de Estado-nación, los estudios comparados han 
demostrado que los sistemas educativos en todo el mundo son 
mucho más similares de lo que se podría predecir por las 
variaciones extremas entre ellos en los niveles de desarrollo y 
las tradiciones culturales. Y tienden a cambiar de maneras 
paralelas, afectadas por las modas del mundo. [...] Estas 
estructuras tienden, isomórficamente, a reflejar modelos 
legítimos y a cambiar junto con los cambios en estos modelos 
(Meyer, 2007: XI-XIT) (traducción libre). 


Los paladines de la cultura mundial han producido una gran 
cantidad de literatura sobre reformas educativas para 
demostrar sus afirmaciones sobre el isomorfismo. Sin embargo, 
dado que no todo en el mundo de la educación es similar por 
completo, Wiseman y Matherly (2009: 334-335) coinciden con 
otros autores: este proceso ocurre cuando estas asociaciones y 
programas siguen guiones establecidos y aceptados para 
actividades y contenidos legítimos. Dentro de las estructuras y 
normas establecidas habrá algún “acoplamiento flojo” en la 
actividad diaria. 


Autores radicales desafían tal afirmación de legitimidad. En 
opinión de estos disidentes, el Banco Mundial y otras 
organizaciones intergubernamentales, como la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), 
imponen modelos de reforma educativa que siguen las 
inclinaciones hegemónicas del desarrollo capitalista global 
(Klees, Samoff y Stromquist, 2012; Lingard, Martino, Rezai- 
Rashti y Sellar, 2016; Stromquist y Monkman, 2014; Tróhler y 
Lenz, 2015; Turner y Yolcu, 2014). Ésta es la visión del 
neoimperialismo cultural. En su obra clásica, La educación 
como imperialismo cultural, Martin Carnoy observó el papel de 
la educación en la construcción de imperios de las potencias 
militares europeas como herramientas de colonización de los 
países del Tercer Mundo. Los Estados coloniales impusieron su 
cultura a los pueblos de África, Asia y América Latina, así 
como a los blancos y negros pobres de Estados Unidos a través 
del colonialismo interno. Las potencias centrales pretendían 
instaurar en los territorios colonizados —a veces mediante el 
uso de la fuerza militar— un sistema escolar para instruir a una 
élite local al servicio de los colonizadores. Para Carnoy, el 
imperialismo fue una etapa en la expansión del capitalismo y 
su contenido cultural (en particular las escuelas) fue una 
política estructural adoptada por los poderes centrales para 
dominar la mente de los pueblos colonizados. Así, la educación 
se convirtió en un elemento fundamental en el proceso de 
explotación económica (Carnoy, 1974). 

Con el auge del término globalización y la gran cantidad de 
trabajo intelectual sobre los fenómenos globales, la expresión 
del imperialismo ha perdido importancia. Algunos todavía 
argumentan que la globalización exalta sus características como 
el desarrollo natural e histórico de la humanidad hacia una 
sociedad global o globalismo, mientras que, de hecho, tiene 


fuertes bases ideológicas e intelectuales. Según ellos, la 
ideología subyacente a la globalización es el neoliberalismo, que 
es la creencia de que el mercado libre ofrece beneficios y que 
su funcionamiento debe ser lo más irrestricto posible. Suponen 
que la orientación neoliberal estableció su hegemonía ideológica 
no sólo en asuntos económicos y financieros, sino también en la 
educación y la sociedad (Takayama, 2015; Turner y Yolcu, 
2014). 

Si bien esos autores radicales no identifican el 
funcionamiento de las organizaciones intergubernamentales en 
materia de educación como una forma de imperialismo 
cultural, las asocian a un proceso de imposición de políticas 
educativas en los sistemas escolares nacionales. Argumentan 
que la importancia del mercado global para la educación formal 
como apuesta teórica no evolucionó por una glosa espontánea 
del capitalismo. Instituciones globales como el Banco Mundial, 
la OCDE y, en menor medida, la Unesco, han sembrado los 
criterios fundamentales para un Movimiento de Reforma 
Educativa Global, o GERM, por Global Education Reform 
Movement (Sahlberg, 2015). La idea del GERM (germen, en 
español), sostiene Sahlberg, evoluciona a partir del mayor 
intercambio internacional de políticas y prácticas acerca de la 
educación. No es un programa de política global formal, sino 
una agenda tornadiza que se basa en un conjunto de supuestos 
(neoliberales) para mejorar los sistemas educativos [..] El 
GERM surgió la década de 1980 y es un producto concreto de 
la globalización en la educación. Se ha aceptado como “una 
nueva ortodoxia educativa” (traducción libre). 

Stromquist y Monkman (2014) señalan cuatro indicadores de 
la reforma educativa global. Primero, los criterios empleados 
por las empresas para la eficiencia y la productividad se 
despliegan hacia a la escolarización, a veces de manera 


inapropiada. En segundo lugar, el enfoque ha pasado de un plan 
de estudios centrado en el niño a una formación profesional 
enfocada a la economía. Tercero, la educación pierde terreno 
como un bien público para convertirse en otro producto 
comercializable. Cuarto, hay una reducción en la autonomía, 
independencia y control de los docentes sobre su trabajo, 
mientras que el conocimiento y la dirección de las escuelas se 
encuentran cada vez más en manos de administradores y la 
burocracia, 

A partir de la idea de Sahlberg y la conceptualización de 
Carnoy, conjeturo que el GERM no es un programa de política 
formal, pero proporciona las bases para una teoría que pudiera 
anotarse como neoimperialismo cultural. En contraste con la 
antigua moda de la colonización por conquista y el uso de 
fuerzas militares. Hoy, las organizaciones intergubernamentales 
lideran el camino para las reformas educativas en todo el 
mundo al emplear propaganda, trabajos académicos y, de 
manera destacada, herramientas de evaluación, como PISA, 
TALIS, TIMSS, PIRLS y otros. Los productos de muchos 
autores (como Carnoy, 2015; Klees, Samoff y Stromquist 2012; 
Stromquist y Monkman 2014; Sellar y Lingard, 2013; Turner y 
Yolcu 2014) ilustran cómo la ideología neoliberal se relaciona 
con las actividades de relaciones públicas de la OCDE, También 
muestran cómo las tareas de los académicos empleados por el 
Banco Mundial y la difusión de dispositivos de evaluación y 
clasificación de las instituciones educativas (rankings) 
configuran la intrusión de esas organizaciones en la política de 
muchas naciones (Klees, 2012). 

Los autores de la teoría de la cultura mundial y aquellos que 
favorecen una visión del neoimperialismo cultural disienten en 
sus orientaciones políticas, pero están de acuerdo en que la 
globalización se ha convertido en la fuerza impulsora de las 


reformas educativas desde los años ochenta. Aun así, aunque 
muchos académicos muestran ejemplos de cómo esas 
organizaciones globales luchan por inculcar sus perspectivas en 
las naciones y regiones del mundo, no reconocen las 
contradicciones y las relaciones políticas entre los gobiernos, 
los partidos políticos y los actores nacionales. Parece que, para 
algunos de esos investigadores, las clases dominantes 
nacionales o las alianzas que tienden con grupos informales de 
poder no tienen aspiraciones o formas distintas de hacer 
política. Tienden a ver a los grupos gubernamentales locales 
como seguidores leales de tendencias internacionales, en el 
mejor de los casos; o sólo como marionetas, en el peor. 

Sin embargo, otros académicos enfatizan la importancia de 
las luchas políticas locales para motivar a las autoridades 
nacionales a promover reformas educativas, incluso cuando los 
gobiernos que llevan a cabo esas reformas pueden tomar 
prestadas ideas del exterior (Ginsburg y Cooper, 2007; 
Rappleye, 2012; Rust, 2007; Steiner-Khamsi, 2012). El enfoque 
del prestamista y el prestatario, de acuerdo con el argumento 
de Gita Steiner-Khamsi, representa un cambio en las 
investigaciones de educación comparada e internacional debido 
a las inconsistencias de aquellos autores que no consideran la 
idiosincrasia de la política nacional —ni las luchas políticas, 
puedo agregar— donde los gobiernos se apropian y adaptan 
ideas itinerantes, como las de GERM. Además, Steiner-Khamsi 
afirma que la política nacional debería ser el núcleo del estudio 
de las reformas educativas: estas inconsistencias terminan por 
tener sentido una vez que aplicamos un marco interpretativo 
que presta atención a la “lógica social” [...] de la atracción de 
estrategias o el reconocimiento de las razones políticas y 
económicas para tomar en préstamo políticas de educación. El 


terreno bajo escrutinio debe ser el contexto de la política local 
(Steiner-Khamsi: 5). 

Carney, Rappleye y Silova (2012) ilustran las conexiones 
entre esos dos modos de interpretación de la creciente 
homogeneidad de los sistemas educativos en el mundo, que 
denominan convergencia, Tróhler (2015) la denomina 
armonización. Aunque centran su crítica en la teoría de la 
cultura mundial, uno también puede aplicarla a los enfoques 
que apelan a la globalización como la única fuerza motriz de la 
cultura y la educación; por ejemplo, la perspectiva del 
neoimperialismo cultural. Carney y sus colegas subrayan que [...] 
ambos lados del debate ofrecen perspectivas complementarias 
para explicar la interacción entre lo global y lo local: los 
teóricos de la cultura mundial se encargan de documentar los 
fenómenos globales, mientras que sus oponentes se contentan 
con analizar sus variaciones locales. 

El escrutinio de la reforma educativa mexicana exige más 
que verla como una imposición de fuerzas globales o sólo como 
un movimiento nacional. La conceptualización de Robert 
Arnove de las relaciones entre las tendencias globales y los 
desafíos nacionales ofrece un buen punto de partida: 


Sin embargo, las prescripciones comunes y las fuerzas 
transnacionales no se ejecutan de manera uniforme o se 
reciben sin controversia [...] hay una causa dialéctica en la que 
estos procesos globales interactúan con los actores y contextos 
nacionales y locales para ser modificados y, en algunos casos, 
transformados. Hay un proceso de dar y recibir, un intercambio 
mediante el cual las tendencias internacionales se amoldan a 
los fines locales (Arnove, 2013: 2; véase también Tróhler 2015) 
(traducción libre). 


En otras palabras, explicar los impulsos de la reforma 
educativa en un país determinado exige una teoría del Estado y 
del poder político, aunque tal teoría puede estar implícita. El 
supuesto es que el Estado también es un escenario de conflictos 
y luchas de poder y, por lo tanto, la educación es parte de esas 
luchas. El caso mexicano es útil para ilustrar estos temas. 


COLINAS Y VALLES DE LA REFORMA MEXICANA 


En el Pacto por México, los partidos aliados mostraron el 
propósito de la reforma educativa. Para ello (lograr calidad y 
equidad en la educación), se impulsará una reforma legal y 
administrativa en materia educativa con tres objetivos iniciales 
y complementarios entre sí. Primero, aumentar la calidad de la 
educación básica que se refleje en mejores resultados en las 
evaluaciones internacionales como PISA, Segundo, aumentar la 
matrícula y mejorar la calidad en los sistemas de educación 
media superior y superior. Y tercero, que el Estado mexicano 
recupere la rectoría del sistema educativo nacional, 
manteniendo el principio de laicidad (presidencia de la 
República, 2012). El primer objetivo revela la influencia de las 
políticas viajeras. La referencia a PISA fue un indicador de 
que los arquitectos del Pacto redujeron el concepto de calidad 
educativa al rendimiento de los estudiantes en las pruebas 
estandarizadas. Evoca a la globalización y el globalismo. El 
segundo objetivo implica más expansión que cambio, pero esto 
aún es parte de GERM en su iteración anterior, Educación para 
todos. El tercero revela el propósito político de los gobernantes 
estatales: recuperar el control sobre el sistema escolar que los 
gobiernos anteriores primero transfirieron a los líderes del 
SNTE sólo en asuntos operativos y luego les cedieron asuntos 
cada vez más importantes para la toma de decisiones. Los 


cuadros leales del SNTE colonizaron así el sistema mexicano de 
educación básica (Ornelas, 2008, 2010). 

La dialéctica entre lo global y lo local se notó no solo por la 
referencia a PISA, sino también por otras herramientas 
anunciadas en el texto del Pacto por México, que se hacen eco 
casi de manera literal de las recomendaciones que la OCDE 
hizo al gobierno mexicano en 2010. Éstas fueron: 1] establecer 
un Sistema de información y gestión educativa, basado en un 
censo de escuelas, maestros y estudiantes; 2] consolidar el 
Sistema Nacional de Evaluación Educativa, otorgando plena 
autonomía al Instituto Nacional para la Evaluación de la 
Educación; 3] proporcionar a las escuelas una mayor autonomía 
en temas de gestión; 4] para hacer la transición a escuelas de 
tiempo completo (los estudiantes de educación primaria en 
México tienen sólo 20 horas por semana de instrucción directa, 
200 días por año); 5] proporcionar a los estudiantes 
computadoras portátiles con conexión a Internet; 6] crear el 
Servicio Profesional Docente (ésta fue la mayor fuente de 
controversia política); 7] fortalecer la formación inicial de los 
maestros y su capacitación en el servicio (apoyando a las 
escuelas normales y abriendo campo a las universidades 
públicas para que contribuyan a esos esfuerzos) (OCDE, 2010). 
Hubo otros objetivos para la enseñanza media y la educación 
superior, que fueron menos controvertidos porque en esos 
territorios el SNTE no tiene control. 

Una vez que los partidos políticos firmaron el Pacto, el 
gobierno siguió una doble estrategia: legislación y maniobras 
políticas, que implicaban tanto la negociación como la 
represión, 

El presidente Peña Nieto organizó un acto político de alto 
valor simbólico en el Museo Nacional de Antropología el 10 de 
diciembre de 2012, escoltado por los jefes del PAN y del PRD. 


Presidió el ritual para anunciar que al día siguiente su gobierno 
enviaría al Poder Legislativo una iniciativa para enmendar los 
artículos 3 y 73 de la Constitución.' En esa ceremonia, el 
Secretario de Educación Pública, Emilio Chuayffet, usó un tono 
imperativo. Narró cómo en el pasado, tanto gobiernos del PRI 
como del PAN habían perdido el control de la educación básica 
y se lo habían trasferido a los apoderados del SNTE, “[La SEP] 
es un archipiélago”, dijo.? También alegó que el gobierno no 
sabía cuántos maestros estaban trabajando en el sistema 
escolar, ni tampoco sabía con exactitud qué tipo de labor 
hacían los educadores, ni cuánto ganaban. Chuayffet calificó de 
anarquía el manejo de la educación básica. Por eso el gobierno 
tenía que recuperar el ejercicio de la autoridad sobre el sistema 
escolar (Chuayffet Chemor, 2012). Fue un grito de guerra 
política, 

Dado el acuerdo de los líderes de los tres partidos 
principales, el Congreso Federal aprobó la propuesta para el 20 
de diciembre, sólo con cambios menores; y 20 legislaturas 
estatales lo ratificaron antes del 21 de enero de 2013 (Ramírez 
Raymundo, 2013). La enmienda constitucional contenía los 
objetivos expresados en el Pacto, y aunque la palabra no 
aparecía en el texto, mérito se convirtió en un valor casi igual a 
la justicia, la libertad y la democracia. La parte más sustantiva 
de la reforma modificó los incentivos y las evaluaciones 
profesionales de los docentes existentes a partir de su ingreso a 
la profesión docente. 

El Compromiso 12 del Pacto por México sentó las bases 
para el establecimiento del Servicio Profesional Docente como 
un sistema de competencia basado en el mérito para cubrir los 
puestos de maestros de nueva creación o de aquellos que 
quedaran vacantes debido a jubilación o incapacidad 
permanente. La idea de mérito, sin embargo, se redujo a la 


organización de concursos de oposición mediante pruebas 
estandarizadas. La adición de un párrafo al artículo 3 de la 
Constitución proclamó la nueva base meritocrática para 
ingresar a la profesión en oposición a la tradición corporativa 
de legar o comercializar plazas de enseñanza. Esta enmienda 
sembró las semillas de un cambio profundo en las vidas tanto 
de los maestros en servicio como de los futuros educadores: 


Adicionalmente, el ingreso al servicio docente y la 
promoción a cargos con funciones de dirección o de supervisión 
en la educación básica y media superior que imparta el Estado, 
se llevarán a cabo mediante concursos de oposición que 
garanticen la idoneidad de los conocimientos y capacidades que 
correspondan. La ley reglamentaria fijará los criterios, los 
términos y condiciones de la evaluación obligatoria para el 
ingreso, la promoción, el reconocimiento y la permanencia en el 
servicio profesional (artículo 3, fracción TII de la Constitución 
mexicana, a partir del 26 de febrero de 2013). 


Sin embargo, a través de los debates en el Senado y la 
Cámara Federal de Diputados, los legisladores disminuyeron el 
propósito original de la enmienda. Eliminaron los dientes de la 
reforma; incluso si los maestros no lograron pasar las tres 
etapas de la evaluación obligatoria en cuatro años, no perderían 
sus empleos, sino que serían  trasferidos a tareas 
administrativas. No obstante, tal cambio no redujo la oposición 
de los líderes de todas las facciones del SNTE. La jefa de la 
facción más grande, que controlaba la mayor parte de las 
operaciones del sindicato corporativo, organizó una Cruzada 
Nacional en Defensa de la Educación Pública y sus Maestros. 
Los líderes de la organización disidente, la CNTE, eran aún 
más radicales en oposición a los cambios legales (Ornelas, 


2014). Es probable que los dirigentes de ambas facciones 
deseaban mantener los privilegios existentes y conservar el 
control de la trayectoria profesional de los docentes. 

Utilizando las herramientas de la ley, el presidente Peña 
Nieto ordenó el arresto de Elba Esther Gordillo, quien había 
sido líder vitalicia del SNTE desde 1989, El gobierno la acusó 
de lavado de dinero, evasión de impuestos y robo de fondos 
sindicales. La captura de la señora Gordillo tuvo lugar el 26 de 
febrero de 2013, Tal movimiento disciplinó a la facción más 
grande del SNTE, El nuevo líder, Juan Díaz de la Torre, que 
ocupaba el segundo puesto al mando, acordó de inmediato con 
el secretario de Gobernación no resistirse a la reforma. 
Empero, la práctica tradicional de lucha y movilización popular 
de la CNTE, a veces con violencia, forzó al gobierno, o éste se 
equivocó, a seguir una estrategia diferente. En lugar de 
reprimir a los maestros que cometieron actos de violencia — 
como detener el tráfico en las principales autopistas, cerrar 
aeropuertos, incendiar edificios públicos, asaltar camiones, 
cometer actos de vandalismo en grandes almacenes, crear caos 
en la circulación en muchas ciudades y llevar a cabo huelgas 
que afectaban a decenas de miles de alumnos y a sus padres de 
familia—-, el presidente decidió negociar con ellos. Encargó 
dicha responsabilidad a la Secretaría de Gobernación (Segob) en 
lugar de la Secretaría de Educación Pública (Fernández, 2013; 
Ornelas 2014). 

Durante casi 40 años, la CNTE cultivó una tradición de 
lucha contra sus oponentes dentro del SNTE y frente el 
gobierno. Aunque la Coordinadora tiene raíces democráticas 
cuando se constituyó a finales de la década de los setenta, 
luchando contra la corrupción y defendiendo los derechos de 
los docentes, sus líderes pronto hicieron lo que criticaron en la 
otra facción. A través de la movilización, conquistaron cargos 


administrativos, tanto de la baja burocracia como de la 
superior —tanto en la SEP como en las dependencias de 
educación de los estados=, pusieron a los gobiernos estatales 
bajo sitio y lograron concesiones sustanciales a sus demandas. 
Colonizaron la administración del sistema escolar en los 
estados más pobres y más atrasados: Chiapas, Guerrero, 
Michoacán y Oaxaca. Según Rubio y Jaime, los líderes del 
SNTE y de la CNTE desarrollaron nuevas herramientas más 
allá de la tradición corporativa: chantaje y amenaza (Rubio y 
Jaime, 2007). 

De abril a noviembre de 2013, la CNTE utilizó sus tácticas 
y, por lo tanto, obtuvo bastantes concesiones de la Segob. Entre 
esas mercedes se encontraban otorgar plazas en automático a 
los graduados de las escuelas normales y la suspensión de las 
evaluaciones de ingreso al servicio como condición previa para 
el empleo en esos cuatro estados. Además, se comprometió a 
incorporar en las leyes de los estados propuestas de los 
disidentes, incluso si infringieran la Ley General del Servicio 
Profesional Docente. Aunque el subsecretario de Gobernación 
negó el trueque debajo de la mesa, el periódico Reforma hizo 
público cómo la Secretaría violó la ley (Del Valle, 2013). 

Según encuestas publicadas en marzo y abril de 2013, la 
detención de la señora Gordillo dio credibilidad a Peña Nieto 
en sus propuestas reformistas (Beltrán y Cruz, 2013; Cámara de 
Diputados, Centro de Estudios Sociales y de Opinión Pública, 
2013). Asimismo, aunque fue un movimiento centralista, la 
mayoría de los observadores aplaudió la recentralización de la 
nómina de los docentes, lograda mediante la reforma de la Ley 
de Coordinación Fiscal en septiembre de 2013, ya que 
representó un ahorro de millones de pesos, al igual que la 
disminución de comisionados a las secciones del SNTE en los 
estados, lo que les restó poder. De esta manera, el gobierno 


central debilitó a los gobernadores que, en cualquier caso, 
nunca habían adquirido suficiente fuerza para hacer frente a los 
líderes locales del SNTE. La imagen del presidente Peña Nieto 
era la de un hombre con gran vocación de poder. Incluso 
parecía que deseaba revivir la presidencia imperial, como en los 
tiempos del régimen de la Revolución mexicana.? 

A la inversa, la negociación con la CNTE disminuyó la 
confianza que segmentos sociales le conferían y, por lo tanto, 
restringió la legitimidad de la reforma. Muchas organizaciones 
civiles agrupadas en Ojo Ciudadano, liderada por Mexicanos 
Primero, exigieron al gobierno transparencia e integridad al 
tratar con las distintas facciones del sindicato de maestros. Al 
mismo tiempo, la alianza firmada en el Pacto por México 
comenzó a romperse en 2014, Desde la derecha, el PAN 
rechazó la reforma fiscal, mientras que al PRD de izquierda no 
le gustaron los cambios en las políticas energéticas que 
favorecen la privatización. Además, los escándalos de 
corrupción del propio presidente, el Secretario de Hacienda y 
muchos otros funcionarios públicos, incluidos los gobernadores 
estatales de todos los partidos, poco a poco desmantelaron la 
credibilidad en el gobierno. Asimismo, el asesinato de cuatro 
estudiantes de la Normal Rural Isidro Burgos, de Ayotzinapa, 
por parte de la policía municipal de Iguala y la desaparición de 
otros 43, reveló la insuficiencia del Jefe Ejecutivo para abordar 
los problemas emergentes fuera del guion político diseñado al 
comienzo de su presidencia, 

De este modo, de ser el hombre a cargo, el presidente se 
convirtió en un jefe de Estado vulnerable. Por lo tanto, su 
credibilidad disminuyó y sus oponentes ganaron terreno 
político, en especial Andrés Manuel López Obrador (AMLO), 
quien ganó las elecciones presidenciales el 1 de julio de 2018, 
Peña Nieto recibió otro golpe político al final de su mandato. 


El 7 de agosto de 2018, una Corte de Distrito absolvió a Elba 
Esther Gordillo de los cargos presentados en su contra por el 
gobierno en 2013, Aunque ahora tiene más de 75 años y su 
salud es débil, intenta regresar a su posición privilegiada. Por 
consiguiente, es probable que la reforma educativa y otras, 
como la de la energía, se echen para atrás. 

Aún así, la enmienda constitucional de 2013 y la creación de 
los nuevos estatutos provocaron cambios institucionales de 
cierta profundidad. Aunque el gobierno aceptó sugerencias de 
la OCDE, los grupos sindicales las utilizaron como propaganda 
y trataban de buscar instrumentos nuevos para recuperar el 
control del aparato escolar, aunque no del todo. Más tarde, el 
secretario de Educación Pública, Aurelio Nuño, comenzó el 
diseño de una reforma curricular, 


FALLAS POLITICAS Y MONTAJE DE INSTITUCIONES 


Durante décadas, los líderes del SNTE y sus aliados en la 
prensa y el mundo académico dijeron que su función primordial 
era defender a la educación pública y a sus maestros. 
Argumentaron que cualquier crítica a la baja calidad de la 
educación, los fracasos de la burocracia o las deficiencias y la 
mala capacitación de los docentes, en última instancia, tenía 
como objetivo privatizar el sistema de escuelas públicas. 
Culparon al Banco Mundial y a la OCDE por atacar a los 
docentes y afirmaron que grupos empresariales y de la sociedad 
civil conservadora apoyaban a esas organizaciones, también las 
fuerzas neoliberales del PRI y del PAN favorecían la visión de 
esas instituciones promotoras de la globalización neoliberal 
(Hernández Navarro, 2013). Los líderes sindicales razonaron 
que la sociedad debería proteger al SNTE y a sus facciones de 
los ataques de las nefastas fuerzas del neoliberalismo. 


En el gobierno de Peña Nieto, la OCDE proporcionó las 
principales recomendaciones para la reforma educativa. Aun 
así, la OCDE no impuso tales encargos al gobierno de México; 
la SEP, con Josefina Vázquez Mota a la cabeza, buscó el 
consejo experto de la organización (OCDE, 2009). El Pacto por 
México estudió esas recomendaciones y las adaptó a sus fines 
para abordar el contexto político; en apariencia con un buen 
diseño y mecanismos eficientes. 

La lucha de poder entre el grupo gobernante y los líderes 
del SNTE y de la CNTE, también involucró herramientas 
institucionales. Con ésas, la alta burocracia tenía la iniciativa. 
Los propósitos establecidos en el Pacto para México se 
convirtieron en piezas de la ley; incluso la enmienda a la 
Constitución ordenó crear el nuevo Sistema de Información y 
Gestión Educativa (Siged). Para establecer este aparato, el 
Instituto Nacional de Geografía y Estadística (INEGI) realizó 
un censo nacional de escuelas, maestros y estudiantes de 
educación básica y especial. A pesar de que la OCDE había 
recomendado la creación de tal sistema, los firmantes del Pacto 
por México nacionalizaron el tema y lo consideraron de suma 
importancia. 

El Censo sólo cubrió 90% del universo esperado porque la 
CNTE boicoteó la recopilación de datos en sus territorios. Sin 
embargo, una vez levantado exhibió cifras dramáticas que 
afectaron el debate político: el Censo identificó a más de 39 
000 aviadores (como se les conoce en la vena popular; son 
personas en la nómina que vuelan sin hacer ningún trabajo 
educativo). Además, mostró a más de 31 000 empleados 
comisionados legales, quienes disfrutaban de licencia por 
acuerdo entre el sindicato y la SEP, así como más de 110 000 
maestros comisionados que realizan trabajos administrativos. 
La joya de los hallazgos: casi 115 000 trabajadores que habían 


renunciado, se habían jubilado o que incluso habían fallecido, 
continuaban cobrando sus cheques (The Economist, 2014). 
Entre los muertos, jubilados, comisionados y aviadores, el 
gobierno gastaba alrededor de 1400 millones de dólares al año. 

Un conjunto de nuevos mecanismos e instituciones 
guarnecieron a la reforma que a su vez empoderó a la 
burocracia gubernamental: 

«El Siged se convirtió en un nuevo aparato para fomentar la 
transparencia, Este servicio no sólo golpeó el corazón de las 
tradiciones corporativas preservadas por los líderes del SNTE , 
también se trasmutó en un depósito de estadísticas del sistema 
educativo mexicano. En su sitio web, la SEP proporciona 
acceso a datos abiertos. 

«La reforma incluyó la consolidación del Sistema Nacional 
de Evaluación Educativa ( SNEE ) liderado por el INEE , pero 
ahora con la participación de los gobiernos federal y estatales. 
La snee va más allá de lo que la OCDE propuso en 2010. 
Proporciona un conjunto de herramientas de lo que Guy Neave 
(1990) denominó el Estado evaluador. Su estrategia general 
incluye: 1] objetivos, métodos, parámetros, indicadores y 
procedimientos de evaluación; 2] basado en los resultados de 
las evaluaciones, pero también en juicios políticos, el INEE 
estipula pautas que las autoridades deben seguir; 3] indicadores 
cualitativos y cuantitativos de calidad y equidad; 4] diseño y 
distribución de datos a todas las partes interesadas; 5] el 
fomento de la cultura de la evaluación (Ley del INEE , artículo 
17). 

«Con el uso de las herramientas del Estado evaluador, el 
gobierno puso fin a la herencia y venta de plazas de enseñanza, 
aunque subsistió en los márgenes, en especial en las secciones 
estatales. Además, a partir de 2017, la SEP instrumentó e 
impulsó a las autoridades de los estados a hacer lo mismo, de 


modo que los maestros que ganaron plazas en la competencia 
abierta eligieran dónde les gustaría trabajar, de acuerdo con los 
puestos vacantes y su posición en las clasificaciones. 

«La primera edición de la evaluación del desempeño docente 
generó bastante agitación en septiembre-noviembre de 2015, La 
propaganda de la oposición fue efectiva al decir que el gobierno 
diseñó la evaluación para despedir a los maestros. La 
incertidumbre de los docentes sobre sus plazas generó ansiedad 
y todo tipo de protestas. A partir de entonces, el INEE dio un 
paso atrás y aceptó críticas, como la percepción de que los 
instrumentos de evaluación podrían ser discriminatorios de 
ciertas dimensiones. Al final, sin embargo, parece que la 
institucionalización de la evaluación es un hecho consumado, 
aún con los cambios que promueve el gobierno de Andrés 
Manuel López Obrador. 

«Información y evaluación sirven bien a los propósitos de 
centralizar el poder, pero el control de los recursos económicos 
es el instrumento más vigoroso de todos. La reforma de la Ley 
de Coordinación Fiscal, en septiembre de 2013, creó el Fondo 
de Aportaciones de Nómina Educativa y Gasto Operativo 
(Fone). A partir del 1 de enero de 2015, Las secretarías de 
Hacienda y de Educación Pública administran la nómina de los 
maestros y otros trabajadores del sistema educativo. Los 
estados no tienen más fondos para hacerlo, aunque los 
gobernadores todavía parecen actuar como patrones de su 
personal docente. El uso del Fone, con datos de 1.4 millones de 
docentes y empleados de apoyo a la educación, permitió a la 
SEP , en conjunción con los estados, regularizar más de 44 000 
plazas de maestros que hacían trabajo administrativo para las 
autoridades locales. Eso representó un ahorro de más de 5 000 
millones de pesos por año (a junio de 2017). 


«El gobierno dio otro golpe al SNTE con la sustitución de la 
Carrera Magisterial (un programa de incentivos monetarios que 
el gobierno creó en 1993) por el Programa de Promoción en la 
Función por Incentivos en la Educación Básica. Las comisiones 
paritarias SEP-SNTE habían operado la Carrera Magisterial, 
pero dado el poder de los líderes del SNTE , los cuadros 
sindicales lo habían colonizado. La SEP ahora opera el nuevo 
sistema. Fue un cambio de poder significativo. 

«Otra parte de la creación de instituciones fue un programa 
masivo de reconstrucción y mantenimiento de escuelas; el 
Pacto por México no propuso este proyecto, fue por 
pragmatismo político. Este programa tuvo consecuencias 
tangibles. En 2015, el gobierno aseguró los presupuestos de 
infraestructura escolar y lanzó los Certificados de 
Infraestructura Educativa Nacional (cien o 100). Éste es un 
instrumento bursátil diseñado para proporcionar recursos para 
edificación y mantenimiento de planteles escolares. Hasta el 
final del gobierno de Enrique Peña Nieto, parecía que había 
tenido éxito. El gobierno lo utilizó para su propósito principal, 
pero también para reestructurar los edificios escolares dañados 
por los terremotos de septiembre de 2017 que afectaron a 
muchas partes del país (Ornelas, 2018). 


Max Weber señaló que cuando la racionalidad burocrática 
funciona y el funcionariado se desempeña con eficacia, el 
gobierno construye credibilidad; ésta la fuente primordial de la 
legitimidad de un régimen. De este modo, el jefe de un Estado 
con legitimidad tiene más herramientas políticas para lograr sus 
fines (Weber, 2014). El gobierno de Peña Nieto mantuvo el 
ritmo y ganó impulso en 2013 y 2014, Parecía que su consigna, 
“Por un gobierno de resultados”, se convertía en realidad. Tenía 
todos los instrumentos de un Estado centralista para llevar a 


cabo sus objetivos políticos: recuperar el control estatal sobre 
la educación, debilitar las tradiciones corporativistas y 
disciplinar a las facciones del SNTE. Sin embargo, la 
corrupción y el contexto político tornadizo deterioraron su 
presidencia. Aun así, esos tropiezos no detuvieron la marcha de 
la reforma educativa. La SEP mantuvo el paso y logró avanzar 
en sus propósitos hasta finales de 2018, aunque con cambios en 
la cima de la burocracia, 


ARTICULACIÓN DE LA REFORMA 


A pesar de que la Constitución (artículo 40) establece que 
México es una República democrática, representativa y federal, 
el sistema político es centralista. Aunque el jefe del Estado ya 
no tiene los poderes de la presidencia imperial, la estructura 
del gobierno sigue siendo presidencial. Gran parte de lo que 
sucede en la gobernación del país depende de cómo el 
presidente administre las herramientas del poder. Debido a su 
tamaño y a la colonización de su administración por parte de 
los líderes del SNTE, el sistema de educación pública es 
vertical, burocrático y está plagado de corrupción (Ornelas, 
2010, 2012). 

La reforma educativa del gobierno de Peña Nieto tuvo 
como objetivo cambiar esas tradiciones. No obstante, el 
problema resultó complejo debido a la historia de colonización, 
las rutinas burocráticas y las dimensiones del sistema. El 
tamaño del sistema educativo mexicano es gigantesco: más de 
25 millones de estudiantes en educación básica, más de cinco 
millones en la escuela secundaria; más de 190 000 en formación 
para el trabajo; y casi cuatro millones en educación superior. 
Más de dos millones de educadores asisten a este universo en 
cerca de 260 000 escuelas (Peña Nieto, 2017). 


La llegada de Aurelio Nuño a la conducción de la SEP, en 
agosto de 2015, fue más que un cambio de mando. El anterior 
secretario, Emilio Chuayffet, había cumplido las tareas de 
consulta para el nuevo modelo educativo. Pero el desorden 
político que creó la oposición militante de la Coordinadora y las 
difíciles negociaciones con la Secretaría de Gobernación lo 
debilitaron y su salud también se deterioró. El último acto de 
poder de Chuayffet consistió en negociar, junto con el 
gobernador, Gabino Cué, la recaptura del Instituto de 
Educación Pública del Estado de Oaxaca (IEEPO) para las 
autoridades. Aunque había razones para sospechar que el 
secretario Chuayffet había querido hacer tal movimiento al 
menos un año antes, la Segob se había opuesto y mantuvo su 
política de otorgar concesiones a los líderes de la CNTE. 

Desde abril de 2013, los maestros disidentes de Oaxaca y las 
otras secciones rebeldes de Chiapas, Guerrero y Michoacán 
continuaron con sus protestas, incluidas los plantones y las 
huelgas en la Ciudad de México y Oaxaca. Pero cometieron 
errores: el mayor fue rechazar la oferta del subsecretario de 
Gobernación, Luis Miranda, del 4 de junio de 2015. En esa 
propuesta, a los maestros de Oaxaca se les garantizó su 
permanencia, reconociendo sus derechos laborales y políticos; 
administrativos, económicos y sociales; y logros legales y 
sindicales. Eso hubiera significado mantener el control que los 
líderes de la CNTE tenían sobre el IEEPO. Sin embargo, la 
CNTE insistió en que el gobierno revocara las reformas 
constitucionales y abrogara sus leyes secundarias. Amenazó con 
boicotear las elecciones del 7 de junio de 2015, pero no 
tuvieron éxito.* 

Para el gobierno, la situación en Oaxaca ya era insostenible. 
La SEP tuvo que suspender las evaluaciones programadas, pero 
el presidente Peña Nieto resintió la presión social y dio a 


conocer su descontento a través de la prensa, en ceremonias 
con empresarios y en las críticas a los partidos políticos. Una 
suma de factores lo obligó a actuar como zorro y como león, 
según lo recomendó Maquiavelo. El decreto del 20 de julio de 
2015 indica que el gobierno había estudiado con cuidado cómo 
eliminar toda influencia sindical en la administración. Dicho 
arbitrio fue para reintegrar el IEEPO al gobierno y dar a las 
autoridades locales el control sobre la administración del 
sistema escolar, los asuntos de los maestros y el nombramiento 
de directores escuelas y supervisores. Fue una maniobra 
diseñada para descolonizar el gobierno de la educación en 
Oaxaca. Fue anunciado y ejecutado el primer día de vacaciones 
escolares, por lo que fue difícil para los líderes convocar a sus 
seguidores a marchar; lanzar una huelga era imposible; las 
vacaciones son irrenunciables. En consecuencia, el presidente 
Peña Nieto acató las reglas formales; fue el gobernador Cué 
quien lideró en la presentación del decreto, mientras que los 
enviados del presidente mostraron el apoyo del gobierno 
federal. Fue un golpe poderoso que preparó el escenario para 
que un nuevo Secretario de Educación Pública radicalizara la 
presión contra la CNTE, 

Como la prensa informó, el nuevo secretario, Aurelio Nuño, 
desde su primer día afinó su tecnología del poder. Su primer 
paso fue arrebatarle a la Secretaría de Gobernación cualquier 
negociación que tuviera que ver con el sector educativo. En 
segundo lugar, desarrolló un discurso agresivo contra los malos 
maestros, amenazando con despedirlos si no cumplían con la 
prueba de desempeño o si faltaban más de tres días de clase; 
también hostigó a los gobernadores que no apoyaron la reforma 
(Hernández, 2016). 

Desde su llegada a la SEP, Aurelio Nuño se mostró 
dispuesto a impulsar la reforma hacia temas curriculares y 


pedagógicos. El propósito era acercar los ideales de la 
propuesta gubernamental a los docentes, modificar el contexto 
político desfavorable y continuar desmantelando las tradiciones 
corporativas. Mostró signos de vocación política. Todos los 
lunes visitaba alguna escuela y enviaba mensajes, su imagen 
aparecía en las portadas de la prensa y participaba en los 
programas de televisión más vistos por estudiantes y profesores 
de base. También escribió editoriales para la prensa diaria 
donde anunció en lenguaje sencillo los planes del gobierno. Se 
movía como pez en el agua. 

La estrategia del secretario estaba funcionando. La CNTE 
perdía el ritmo y parecía que las pretensiones reformistas iban 
por buen camino. Los maestros disidentes aceptaron las 
evaluaciones y hasta graduados de normales rurales ingresaron 
a la profesión docente de acuerdo con las nuevas reglas. Sin 
embargo, en junio de 2016, fuerzas policiales locales y federales 
intentaron liberar una carretera que los maestros de la CNTE 
habían bloqueado durante más de un mes. Fue el incidente de 
Nochixtlán, que resultó en ocho civiles muertos? Aunque no 
tenía el mando de las fuerzas del orden público, los maestros 
rebeldes acusaron al secretario Nuño del desafortunado 
resultado, Fue un golpe a su política, 

Se recordará que el SNTE había monopolizado no sólo la 
representación laboral de los docentes, sino que también había 
remplazado a las autoridades en su relación con ellos, Por lo 
tanto, el secretario hizo otro cambio importante: la SEP 
preparó un documento para una consulta pública para discutir 
un nuevo modelo para la educación. El modelo educativo 2016 
presentó el enfoque pedagógico de la reforma educativa. Era 
una especie de libro blanco en el que la SEP se metía de lleno 
en el núcleo de la educación: expandió las nociones de escuela 
al centro, inauguró el nuevo enfoque curricular y se puso la voz 


formación antes que el desarrollo profesional docente (Nuño, 
2016; Secretaría de Educación Pública, 2017a, 2017b). Fue un 
giro ideológico y político. Los profesores siempre exigían 
primero una formación de calidad, luego el desarrollo 
profesional. 

La SEP puso en discusión el libro blanco y otros tres 
documentos: 1] Una carta sobre los objetivos de la educación en 
el siglo XXI; 2] El documento central: Modelo Educativo 2016; 
3)] Propuesta curricular para la educación obligatoria. Aunque 
los maestros siguieron siendo el foco de la invitación, el 
secretario Nuño convocó a un auditorio más amplio y consideró 
una variedad de actores políticos e institucionales. La SEP 
organizó 15 foros nacionales que incluyeron un cónclave con la 
Junta Conferencia Nacional de Gobernadores (tal vez fue una 
formalidad que, más que pedir su opinión, buscaba alinearlos 
con la reforma educativa). Además, dialogó con la Junta de 
Gobierno del INEE, tuvo coloquios con legisladores, tanto 
federales como estatales; e incluso actores corporativos, como 
el SNTE, la Asociación Nacional de Universidades (debido a su 
relación con la educación media, que es obligatoria desde 2015) 
y los Consejos de Participación Social en la Educación. 
También invitó a organizaciones de la sociedad civil. Las 
sesiones con directores de escuelas, maestros —en especial con 
maestros que hablan lenguas indígenas- y estudiantes originó 
una atmósfera de pluralidad. También participaron académicos, 
empresarios y periodistas. 

La consulta fue enorme: más de 200 foros estatales, con 
cerca de 50 000 participantes; una mesa redonda en línea para 
una discusión particular para los consejos técnicos escolares y 
grupos de maestros, con casi 30 000 participantes y más de 1.8 
millones de visitas a una página web. Hubo 28 documentos de 
organizaciones y académicos. En resumen, la consulta 


proporcionó un mar de información que, en un entorno como el 
mexicano, cargado de desconfianza, fue difícil administrar y 
organizar. Sin embargo, como han afirmado James March y 
Johan Olsen (1996), la contratación de expertos da prestigio a 
los políticos. Desde el principio, la SEP involucró al Programa 
Interdisciplinario sobre Políticas y Prácticas Educativas (PIPE) 
del prestigioso Centro de Investigación y Docencia Económicas 
(CIDE). 

El PIPE es un think-tank que se encargó de recopilar y 
ordenar los documentos y otras contribuciones al modelo 
propuesto por la SEP. El valor del informe final de PIPE 
radica en que permitió que la burocracia principal de la SEP 
llegara en marzo de 2017 con una propuesta que, si no revisaba 
del todo el proyecto, reflejaba los cambios que surgieron de la 
consulta. En una sección del Modelo educativo para la 
educación obligatoria, la SEP critica la tradición administrativa 
del sistema escolar: este arreglo que prioriza el cumplimiento 
de las normas y los reglamentos ha desalentado que las 
escuelas lleven a cabo actividades no previstas en la 
normatividad y, con ello, ha contribuido al desarrollo de una 
cultura que inhibe la creatividad, la innovación y el cambio 
tendientes a mejorar el aprendizaje (SEP, 2017: 98) También 
desaprobó el estilo de supervisión y abogó por la creación de 
una nueva cultura escolar. Privilegió la toma de decisiones 
colectivas (aunque aún bajo el liderazgo del director) no sólo 
para el uso de recursos financieros sino también para la 
contextualización curricular. La propuesta requería que la 
escuela debe desarrollar capacidades para integrarse como una 
comunidad que aprende y mejora (SEP, 2017: 98), y que el 
consejo técnico escolar (CTE) debe ser el órgano colegiado de 
toma de decisiones, Este órgano [...] debe establecer estrategias 
para evaluar el aprovechamiento de los estudiantes y combatir 


oportunamente los factores que motivan el rezago y el 
abandono (SEP, 2017: 104). 

Dado el contexto, es posible suponer que la mayoría de las 
innovaciones que la SEP incorporó entre la propuesta de 2016 
y la versión final del modelo provinieron de maestros y 
directores de escuelas. Uno puede detectar los cambios en los 
asuntos que más les interesan: currículo, capacitación, 
formación y desarrollo profesional docente y administración 
escolar. No obstante, el nuevo modelo educativo llegó casi al 
final de los seis años de mandato de presidente Peña Nieto. Su 
índice de aprobación se encontraba en niveles bajos, las nuevas 
campañas presidenciales estaban en su apogeo y la reforma 
educativa estaba en la mira. Tal situación no era novedosa; 
Antonio Gramsci escribió que la educación es política y la 
política es educación (Gramsci, 1976). 

Lo que resultó fatal para el presidente Peña Nieto es que el 
nuevo grupo en el poder revisó la reforma educativa. Tanto en 
el horizonte institucional como en el político, su gobierno luchó 
por proteger la reforma para que pudiera resistir los ataques de 
grupos opuestos. Parecía, antes de las elecciones del 1 de julio, 
que la necesidad de enmendar la Constitución aseguraba la 
continuación de la reforma. Sin embargo, después del 1 de 
septiembre de 2018, Morena tiene mayoría en el Congreso y, 
junto con partidos aliados, está cerca de la mayoría calificada 
(dos tercios de los votos) y más de las diecisiete legislaturas 
estatales necesarias para enmendar la Constitución. Por lo 
tanto, la reforma educativa perdió su blindaje, aunque 
sobreviven instituciones y proyectos, como se verá en el 
epílogo. 


LO GLOBAL Y LO LOCAL 


La reforma educativa mexicana no fue una acometida 
aislada; también es parte de un movimiento de reforma de la 
educación global que lo abarca todo. Dado el trayecto de dicha 
reforma, es posible afirmar que importó elementos del entorno 
internacional, pero no de manera mecánica. Fue contradictoria; 
incorporó herramientas de las tendencias neoliberales, pero 
también de los modelos participativos y, una vez en marcha, 
adquirió un perfil particular. 

Cuevas Cajiga y Moreno Olivos (2016) hicieron un 
seguimiento detallado de las recomendaciones hechas por la 
OCDE a México en el informe de 2010 sobre los docentes. La 
OCDE puso en perspectiva ocho orientaciones estratégicas |[...] 
las cuales se apoyan en la tesis de que, para lograr mejores 
resultados de los alumnos, en México se requiere un sistema 
riguroso de selección, formación, desarrollo y evaluación de los 
docentes de educación básica. Cuevas y Moreno (2016: 8) 
documentaron que la reforma educativa incorporaba tales 
orientaciones. Esto se concretó con la creación del Servicio 
Profesional Docente (SPD) y la autonomía del Instituto 
Nacional para la Evaluación de la Educación (INEE) . 

La nacionalización de la política de la OCDE significaría, a 
los ojos de autores radicales, la confirmación de sus tesis sobre 
la dependencia del gobierno mexicano en la ejecución de la 
reforma educativa. La OCDE —como antes del Banco Mundial y 
la Unesco- inspiró, si no es que diseñó, los puntos neoliberales 
principales de los cambios en la educación (Navarro 
Weckmann, 2017). Por lo tanto, según dichos estudiosos, carece 
de legitimidad cultural porque no considera las características 
del sistema escolar nacional ni mucho menos las tradiciones de 
las escuelas normales y los educadores mexicanos. 

Sin embargo, la reforma es mucho más que la evaluación de 
los docentes, aunque ésa sea la pieza central y la que generó 


más agitación entre los educadores. En el Modelo para la 
educación obligatoria y las disposiciones para su puesta en 
ejercicio, abundan las referencias al Modelo de Reforma 
Educativa Global, el GERM, tanto en las partes sustantivas 
(aprendizaje) como en la parte relativa a la autoridad y la 
responsabilidad (que el Modelo recopila bajo el encabezado de 
gobernanza). Los defensores de la tradición tal vez dirían que 
las ideas incorporadas en tales propuestas son ajenas a la 
pedagogía mexicana, que el gobierno mexicano las importó del 
extranjero sin tener en cuenta lo que saben los maestros y una 
cultura escolar concreta que tardó décadas en consolidarse. 
Quizás algunos puedan otorgar algo de crédito a la reforma, 
pero resaltan la ausencia de raíces nacionales. Otros, como 
Miguel Ángel Pérez (2017), vaticinaron el fracaso de la reforma 
educativa, en particular el Servicio Profesional Docente, por 
descartar las tradiciones de enseñanza mexicanas en favor de 
las influencias globalizadoras. 

Si bien la OCDE es el blanco principal de los autores que 
censuran la reforma educativa, tal vez coincidan con 
investigadores de otras latitudes que critican el enfoque 
“nuevo” del Banco Mundial, en su estrategia para 2020, El 
Modelo educativo para la educación obligatoria de la reforma 
mexicana pone el acento en el aprendizaje y relega a segundo 
plano la enseñanza y aspectos como la expansión escolar. 
Antoni Verger y Xavier Bonal, en su crítica de la Estrategia 
Banco Mundial 2020, afirman que una de sus características 
principales es su deseo de superar las reformas impulsadas por 
hacer hincapié en la enseñanza y colocar los resultados del 
aprendizaje como el objetivo central. “El aprendizaje para 
todos, y no el acceso para todos, se configura como la prioridad 
principal [...] Si bien las estrategias del pasado reconocieron 
este objetivo, el nuevo otorga mayor énfasis al establecerlo en 


un contexto de evaluación y reformas del sistema” (Verger y 
Bonal, 2014). Algunos sugerirían que el énfasis en el 
aprendizaje no es un accidente, sino una respuesta a las 
propuestas neoliberales que exigen un “capital humano” más 
competente para que México se incorpore al mercado mundial. 
Sin embargo, desde otra perspectiva, poner el aprendizaje en 
el centro de la reforma es un activo en la lucha contra la 
tradición autoritaria de la enseñanza y la pedagogía ordinaria. 
Aunque a primera vista uno podría notar las razones 
ideológicas neoliberales por las que se adoptaron las 
sugerencias de reforma de la OCDE, una mirada más profunda 
muestra cómo la fuerza de la política local causó mutaciones, a 
veces precipitadas, en el diseño y ejecución de la reforma. 
Tomemos la propuesta del programa, “La Escuela al 
Centro”. Primero, retoma la idea de un liderazgo escolar sólido 
de las recomendaciones de la OCDE, Sin embargo, revisa la 
sugerencia y, en lugar de asignar un papel casi dictatorial al 
director de la escuela, distribuye las tareas de administración 
entre los miembros del Consejo Técnico Escolar (CTE), que 
incluye al director. Ése es un guiño importante a un enfoque 
más participativo. Los principios de responsabilidad y 
evaluación están presentes, pero no al 100% en el sentido de las 
recomendaciones de la OCDE, El programa mexicano reduce su 
alcance: “evaluación para mejorar”, como lo sugieren algunos 
de los críticos más duros de la OCDE, El activo más valioso: 
poner el aprendizaje en el asiento del conductor y la enseñanza 
en el asiento del pasajero. En los documentos fundadores de la 
reforma mexicana y las propuestas de programas para la 
Escuela al Centro, no se mencionan los rankings ni la 
competencia por los recursos. El modelo postula que cuando se 
otorga la autonomía para satisfacer las necesidades de escuelas, 
los maestros, junto con el director, construirán sus consejos 


técnicos, apoyados por los consejos de participación social 
conducidos por padres de familia y otros actores sociales, 

Al remplazar la mentalidad competitiva con una lógica 
centrada en el aprendizaje de los estudiantes, el modelo 
satisfacía expectativas globales, pero adaptadas a las 
condiciones locales. El Programa de Autonomía de Gestión 
Escolar, por ejemplo, es parte del propósito del Estado de 
recuperar el control de la educación. Claro, se puede demostrar 
que poco de ese programa tiene una base intelectual nacional. 
Muchos de sus elementos provienen de nociones que impregnan 
el entorno internacional. Entonces, de nuevo, aunque no fueron 
producto de una tendencia global hacia el isomorfismo cultural, 
tampoco fueron impuestas por organizaciones 
intergubernamentales. No fue un caso de coerción por parte del 
neoimperialismo cultural. Fue una herramienta ideada por el 
gobierno central de México para evitar la intrusión de los 
cuadros del SNTE y la CNTE, y para erosionar a las 
autoridades de los estados en la asignación de fondos y 
monitorear su aplicación. El fin expresa la ideología: el 
gobierno destinaría dinero para que cada escuela mejore su 
infraestructura y sea su comunidad local la que decida en qué 
invertir. La visión política es tácita: construir puentes desde la 
cima del poder en el sector, la SEP y el propio secretario, hasta 
la escala más pequeña del sistema. Fue una lucha por la 
supremacía en el control de la educación. La medida pasa por 
alto a las autoridades de estados y cuadros de las facciones 
sindicales. 

En esencia: la disposición ideológica para la reforma estaba 
disponible en el entorno global; el grupo dominante en el 
gobierno mexicano (primero con sus aliados políticos en el 
Pacto por México y luego por iniciativa propia) la usó para 
preparar un Programa apropiado para el contexto nacional. 


Tomó prestadas nociones y procedimientos de prestamistas, 
algunos amorfos, otros bien definidos. El plazo breve, con un 
nuevo partido, Morena, en el poder, dictará su derrotero. Si los 
cambios institucionales fueron fuertes como para soportar una 
dialéctica de control, como diría Anthony Giddens (1995), 
podrían garantizar una evolución inevitable y asegurar logros 
más allá del sexenio de Peña Nieto. Las promesas de mejora 
eran evidentes, pero ya no fue responsabilidad de este gobierno 
cumplir con la mayoría de ellas. 


DICTAMEN DE CIERRE 


El propósito del gobierno mexicano y el contexto en el que 
se desarrolló la reforma educativa sirven para explicar por qué 
el grupo dominante eligió herramientas institucionales y 
políticas para desmantelar las tradiciones corporativas de los 
maestros. Aun así, aunque la presidencia de Peña Nieto se basó 
en propuestas de la OCDE y tomó otras políticas del GERM, 
sostengo que el principal impulsor de la reforma educativa fue 
el propósito del gobierno de descolonizar la administración del 
sistema escolar. Para hacerlo, tenía que disminuir el poder de 
las facciones del SNTE y ofrecer resultados. El gobierno de 
Peña Nieto utilizó elementos de la globalización, pero también 
apeló a la formalidad del poder para desmantelar la herencia 
del corporativismo y así lograr un grado significativo de 
legitimidad. 

Es cierto que el sistema educativo mexicano es similar en 
muchos de sus modos constituyentes a otros en el mundo: 
desde la institucionalización de la SEP, en 1921, uno podría 
pensar que afue diseñado de forma isomórfica —como pudiera 
decir John Meyer—, afectado por las tendencias mundiales. De 
hecho, el desarrollo de la educación mexicana a lo largo del 


siglo XX siguió los modelos dominantes y cambió junto con las 
modificaciones en otras partes del mundo, en especial de los 
países avanzados. Incluso, durante el interregno de “educación 
socialista” (1934-1940), México importó nociones de la URSS 
(Quintanilla y Vaughan, 1997). Sin embargo, la introducción de 
rasgos corporativos en el sistema político mexicano y la 
institucionalización de la “presidencia imperial” dieron forma a 
un modo particular de dominación. La idea del “acoplamiento 
flexible” es insuficiente para explicar el poder del SNTE y sus 
líderes, la corrupción desenfrenada y el modo de control 
corporativo de los maestros. 

La reforma educativa que comenzó en 2012 se desarrolló de 
manera paralela a lo que estaba sucediendo en el mundo. La 
globalización es una realidad, pero no gobierna todo lo que 
ocurre dentro de un país determinado. Los enfoques de la 
cultura mundial y el neoimperialismo cultural están vinculados 
a la obsesión de ver el mundo desde una perspectiva global. 
Gran parte de la investigación que hacen y las pruebas que 
realizan los académicos son valiosas. Gracias a estos estudios, 
entendemos las similitudes de las reformas educativas que 
proliferan en el mundo y comprendemos parte de la lógica de 
la convergencia (u homogeneidad o isomorfismo). Sin embargo, 
no logran explorar con detalle la dialéctica entre esas 
tendencias y los esfuerzos nacionales. Aunque reconocen las 
particularidades y aspiraciones locales de sus gobernantes, en el 
análisis final no les otorgan grados de autonomía de 
pensamiento o acción política, Algunos autores, como Samir 
Amin (1998), los conciben como meros trasmisiones del orden 
global prevaleciente. En estas visiones, tal vez, los intereses 
nacionales son objeto de estudio sólo para obtener pruebas y 
argumentos a favor de sus perspectivas teóricas. 


Mientras tanto, los promotores del enfoque neoliberal 
recogen las sugerencias del modelo GERM para atacar a los 
sindicatos de maestros. Alegan que hay derechos de los 
individuos, pero no derechos colectivos. Por lo tanto, la OCDE 
siempre propone que los directores de escuelas tengan 
autoridad para contratar, suspender, castigar, asignar tareas, 
establecer recompensas y despedir a los maestros, como sucede 
en las empresas privadas y escuelas donde los directores son a 
veces los dueños (recomendación 12 del informe de 2010). Ese 
sería el atributo principal del liderazgo del director de la 
escuela. En nombre de la eficacia administrativa, perfilan un 
ejercicio de poder en el nivel micro que es vertical, donde cada 
actor (o agente) cumple con sus tareas según regulaciones y 
reglas del juego establecidas. En esencia, trasfiere el 
autoritarismo estatal a cada escuela al disminuir el papel que 
representa la burocracia tradicional. Tal referencia encaja bien 
con críticas como la que hicieron Stromquist y Monkman sobre 
cómo las organizaciones intergubernamentales extienden los 
mismos criterios a la educación que los utilizados en las 
empresas capitalistas para la eficiencia y la productividad. Sin 
embargo, no coincide del todo con el hecho de que el enfoque 
en la educación básica ha pasado de un plan de estudios 
centrado en el niño a una formación profesional centrada en la 
economía. El modelo mexicano propone un enfoque más 
humanista de la educación preescolar y primaria, y estrategias 
mixtas para la educación media y superior. El programa de la 
Escuela al Centro muestra este lado más humanista y 
participativo de la reforma mexicana. 

Stromquist y Monkman también razonaron que la educación 
pierde terreno como un bien público para convertirse en otro 
producto comercializable. Eso es correcto. En varias partes del 
mundo, los defensores del enfoque neoliberal combinan los 


proyectos de reformas escolares con las tendencias de 
privatización (Turner 2014; Zajda, 2006). Insisten en que la 
educación es un servicio (el concepto del derecho a la 
educación rara vez aparece en su vocabulario) y, por lo tanto, 
las leyes de la oferta y la demanda deben regir el mundo de las 
escuelas. 

Sin embargo, los neoliberales consideran que el mercado por 
sí mismo es incapaz de regular un servicio tan extenso y 
diverso. Por este motivo, exigen la participación del Estado 
para que, desde un modelo de autonomía escolar inicial, las 
escuelas puedan mudar al sector privado. Ése es el origen 
ideológico de los programas de vales (vouchers) en varias 
partes del mundo (McEwan y Carnoy, 2000) y las escuelas 
chárter en Estados Unidos (Ravitch, 2014). Los anhelos 
políticos son más variados y dependen mucho de los contextos 
donde esas ideas han florecido. No es lo mismo imponer 
programas por medios dictatoriales, como los vouchers en Chile 
durante la dictadura de Pinochet, que buscar que las 
legislaturas locales de Estados Unidos asignen presupuestos 
para las escuelas autónomas, incluso cuando las operen 
corporaciones privadas. 

No en total oposición a los enfoques neoliberales, pero con 
considerables diferencias de visión, quienes defienden el 
modelo participativo de reforma escolar manifiestan una 
ideología democrática y pluralista. Critican la idolología de la 
eficiencia siguiendo los moldes de administración en el sector 
empresarial, pero respaldan la rendición de cuentas. Vinculan 
sus concepciones de calidad con la equidad y enfatizan los 
riesgos de las reformas dictadas de arriba abajo. En la reforma 
mexicana no hay un llamado a privatizar el sistema escolar. 
Por el contrario, el Estado asigna más fondos al sector 


educativo, incluso para programas compensatorios (aunque la 
desigualdad todavía es rampante en todo el sistema). 

Lo que es una característica neoliberal de la reforma y sí 
adaptada a las tendencias globales— es la forma en la que la ley 
del nuevo Servicio Profesional Docente reduce autonomía, 
independencia y control de los docentes sobre las escuelas, 
mientras que el conocimiento y la conducción del trabajo caen 
cada vez más en las manos de administradores. Sin embargo, 
no creo que sea un rasgo reaccionario. Antes de esta reforma, 
la trayectoria laboral de los maestros estaba en manos de 
líderes sindicales y la corrupción marcaba su entrada y 
promoción en la carrera docente. El Servicio Profesional 
Docente, como todas las monedas, tiene dos caras. Por un lado, 
está el águila que en sus garras carga al Estado evaluador con 
reglas —que algunos consideran ominosas- de conducta de los 
maestros. El otro lado presenta los atributos de 
profesionalismo que el sistema corporativo arrebató a los 
maestros durante décadas de prácticas clientelares. La Ley 
General de Servicio Profesional Docente incluye valores como 
mérito, independencia de criterio y una nueva ética laboral 
basada en la responsabilidad, el compromiso y el desempeño. 
Intenta encontrar el justo medio de la moneda. 

Robert Arnove, en su análisis de la dialéctica entre lo local 
y lo global, diseñó un proyecto de investigación. Para él, los 
principios más importantes que se derivan de la historia de 
préstamos y aceptación local de ideas viajeras son que no hay 
un mejor sistema, que todos tienen fortalezas y debilidades. 
También postuló que los sistemas educativos reflejan las 
tensiones y contradicciones de las sociedades de las que forman 
parte. La historia de los programas educativos en México 
muestra que el gobierno intenta reformarlos cada seis años, 
aunque sólo unos pocos han tenido efectos duraderos y 


profundos en el sistema escolar y sus principales actores: los 
maestros. En esos esfuerzos por trasformar, las fuerzas 
reformistas tomaron ideas y políticas prestadas, pero al final, 
las luchas por el poder y las contradicciones locales 
determinaron su destino. 

Cuando se convirtió en ley, el Servicio Profesional Docente 
tenía el potencial para una reforma profunda e implicó cambios 
recónditos en la política, la administración y las prácticas y 
costumbres de la profesión docente. Ése fue su pináculo. Era 
un proyecto para el largo plazo que, sin embargo, dado el 
péndulo político mexicano, consagrado en términos de seis 
años, está siempre al borde de caer. El Servicio Profesional 
Docente fue el aspecto más polémico de la reforma; sucumbió 
atacado por líderes de facciones sindicales que vieron que sus 
herramientas para controlar las trayectorias profesionales de 
los maestros y, por lo tanto, sus privilegios, estaban en riesgo. 
La nueva institución de relaciones laborales de los docentes 
también fue el resultado de una amplia condena a prácticas 
dañinas como la venta y el legado de plazas de enseñanza. 

Pero al final del ciclo, la reforma educativa cayó en un valle 
desolado. El nuevo presidente de México, Andrés Manuel 
López Obrador, cuando era el candidato de Morena, firmó 
pactos con las facciones del SNTE para desmantelar la reforma 
educativa. Ya siendo presidente constitucional diseñó una 
contrarreforma para que, de la reforma del gobierno de Peña 
Nieto, “no quedara ni una sola coma”.* 


EPÍLOGO: CONTRARREFORMA Y REFORMA DE LA 
REFORMA (6 DE AGOSTO DE 2019) 


De acuerdo con Leonel Lim y Michael Apple, la hegemonía 
no es una cosa sino un proceso. No es monolítica. No 


constituye una red fluida ni se refiere a un instrumento 
mediante el cual los grupos dominantes ejercen control de 
arriba hacia abajo y casi total sobre los significados. El caso es 
lo contrario. Los grupos dominantes construyen y reconstruyen 
de forma constante la hegemonía a través de concursos y 
negociaciones que intentan incorporar o apoderarse del “buen 
sentido” de visiones éticas y políticas en competencia. Debido a 
esto, los grupos contrahegemónicos y las posiciones disidentes 
son cruciales para cualquier comprensión de las relaciones de 
poder (Lim € Apple, 2016: VI). Continúan: a menudo, la 
dominación funciona a través de la capacidad de los grupos 
dominantes para desarticular estas voces y rearticularlas de la 
manera menos amenazante o, mejor aún, de manera que 
promuevan sus propios intereses. E insisten, Gramsci se 
esfuerza por enfatizar: “la vida del Estado se concibe como un 
proceso continuo de formación y superación de equilibrios 
inestables”. 

A pesar de que la reforma educativa tuvo coherencia 
programática y atacó ignominias que los dirigentes de las 
diferentes facciones del SNTE cometían, el gobierno débil de 
Peña Nieto —que cargó con acusaciones de corrupción que 
inyectaron la oratoria del candidato López Obrador- no 
remontó un contexto adverso. A eso se aunó el hartazgo de 
amplios segmentos sociales con los gobiernos del PRI y del 
PAN y AMLO ganó la elección presidencial el 1 de julio de 
2018, La propuesta del presidente López Obrador, al comienzo 
de su mandato, anticipó una contrarreforma en toda la línea, 
Mas pronto pasó a conformar una reforma de la reforma, para 
plantear a mediados de 2019 de nuevo una contrarreforma, al 
menos, como apuntan María Balarin y María Fernanda 
Rodríguez en este mismo volumen, en el núcleo duro de la 
escuela: la pedagogía y el currículo. 


Los propósitos e instrumentos parecen evidentes. No se 
trata de desplazar una tradición de vieja data, sino que aparece 
una y otra vez un espíritu restaurador, en un contexto que, 
hasta agosto de 2019, mostraba el control del presidente sobre 
los significados. Él aparece ahora como un profeta armado. 
Tiene una narrativa que comunica a diario ante millones de 
personas donde, sin embarazo, incorpora visiones éticas 
opuestas. Propone la Cartilla moral de Alfonso Reyes —que 
proclama la disciplina y obediencia al Estado- como guía 
espiritual para el magisterio, mientras que, según los líderes de 
la CNTE, el presidente ordenó a los funcionarios de la SEP 
incorporar en el currículo sus planes alternativos de educación, 
que anuncian desobediencia, resistencia y lucha, como los ejes 
de la pedagogía (Moreno, 2019). 

El propósito de ¡impulsar la contrarreforma quedó 
manifiesto en los instrumentos institucionales. El 12 de 
diciembre de 2018, el presidente López Obrador envió al 
Congreso una iniciativa para reformar los artículos 3, 31 y 73 
de la Constitución, para cumplir sus compromisos con las 
facciones del SNTE, Cuando firmó la propuesta afirmó: 
“Compromiso cumplido, maestros. Nunca jamás se le va a 
faltar al respeto a los maestros, habrá muy buenas relaciones 
con los maestros y las organizaciones sindicales”.” Su iniciativa 
tuvo fallas de técnica legislativa, faltó incorporar la fracción 
vii, que consagra la autonomía de las universidades públicas; 
escrita con faltas de ortografía y una redacción deficiente. 
Empero, mostró el ánimo del presidente de barrer con el 
pasado inmediato y legislar para favorecer en primer término a 
las dirigencias sindicales, luego a los maestros y hasta después 
aparecen los alumnos; de los padres de familia se habló poco. 

El propósito de la reforma devino en la reforma de la 
reforma cuando un grupo de académicos (Red, Educación, 


Derechos, red), elaboraron una propuesta que apadrinaron 
Movimiento Ciudadano, PAN, PRD y PRI, y la presentaron el 
6 de febrero de 2019. Ésta no fue una afrenta a la del 
presidente López Obrador; compartió la preocupación por 
atender la desigualdad de oportunidades y aprendizajes, el 
reconocimiento a los docentes como agentes de cambio social, 
la importancia de la capacitación y la formación de los 
maestros, aunque no expresó que, con diferentes palabras, el 
Modelo educativo de 2017 defendía las mismas causas. No 
obstante, al igual que la del presidente, abogó por eliminar las 
connotaciones “punitivas” de la evaluación. También ratificó 
que valora los principios de calidad, inclusión y equidad, pero 
mantiene el mérito como principio para el ingreso y la 
promoción de los docentes. No habla de concursos de oposición 
sino de admisión. 

Acaso con el afán de forzar esas negociaciones, pero quizá 
también por convicción de que su razón es la razón del Estado, 
el presidente dirigió un Memorándum a los secretarios de 
Hacienda, Educación Pública y Gobernación el 16 de abril de 
2019 “para dejar sin efecto todas las medidas en las que se 
haya traducido la aplicación de la mal llamada reforma 
educativa”. Para juristas y expertos, tal Memorándum es 
violatorio de la Constitución y las leyes (Casar € Polo, 2019). 
El viernes 18, en su conferencia de prensa de cada mañana, el 
presidente respondió a críticas y articuló: “La justicia está por 
encima de todo. Si hay que optar entre la ley y la justicia, no lo 
piensen mucho, decidan en favor de la justicia”.? 

No puede asegurarse que el presidente haya reculado, pero 
tras debates, marchas de la CNTE y bloqueos al Congreso, 
diputados y senadores aprobaron un dictamen que combinó las 
propuestas de AMLO y la de los partidos de oposición. Lo 
hicieron en un periodo extraordinario en la segunda semana de 


abril de 2019. Esta reforma abrogó la Ley General del Servicio 
Profesional Docente y la autonomía y nombre del INEE, pero 
deja funcionando instituciones clave para gobernar el sistema 
educativo. El presidente López Obrador consintió que su 
partido negociara y dio el visto bueno para disminuir los filos 
de la contrarreforma. Morena —aunque con la reticencia de 
algunos diputados que militan en la CNTE- se alineó a la 
voluntad del presidente. El 15 de mayo de 2019 el gobierno 
publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto de 
reforma a los artículos 3, 31 y 73 de la Constitución. 

El cambio de énfasis -—de radical a moderado- quizá 
respondió a una estrategia del presidente de avanzar más hacia 
la hegemonía política. Ya había experimentado que los partidos 
de oposición, si bien no hacen mella en las visiones del nuevo 
grupo gobernante, sí tienen capacidad para bloquear 
alteraciones a la Constitución. La instauración de la Guardia 
Nacional mostró que la hegemonía del presidente enfrentaba 
contrapesos, endebles, pero cruciales. Morena y sus aliados no 
hacen la mayoría calificada y precisan del concurso de los 
opositores para ganar una enmienda de esa envergadura, 
tuvieron que incorporar porciones del “buen sentido” de 
perspectivas políticas contrarias. 

La reforma de la reforma ratificó que el Estado mantendrá 
la rectoría de la educación (y de las plazas docentes), también 
salvaguardó al Fondo de Aportaciones de Nómina Educativa y 
Gasto Operativo (Fone), centralizado y vertical; mantuvo 
incólume al Sistema nacional de información y gestión 
educativa (Siged). Este espécimen de reforma del gobierno de 
Andrés Manuel López Obrador, ni en apariencia, devuelve el 
Siged o la recentralización de la nómina. La información y el 
control de las arcas de la República son las fuentes primigenias 
del poder político. 


Con todo, el presidente López Obrador parece dispuesto a 
conceder mercedes ideológicas a la CNTE y hasta permitirles 
influencia en el núcleo duro. Damián López, del grupo dirigente 
de la Coordinadora en Michoacán, tras su reunión con el 
presidente el 30 de julio de 2019, dijo que aquél “dio 
instrucciones a los funcionarios que están trabajando en las 
mesas de negociación para que no quede nada de los temas 
neoliberales que se venían manejando en los libros de texto” 
(Cabadas, 2019). 

En la fecha en que termino este epílogo, estaba pendiente la 
discusión y promulgación de una nueva Ley General de 
Educación y las secundarias para el Organismo para la Mejora 
Continua de la Educación y la del Sistema para la Carrera de 
los Maestros. Hubo foros de consulta organizados por 
diputados, senadores, la Secretaría de Educación Pública y la 
Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de 
Educación Superior. También ponencias en serie, presentadas 
por la facción del SNTE que lidera Alfonso Cepeda Salas, 
reclamos ruidosos de grupos de maestros disidentes, apuntes de 
dirigentes de instituciones de educación superior públicas - 
preocupados al por mayor- y reflexiones de docentes de base y 
académicos. Pero la línea que tiró el presidente fue la narrativa 
preponderante y tal vez prevalezca en las nuevas leyes, Morena 
y aliados hacen mayoría. 

Sin embargo, al inspeccionar los proyectos de ley, se notan 
cambios en la retórica —predomina la facundia vindicativa y 
revanchista- y ciertos propósitos, pero se mantiene la médula 
de la reforma del gobierno de Peña Nieto. No hay grandes 
diferencias entre las banderas del gobierno de López Obrador: 
la Nueva Escuela Mexicana y el Acuerdo Educativo Nacional 
con el Modelo educativo para la educación obligatoria, de 2017 
(SEP, 2017a), lo cual genera críticas desde la izquierda 


intelectual: “Es el caso que, para sorpresa de muchos, la 
restructuración del poder como su ejercicio, cuando se les 
analiza en su conjunto y en sus partes, tienen más que ver con 
el neoliberalismo populista en sus explicaciones y en sus 
reformas o proyectos de reforma institucional” (González 
Casanova, 2019). Enfasis agregado. 

Al cierre de este apunte, parece que la CNTE monta en 
caballo de hacienda, que pronto verá coronadas sus luchas y 
será una fuerza política con influencia en la ideología 
hegemónica, un pilar de la Cuarta Transformación —así designó 
el presidente a su proyecto de gobierno- aunque, puede 
maliciarse, no abandonará sus posiciones disidentes. En su 
historia, en su ADN político, habita la rebeldía y la oposición al 
gobierno, a cualquier gobierno. No obstante, el presidente 
López Obrador tiene una notable vocación de poder, le 
embelesa el mando y, aunque a la fecha no hay explicación de 
por qué concede tanto a una organización que lo llamó fascista 
(CNTE, 2019: 7-8), quizá llegará el momento en que le ponga 
límites. Calculo que no compartirá herramientas de gobierno. Si 
bien puede otorgar concesiones a los maestros que votaron por 
él, las arcas del gobierno son pequeñas, pero las usará para que 
la CNTE y las otras facciones del SNTE representen amenazas 
menores o, mejor aún, que promuevan los intereses del 
presidente. 

En Estados Unidos tienen un dicho para calificar a quienes 
cumplen: “pone su dinero donde puso sus palabras”. Las leyes 
secundarias que vienen dibujarán un panorama amable, hasta 
donde se pueda, elogiará la labor de los maestros y refrendará 
la retórica presidencial. Pero el corpus verdadero vendrá en la 
Ley de Ingresos de la Federación y los presupuestos anuales 
para la educación. 


Una reforma triunfante cuesta mucho tiempo, esfuerzo y 
recursos. Cavilo que el enemigo principal de la reforma del 
presidente López Obrador será la austeridad republicana, 
aunque al final la culpa se le endorsará al neoliberalismo y a 
herencias del pasado. Hoy la narrativa del presidente y sus 
seguidores en la SEP y en Morena privilegian al maestro y al 
normalismo, les echan flores. Pero al mismo tiempo les cargan 
la responsabilidad. Si no hay frutos en cinco años, de nuevo, a 
los docentes, después de ser considerados héroes, se les acusará 
del fracaso, 

Por último, en la reforma de la Cuarta Transformación, el 
presidente López Obrador fustiga al neoliberalismo. Acusa a los 
organismos intergubernamentales de ser cómplices del desastre 
de México de los últimos 30 años. Por ello, estimo, la política 
nacional tendrá prioridad sobre las influencias globales, 
Mantener la discusión en el contexto doméstico y afirmar el 
control sobre los significados parece crucial para que AMLO y 
Morena consoliden su hegemonía y superen los equilibrios 
inestables que el mismo presidente genera con su estilo 
personal de gobernar. 
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11. SINDICATOS DOCENTES Y REFORMAS EDUCATIVAS: LOS AÑOS NOVENTA EN 
ARGENTINA, BRASIL Y MÉXICO 


AURORA LOYO 
PUNTOS DE PARTIDA 


Abordar el tema de las organizaciones docentes en América Latina y el papel que han jugado 
en relación con las reformas educativas de los noventa, es entrar en una temática en la que 
priva una notoria polarización de puntos de vista.' A grandes rasgos podemos decir que nos 
encontramos ante dos universos claramente diferenciados. Por una parte, el de quienes 
consideran a las reformas como algo primordialmente positivo y conciben a las organizaciones 
docentes (OD) como un actor importante, pero que siempre o casi siempre obstaculizan esos 
procesos. Del otro lado, el de los críticos de las reformas, quienes se interesan principalmente 
en las OD en las coyunturas en las que éstas protagonizaron resistencias o movilizaciones de 
protesta contra las reformas. 

Existe otro sesgo adicional consistente en que los autores favorables a las reformas, cuando 
se refieren a las OD, tienden a privilegiar las posiciones que adoptaron las dirigencias sindicales, 
fueran éstas de negociación o de confrontación. En contraste, los críticos centran su atención en 
los maestros en movimiento y en los grupos y los dirigentes que se distinguieron en las jornadas 
de protesta, 

En esta reflexión nos interesa establecer vasos comunicantes entre esos dos universos para 
lo cual es indispensable, en primer término, identificar ciertos puntos ciegos que dificultan 
plantearnos el problema en su justa dimensión. 


¿De qué hablamos cuando nos referimos a “los maestros”? 


Una reforma educativa no puede tener éxito si no tiene el apoyo de los maestros. Tirios y 
troyanos están de acuerdo con esta afirmación. ¿Pero qué maestros se tienen en mente? Las más 
de las veces es una abstracción. Ese maestro imaginario en la bibliografía sobre reformas 
educativas es un docente frente a grupo. Una vez reconocida su centralidad se incorporan 
análisis y recomendaciones relativas a su vocación, a su formación inicial, a su trayectoria 
profesional, a los caminos posibles para su actualización. En el otro extremo, para los estudiosos 
de los movimientos, el maestro imaginario es aquél que aparece en escena cuando, oponiéndose 
a las políticas educativas neoliberales resiste a ellas mediante paros y movilizaciones. 

Pero si reconocemos en el maestro, que por cierto tiene una mayor posibilidad de ser la 
maestra, a un sujeto complejo, veremos que el enseñante es un trabajador que se desenvuelve 
en un marco institucional dado. Las normas que rigen el aula y su escuela son su contexto 
inmediato, pero los ordenamientos del sistema escolar, del sindicato al que pertenece y del 
sistema educativo no le son ajenos. Es también una persona cuya capacidad de aspiración se 
encuentra en gran medida condicionada y constreñida por los contextos institucionales, sociales 
y políticos en los que se ha desarrollado. Así, esa maestra puede ser pobre o sentirse pobre, 
puede ser de clase media o creerse parte de esa clase media; puede percibirse afortunada, 
incluso privilegiada o considerar que la sociedad está en deuda con ella, puede tener un 
sentimiento de seguridad o de vulnerabilidad. 


¿Qué queremos decir por organizaciones docentes (OD)? 


Las OD en América Latina presentan una considerable heterogeneidad. En nuestros países, 
éstas se encuentran entre las organizaciones sindicales más fuertes y más combativas. Las 
posiciones que adoptaron frente a la reforma no pueden reducirse a dos; conforman un abanico 
de posicionamientos y de acciones que no son necesariamente coherentes o claros. Aun cuando 
sabemos que los firmantes reales son los dirigentes y que las siglas SNTE, CTERA, CNTE (por 
Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación, en México; Confederación de Trabajadores 
de la Educación de la República Argentina y Confederacáo Nacional dos Trabalhadores em 
Educacáo, en Brasil), por ejemplo, no son sino una forma convencional de nombrarlos, caemos 
en el error de cosificarlas. En nuestras narrativas utilizamos irreflexivamente esas siglas para 
etiquetar a aliados o a oponentes de las reformas. Es entonces necesario recordar que los 
dirigentes de estas poderosas organizaciones constituyen una capa social que ha de ser 
caracterizada en primer lugar por sus intereses específicos, que no son los mismos que los de 
sus bases, pero tampoco son totalmente ajenos a ellas. Y también que aún en los casos más 
acusados de verticalismo de estas organizaciones, las bases, los maestros sindicalizados, están 
ahí. Por último, vale recordar que el consenso que podemos advertir en los posicionamientos de 
las OD nunca es total y que los disensos que no pasan desapercibidos son tan importantes como 
los consensos, 


¿A qué nos referimos cuando escribimos sobre reformas educativas de América Latina? 


La amplia bibliografía sobre este tema sustenta su interés y su valor en términos de 
conocimiento en tres asuntos clave. Las reformas fueron distintas de país a país, pero es 
indiscutible que en ellas se pueden identificar orientaciones generales que les son comunes. Los 
organismos internacionales jugaron en ello un papel fundamental. Como agencia prescriptora y 
de generación de datos o como fuente directa de financiamiento, los organismos 
intergubernamentales fueron los principales artífices de estas orientaciones generales. En el caso 
del Banco Mundial, las políticas de ajuste impuestas por este organismo fueron concomitantes 
al ciclo de reformas. En algunos países, México notablemente, fue mayor su incidencia a través 
de préstamos para programas educativos. La Comisión Económica para América Latina y El 
Caribe (CEPAL) fue también un foco de irradiación de ideas en el discurso educativo de todos 
los gobiernos durante la década. 

Si las organizaciones globales pensaron las grandes directrices de las reformas para América 
Latina, casi siempre enfrentaron limites en el contexto local. Esas guías tendrían que ser 
ajustadas y adaptadas a las realidades específicas de cada país, el tema pronto quedó instalado 
en la academia y en esa zona intermedia entre ésta y el funcionariado en la que los “expertos” 
se hacen presentes (Gajardo, 2012). 

Pensar las reformas en un ámbito que no se restringió a lo nacional, permitió la introducción 
creativa de discusiones sobre lo global, lo nacional y lo local, sobre la transferencia de 
conocimientos y otros temas afines. La promoción gubernamental e internacional de las 
reformas prohijaron un ¡intercambio bastante fluido entre académicos, funcionarios 
gubernamentales y funcionarios internacionales, pero también de dirigentes sindicales, miembros 
de organizaciones de la sociedad civil y de las iglesias, así como empresarios (Tedesco y Tenti, 
2001). Los estudios producidos dentro de estos marcos institucionales bajo el tema de la 
reforma educativa en América Latina generalmente analizan unos cuantos casos nacionales 
escogidos ya sea por su relevancia para un tópico o para un enfoque específico, o bien por la 
mayor familiaridad del investigador con ciertos procesos. Es de hacerse notar que bajo este 
formato general se han producido trabajos importantes en los que, aunque la comparación está 


presente, no se hace uso del método comparativo (Braslawsky y Cosse, 2004; Palamidessi y 
Legarralde, 2006). 

En cuanto a lo que de manera genérica agrupamos bajo el tema de “organizaciones docentes” 
o de “movimientos sociales” de docentes en América Latina, la producción académica es mucho 
menos cuantiosa. Frecuentemente quienes describen y analizan las acciones colectivas de los 
docentes, forman parte de las OD o de partidos políticos afines y sus trabajos se difunden en 
circuitos distintos de los estudiosos. 

Mención aparte merecen las redes latinoamericanas. Entre sus aportes se encuentra la 
publicación de la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (Flacso), sede Argentina, 
titulada ¿Es posible concertar las políticas educativas?, de 1995. Tres años más tarde, el 
Programa de Promoción de la Reforma Educativa en América Latina y el Caribe (Preal) y la 
Flacso sede Argentina, pusieron en marcha otro proyecto con el nombre de Sindicalismo 
docente y reforma educacional en América Latina con apoyo del cual se produjo un libro 
coordinado por Guillermina Tiramonti y Daniel Filmus, un conjunto de informes sobre casos 
nacionales y el trabajo final realizado por M. Palamidessi. Desde otra óptica, en 2003 el 
Observatorio Latinoamericano de Políticas Educacionais/Laboratorio de Política Públicas, 
coordinado por Pablo Gentili, se dio a la tarea de elaborar una cronología sobre los 
movimientos sociales que ha sido una fuente de información útil y que dio lugar a dos libros. 
Otra iniciativa importante provino de la Fundación Konrad Adenauer, que publicó una 
colección de estudios sobre las OD en diez países. En Brasil surgieron dos iniciativas más que se 
mantienen activas, la Red Latinoamericana de Estudios Sobre el Trabajo Docente, creada en 
1999 por iniciativa del Grupo Educación, Trabajo y Exclusión Social (Educacáo, Trabalho e 
Exclusáo Social) del Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales (Clacso) o Red Estrado y la 
Red de Investigadores en Colectivismo y Sindicalismo del Trabajadores en Educación (Rede de 
Pesquisadores sobre Associativismo e Sindicalismo do Trabalhadores em Educacío) fundada en 
2009, y que ha realizado seminarios internacionales y publicado tres libros hasta la fecha.? 

Las anteriores consideraciones, sin ser un estado del arte, proporcionan una idea de los 
esfuerzos colectivos dentro de los cuales se inscribe este capítulo. Reiteramos que el problema 
que se analiza tiende a generar interpretaciones discrepantes, sesgadas por posiciones político- 
ideológicas. Pero en el corpus de investigaciones individuales y de trabajos producidos en las 
redes mencionadas es posible encontrar claves para desentrañar tanto las lógicas prevalentes de 
las reformas como de los movimientos magisteriales que se han opuesto a las políticas 
“reformistas”. Queremos salir del esquema de análisis que ven a las OD como aliadas o 
enemigas. 

El objetivo que perseguimos consiste en ponerlos en relación y, a partir de ello, proponer 
líneas de interpretación. Nuestro foco de atención se dirige hacia las organizaciones docentes. 
Las dimensiones elegidas para ello son las siguientes: 1] Las lógicas de la reforma; 2] las 
organizaciones docentes, en especial su estructura y sus marcas fundacionales y, por último, 3] 
las respuestas de las OD a las reformas. 


LA LÓGICA DE LA REFORMA EDUCATIVA 


En los años noventa se instauró el discurso de la reforma educativa que se convirtió en 
dominante. Eso no quiere decir que haya sido un credo único y por lo tanto es posible 
diferenciar por ejemplo entre los posicionamientos del Banco Mundial, de los de CEPAL, ello 
es importante y necesario. Igualmente podemos observar discrepancias en el lenguaje y los 
énfasis de los discursos emitidos por los gobiernos nacionales. No obstante, existe un núcleo 


duro que podríamos separar analíticamente en elementos de contexto y elementos referidos al 
ámbito educativo. 

Las reformas educativas se plantearon en el marco de la reforma del Estado que abandonó 
los principios del Estado benefactor, que hasta cierto punto habían modelado las políticas 
gubernamentales de la fase anterior. Un segundo elemento consistió en la primacía de los 
criterios economicistas en la gestión escolar. El control de las variables en los procesos 
administrativos fue considerado indispensable. Por último, la influencia de los organismos 
internacionales, en especial del Banco Mundial, se profundizó a través de financiamiento y 
asesoramiento directo a los gobiernos. 

El primer paso consistió en diagnósticos catastrofistas sobre los sistemas educativos 
nacionales. Algunas de las notas dominantes fueron: crítica a su burocracia, por ser excesiva, 
costosa e ineficiente. Igualmente se destacó su “rigidez”, en cuanto a la estructura y 
funcionamiento de los ministerios de educación, pero también en la lentitud para adaptarse al 
cambio. Otro blanco de las críticas fue la centralización y el verticalismo. En relación con el 
primero, la receta ubicua fue la descentralización. En el segundo tema se sugirieron nuevos 
esquemas de participación, así como la inclusión de nuevos actores en el ámbito de la 
educación. El tercer eje apuntó hacia aspectos estructurales del sistema educativo: sus altos 
costos y bajos rendimientos, así como la falta de datos que permitieran cuantificar con exactitud 
unos y otros; la estructura y duración de los ciclos escolares y la conveniencia de hacer 
modificaciones con el fin de privilegiar a los niveles básicos. Por último, se magnificaron las 
deficiencias de las escuelas y de los maestros, se destacó la necesidad de contar con docentes 
mejor calificados; la profesionalización docente tomó fuerza y se enfatizó la urgencia de 
establecer un conjunto de reglas coherentes para su ingreso, promoción y permanencia y para 
instalar sistemas de evaluación y de incentivos. En cuanto a las escuelas hubo interés en ampliar 
los días de clase y promover un mayor aprovechamiento del tiempo en el aula. Igualmente se 
recomendó mejorar los sistemas de información en todos los niveles del sistema educativo, 
partiendo de la generada desde los centros escolares y se recomendó ampliar la autonomía de 
las escuelas. 

Como puede observarse, las lógicas subyacentes privilegiaron en casi todo el repertorio de 
recomendaciones, mayores y mejores controles en los procesos lo que redundaría en niveles más 
altos de eficacia y de eficiencia. 


LAS ESPECIFICIDADES NACIONALES 


Las orientaciones generales de reforma educativa actuaron sobre contextos nacionales y 
sistemas educativos distintos. En los tres países se había instalado la idea de que la educación 
era de mala calidad, que iba por sendas equivocadas y que por lo tanto los sistemas educativos 
requerían especial atención. Pero fue en la década de los noventa cuando se dieron las 
condiciones para que las reformas se pusieran en marcha, 

Argentina fue un caso paradigmático pues fue donde la reforma tuvo un componente 
jurídico más fuerte mediante el establecimiento de Ley Federal de Educación, de abril de 1993, 
Académicos que han escrito sobre el tema señalan que tuvo como antecedente el Congreso 
Pedagógico Nacional, que se desarrolló en el gobierno de Raúl Alfonsín, en el curso del cual se 
llegó a un consenso sobre la necesidad de renovar el marco normativo de la educación nacional. 

El discurso para el rediseño del sistema educativo de los noventa puso el acento en los retos 
derivados de las transformaciones económicas y tecnológicas globales. Pero lo cierto es que los 
nuevos objetivos que se asignaban a la educación habrían de tener lugar en condiciones 
económicas desfavorables que estaban golpeando duramente a clases medias y populares. Por 


ello fue por lo que las reformas propuestas tendrían que idear caminos para atajar en lo posible 
la grave inequidad educativa. Otro condicionante consistió en tratar de hacer aceptables las 
nuevas políticas para los grupos más importantes del ámbito educativo, en especial para los 
gremios. Se optó, pues, por una apuesta arriesgada, que pasaba por cambios legislativos de 
envergadura y que tocaban al mismo tiempo distintos aspectos de la estructura y de la 
organización del sistema educativo, de su financiamiento y sus prioridades sin dejar por ello de 
introducir cambios educativos y pedagógicos. Por todo ello, el argentino fue el más ambicioso y 
también el más controvertido proceso de transformación de los tres casos que analizamos 
(Tedesco y Tenti, 2001). 

En Argentina, pero también en Brasil, una característica central del reformismo fue haberse 
fincado sobre condiciones de penuria presupuestal y haber estado por tanto impulsado por el 
interés primordial de redistribuir el financiamiento de la educación. El Pacto Federal Educativo 
estableció mayores responsabilidades para las provincias argentinas con costos políticos y 
sociales para las regiones más pobres. 

En el caso de Brasil, el Fundef (Fondo de Mantenimiento y Desarrollo de la Enseñanza 
Fundamental y de Valorización del Magisterio) fue el principal medio para llevar adelante la 
municipalización. El monto total del fondo de participación de los municipios fue muy similar al 
establecido para los estados. El cálculo para ambos tomó en consideración el número de 
alumnos atendidos según los informes del censo escolar emitidos por el Ministerio de 
Educación, correspondientes al año anterior. Se trataba de distribuir los recursos financieros de 
manera tal que se hiciera posible la universalización de la educación fundamental. En los dos 
casos los resultados fueron mixtos. 

En México, el ímpetu reformador fue menor. No existieron equipos de expertos comparables 
a los que intervinieron en la educación argentina y tampoco se generó el espacio para las 
innovaciones que sí hubo en algunos estados y municipios brasileños. Por lo tanto, los cambios 
fueron más limitados y gradualistas. Visto en perspectiva, sin embargo, en el México de los 
noventa se instalaron dos tendencias que habrían de marcar profundamente las políticas 
educativas de las décadas venideras. La primera fue la focalización de las políticas sociales. Los 
grandes programas, Solidaridad y Progresa, incluyeron un componente educativo que 
beneficiaba a las familias situadas en los deciles de población más desfavorecidos. Si bien en 
Argentina se instauró igualmente, a través del Plan Social Educativo (PSE) vigente entre 1993 y 
1999, una política de tipo compensatorio, México se situó en la vanguardia en ese aspecto. La 
segunda tendencia, en el plano de la administración del sistema, fue la descentralización, 
pactada en 1992 en el Acuerdo Nacional para la Modernización de la Educación Básica y cuyos 
puntos centrales se incluyeron poco después en la Ley General de Educación. Si bien se hizo 
obligatoria la secundaria, no hubo, en el caso mexicano, un rediseño de la estructura de los 
ciclos escolares análoga a la que se puso en práctica en Argentina. 

El aspecto primordial de la descentralización del aparato educativo mexicano fue la 
transferencia del control de las escuelas de educación básica y escuelas normales del gobierno 
federal a los gobiernos estatales. No obstante, en lo fundamental, el financiamiento del gobierno 
federal hacia los estados no padeció los abruptos sobresaltos sufridos en las provincias 
argentinas. 

A pesar de las diferencias en los procesos de descentralización, tanto en la amplitud y 
profundización, como en sus ritmos de aplicación, en los tres países emergió una paradoja. Esos 
procesos no arribaron a una redistribución de poder que hiciera factible una participación más 
amplia y balanceada en las decisiones más relevantes para el sistema en su conjunto. Las de 
carácter normativo indefectiblemente se mantuvieron en manos de los gobiernos centrales. 


Los ejes de acción que hemos descrito tuvieron su correlato en cambios en la estructura de 
las negociaciones de los actores sociales del ámbito educativo, notablemente de las od. 


LOS MAESTROS Y LAS ORGANIZACIONES DOCENTES: ÁREAS DE CONFLICTO 


Los ejes de las reformas tocaban puntos neurálgicos de los sistemas educativos y afectaban 
tanto al personal docente como a sus organizaciones. No obstante, cada caso nacional tuvo 
características especiales en lo que atañe a objetivos prioritarios, estrategias, ritmos y 
modalidades de implementación. 

Si bien, y desde sus inicios, la reforma hizo de la calidad de la educación su principal lema, 
lo cierto es que la ampliación de la cobertura y la redefinición de los ciclos de la educación 
obligatoria y básica, aunados a la dinámica demográfica introdujeron una mayor presión en 
agrandar la demanda del servicio educativo. La escasez de recursos públicos para atender esta 
demanda fue determinante para orientar las recomendaciones de las reformas hacia políticas y 
medidas que frecuentemente conllevaron efectos negativos sobre las condiciones de trabajo, los 
sueldos y las prestaciones de los docentes. Dentro de la lógica economicista de la reforma, los 
diagnósticos subrayaban que la proporción destinada a sueldos y prestaciones era excesiva, 
haciéndose notar que dejaba muy pocos recursos para mejorar la infraestructura, así como para 
la innovación. 

Las tendencias que se observan en el sueldo docente promedio en los noventa muestran 
diferencias en los tres países. Al iniciarse los noventa el sueldo magisterial se encontraba en una 
situación crítica. Los datos indican que a lo largo de los ochenta, en Argentina, Brasil y México 
la disminución del salario real de los maestros fue acentuada. Por ejemplo, el jornal promedio 
de los maestros argentinos se redujo a la mitad. En Brasil, con enormes disparidades regionales, 
varios estudios documentan como promedio una reducción significativa entre 1981 y 1985 
(Palamidessi, 2003). El caso de México de nuevo es atípico pues en los noventa el sueldo 
magisterial experimentó una recuperación importante, aunque apenas alcanzó a restituir las 
pérdidas de la década anterior. 

No es, pues, de extrañar que las organizaciones docentes recibieron de sus bases la exigencia 
de mejoras salariales y de prestaciones. Además de hacer frente a esas demandas crecientes y 
continuas, las dirigencias sindicales resintieron la drástica disminución de su influencia en la 
discusión de los ejes de la reforma. Incluso las adecuaciones administrativas se decidían sin su 
concurso y la presencia sindical era considerada incómoda cuando no prescindible, El 
acotamiento del ámbito de acción de los sindicatos a los temas estrictamente salariales o de 
prestaciones se veía acompañado con una apertura hacia otros actores sociales, no siempre bien 
vistos por los gremios: asociaciones de padres de familia, organizaciones de la sociedad civil y 
empresarios. 

Estrechamente ligado a la exigencia de mejora de la calidad educativa, el discurso reformista 
ponderó la importancia de la profesionalización docente. No hubo interés gubernamental en 
introducir mejoras en la formación docente inicial, sino que se prefirió invertir en la 
capacitación y la actualización. Se optó por modalidades diversas, pero buscando siempre 
aminorar sus costos. 

Los antagonismos que generaron o se acentuaron en el transcurso de los procesos de reforma 
quedaron plasmados en el lenguaje. Rosa María Torres proporciona un inventario de palabras 
clave que aluden a lo que se dio por llamar “el malestar docente” así como las utilizadas por los 
reformistas para caracterizar a los docentes (véase el cuadro 11.1). 


Cuadro 11.1, El malestar docente (palabras clave) 


DISCURSO DE LA REFORMA PARA ALUDIR A LOS DOCENTES PERCEPCIONI 
Gasto Desorden 
Problema Incertidumbre 


Insumo Exigencia 
pass orita data e a 
paa erronea cute tao ici recrean aaron todo e Pesos 
la A A E j ono 


Responsables Dignidad, orgull 


Fuente: Elaboración propia a partir de Torres (2000: 33-34) 


La misma autora concluye: 


La oposición docente a la descentralización, en la década de los noventa, no puede 
entenderse por sí misma ni únicamente a partir del propio interés o de la nostalgia por un 
Estado benefactor perdido, sino en el conjunto de políticas que marcan, de hecho, rupturas 
importantes con el modelo educativo, la cultura escolar y las conquistas y banderas que han sido 
parte del ideario tradicional docente. La defensa de la escuela pública, gratuita y universal, 
elemento central del ideario educativo en la tradición latinoamericana, ha sido encarnada 
fundamentalmente por los docentes y sus organizaciones. Aquí —en la defensa irrestricta de la 
escuela pública— radica, como se afirma, la vitalidad y la tragedia docente (Torres, 2000: 31). 


Una vez establecidos estos puntos de arranque nos referiremos a las organizaciones docentes. 
Y, de acuerdo con nuestro análisis, un aspecto medular consiste en entender sus marcas de 
nacimiento. 


LAS PRINCIPALES ORGANIZACIONES DOCENTES: SUS MARCAS DE ORIGEN 


Se dice, no sin razón, que los momentos fundacionales dejan una marca prácticamente 
imborrable en la vida de las organizaciones. En esta línea de interpretación, Julián Gindin 
aporta un interesante estudio sobre el sindicalismo docente. En la comparación de los casos de 
Argentina, Brasil y México identifica como una variable fundamental la relación diferenciada 
que el Estado estableció con la docencia en el periodo de consolidación de las relaciones 
laborales (Gindin, 2008). 

Tomando como base esa línea, traemos a nuestra discusión puntos destacados de la 
trayectoria de las od, comenzando por sus antecedentes. Tanto el SNTE, como CTERA y la 
CNTE brasileña fueron el resultado de un proceso de integración de organizaciones 
preexistentes portadoras de ideologías, formas de asociación y tradiciones disímbolas. La 
integración en un sindicato nacional o en una confederación no las disuelve; aparecen en forma 
de tensiones internas de la nueva estructura sindical. La coyuntura del momento fundacional es 
un segundo aspecto que es necesario comparar porque determina la forma que adopta la 
relación de la recién creada organización con el Estado. Comenzaremos por el Sindicato 
Nacional de Trabajadores de la Educación. 

El gobierno y grupos de maestros fundaron al SNTE en 1943, más de tres décadas antes que 
la CNTE brasileña y cuatro décadas antes de la fundación de CTERA. Durante los años treinta, 
los maestros y en general, la educación, estuvieron sometidos a una intensa politización. Por 
una parte, desde finales de los veinte, el radicalismo anticlerical del gobierno y de su brazo 
político, el Partido Nacional Revolucionario, había dado lugar a una respuesta virulenta del 
catolicismo militante en lo que se conoció como la guerra cristera. Al iniciarse el gobierno de 
Lázaro Cárdenas ese conflicto había amainado. No obstante, la reforma al Artículo Tercero 
Constitucional de 1934 que estableció la “educación sería socialista” continuaba provocando 
enfrentamientos que llegaron al extremo de que, en numerosas comunidades rurales, grupos 
enardecidos de campesinos cortaron las orejas a los maestros rurales, por considerarlos 
“comunistas”.? 

El presidente Lázaro Cárdenas (1934-1940) trató de que las distintas organizaciones de 
maestros se unificaran. En los seis años de su mandato no lo consiguió. El siguiente gobierno, 
encabezado por Manuel Ávila Camacho operó un viraje político e ideológico moderado hacia la 
derecha. El nuevo clima político fue propicio para la unificación de las OD existentes en un solo 


sindicato, así germinó el SNTE, que apenas nacido se integró a los sindicatos de trabajadores al 
servicio del Estado. Durante el gobierno cardenista se había expedido un estatuto especial para 
estos empleados, una reglamentación que al tiempo que establecía y protegía amplios derechos 
laborales, los enmarcaba dentro de una estructura corporativa, 

El Estatuto de Trabajadores al Servicio del Estado establecía que habría un solo sindicato 
por dependencia del gobierno federal, que la afiliación a estos sindicatos tendría un carácter 
obligatorio y que las cuotas para la organización respectiva se descontarían automáticamente del 
sueldo de los trabajadores. Esos tres elementos, aunados al hecho de que estos sindicatos 
formaban parte de la Federación de Sindicatos de Trabajadores al Servicio del Estado (FSTSE), 
a su vez integrada al partido del gobierno, pusieron la marca al tipo de gremialismo corporativo 
de los empleados públicos federales. A este marco normativo fue al que, en 1943, se 
incorporaron los maestros y los trabajadores administrativos de la Secretaría de Educación 
Pública (SEP) y maestros de estados y municipios, así como pocos del sector privado. 

Entre 1943 y el inicio de los años noventa, el SNTE creció y se fortaleció. En cuanto a sus 
corrientes políticas internas, desde sus primeros años el sindicato había perdido ya su carácter 
inicial de frente en el que coexistían grupos de distintas tendencias político-ideológicas Al 
iniciarse los noventa, el núcleo fuerte del sindicato conservaba su alianza política con el 
gobierno y su partido, y solamente en algunas secciones —las agrupadas en la Coordinadora 
Nacional de Trabajadores de la Educación- la orientación política era de izquierda y de extrema 
izquierda. Los rasgos sobre los que se fincó el SNTE seguían vigentes: monopolio sindical, 
afiliación obligatoria, descuento automático de las cuotas sindicales (Loyo, 2008). 

Esta condición de sindicato corporativo contrasta vivamente con los casos de la CNTE de 
Brasil. Para apreciar esta diferencia hemos de considerar algunos antecedentes que, si bien 
hubieran podido configurar en el Brasil de los treinta un sindicalismo magisterial parecido al 
mexicano, tomó un rumbo distinto. El sindicalismo promovido en el gobierno de Getulio Vargas 
(1930-1945) buscó aglutinar en un solo sindicato cada rama de actividad. La legislación 
estableció que toda la base de la representación debía de participar en el sostenimiento de su 
sindicato, lo que dio lugar al llamado “impuesto sindical” que era descontado del salario de 
todos los trabajadores. No obstante, entre los docentes existió una fuerte resistencia a avenirse 
a este modelo, 

El brasileño era ya un sistema educativo descentralizado, lo que hacía que fueran los estados 
los que se encargaran directamente de la contratación y remuneración de los docentes. Las 
asociaciones docentes, abiertas a la negociación y separadas del movimiento obrero y de la 
izquierda, se habían constituido en los estados de la República Federativa (por ejemplo, el 
Centro do Professorado Paulista). Las demandas de estas asociaciones eran principalmente 
mejoras salariales, puntualidad en los pagos o la instauración de un plan especial de jubilación. 
Otra de las demandas del asociativismo brasileño fue la promulgación de Planos de Carreira, 
estatutos regulatorios para los funcionarios públicos. 

No fue sino hasta 1960 cuando nació la Confederacáo de Professores Primários do Brasil 
(CPPB), la cual mantuvo una relación de cooperación con el gobierno. La dictadura militar 
instaurada en 1964 derivaría en un cambio marcado en las orientaciones de las organizaciones 
brasileñas que culminó con la conformación del Partido de los Trabajadores (PT) y de la 
Central Única de Trabajadores (CUT). El estudio de Amarilio Ferreira Jr. narra las vicisitudes 
de las asociaciones del profesorado en ese periodo. Los partidos de izquierda que habían logrado 
sobrevivir a la represión política militar influyeron poderosamente en las decisiones del 
movimiento de maestros. A partir de la segunda mitad de los setenta, un número significativo 
de maestros se integró a las organizaciones que se opusieron a la dictadura militar, en especial 
en los grandes centros urbanos (Ferreira, 2014). 


A finales de esa década, se avivaron y se radicalizaron las luchas de los maestros, lo que dio 
lugar al nacimiento de varias organizaciones que pugnaban por ampliar sus bases e incrementar 
su participación política. Entre 1973 y 1978, la CPPB amplió su membresía al incluir ya no 
solamente a docentes primarios sino a los de otros niveles educativos y organizó importantes 
huelgas transformándose en la Confederación de Profesores de Brasil (CPB). La demanda más 
relevante, por sus repercusiones político-sindicales fue la del derecho a la jubilación a los 25 
años de servicio, Esta conquista representó un punto de inflexión en la cpb que mudó desde la 
influencia ideológica de la dictadura militar hacia la esfera de actuación de la sociedad civil que 
reivindicaba el estado democrático de derecho, 

En 1987 tuvo lugar otro punto de quiebre cuando la CPB se afilió a la CUT y, en 1989, se 
integró con otras tres entidades nacionales, transformándose en la Confederacáo Nacional dos 
Trabalhadores em Educacáo, la CNTE, que incluyó no solamente a organizaciones de docentes 
sino también a organismos que agrupaban a orientadores, supervisores, técnicos y 
administrativos. En este proceso de unificación fueron importantes los partidos de izquierda que 
apostaban por la movilización popular. Con estos antecedentes queda claro que la CNTE 
brasileña sería distinta al sindicato mexicano (Fontoura, Gindin y Gentili, 2008). 

En Argentina, el proceso anterior a la fundación de CTERA corre por senderos bifurcados. 
El sindicalismo docente resulta un ave raris; se trata de un extraño caso tardío, que parece 
recorrer el camino en el sentido inverso al de la mayoría de los sindicatos (Nardachione, 2014). 
Entre 1910 y 1940, los maestros argentinos se agruparon en asociaciones profesionales, no 
sindicales, y que eran fragmentarias y débiles. Esto se explica por varias razones: la mayoría de 
sus asociadas eran mujeres, provenientes de la clase media baja. A partir de 1920 hubo además 
un excedente de normalistas, lo que redujo la posibilidad de presión de estas asociaciones. Su 
membresía era muy heterogénea pues había docentes diplomados y no diplomados, nacionales y 
provinciales, de primaria y de secundaria, Por décadas pervivió la imagen del maestro como 
apóstol, lo que hacía aún difícil que la docente rompiera los estereotipos para decidirse a 
intervenir en el mundo sindical y político, 

Un cambio drástico fue el peronismo que se caracterizó por una mayor influencia e 
intervención del gobierno en la vida de las organizaciones docentes. No obstante, la reacción de 
las OD en general fue adversa. Un primer tema sujeto a cuestionamiento fue la centralización en 
el Ministerio de Educación de aspectos cruciales de la carrera docente. A eso se añadió que, 
frente a la reticencia de las asociaciones hacia el gobierno peronista, Perón optó por apoyar la 
creación de un sindicato nacional ligado al gobierno: la ADA (Asamblea de Docentes 
Argentinos) en 1950 y la Unión de Docentes Argentinos (UDA) en 1953. La primera se integró a 
la Confederación General del Trabajo (CGT) y la segunda a la Confederación General de 
Profesionales (CGP). El antagonismo contra el gobierno se manifestó con especial crudeza con 
motivo de la sanción del Estatuto de los Docentes. Aun cuando esta norma daba estabilidad y 
otros derechos a los maestros, exigía también su adhesión al gobierno para hacerlos operativos. 
Los dirigentes de las asociaciones se inclinaron hacia la defensa de su autonomía tradicional 
respecto al poder político. Un dato adicional: la educación religiosa en las escuelas revivió el 
debate y las reivindicaciones liberales a favor de la educación laica, 

Después del golpe militar que derrocó a Perón y tras el regreso a la democracia, el gobierno 
de Arturo Frondizi aplicó el Estatuto Docente que ya estaba contenido en un decreto anterior. 
El Estatuto se refería a dos ámbitos: el funcionamiento del sistema educativo y los derechos de 
los docentes. 

La siguiente fase corresponde a la transformación de las asociaciones en sindicatos. También 
se observa una clara tensión entre las orientaciones profesionalistas y las sindicalistas. Este 
antagonismo crece en los años sesenta y se resuelve a favor de la tendencia sindicalista. La 


necesidad de las organizaciones docentes de actuar en conjunto contra el gobierno de Juan 
Carlos de Onganía y su reforma educativa fue un gran incentivo para su unificación. En ese 
proceso fue proactiva la Central Unificadora de Trabajadores de la Educación (CUTE), fundada 
en 1972, En 1973 los líderes convocaron a un Congreso de Unidad en el que concurrieron más 
de 100 organizaciones, que acordó una declaración de principios que expresaba el acercamiento 
logrado entre las dos orientaciones. Durante el segundo Congreso de Unificación, el “sector 
profesionalista” impuso su posición, pues al fijar como forma de organización la confederación 
y no la federación, retrasó su entrada a la CGT. Como resultado de esto el nuevo tipo de 
sindicalismo de CTERA fue a la vez más de izquierda y más liberal que el sindicalismo 
argentino tradicional. A nivel organizativo, por ejemplo, se establecieron mecanismos que 
aseguraron la participación de las minorías. También quedó instituido que los dirigentes siempre 
tendrían que actuar bajo el mandato de sus bases y la dirección nacional estaría atada a las 
organizaciones provinciales (Nardachione, 2014). 

Los caminos transitados por los docentes argentinos y brasileños para organizarse 
gremialmente y alcanzar formas de unificación que les dieran mayor fuerza dejaron marcas 
fundacionales que perviven en forma de tensiones subyacentes. No obstante, en nuestra 
interpretación, el pasado asociativista aunado a la experiencia de regímenes dictatoriales dan 
por resultado una orientación dominante: el resguardo de un margen de autonomía para las 
organizaciones de base. Autonomía respecto a la organización de segundo nivel a la que 
pertenecen, pero también respecto a los partidos políticos y los gobiernos independientemente 
de su signo ideológico. Pero ese margen de albedrío se amplía y se reduce siguiendo los avatares 
de la política nacional y es materia de tensiones permanentes del sindicalismo docente. 

El sindicalismo magisterial mexicano no tiene mucho en común y sí tiene importantes 
diferencias con las OD del cono sur, La tradición asociativista que todavía se observa en Brasil 
y Argentina no existió en México. Las asociaciones de maestros en México quedaron muy atrás 
en la historia y no han revivido. La oposición de las OD brasileñas y argentinas a las cuotas 
impuestas y a la afiliación obligatoria, que han formado parte de la defensa a la autonomía de 
sus organizaciones, no tienen correlato en México, como se observa en el cuadro 11.2, 


Cuadro 10,2. Tres organizaciones docentes en contraste 
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LAS ORGANIZACIONES DOCENTES Y LAS REFORMAS 


Dijimos que en las reformas educativas de los noventa es posible identificar un núcleo duro 
común. Pero las prioridades y formas de implementación de las políticas, así como las 
características de las OD de cada país hicieron la diferencia. El SNTE de México estableció una 
concertación amplia con el gobierno federal. En 1992, el sindicato firmó con el gobierno federal 
el Acuerdo Nacional para la Modernización de la Educación Básica (ANMEB), que dio cauce a 
la descentralización limitada del aparato educativo, el cual se realizó sin sobresaltos. Esto fue 
considerado un ejemplo de éxito de la negociación gobierno-sindicatos docentes en América 
Latina, por ejemplo en seminarios organizados por PREATL1, La concertación, además del 
traspaso de la administración de las escuelas del gobierno federal hacia los gobiernos estatales, 
estableció un segundo eje de política que denominó “revalorización del magisterio”. Su 
componente principal fue la llamada Carrera Magisterial, un sistema de escalafón horizontal que 
mejoraba los ingresos de los maestros que se acogieran a sus reglas (Loyo, 2008). 

Esta negociación exitosa del gobierno con la dirigencia del sindicato no eliminó el conflicto. 
Éste se concentró en algunas secciones sindicales las cuales, sin dejar de pertenecer al sindicato, 
se habían aglutinado en un agrupamiento político opositor a la dirigencia nacional del sindicato: 
la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación. La sección 22 de Oaxaca, el grupo 
más fuerte dentro de esta corriente, realizó durante toda la década movilizaciones en oposición 
radical a la política educativa gubernamental; denunció que era una política neoliberal impuesta 
por los organismos internacionales. El gobierno no pudo neutralizar a estos núcleos 
magisteriales ni logró que aceptaran como válidos los temas que proponía el discurso de la 
reforma educativa. Pero las protestas generalmente se mantuvieron dentro de los límites de los 
estados sin llegar a representar una amenaza a la gobernabilidad del sistema educativo. 

Otro de los objetivos que persiguió el gobierno mexicano durante los noventa consistió en 
tratar de acotar la influencia del sindicato en asuntos vitales para la buena marcha de la 
educación, como son la asignación meritocrática y no clientelar para las plazas de docentes y el 


nombramiento de directores y supervisores, así como una operación ajena al control sindical del 
programa de Carrera Magisterial. En estos puntos, los avances fueron limitados. 

El ANMEB reafirmó el papel del sindicato como interlocutor principal en la política 
educativa. En los estados tampoco hubo grandes cambios. El poder sindical, valorizado durante 
los periodos electorales para operar en favor de los candidatos del partido gobernante, le 
permitió a la organización recuperar en poco tiempo el escaso terreno que la autoridad había 
reconquistado para sí. En suma, desde el enfoque reformista el balance fue mixto. Se consiguió 
acordar una descentralización limitada del aparato educativo y la dirigencia del SNTE aceptó y 
ayudó a difundir los temas de la reforma. Éstos fueron los principales logros. 

Desde la óptica de la dirigencia nacional del SNTE, los sucesos de esa década mostraron que 
un sindicato nacional fuerte, aún con un segmento opositor en su interior (la Coordinadora), es 
capaz de defenderse en los asuntos cruciales para su integridad como agrupación nacional. Hago 
referencia aquí a un proyecto gubernamental alterno, del que se tuvo noticia poco antes de la 
firma del ANMEB, que buscaba establecer a la par de la descentralización del sistema 
educativo, la segregación de la titularidad de las relaciones laborales. Esto hubiera implicado la 
fragmentación del sindicato nacional en sindicatos estatales. El proyecto fue vetado con éxito 
por la dirigencia nacional del SNTE, con el apoyo de una facción del mismo gobierno 
encabezada por Manuel Camacho, regente del Distrito Federal y consejero político del 
presidente Carlos Salinas de Gortari (Ornelas, 2008). 

En los casos de Brasil y de Argentina los balances también presentan claroscuros. La mayor 
parte de las movilizaciones docentes involucraron a organizaciones vinculadas con las dos 
confederaciones nacionales. Las demandas fueron las más de las veces económicas, pero muchas 
de ellas incluyeron una crítica frontal a la orientación de las políticas educativas denunciándolas 
como neoliberales e impuestas por los organismos internacionales. La constante conflictividad 
de los gremios determinó un fuerte antagonismo con el grupo de los reformadores (Gentili, 
Suárez, Stubrin y Gindin, 2004). 

Un aspecto central que emerge de la comparación entre los tres casos nacionales consiste en 
que, si bien la descentralización fue un tema común de las reformas, ésta adoptó modalidades 
que afectaban en forma y grados muy distintos a las condiciones laborales de los docentes. 

En México, la descentralización pactada dio mayores oportunidades de negociación al grupo 
sindical dado que si bien los acuerdos salariales SEP -Comité Ejecutivo Nacional del SNTE 
operaron como “piso”, la descentralización abrió la puerta para que las secciones locales 
emprendieran negociaciones adicionales con los gobiernos estatales con resultados positivos 
para sus agremiados. Esto es conocido como “doble negociación”. En Argentina, en cambio, la 
convocatoria a paritarias nacionales fue una demanda continua, ya que el nuevo esquema trajo 
consigo mayor penuria en el sueldo docente en las provincias pobres. La CTERA buscaba lograr 
un marco nacional negociado entre el gobierno y las organizaciones docentes. La CTERA luchó 
también en esos años porque se reconociera al docente como un trabajador de la educación con 
doble pertenencia gremial (provincial y nacional). Si bien hubo movilizaciones que no obtuvieron 
ninguna concesión de parte de los gobiernos, la CTERA registra como su triunfo el Fondo de 
Incentivo Docente y su capacidad de veto sobre el Proyecto de Profesionalización Docente. Esto 
fue fruto de nuevas estrategias de acción sindical como la instalación de la Carpa Blanca frente 
al Congreso de la Nación en abril de 1997 y que fuera levantada tras 1 003 días de protesta y 
ayuno (Peraza y Larragalde, 2006). 

El caso de Brasil sirve para apreciar la importancia del contexto político para abrir o cerrar 
las posibilidades de concertación. En 1989, después de la derrota electoral de Ignacio Lula da 
Silva, se abre un interregno que permite a la CNTE negociar el Pacto por la valorización del 
magisterio y calidad de la educación (Pacto pela valorizacáo do magistério e qualidade da 


educacáio) de 1994, Este pacto estableció el valor del piso salarial nacional. En la Cámara de 
Diputados se discutió el proyecto de Ley de Directrices y Bases de Educación (LDB), impulsado 
por el Foro Nacional en Defensa de la Escuela Pública que contemplaba también el piso 
salarial. Pero el contexto político cambió con la llegada a la presidencia de Fernando Henrique 
Cardoso. El pacto no fue respetado y el nuevo gobierno adoptó las orientaciones internacionales 
de reforma educativa. Los reformadores en Brasil apostaron por la municipalización y la 
negociación descentralizada de las relaciones laborales. La carrera docente estuvo en el centro 
de la confrontación entre las OD y los gobiernos estatales y el federal. La CNTE sostuvo una 
férrea oposición a la flexibilización de las contrataciones, a las políticas salariales y a la carrera 
docente. El discurso de la CNTE subrayó que estas políticas eran parte de los designios de las 
organizaciones internacionales y fustigó continuamente el mercantilismo y el individualismo que 
entrañaban (Gindin, 2008). 


CONCLUSIÓN 


Las tradiciones de lucha de las OD en los tres países poseen notas distintivas. En México, 
estas tradiciones tuvieron su origen en la Revolución social que inició en 1910 pero que, en lo 
que a la educación se refiere, experimentaron impulsos inéditos en la década de los treinta. 
Cuando en Argentina y Brasil el asociacionismo era aún predominante como forma de 
organización de los maestros, en México la escuela rural y la educación socialista, con un 
componente de nacionalismo, fueron fuente de una tradición magisterial propia. El maestro que 
emergía del proceso revolucionario se identificó más con la imagen de un líder social que con la 
de un apóstol. Y en el medio urbano se concibió más como un trabajador de la educación que 
como un profesional. 

El corporativismo emergió como otra de las claves interesantes en nuestra comparación. Los 
tres países, en distintos momentos, tuvieron líderes carismáticos que prohijaron estructuras 
corporativas: Vargas, Cárdenas y Perón. Sin embargo, en Brasil y Argentina estas experiencias 
se vieron truncadas por el derrocamiento de los gobiernos, por lo que el corporativismo en 
ningún momento dominó por completo el espectro político e ideológico del magisterio. En el 
caso mexicano, en cambio, el cardenismo fincó bases de estabilidad y de institucionalización que 
permitieron que las formas corporativas se afianzaran y pudieran sobrevivir por décadas. 

Las luchas contra las dictaduras en Argentina y Brasil modificaron las pautas sobre las que 
anteriormente habían funcionado sus organizaciones docentes. En los dos casos se fortalecieron 
los vínculos de los maestros con las organizaciones sociales y con los partidos políticos. De ahí 
las tensiones entre sindicalismo y asociativismo, entre autonomía e integración o alianza con 
centrales de trabajadores y partidos políticos. La fundación de la CTERA argentina y de la 
CNTE brasileña constituyeron arreglos para paliar esas tensiones subyacentes. En el caso de 
México hubo estabilidad política con un régimen autoritario, pero no dictatorial. El SNTE 
durante los años sesenta y en los setenta continuó gozando de condiciones excepcionales de 
monopolio y protección del Estado a merced de su vínculo orgánico con el partido hegemónico. 
Esta alianza mermó su combatividad y su autonomía. 

Cuando analizamos la respuesta de las OD frente a los procesos de reforma educativa de los 
noventa, encontramos que las marcas fundacionales de cada organización son significativas para 
la comprensión de su desarrollo ulterior. En cuanto a las reformas mismas, son dos los 
elementos de mayor peso: el tipo de descentralización del proyecto reformista y el tipo de 
vínculo existente entre las organizaciones docentes con los gobiernos y los partidos políticos. 

El binomio centralización-descentralización es complejo y atañe no solamente al sistema 
educativo sino también a las propias organizaciones. La estructura sindical acusa los rasgos del 


tipo de centralización vigente. Por una parte, hay que tomar en cuenta que las confederaciones 
agrupan a sindicatos que actúan con márgenes de autonomía. En el caso mexicano, en cambio, 
se está frente a un sindicato nacional centralizado que otorga un enorme poder de decisión a su 
Comité Ejecutivo Nacional. Los proyectos reformistas postularon a la manera de un principio 
irrebatible las bondades de la descentralización educativa. Los sistemas educativos nacionales 
van del más centralizado, el mexicano, al más descentralizado, el brasileño. Pero para el tema 
que nos ocupa, lo más interesante estriba en a] las implicaciones que el proyecto de 
descentralización tuvo para las organizaciones docentes y b] la capacidad sindical para limitar o 
contrarrestar este proyecto. Aún cuando en México existió la tentación de utilizar la 
descentralización para fragmentar al sindicato nacional, creando sindicatos estatales, el poder 
político del SNTE, en alianza con una facción gubernamental, impidió que eso pudiera 
realizarse. La descentralización que se efectuó fue limitada y mantuvo al SNTE como el titular 
de las relaciones laborales del magisterio, lo que quedó consignado jurídicamente. En el caso de 
Brasil y de Argentina, la descentralización tuvo como eje los problemas de financiamiento. La 
resistencia de CTERA y de la CNTE fue combativa en esos años, puso freno a algunos excesos 
y logró para sus gremios un importante reconocimiento social en coyunturas específicas, 

La concertación para el establecimiento de la descentralización del caso mexicano se 
sustentó en una alianza política más antigua y estructural entre Estado y sindicato. Su éxito, 
visto a la distancia, es relativo. Tanto en términos de una efectiva descentralización de las 
decisiones más importantes para el sistema educativo como del acotamiento del poder sindical, 
sus frutos fueron pobres. En cuanto a Argentina y Brasil, la idea de que los gremios fueron el 
obstáculo mayor para el éxito reformista oscurece el hecho de que la formulación misma de las 
políticas englobadas en la reforma educativa —al llevarse adelante en contextos económicos y 
políticos muy problemáticos— adoleció de errores de formulación y falta de modestia. En suma, 
los sindicatos docentes no pueden ni deben ser culpados de los limitados resultados que 
tuvieron las reformas educativas de los noventa en su más importante objetivo, frecuentemente 
olvidado, que consiste en que el sistema sea capaz de proporcionar más y mejor educación a sus 
poblaciones. 

Una última consideración. Las organizaciones docentes fueron y seguirán siendo actores 
principales en cualquier proceso de reforma educativa. Varios de los grandes temas como son la 
profesionalización y la evaluación docentes se mantienen vigentes en las agendas reformistas 
actuales. Por ello, las experiencias de los noventa constituyen una fuente invaluable de 
aprendizajes. Nos invitan a identificar las implicaciones que cada medida propuesta puede tener 
sobre las condiciones de trabajo de los maestros, reconociéndolos plenamente como 
trabajadores de la educación. Finalmente, su resistencia nos impide olvidar que los valores y 
tradiciones del magisterio, así como la doble lógica, gremial y profesional de sus organizaciones, 
orientarán decisivamente sus respuestas ante los cambios. 
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POSDATA 
CARLOS ORNELAS 


Al final de una antología como ésta, es difícil que el 
compilador pueda resistir la tentación de agregar una reflexión 
final o de resumir lo que los autores dijeron o de deducir 
conclusiones lógicas. No me escapé a tal tentación. Aún así, 
estoy convencido de que cada par de ojos ve cosas diferentes 
en el mismo texto, que cada cabeza interpreta diferentes 
significados de las mismas palabras escritas. Eso es un derecho 
del lector. 

Lo que puedo decir es que, al final, creo que hemos 
cumplido con lo que propusimos al comienzo de la Conferencia 
de CIES en la Ciudad de México: reunir una colección de 
ensayos que brinden una visión general de lo que sucede en 
política educativa, estrategias y prácticas en la región 
latinoamericana. Lo que encontramos fue una pluralidad de 
iniciativas para la reforma educativa que, si bien comparten 
ciertas características globales comunes, muestran con bastante 
mayor fuerza cómo las particularidades de cada país 
determinan qué se desarrolla, qué cambia y qué persiste. La 
persistencia de prácticas arraigadas se debe en principio a la 
resistencia creada por las tradiciones de larga data, así como a 
los diversos grupos de interés, en especial los líderes de los 
sindicatos de docentes. 

La dialéctica entre lo local y lo global está en juego en cada 
instancia. Aún así, los análisis de los casos respetan los 
contextos nacionales y las tradiciones locales. Cada autor o 
pareja de autores eligió la perspectiva teórica para el examen 
de las circunstancias de su país o el método de comparación en 


el caso de los sindicatos de docentes. Acordamos trabajar de 
manera colectiva, pero no pensar igual. 

Ofrecemos a los lectores un compendio de estudios sobre 
reformas educativas: los diferentes métodos que usan los 
reformadores para convencer a otros actores a participar, los 
tipos de oposición de diferentes grupos sociales y la resistencia 
de las prácticas que constituyen los sistemas educativos de 
América Latina. 

Sólo deseo que cada lector extraiga sus conclusiones y 
observe que, aunque no es habitual, podemos beneficiarnos al 
ver el mundo desde el Sur hacia el Norte. 
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